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LEYES 

 

LEY N° 10.795 

 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA 

SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

 
Artículo 1°.- Exceptúase del pago del Impuesto 

Inmobiliario a una única vivienda familiar que sea propiedad 

de un Veterano de Malvinas. 

Artículo 2°.- Exceptúase del pago del Impuesto a los 

Automotores y Acoplados a un vehículo único que sea 

propiedad de un Veterano de Malvinas. 

Artículo 3°.- A los fines de esta Ley, los Veteranos 

de Malvinas son aquellos que encuadren en lo establecido 

por la Ley Nacional Nº 23.109 y el Decreto Reglamentario 

Nº 509/88, los cuales participaron en operaciones bélicas.  

Gozarán de los beneficios mencionados en los 
artículos precedentes los Veteranos de Malvinas que residan 

en esta Provincia. 

Artículo 4°.- El Listado de Veteranos de Malvinas 

forma parte de la presente como Anexo. A los fines de 

acceder a los beneficios aquí establecidos, deberán 

solicitarlos en la Dirección General de Ingresos Provinciales 

(DGIP), de conformidad con en el Artículo 92° del Código 

Tributario, Ley Nº 6.402 y modificatorias. 

Artículo 5º.- Facúltase a la Dirección General de 

Ingresos Provinciales (DGIP) a dictar las normas 

complementarias y/o aclaratorias para una correcta 
aplicación de la normativa. 

Artículo 6°.- Comuníquese, publíquese, insértese en 

el Registro Oficial y archívese. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Legislatura de la 

Provincia, en La Rioja, 140° Período Legislativo, a quince 

días del mes de mayo del año dos mil veinticinco. Proyecto 

presentado por los diputados Carlos Alberto Machicote, 

Mario Claudio Ruiz, Mario Gustavo Galván y Gabriela 

Azucena Rodríguez. 

 

Teresita Leonor Madera - Presidenta - Cámara de Diputados 

- Juan Manuel Ártico - Secretario Legislativo 

 

ANEXO 

 

Nº Apellido y Nombre  D.N.I. 

 

01 Aballay, Pascual Nicolás   8.018.348 

02 Aguirre, Luis Ramón  12.158.468 

03 Aldeco, Luis Magín  16.076.230 

04 Arias, Héctor Antonio  10.047.343 

05 Asís, Nicolás Demetrio    5.500.737 

06 Barrera, Carlos Eduardo  11.033.842 
07 Calderón, Luis María  14.862.625 

08 Cheballier, Oscar Darío  16.476.968 

09 Fuentes, Rodolfo Ramón    7.767.831 

10 Godoy, Héctor Ramón  14.227.352 

11 Isaurralde, Juan Carlos    7.667.504 

12 Jaime, Ramón Cristóbal  13.317.602 

13 Leymon, Augusto Alexis 14.549.924 

14 Luque, Gavino Victorino 11.926.123 

15 Mejías, Miguel Ángel Nicolás   8.019.523 

16 Nieva, Rolando Norberto 14.899.284 

17 Ojeda, Roberto César  11.809.573 

18 Olivera, Mario Alfredo  12.249.889 

19 Oroná, Dante Nelson  16.079.260 

20 Pacheco, Mario Marvil  14.422.424 

21 Rodríguez, José   14.353.560 

22 Torres, Luis     8.480.142 

23 Vega Luján, Jorge  16.152.385 

24 Vega, Raúl Gerardo    4.999.608 

25 Contini, Sebastián Eugenio 16.239.708 

26 Carrizo Despa, Ángel Aniceto 14.039.537 
27 Flores, Segundo Javier  16.285.654 

28 González, Enrique Ignacio 14.752.551 

29 Negrete, Jorge Humberto 16.158.321 

30 Nieto, Alberto Santos  11.935.407 

31 Oliva, Horacio Arturo  11.952.760 

32 Toledo, Héctor Rolando  14.649.592 

33 Urquiza, Jorge Ezequiel  14.051.626 

34 Vera, Roberto Candelario 13.352.849 

 

DECRETO Nº 709 

 
La Rioja, 06 de junio de 2025 

 

Visto: El Expediente Código A1 Nº 00132-1-25, 

mediante el cual la Función Legislativa de la Provincia eleva el 

texto de la Ley Nº 10.795 y en uso de las facultades conferidas 

por el Artículo 149º inciso. 1) de la Constitución Provincial, 

 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA 

DECRETA: 

 

Artículo 1º.- Promúlgase la Ley Nº 10.795 sancionada 
por la Cámara de Diputados de la Provincia con fecha 15 de 

mayo de 2025. 

Artículo 2º.- El presente decreto será refrendado por el 

señor Secretario General de la Gobernación. 

Artículo 3º.- Comuníquese, publíquese en el Boletín 

Oficial, insértese en el Registro Oficial y archívese. 

 

Quintela, R.C., Gobernador - Luna, J.J., J.G. a/c. S.G.G. 

 

* * * 

 

LEY N° 10.796 

 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA 

SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

 

TÍTULO I 

 

Juicio por Jurados en Materia Penal 

 

Capítulo I 

 

Normas Generales 

 

Artículo 1º.- Objeto. Esta Ley tiene por objeto 

establecer el juicio por jurados, en cumplimiento de los Artículos 

5º, 118º, 121º, 122º, 123º y 126º de la Constitución Nacional, y 

del Artículo 169º de la Constitución de la Provincia de La Rioja. 

El procedimiento y el funcionamiento específico del 

juicio realizado ante jurados se regirá íntegramente por las 

disposiciones de esta ley. 

Artículo 2º.- Competencia. Deberán ser 

obligatoriamente juzgados por jurados todos aquellos delitos 

cuya pena máxima en abstracto exceda los veinte (20) años de 
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prisión o reclusión. 

Excepcionalmente, podrán ser sometidos a juicio por 

jurados aquellos hechos que, por su naturaleza, los medios 

empleados o la gravedad del daño o peligro, generen una 

conmoción social relevante. En tales casos, la determinación será 
adoptada por el Ministerio Público Fiscal. 

La integración del tribunal con jurados será obligatoria e 

irrenunciable. 

Artículo 3º.- Integración del Jurado. Igualdad de Género. El 

jurado estará integrado por doce (12) miembros titulares y, como 

mínimo, por dos (2) suplentes y será dirigido por una sola jueza 

o juez penal. La jueza o juez podrá ordenar que haya más 

suplentes de acuerdo a la gravedad o complejidad del caso. 

El panel de jurados titulares y suplentes deberá estar 

siempre integrado por mujeres y hombres en partes iguales. 

Artículo 4º.- Prórroga de Jurisdicción. Los juicios por 

jurados se realizarán en la circunscripción judicial en la que se 
hubiera cometido el hecho. Cuando un hecho hubiera 

conmocionado a una comunidad de tal modo que no pudiera 

razonablemente obtenerse un jurado imparcial, el juez podrá 

disponer, sólo a pedido del acusado y mediante auto fundado, 

que el juicio se lleve a cabo en otra circunscripción judicial de la 

Provincia, que se hará en sorteo público. 

Artículo 5º.- Función del Jurado y de la Jueza o Juez. El 

jurado delibera sobre la prueba, se pronuncia en relación al 

hecho o los hechos sometidos a su deliberación y al delito o los 

delitos por el cual debe responder la persona acusada.  

Para que el jurado pueda desempeñar y llevar a cabo 
esta función, los miembros del jurado deben ser obligatoriamente 

instruidos sobre el derecho sustantivo aplicable por jueza o juez 

del juicio acerca de la calificación jurídica principal y de los 

delitos menores incluidos en ella. 

Artículo 6º.- Veredicto y Rol de las Instrucciones de la 

Jueza o Juez. El jurado rinde su veredicto, según su leal saber y 

entender, de acuerdo con la prueba exclusivamente producida en 

el juicio y sin expresión de los motivos de su decisión.  

Las instrucciones de la jueza o juez al jurado, el 

requerimiento de apertura a juicio y el registro íntegro y 

obligatorio del juicio en audio, video y/o taquigrafía constituyen 

plena y suficiente base para el control amplio de la decisión. 
Las instrucciones impartidas por la jueza o juez deben 

estar redactadas de manera de permitir que el público en general 

y, en especial, el acusado, puedan entender el significado y los 

fundamentos del veredicto que el jurado tiene que pronunciar en 

base a esas indicaciones. 

Cuando existan en el caso mujeres víctimas o acusadas, 

la jueza o juez incluirá instrucciones con perspectiva de género, 

de forma sencilla y concreta explicando el derecho probatorio y 

la ley aplicable, teniendo en cuenta el contexto del caso, 

garantizando la interpretación y aplicación de la Ley de manera 

igualitaria. 
Artículo 7º.- Libertad de Conciencia del Jurado. 

Prohibición de Represalias. El jurado es independiente, soberano 

e indiscutiblemente responsable por su veredicto, libre de 

cualquier amenaza de la jueza o juez, de las partes o de cualquier 

poder por sus decisiones. 

La regla del secreto de las deliberaciones y la forma 

inmotivada de su veredicto les aseguran a los jurados la más 

amplia libertad de discusión y de decisión, sin estar sujetos por 

ello a penalidad alguna, a menos que aparezca que lo hicieron 

contra su conciencia, o que fueron corrompidos por vía de 

cohecho. 

El contenido de este artículo formará parte obligatoria 
de las instrucciones de la jueza o juez al jurado. 

Artículo 8º.- Presunción de Inocencia y Duda 

Razonable. La jueza o juez instruirá obligatoriamente al jurado 

acerca de que, en todo proceso criminal, la persona acusada se 

presumirá inocente mientras no se probare lo contrario, y en caso 

de existir duda razonable acerca de su culpabilidad, se la 

absolverá. Si la duda es entre grados de un delito o entre delitos 
de distinta gravedad sólo podrá condenársele del grado inferior o 

delito de menor gravedad. 

 

TÍTULO II 

 

De las Condiciones para ser Jurado 

 

Artículo 9º.- Derecho. Carga Pública. La función de 

jurado constituye un derecho y una carga pública de los 

ciudadanos en condiciones de prestarla. Los requisitos para serlo 

y los supuestos en que podrán ser excluidos serán sólo los 

establecidos taxativamente en la presente ley. 
Artículo 10º.- Requisitos para ser Miembro del Jurado. 

Para ser integrante del Jurado se requiere: 

a) Ser argentino, con dos años de ejercicio de la 

ciudadanía en el caso de los naturalizados, y tener entre 18 y 75 

años de edad. 

b) Saber leer, escribir, hablar y entender plenamente el 

idioma nacional. 

c) Gozar del pleno ejercicio de los derechos políticos. 

d) Tener domicilio conocido y una residencia inmediata 

no inferior a dos (2) años en la circunscripción judicial 

respectiva. 
Artículo 11º.- Incompatibilidades. No podrán 

desempeñar el cargo de miembros del Jurado durante el tiempo 

que ejerzan sus funciones: 

a) El gobernador, el vicegobernador y los intendentes. 

b) Los ministros, secretarios y subsecretarios de la 

Función Ejecutiva y los funcionarios equivalentes de los 

municipios, hasta el rango de director o su equivalente. 

c) Los senadores y diputados nacionales y provinciales, 

los concejales y los funcionarios del Poder Legislativo Nacional, 

de la Función Legislativa Provincial y municipal, hasta el rango 

de director o su equivalente. 

d) Los magistrados y funcionarios del Poder Judicial y 
del Ministerio Público Fiscal, Pupilar o de la Defensa Pública. 

e) Las personas que ocupen cargos directivos en un 

partido político o sindicato legalmente reconocido. 

f) Los integrantes de las fuerzas armadas y de 

seguridad en actividad. 

g) Los ministros de un culto reconocido. 

h) El fiscal de estado, el contador general, el fiscal 

anticorrupción, otros funcionarios de igual rango; el presidente y 

los vocales del Tribunal de Cuentas de la Provincia y sus 

similares en los municipios, y el Defensor del Pueblo titular y los 

defensores adjuntos, provincial o municipales. 
i) Los abogados, escribanos y procuradores 

matriculados y los profesores universitarios de disciplinas 

jurídicas o de medicina legal. 

Artículo 12º.- Inhabilidades. Se encuentran inhabilitados 

para desempeñarse como miembros del Jurado: 

a) Las personas que no tengan aptitud física o psíquica 

suficiente o presenten una disminución sensorial que les impida 

el desempeño de la función. 

b) Los fallidos no rehabilitados. 

c) Los imputados en causa penal dolosa contra quienes 

se hubiera requerido juicio. 

d) Los condenados a una pena privativa de libertad, 
hasta (10) años después de agotada la pena, los condenados a 

pena de multa o inhabilitación hasta dos (2) años después de 
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agotada la pena y los condenados por delitos que exijan para su 

realización la calidad de funcionario público como sujeto activo 

o que lo fueran en orden a los delitos previstos en los Artículos 

245º y 275º del Código Penal de la Nación, hasta dos (2) años 

después de agotada la pena. 

e) Los incluidos en el Registro de Alimentantes 

Morosos. 

f) Los integrantes de las fuerzas armadas y de seguridad 
en actividad. 

g) Los ministros de un culto reconocido oficialmente. 

h) Los que hayan servido como jurado durante los tres 

años inmediatamente anteriores a la designación. 

Artículo 13º.- Excusación. La o el postulante a jurado 

deberá excusarse por las mismas causales establecidas para las 

juezas o jueces según el Código Procesal Penal de la Provincia y 

las que establezcan específicamente esta ley.  

Todas estas causales serán interpretadas por el juez de 

manera restrictiva. 

La jueza o juez no podrá excusar a nadie de servir como 
jurado por motivo trivial ni por inconveniencias o molestias en 

sus negocios, sino exclusivamente en caso de que corriere 

peligro de grave daño o ruina su propiedad, o la propiedad bajo 

su custodia, o exigiere su ausencia el estado de su salud o la 

enfermedad o muerte de algún miembro de su familia, o algún 

relevante interés comunitario o, si así lo solicitaren, a los 

mayores de 70 años de edad.  

La jueza o juez deberá dispensar del servicio de jurado: 

a) A toda persona que se encuentre en período de 

lactancia de su hija/o menor de seis (6) meses de edad, siempre 

que acredite dicha situación mediante la correspondiente 
constancia médica. 

b) A quienes se hayan desempeñado como jurados 

titulares en los tres (3) años anteriores al día de su nueva 

designación. 

c) A quienes manifiestamente sean incompetentes para 

la función. 

d) A los que estén residiendo en el extranjero. 

 

TÍTULO III 

 

De la Formación, Publicidad y Notificación de las Listas de 

Jurados 

 

Artículo 14º.- Lista Anual de Jurados. El Tribunal 

Superior de Justicia confeccionará cada año, por sorteo en 

audiencia pública utilizando el padrón electoral vigente, los 

listados principales de ciudadanos que cumplen con los 

requisitos establecidos en esta ley, discriminados por 

circunscripción judicial y por sexo, a razón de tres (3) o más 

jurados por cada mil (1000) electores masculinos y femeninos 

empadronados en el registro general actualizado.  

A los efectos de evitar sorteos complementarios 

innecesarios se estimará, previo al sorteo anual, el número 
suficiente de jurados de ambos sexos que cada circunscripción 

judicial deberá tener de acuerdo a las proyecciones aproximadas 

de juicios orales a realizarse en cada distrito. La estimación se 

hará previendo un número mayor de jurados ante posibles 

depuraciones.  

Finalizado el sorteo se verificará que cada 

circunscripción judicial haya quedado efectivamente con el 

número suficiente de jurados sorteados de ambos sexos como 

para afrontar las proyecciones aproximadas de juicios orales a 

realizarse en el año calendario, incluyendo las eventuales 

depuraciones. En caso de no ser así, se proseguirá con el sorteo 

hasta alcanzar la cifra requerida. 

Artículo 15º.- Contralor. A los fines del contralor del 

sorteo, que se realizará a través de la Lotería de la Provincia de 

La Rioja y ante la Escribana o Escribano Mayor de Gobierno, 

podrán presenciarlo un veedor del Consejo de Abogados de la 

Provincia, de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la 

Provincia, y organizaciones no gubernamentales vinculadas a la 

materia. 

Artículo 16º.- Depuración. Una vez finalizado el sorteo, 
la Oficina Judicial de cada jurisdicción procederá a depurar el 

listado principal a través de declaraciones juradas que requerirán 

a los ciudadanos sorteados por vía postal enviada en el domicilio 

indicado en el padrón electoral y con franqueo de devolución de 

pago o por cualquier otra vía idónea.  

En dicha comunicación se explicará también a los 

ciudadanos sorteados el significado de las tareas encomendadas, 

el cometido que le asigna la ley en razón de su carácter de carga 

pública y todo otro dato que estime de interés. 

Artículo 17º.- Listado Definitivo. Una vez devueltas las 

declaraciones juradas requeridas y verificado que el ciudadano 
sorteado no se encuentra alcanzado por ninguno de los 

impedimentos de esta ley, la Oficina Judicial procederá a la 

confección definitiva de los listados de jurados por cada una de 

las jurisdicciones, remitiéndolos el primer día hábil del mes de 

octubre de cada año al Tribunal Superior de Justicia, quien se 

encargará de su publicación en el Boletín Oficial por el término 

de tres (3) días. 

Artículo 18º.- Observaciones. Dentro de los quince (15) 

días corridos computados desde la última publicación en el 

Boletín Oficial, cualquier ciudadano podrá observar los listados 

confeccionados cuando existan errores materiales o 
incumplimiento de alguno de los requisitos legales ante el 

Tribunal Superior de Justicia, quien resolverá de forma 

definitiva, conforme a los antecedentes presentados por el 

impugnante, sobre la inclusión o exclusión del jurado sorteado. 

Artículo 19º.- Reemplazo. Cuando por cualquier motivo 

se redujere el número de ciudadanos del listado oficial según la 

jurisdicción, el Tribunal Superior de Justicia efectuará un nuevo 

sorteo complementario a efectos de que se obtenga un número 

proporcional por sexo a los desestimados. Dicho nuevo sorteo 

deberá efectuarse dentro de los cinco (5) días hábiles de recibida 

la comunicación de las Oficinas Judiciales y se realizará de 

acuerdo a lo previsto en los apartados precedentes. 
Artículo 20º.- Listado Oficial de Jurados. Vigencia. La 

lista de ciudadanos de cada circunscripción judicial será la lista 

oficial de jurados anual. 

Los listados deberán publicarse en el Boletín Oficial de 

la Provincia y tendrán vigencia hasta el día 31 de diciembre del 

año siguiente al que fueron designados. El Tribunal Superior de 

Justicia, por razones de mérito, podrá prorrogar la vigencia del 

listado oficial de jurados por un año calendario más. 

Artículo 21º.- Libro de Jurados. Registro. Conservación. 

Las listas definitivas de jurados serán incluidas en un libro 

foliado y rubricado por la Lotería de La Rioja, que se 
denominará “Libro de Jurados” y que se conservará en el 

Tribunal Superior de Justicia, bajo su responsabilidad. Este libro 

podrá ser reemplazado por registros informáticos. 

 

TÍTULO IV 

 

De la Preparación del Juicio por Jurados 

 

Artículo 22º.- Sorteo y Designación de la Jueza o Juez 

Director/a y de la Jueza o Juez Revisor/a. Remitida la acusación 

del caso, la Oficina Judicial, dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes, procederá al sorteo de la jueza o juez penal que 
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dirigirá la audiencia de juicio por jurados, quien conducirá la 

audiencia de admisión de pruebas y el debate oral, de acuerdo a 

las reglas previstas en la presente ley y, supletoriamente, en el 

Código Procesal Penal de la Provincia.  

También sorteará a la jueza o juez revisor/a que 
eventualmente revisará los cuestionamientos a la admisión o 

exclusión de pruebas. 

Artículo 23º.- Fijación de la Audiencia de Voir Dire 

para la Selección del Jurado. Una vez firme la designación de la 

jueza o juez que intervendrá en el caso, la Oficina Judicial 

convocará inmediatamente a las partes a una audiencia 

multipropósito, en la que sorteará a los potenciales jurados que 

intervendrán en el juicio. En dicha audiencia, además, se fijará 

día y hora de realización de la audiencia de voir dire (audiencia 

de desinsaculación o de selección de jurados) para seleccionar al 

jurado, la que se tendrá por notificada en ese acto.  

Al efecto, la jueza o juez ordenará la convocatoria de 
los potenciales jurados en la fecha fijada y en esta oportunidad 

las partes podrán acordar o solicitarle a la jueza o juez que, junto 

con la citación a la audiencia para seleccionar los jurados, se 

remita a los potenciales jurados un cuestionario para favorecer la 

sinceridad de las respuestas, agilizar la audiencia y determinar si 

algún interrogatorio debe realizarse. 

Artículo 24º.- Fijación de la Audiencia de Admisión de 

las Pruebas para el Juicio. En este mismo acto, la Oficina 

Judicial convocará a las partes a la audiencia preparatoria para 

discutir las pruebas que aquellas pretendan utilizar en el debate a 

fin de rendir la prueba. La audiencia se llevará a cabo con la 
presencia ininterrumpida del juez y de las partes y se registrará 

íntegramente en audio y video.  

Se desarrollará oralmente y durante su realización no se 

admitirá la presentación de escritos. La incomparecencia del 

querellante debidamente notificado implica abandono de la 

persecución penal y el procedimiento seguirá su curso sin su 

intervención posterior. Si se hubiere solicitado, la jueza o juez 

resolverá sobre la procedencia del procedimiento abreviado.  

La audiencia de admisión de las pruebas podrá 

reanudarse las veces que sea necesario antes del debate ante 

jurados si hubiere nuevas pruebas desconocidas por las partes 

hasta el momento o incidencias probatorias importantes que 
resolver. 

Artículo 25º.- Reglas para la Admisión de la Prueba.  

1) Admisibilidad: Los medios de prueba serán 

evaluados por la jueza o juez a la luz de los criterios de 

relevancia, de confiabilidad y de no introducción de información 

prejuiciosa. Un medio de prueba, para ser admitido, se debe 

referir directa o indirectamente al hecho punible sometido a 

averiguación.  

Las pruebas de las circunstancias relevantes para la 

determinación de la pena o medida de seguridad y corrección se 

presentarán y se decidirán en la audiencia de cesura posterior al 
juicio. 

La jueza o juez podrá limitar los medios de prueba 

ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia, cuando 

ellos resulten manifiestamente superabundantes. Cuando se 

postule un hecho como notorio, la jueza o juez, con el acuerdo de 

todos los intervinientes puede prescindir de la prueba ofrecida 

para demostrarlo, declarándolo comprobado en el auto de 

apertura. 

La jueza o juez puede, durante la audiencia preliminar, 

provocar el acuerdo entre los intervinientes cuando estime que, 

según la prueba ofrecida, se trata de un hecho notorio.  

Cuando se oponga una defensa de coartada o por causa 
de inimputabilidad, el abogado defensor estará obligado a 

indicarla en esta audiencia preliminar a fin de permitir la prueba 

de refutación de la contraparte. 

2) Criterios de exclusión y/o admisibilidad: La prueba 

sobre los hechos controvertidos propuesta por las partes será 

admitida, a menos que la jueza o juez, luego de haberlas 

examinado y escuchar a las partes, estime fundadamente que se 
trata de prueba: 

a) Manifiestamente impertinente. 

b) Inadmisible. 

c) Propuesta en términos contrarios a las normas de la 

prueba. 

d) Sobre hechos no controvertidos. 

e) Superabundante o superflua, en cuyo caso podrá 

ordenar que se reduzca el número de pruebas ofrecidas para un 

mismo hecho. 

f) Prueba obtenida de manera ilegal o contraria a la 

Constitución Nacional. 

A efectos de lo dispuesto en el apartado del siguiente 
artículo se entenderá por prueba pertinente aquélla que tiende a 

hacer la existencia de un hecho, que tiene consecuencias para la 

adjudicación de la acción, más probable o menos probable de lo 

que sería sin tal prueba y que está acorde con las teorías del caso 

de las partes. También será prueba pertinente aquella que sirva 

para impugnar o reforzar la credibilidad de otro medio de prueba. 

Si la jueza o juez tiene dudas sobre la pertinencia de la prueba, la 

declarará admisible. 

A efectos de lo dispuesto en el apartado, la evidencia 

pertinente puede ser declarada inadmisible cuando su valor 

probatorio quede sustancialmente superado por cualquiera de 
estos factores: (1) riesgo de causar perjuicio indebido, (2) riesgo 

de causar confusión, (3) riesgo de causar desorientación al 

jurado, (4) dilación indebida de los procedimientos (5) 

presentación innecesaria de prueba acumulativa. 

Artículo 26º.- Estipulaciones Probatorias. En esta 

misma audiencia de preparación de las pruebas para el juicio, las 

partes podrán acordar estipulaciones que podrán ser planteadas 

incluso durante el transcurso del debate y el juez las autorizará 

siempre que no impliquen renuncia de derechos constitucionales 

y/o convencionales. La jueza o juez tendrá un rol activo en esta 

audiencia en intentar estipulaciones de las partes para agilizar el 

juicio. 
Tales acuerdos hacen que las partes acepten como 

probados alguno o algunos de los hechos y sus circunstancias y 

serán puestos en conocimiento del jurado en la forma que las 

partes lo estimen más conveniente, y resuelvan en esta audiencia. 

Artículo 27º.- Decisión sobre las Pruebas. La jueza o 

juez decidirá en la audiencia, previo escuchar a las partes, sobre 

la admisibilidad o exclusión de las pruebas ofrecidas de 

conformidad a las reglas previstas en la presente ley.  

La jueza o juez evitará que en la audiencia se discutan 

cuestiones propias del juicio oral. Todas las decisiones de la 

jueza o juez en esta audiencia quedan notificadas a las partes en 
el mismo acto. 

Artículo 28º.- Revisión de las Decisiones sobre la 

Admisibilidad de la Prueba. La decisión de la jueza o juez que 

admite o que rechaza un medio de prueba en la audiencia 

preliminar al juicio por jurados podrá ser protestada o pedir ser 

revisada por la parte agraviada en una audiencia pública 

inmediata posterior ante el juez revisor sorteado al efecto. La 

decisión de la jueza o juez revisor es irrecurrible y la parte 

agraviada podrá formular protesta en el mismo acto, la que 

equivaldrá a la reserva de los recursos que pudieren deducirse 

contra la sentencia definitiva, según corresponda conforme a las 

disposiciones del Código Procesal Penal y de la Ley de Juicio 
por Jurados. 

Artículo 29º.- Acusación Única. La persona acusada, 
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para estar en igualdad de posiciones en juicio, no enfrentará a 

múltiples acusadores en el juicio por jurados. Si se presentaren 

con intención de constituirse más de un querellante particular, la 

jueza o juez les exigirá que se pongan de acuerdo y unifiquen 

personería en uno solo de ellos. De no mediar acuerdo decidirá la 

jueza o juez, de modo que la persona acusada sólo deba enfrentar 

en el juicio, como máximo posible, al o la fiscal y a una sola 

parte como querellante particular. 
 

TÍTULO V 

 

De la Integración del Tribunal de Jurados 

 

Artículo 30º.- Sorteo. La oficina Judicial confeccionará 

por sorteo de las listas definitivas de jurados de la jurisdicción 

correspondiente, en audiencia pública y en presencia de las 

partes, una lista de potenciales jurados compuesta como mínimo 

por treinta y seis (36) ciudadanos, divididos en mitades por sexo 

y ordenados de manera cronológica, para integrar el tribunal de 
jurados correspondiente del juicio. 

Los potenciales jurados serán inmediatamente 

convocados para integrar la audiencia de voir dire (audiencia de 

desinsaculación), a fin de seleccionar al jurado. 

Excepcionalmente, podrá sortearse un número mayor que se 

determinará de acuerdo a la complejidad y duración estimada del 

debate. 

Artículo 31º.- Lista para cada Juicio. La lista de jurados 

para el juicio se integrará, en partes iguales de mujeres y 

hombres, con los catorce (14) primeros que surjan del sorteo, 

asumiendo los doce (12) primeros como titulares y los dos (2) 
últimos como suplentes. El resto de los jurados sorteados 

permanecerán afectados al proceso hasta que termine la etapa de 

excusaciones y recusaciones con causa con su número de sorteo 

asignado. 

Cuando alguno de los jurados titulares convocados fuera 

apartado por excusación o recusación, se designará 

sucesivamente a los restantes de la lista, según el orden del 

sorteo. 

En los supuestos en que se agote la lista correspondiente 

a una circunscripción judicial por excusaciones, recusaciones u 

otras causas podrá recurrirse a las listas de las demás 

circunscripciones a los fines de integrar el tribunal de jurados. 
Las identidades de los potenciales jurados sorteados no 

se revelarán hasta siete (7) días antes de la audiencia de voir dire 

(audiencia de desinsaculación), si alguna de las partes así lo 

solicita. 

Artículo 32º.- Recusaciones y Excusaciones. Las 

causales de recusaciones y excusaciones que correspondieren 

respecto de una jueza, juez o jurado se regirán por las normas del 

Código Procesal Penal y por las específicas de esta ley. 

Artículo 33º.- Citación de los Jurados. Cumplido el 

sorteo, la Oficina Judicial citará a los ciudadanos designados a la 

audiencia de voir dire (audiencia de desinsaculación) para 
seleccionar al jurado definitivo que integrará el tribunal en el 

juicio oral. 

La notificación deberá incluir las causales enumeradas 

en esta ley para excusarse como jurado, los eventuales 

cuestionarios que se les sometan y se les harán saber las 

sanciones previstas para el caso de inasistencias o falseamiento 

de la verdad. 

Ninguna persona será obligada a desempeñarse como 

jurado si ella no ha sido citada con cinco (5) días de anticipación, 

por lo menos, a la fecha de la audiencia de voir dire. 

Artículo 34º.- Audiencia de Voir Dire. Selección del 

Jurado. Cuando deba integrarse el tribunal de jurados, la jueza o 

juez convocará a los intervinientes a la audiencia de voir dire 

(audiencia de desinsaculación) a la cual serán citados todos los 

ciudadanos sorteados para integrarlo, según las listas que 

proporcione la Oficina Judicial. 

Artículo 35º.- Potenciales Jurados. Juramento 

Preliminar y Examen:  

a) Los potenciales jurados deberán prestar juramento, 

individual o colectivamente, según dispusiere la jueza o juez, de 
contestar veraz y fielmente todas las preguntas que se les 

hicieren en relación con su capacidad para actuar como jurado. 

b) Las partes podrán acordar o solicitarle a la jueza o 

juez que, antes de comenzar la audiencia, autorice que los 

potenciales jurados llenen por escrito un cuestionario de 

preguntas con información relevante a fin de agilizar el trámite 

de la audiencia de voir dire (audiencia de desinsaculación). 

c) Una vez en la audiencia, las partes podrán formular 

preguntas a los potenciales jurados sobre posibles circunstancias 

que pudieran afectar su imparcialidad. La audiencia será dirigida 

por la jueza o juez, que moderará las preguntas. La jueza o juez 
también podrá examinar y formular a los potenciales jurados 

preguntas pertinentes a su capacidad para actuar. 

Artículo 36º.- Recusación; oportunidad para hacerlo. La 

recusación podrá ser con causa o sin causa. Sólo podrá hacerse 

antes de que el jurado preste juramento para juzgar el caso, pero 

la jueza o juez podrá por, justa causa, permitir la recusación 

después de dicho juramento y antes de presentarse la prueba. 

Artículo 37º.- Recusaciones. Orden. El orden de las 

recusaciones a los potenciales jurados será el siguiente: 

a) Con causa de la defensa. 

b) Con causa del acusador. 
c) Sin causa del acusador. 

d) Sin causa de la defensa. 

Artículo 38º.- Recusaciones con Causa. Fundamentos. 

La recusación con causa de un jurado podrá hacerse, además de 

las previstas en el Código Procesal Penal, para los jueces 

profesionales, por cualquiera de los siguientes fundamentos: 

a) Que no es elegible para actuar como tal. 

b) Que tiene parentesco de consanguinidad o afinidad 

dentro del cuarto grado con el acusado, su abogado, el fiscal, con 

la persona que se alega agraviada o con aquella cuya denuncia 

motivó la causa. 

c) Que tiene con el acusado o con la persona que se alega 
agraviada, relaciones de tutor y pupilo, de abogado y cliente, de 

patrón y empleado o de propietario e inquilino, que es parte 

contraria al acusado en una causa civil o que lo ha acusado o ha 

sido acusado por él en un proceso criminal. 

d) Que actuó en un jurado que juzgó a otra persona por 

los mismos hechos que motivan la acusación, o perteneció a otro 

jurado que juzgó la misma causa o que tiene conocimiento 

personal de hechos esenciales en el caso. 

c) Que no puede juzgar la causa con completa 

imparcialidad. 

 Artículo 39º.- Recusación con Causa. Exención del 
Servicio. Hallarse exento del servicio de jurado no constituirá 

motivo de recusación y sí un privilegio de la persona exenta. 

Artículo 40º.- Recusaciones. Número. Discriminación. 

Cada una de las partes tendrá derecho a recusar sin causa a 

cuatro (4) jurados. Las partes pueden recusar con causa de 

manera ilimitada. 

Las recusaciones no podrán estar basadas en motivos 

discriminatorios de ninguna clase. 

Artículo 41º.- Pluralidad de Partes. En caso de existir 

multiplicidad de partes, acusadores y personas acusadas 

procurarán actuar de mutuo acuerdo para indicar los candidatos 

que recusan sin causa. De no mediar acuerdo, se decidirá por 
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sorteo el orden en que las partes acusadoras o acusadas pueden 

formular la recusación. La jueza o juez garantizará que cada una 

de las partes pueda recusar sin causa al menos a dos (2) 

potenciales jurados, manteniendo siempre la misma cantidad de 

recusaciones sin causa entre acusación y defensa. 
Artículo 42º.- Resolución de la Jueza o Juez. La jueza o 

juez excluirá a los recusados sin causa y resolverá las 

recusaciones con causa inmediatamente. Contra su decisión, sólo 

cabrá la revocatoria. La misma equivaldrá como protesta a los 

fines del recurso contra la sentencia definitiva. 

Artículo 43º.- Sorteo Final. Fecha del Juicio. Concluido 

el examen serán designados formalmente -por orden cronológico 

del sorteo- la cantidad de jurados titulares y suplentes requeridos 

según el caso.  

La jueza o juez procederá, en combinación con la 

Oficina Judicial, a anunciar allí mismo el lugar, el día y la hora 

de iniciación del debate, que no podrá extenderse más allá de los 
cinco (5) días. El anuncio de la fecha, hora y lugar valdrá como 

notificación fehaciente para los jurados titulares y suplentes y las 

partes. 

Artículo 44º.- Constitución. Compromiso Solemne. 

Integrado definitivamente el tribunal, la jueza o juez penal 

informará a los jurados sobre la naturaleza de la función que les 

ha sido asignada, los deberes y responsabilidades del cargo, las 

consecuencias de su incumplimiento y de las penalidades 

previstas para los delitos vinculados con tal desempeño. Además, 

los advertirá que desde ese momento no podrán emitir criterios 

sobre la causa con nadie ni tomar contacto con las partes. 
Seguidamente indagará sobre los inconvenientes 

prácticos que, eventualmente pudieran tener para cumplir su 

función, les notificará del régimen de gastos previsto en la ley y 

arbitrará las medidas necesarias para comunicar a los respectivos 

empleadores de los jurados, en su caso, sobre su condición de 

tales y las previsiones legales al respecto. 

Artículo 45º.- Recusación. Causal Sobreviniente. Si con 

posterioridad a la audiencia de voir dire (audiencia de 

desinsaculación) surgieren causales que pudieran dar lugar a 

recusación o excusación de un jurado, la misma se regirá por las 

normas de esta ley. 

La invocación y acreditación de la causal de recusación 
o excusación deberá formularse dentro de los dos (2) días de 

conocerse los motivos en que se funda, bajo apercibimiento de 

considerar consentida la permanencia del jurado. 

Artículo 46º.- Suplentes. Si por la naturaleza del caso, 

cantidad de hechos investigados o por cualquier otra 

circunstancia el juez estimare que el debate puede verse afectado 

en su desarrollo o prolongarse por más de dos (2) días podrá 

convocar a la audiencia de voir dire (audiencia de 

desinsaculación) con control adecuado de las partes, a un número 

mayor de jurados a que lo presencien íntegramente para el caso 

de que fuere necesario reemplazar a alguno de los titulares. 
 

TÍTULO VI 

 

De los Deberes y Derechos del Jurado 

 

Artículo 47º.- Deber de Información. Los jurados 

deberán comunicar a la Oficina Judicial local o al Tribunal 

Superior de Justicia los cambios de domicilio y cualquier 

circunstancia sobreviniente que los inhabilite para integrar el 

tribunal del jurado o constituya una causal de excusación o de 

incompatibilidad de acuerdo con las disposiciones de esta ley. 

Artículo 48º.- Alojamiento Especial. Viáticos. Los 
jurados retornarán a sus casas tras cada jornada de debate, 

incluida la deliberación si ésta se prolongara más de un día, con 

una instrucción especial pertinente de la jueza o juez. Pero si las 

circunstancias del caso lo exigieran, de oficio o a pedido de 

partes, la jueza o juez podrá disponer excepcionalmente el 

aislamiento de los integrantes del Jurado Popular seleccionado y 

de los suplentes dispuestos, para preservar y custodiar su 
objetividad, ordenando además que no deberán mantener 

contacto con terceros, ni aún vía telefónica ni acceder a medios 

de comunicación o redes sociales durante el transcurso de todo el 

juicio, pudiendo establecer su alojamiento en lugares adecuados 

con los viáticos pertinentes, para afrontar este evento, que será 

administrado a través de la Oficina Judicial. 

Se deberán arbitrar las medidas necesarias para disponer 

el alojamiento de los miembros del jurado en lugares diferentes 

por sexo, debiendo uno o más oficiales de custodia dependientes 

de la Oficina Judicial acompañar a los jurados para satisfacer sus 

necesidades y custodiar el aislamiento ordenado para el juicio. 

El aislamiento es confidencial, aún para las partes. 
Artículo 49º.- Remuneración. Las personas que se 

desempeñen como jurados, tanto en la audiencia de voir dire 

(audiencia de desinsaculación) como en el juicio, serán 

remuneradas con una suma que nunca será superior a un (1) Jus 

por cada día de servicio. 

Los empleadores públicos o privados deben conservar a 

sus dependientes en sus cargos mientras estén en actividad como 

potenciales y/o tentativos, y/o integrantes del jurado como 

titulares o suplentes, y mantener sus privilegios y derechos 

laborales correspondientes como si hubieran seguido prestando 

servicios en su forma habitual durante ese lapso. No podrá 
reducirse su remuneración o considerarse inasistencia, o de 

alguna forma afectar económicamente sus ingresos totales bajo 

ninguna circunstancia, bajo apercibimiento de considerar 

retención indebida de ingresos de naturaleza alimentaria, 

susceptible de sanción administrativa por la presente Ley y según 

la Ley Penal. 

Los gastos de movilidad, alojamiento y viáticos serán 

cubiertos por el Estado Provincial y resarcidos inmediatamente. 

Artículo 50º.- Inmunidades. Desde la audiencia de voir 

dire prevista en esta ley, ningún jurado titular o suplente podrá 

ser molestado en el desempeño de su función, ni privado de su 

libertad, salvo el caso de flagrante delito o cuando existiera 
orden emanada de jueza o juez competente en razón de haberse 

dictado en su contra auto de prisión preventiva. Ante estos 

últimos supuestos se procederá conforme a lo previsto para el 

caso de recusación con causa. 

Artículo 51º.- Sanciones por Violación al Respeto de los 

Jurados Populares. Sin perjuicio de otras sanciones, el 

entorpecimiento de la labor de los jueces populares después de la 

audiencia de voir dire, por parte de:  

a) Un empleado o funcionario de la Función Judicial, y/o 

de la acusación pública o y/o de la defensa pública, y/o cualquier 

otro auxiliar de la justicia o empleado o funcionario público 
interesado que molestare o de cualquier modo perturbare 

gravemente la función de un jurado popular será considerado 

falta grave y mal desempeño, causal de cesantía del cargo que 

detenta, y/o de juzgamiento por Juri si así correspondiere, con las 

multas que prevea la presente. 

b) El mismo supuesto anterior, pero interviniendo uno o 

más abogados particulares, será causal de denuncia ante el 

Colegio de Abogados como falta grave. 

En ambos casos, se remitirán las actuaciones al 

Ministerio Público Fiscal para su persecución penal. 

Artículo 52º.- Desobediencia. Las personas que resulten 

designadas para integrar un jurado y en forma maliciosa se 
nieguen a comparecer a la audiencia de debate serán nuevamente 

notificadas bajo apercibimiento de que el incumplimiento de 
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dicha obligación los hará pasible de una multa que en ningún 

caso podrá ser inferior al sueldo básico de la jueza o juez del 

juicio. 

Artículo 53º.- Mal Desempeño. El jurado que resulte 

designado, si no tuviera una causal de excusación, deberá aceptar 

el cargo bajo apercibimiento de que el incumplimiento de dicha 

obligación lo hará pasible de una multa que en ningún caso podrá 

ser inferior al sueldo básico de la jueza o juez del juicio. 
 

TÍTULO VII 

 

Reglas durante el Juicio por Jurados 

 

Artículo 54º.- Facultades de la Jueza o Juez permanente. 

El debate será dirigido por la jueza o juez penal que resulte 

designado, quien ejercerá todas las facultades de dirección, 

policía y disciplina del Código Procesal Penal. 

Artículo 55º.- Ubicación en la Sala. Los intervinientes 

en el debate público con jurados populares se dispondrán del 
siguiente modo en la sala de audiencias, sin perjuicio de que los 

dispositivos técnicos deban grabar a todos:  

a) La jueza o juez se ubicará en el estrado del centro 

frente al público y usará un martillo para abrir y cerrar las 

sesiones o definir sus resoluciones. 

b) Todos los que deban deponer se sentarán a un costado 

de la jueza o juez y de cara al público, fuera del estrado. 

c) El jurado popular se ubicará detrás de una baranda, al 

costado de la jueza o juez y del estrado asignado a los testigos, 

de modo que puedan ver, escuchar y observar claramente a quien 

deponga, testigo, perito o por la razón que sea. 
d) Las partes se ubicarán de espaldas al público y frente 

a la jueza o juez, más allá que se pongan de pie para formular sus 

intervenciones y se acerquen al estrado con autorización. 

Toda vez que las partes deseen acercarse al estrado 

durante los interrogatorios deberán pedir permiso a la jueza o 

juez, quien, si ordena que se acerquen, implicará que las demás 

partes pueden escuchar. Lo mismo si objetan alguna 

circunstancia en medio de la intervención de otra parte.  

La falta de cumplimiento de estas obligaciones será 

susceptible de sanción que aplicará el magistrado, pudiendo 

correr vista al Colegio de Abogados o a la Procuración ante la 

eventualidad, o disponer incluso multas. 
Artículo 56º.- Juramento del Jurado. Los jurados 

titulares y los suplentes prestarán juramento solemne ante la 

jueza o juez. Los jurados se pondrán de pie y la jueza o juez 

pronunciará la siguiente fórmula:   

“¿Prometéis en vuestra calidad de jurados, en nombre 

del Pueblo, examinar y juzgar con imparcialidad y máxima 

atención la causa, dando en su caso el veredicto según vuestro 

leal saber y entender, de acuerdo a la prueba producida y 

observando la Constitución de la Nación y de la Provincia de La 

Rioja y las leyes vigentes?”, a lo cual se responderá con un “Sí, 

prometo”.  
Realizada la promesa se declarará abierto el juicio y la 

jueza o juez impartirá las instrucciones iniciales. 

Los jurados suplentes deberán estar presentes en todo el 

desarrollo del debate, hasta el momento en que el jurado titular 

se retire para las deliberaciones. 

Cuando alguno de los jurados titulares fuera apartado 

por excusación o recusación posterior lo reemplazará uno de los 

jurados suplentes, quien será designado mediante sorteo que 

efectuará el juez en presencia de las partes. 

Artículo 57º.- Instrucciones Iniciales. Inmediatamente 

después del juramento de ley la jueza o juez impartirá al jurado 

las instrucciones iniciales en un lenguaje claro y sencillo, 

describiéndoles cómo se desarrolla un juicio, qué es prueba y qué 

no lo es, por cuáles delitos se juzga a la persona acusada y los 

principios constitucionales fundamentales que deberán observar, 

especialmente el alcance del estándar probatorio de más allá de 

duda razonable.  

También les advertirá que, al finalizar el debate, les 

impartirá instrucciones finales con la explicación precisa de los 

delitos y de las cuestiones jurídicas a resolver. 
Artículo 58º-. Alegatos de Apertura. Teorías del Caso. 

Una vez abierto el debate tras la promesa del jurado, la jueza o 

juez advertirá a la persona acusada sobre la importancia y el 

significado de lo que va a suceder. Luego solicitará a las partes 

que hagan sus alegatos de apertura y expongan sus teorías del 

caso. La parte acusadora iniciará su alegato, expresando 

oralmente ante el jurado la naturaleza del delito que intenta 

probar, señalando con precisión el o los hechos por el que 

acusan, las circunstancias en que se cometió el hecho y los 

medios de prueba de que pretende valerse para justificar la 

acusación. Seguidamente, se le requerirá al defensor que 
explique su línea de defensa y los medios de prueba en su apoyo. 

Artículo 59º.- Desarrollo del Debate. Decisiones sobre 

la Prueba. Resueltas las cuestiones preliminares y sintetizados 

los argumentos de la acusación y defensa se producirá la prueba 

analizándose en primer lugar la propuesta por los acusadores y 

luego las defensas, salvo que las partes acuerden otro orden.  

Si durante el transcurso del juicio, las partes plantean 

alguna incidencia de prueba relativa a su admisión o exclusión, 

el juez ordenará el retiro del jurado de la sala hasta tanto se 

resuelva la misma. Si la incidencia fuera de sencilla resolución, 

el juez ordenará que los abogados se acerquen al estrado a fin de 
que el jurado no escuche la discusión, pero permitiendo la 

grabación de la misma en ambos casos. 

Artículo 60º.- Examen de Testigos y Peritos. Los 

testigos, peritos o intérpretes prestarán juramento de decir verdad 

ante el juez. 

Serán interrogados primeramente en examen directo por 

la parte que los propuso, quien no podrá efectuar preguntas 

sugestivas ni indicativas, salvo en la acreditación inicial del 

testigo o perito o cuando se trate de un testigo devenido hostil 

hacia la parte que lo propuso y el juez así lo haya estimado. 

Seguidamente quedarán sujetos al contraexamen de las 

otras partes intervinientes, quienes podrán efectuar preguntas 
sugestivas. 

En ningún caso se admitirán preguntas engañosas, 

repetitivas, ambiguas o destinadas a coaccionar ilegítimamente a 

quien declare. 

No se podrá autorizar un nuevo interrogatorio después 

del contraexamen, salvo cuando fuere indispensable para 

considerar información novedosa que no hubiera sido consultada 

en el examen directo. 

Artículo 61º.- El Juicio y la Acreditación de la Prueba. 

El debate se desarrollará de manera íntegra de acuerdo a las 

normas del Código Procesal Penal y a las que especialmente 
prevé esta Ley de Jurados. Los documentos, objetos 

secuestrados, grabaciones y elementos de prueba audiovisuales o 

cualquier otra prueba material sólo podrán ingresar al debate 

previa acreditación por la parte que los propuso. La contraparte 

podrá objetar dicha acreditación y el juez resolverá en el acto. 

Sólo luego de la acreditación podrán utilizarse los mismos 

durante el juicio. 

Artículo 62º.- Estipulaciones. Durante el desarrollo del 

debate o en la preparación del mismo, cualquiera de las partes 

podrá ofrecer estipular o acordar un hecho o circunstancia. De 

aceptarlo la contraparte, no se producirá prueba sobre los 

mismos y se pondrá en conocimiento del jurado del modo que lo 



Viernes 13 de Junio de 2025                           BOLETIN OFICIAL                                                            Pág. 9 
  

                                                                                                                      

convengan las partes. 

Artículo 63º.- Prohibición de Interrogar. Las juezas, 

jueces y los jurados no podrán por ningún concepto formular 

preguntas a quienes comparezcan a declarar al juicio. El 

incumplimiento de esta prohibición constituirá falta grave. 
Artículo 64º.- Oralidad. Excepciones. La prueba deberá 

producirse en la audiencia de juicio. Sólo podrán ser 

incorporados al juicio por su lectura, exhibición o reproducción 

las pruebas recibidas conforme a las reglas del anticipo 

jurisdiccional de prueba, sin perjuicio de que las partes o el juez 

exijan la reproducción cuando sea posible. Los anticipos 

jurisdiccionales de prueba serán grabados en video para que el 

jurado los aprecie. Toda otra prueba que se pretenda introducir al 

juicio por su lectura no tendrá ningún valor. 

Artículo 65º.- Condenas anteriores y Expediente. 

Prohibición. Por ningún concepto los integrantes de jurado 

podrán conocer los antecedentes y condenas anteriores del 

acusado y las constancias del legajo de investigación.  

Incurre en falta grave quien ponga en conocimiento 

del jurado, en cualquier forma, los antecedentes y condenas 

anteriores del acusado y la información contenida en el legajo 

de investigación preparatoria. 

Artículo 66º.- Testimonio de Oídas. Prohibición. No 

se admitirá la declaración en juicio de ningún testigo que no 

declare sobre los hechos personalmente percibidos por sus 

sentidos sino que lo haga sobre manifestaciones de otras 

personas o sobre un rumor público. Será considerado 

testimonio de oídas, y no se admitirá en el debate, ninguna 

prueba sobre la cual las partes no puedan ejercer su derecho a 

formular un contraexamen para evaluar su credibilidad y 

valor probatorio.  
Por excepción, podrá admitirse un testimonio de oídas 

cuando el testigo declare sobre dichos del propio acusado 

vinculados al hecho o cuando su propósito sea confrontar las 

declaraciones de un testigo directo que declaró previamente en el 

juicio.  

En este último caso, el juez instruirá al jurado que la 
declaración de este testigo de oídas no es válida para acreditar el 

hecho o la culpabilidad del acusado, sino sólo para evaluar la 

credibilidad del testigo directo que declaró previamente. 

Artículo 67º.- Actuaciones fuera de la Sala de 

Audiencias. Si fuera necesaria la realización de actos fuera de 

la sala de audiencias se arbitrarán los medios para la 

concurrencia de los jurados o, si por la naturaleza del acto 

esto no fuere posible, para la filmación de la totalidad de lo 

ocurrido durante su producción, con el fin de su posterior 

exhibición a los jurados en la sala de audiencia al continuarse 

con el debate público. 
Artículo 68º.- Denuncia de Presiones. Los miembros del 

Jurado tendrán la obligación de denunciar ante la jueza o juez 
por escrito o a través del vocero del jurado popular o del 

responsable de la Oficina Judicial; y aún en forma anónima, 

sobre cualquier tipo de irregularidad, presiones, influencias o 

inducciones que hubiese recibido él u otro miembro del jurado 

que integra, según tenga referencia, para emitir un voto en un 

sentido determinado. 

La presente obligación deberá incluirse en los 

instructivos que se dispongan. 

Ante una denuncia de esta naturaleza se correrá vista 

inmediata a las partes, y si reviste la necesidad de instrucción 

podrá ser motivo de remplazos, siempre y cuando no se haya 
puesto en peligro el desarrollo del juicio en cuyo caso deberá 

realizarse un nuevo juicio, cesando la intervención del jurado, si 

correspondiere y a la jueza o juez director. 

TÍTULO VIII 

 

Clausura del Debate, Instrucciones, Deliberación y Veredicto 
 

Artículo 69º.- Alegatos de Clausura. Reglas Éticas de 
los Abogados. Finalizada la producción de la prueba que haga a 

sus hipótesis, las partes harán sus alegatos de clausura ante el 

jurado.  

Durante todo el juicio, pero especialmente en los 

alegatos de apertura y de clausura, las partes sólo podrán 

argumentar en sus alegatos en base a la prueba admitida y 

producida en el juicio oral. Las partes tienen terminantemente 

prohibido dar fe por ellas mismas de la credibilidad de los 

testigos. Tampoco darán sus opiniones personales sobre el caso, 

sobre el veredicto o sobre el impacto del veredicto en la 

sociedad. Tampoco harán comentarios sobre la prueba excluida o 

no admitida en el juicio ni podrán alterar la ley o los derechos de 
las partes que el juez explicara en las instrucciones ni intentarán 

exhortar al jurado a que decidan el caso por fuera de la ley y/o de 

la prueba producida en el debate.  

La jueza o juez podrá aplicarles a las partes infractoras 

las sanciones disciplinarias o multas procesales contempladas en 

el Código Procesal Penal, previa advertencia. 

En último término, la jueza o juez le dará la última 

palabra al acusado y cerrará el debate. 

Artículo 70º.- Elaboración de las Instrucciones. Una vez 

clausurado el debate, la jueza o juez invitará a los jurados a 

retirarse de la sala y celebrará una audiencia con los abogados de 
las partes a fin de que presenten sus propuestas para la 

elaboración de las instrucciones y sus propuestas de veredicto 

redactadas en un lenguaje claro y sencillo. 

Las partes plantearán en ese momento sus objeciones 

recíprocas. Tras escuchar a las partes, la jueza o juez decidirá en 

forma definitiva cuáles serán las instrucciones a impartir a los 

jurados y confeccionará el o los formularios con las distintas 

propuestas de veredicto respecto de cada imputado. Este 

formulario deberá obligatoriamente ser utilizado por el jurado. 

Las partes dejarán constancia de sus disidencias u 

oposiciones, exponiendo claramente sus motivos para el caso de 

impugnación de la sentencia. Los abogados podrán anticipar 
antes del juicio sus propuestas de instrucciones y de veredicto, 

presentándolas por escrito, entregando copia a la jueza o juez y a 

los abogados de las demás partes. Estas incidencias constarán en 

registros taquigráficos o de audio y/o video. 

Artículo 71º.- Contenido de las Instrucciones Finales. 

La jueza o juez hará ingresar al jurado a la sala de juicio para 

impartir verbalmente las instrucciones. Antes de leer las 

instrucciones en la sala de juicio, la jueza o juez le entregará a 

cada uno de los jurados una copia escrita de las instrucciones 

para que las sigan con mayor facilidad y los ayuden en sus 

deliberaciones. 
La jueza o juez le explicará al jurado cómo se 

confecciona el o los formularios con las propuestas de veredicto 

y le informará que deberá intentar pronunciar un veredicto 

unánime en sesión secreta y continua. Le dirá también que, en 

algún momento de sus deliberaciones, deberá elegir un vocero. 

Artículo 72º.- Explicación del Derecho Aplicable. La 

jueza o juez le explicará al jurado, en un lenguaje claro y 

sencillo, en qué consiste la presunción de inocencia y que para 

declarar culpable a una persona se debe probar la existencia del 

hecho y su autoría más allá de una duda razonable. Le hará saber 

que la acusación es quien tiene la carga de demostrar la 

culpabilidad de la persona acusada; le explicará el alcance 
constitucional de la negativa a declarar de la persona acusada y 

que solamente podrá considerar la prueba producida en el juicio. 
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Le explicará, utilizando un lenguaje claro y sencillo, 

más allá de la lectura literal de la ley, el derecho sustantivo 

aplicable al caso, el delito principal y los delitos menores 

incluidos en él, las defensas y las causas de justificación y 

análogas, si fueron objeto de debate y las cuestiones atinentes 

a la valoración de la prueba. 

Cuando existan en el caso mujeres víctimas o 

acusadas, la jueza o juez incluirá instrucciones con 

perspectiva de género, de forma sencilla y concreta 

explicando el derecho probatorio y la ley aplicable, teniendo 

en cuenta el contexto del caso, garantizando la interpretación 

y aplicación de la ley de manera igualitaria.  

Finalmente, le hará saber el contenido del Artículo 7º 

de esta Ley de Juicio por Jurados. 

Artículo 73º.- Prohibición. La jueza o juez no podrá 

efectuar en las instrucciones un resumen del caso, ni 

valoraciones o alegaciones sobre los hechos, las pruebas o la 

credibilidad de las declaraciones recibidas durante el juicio. 

Ni la jueza o juez, ni las partes podrán plantearle al 

jurado interrogantes de ninguna clase para que éste delibere 

sobre ellos o los responda. Toda clase de veredicto especial o 

veredicto general con interrogatorios está prohibida en 

materia penal. 

La violación de esta prohibición acarreará la 

invalidez del acto. 

Artículo 74º.- Custodia del Jurado. Durante el 

transcurso del juicio y antes de la deliberación, la jueza o juez 

podrá permitir que los jurados se separen y continúen con su 

vida normal con el compromiso de no hablar del caso con 

nadie, o disponer que queden bajo el cuidado del oficial de 

custodia y de regresar con ellos al tribunal en la próxima 

sesión. 

Asimismo, durante el transcurso del juicio, cuando en 

el interés de la justicia sea necesario, tanto el acusado como el 

fiscal podrán solicitar de la jueza o juez que, en su sana 

discreción, ordene que el jurado quede bajo la custodia del 

oficial. El oficial de custodia no podrá pertenecer a ninguna 

fuerza de seguridad. 

Artículo 75º.- Juramento Oficial de la Custodia. Al 

retirarse el jurado a deliberar, el oficial de custodia deberá 

prestar juramento de:  

a) Mantener a los jurados juntos en el sitio destinado 

por la jueza o juez para sus deliberaciones. 

b) No permitir a persona alguna que se comunique en 

absoluto con el jurado o con cualquiera de sus miembros. 

c) No comunicarse él mismo con el jurado o 

cualquiera de sus miembros acerca de ningún particular 

relacionado con el proceso. 

Artículo 76º.- Deliberación. Uso de Evidencia del 

Jurado. Intérpretes. Al retirarse a deliberar, el jurado deberá 

llevarse consigo todo objeto o escrito admitido como prueba, 

excepto las declaraciones.  

Nadie fuera de los jurados titulares podrá ingresar al 

recinto de las deliberaciones, salvo el caso de aquel jurado 

con capacidades extraordinarias que precise de un intérprete 

para asistirlo durante ellas, el cual se limitará exclusivamente 

a cumplir con esa función y a guardar absoluto secreto. La 

violación de esta prohibición acarreará la invalidez del juicio. 

Artículo 77º.- Regreso a Sala de Debate de la Jueza o 

Juez. Después que el jurado se hubiere retirado a deliberar, si 

se suscitare cualquier desacuerdo o duda imposible de 

despejar entre sus miembros con respecto a las instrucciones, 

a la prueba testimonial, o desearen ser informados acerca de 

algún punto de derecho que surja de la causa, deberán requerir 

al oficial de custodia que los conduzca a la sala de debate. 

Antes de ello, enviarán por escrito su duda a la jueza o juez 

para que tenga tiempo de consultar con las partes el 

procedimiento a seguir. Una vez en la sala, la información 

solicitada les será dada previa notificación al acusador y a la 

persona acusada o a su abogado o abogada. 

Artículo 78º.- Regreso a la Sala. Solicitud del Jurado. 

Después de haberse retirado el jurado a deliberar, la jueza o 

juez podrá ordenarle que vuelva a la sala de sesiones con el 

fin de corregir cualquier instrucción errónea o para darle 

instrucciones adicionales. Tales instrucciones le serán dadas 

solamente después de haberse notificado al acusador, a la 

persona acusada o a su abogado o abogada de la decisión de 

la jueza o juez de corregir o ampliar sus instrucciones al 

jurado. 

Artículo 79º.- Deliberación. Tribunal Constituido. 

Duración. Mientras el jurado estuviere deliberando, el 

tribunal se considerará que continúa constituido a los efectos 

de entender en cualquier incidente relacionado con la causa 

sometida al jurado. 

Ninguna deliberación durará menos de dos (2) horas. 

Artículo 80º.- Disolución. La jueza o juez podrá 

ordenar la disolución del jurado antes del veredicto si después 

de retirarse el jurado a deliberar se hiciere imposible la 

continuación del proceso a consecuencia de la enfermedad o 

muerte de hasta dos (2) miembros del jurado o sobreviniere 

cualquier otra circunstancia que les impidiera permanecer 

reunidos. 

Si el jurado fuere disuelto por este motivo, la causa 

podrá ser juzgada nuevamente. 

Artículo 81º.- Rendición del Veredicto. El jurado 

acordará la mejor manera de ordenar las deliberaciones y de 

llevar a cabo las votaciones. Si deciden votar con boletas 

individuales, serán destruidas de inmediato una vez obtenido 

el veredicto, cuidándose de que no tomen conocimiento de 

ella personas ajenas al jurado.  

Después que el jurado se hubiere puesto de acuerdo 

sobre el veredicto, el o los formularios finales entregados por 

el juez serán completados, firmados y datados por el vocero 

en presencia de todo el jurado. Luego regresará el jurado en 

pleno a la sala de sesiones bajo la custodia del oficial para su 

anuncio en corte abierta. 

Artículo 82º.- Pronunciamiento del Veredicto. Para 

pronunciar el veredicto, se observará estrictamente el 

siguiente procedimiento. Una vez presentes en la sala de 

audiencias todas las partes y la totalidad del jurado, la jueza o 

juez le preguntará en voz alta al vocero del jurado si han 

llegado a un veredicto. En caso afirmativo, le ordenará que lo 

lea en voz alta. 

Artículo 83º.- Forma del Veredicto. Unanimidad. El 

veredicto declarará al acusado “no culpable”, “no culpable 

por razón de inimputabilidad” o “culpable” sin ningún tipo de 

aclaración o aditamento, salvo el veredicto de culpabilidad, 

que deberá indicar el delito o grado del mismo por el cual 

deberá responder el acusado.  

Si el veredicto de culpabilidad se refiere a un delito 

con otros delitos inferiores necesariamente incluidos en el 

delito mayor, el veredicto rendido especificará el grado o el 

delito menor por el cual se hubiere encontrado culpable al 

acusado. 
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Habrá un formulario de veredicto por cada hecho y 

por cada acusado para un mejor orden de las deliberaciones y 

las votaciones. 

Artículo 84º.- Veredicto de Culpabilidad por un 

Delito Inferior. El jurado podrá declarar al acusado culpable 

de la comisión de cualquier delito inferior necesariamente 

comprendido en el delito principal que se le imputa, bajo las 

instrucciones impartidas por la jueza o juez. 

Artículo 85º.- Reconsideración de Veredicto 

Defectuoso. Si el veredicto fuere tan defectuoso que la jueza o 

juez no pudiere determinar la intención del jurado de absolver 

o condenar a la persona acusada por el delito bajo el cual 

pudiera ser condenado de acuerdo con la acusación, o no 

pudiere determinar en qué hecho o hechos el jurado quiso 

absolver o condenar al acusado, la jueza o juez, previa 

opinión de las partes, podrá instruir al jurado para que 

reconsidere dicho veredicto y exprese claramente su 

intención. Pero si el jurado persistiere en rendir el veredicto 

defectuoso, tal veredicto será aceptado, y la jueza o juez 

dictará un fallo absolutorio. 

Artículo 86º.- Veredicto Parcial.  

1) Múltiples acusados: Si hay múltiples acusados, el 

jurado puede rendir un veredicto en cualquier momento de 

sus deliberaciones respecto de aquel acusado por el que hayan 

llegado a un acuerdo unánime. 

2) Múltiples hechos: Si el jurado no puede acordar en 

todos los hechos imputados respecto de cada acusado, podrá 

rendir un veredicto respecto de aquellos hechos en los cuales 

hayan llegado a un acuerdo unánime. 

Artículo 87º.- Comprobación del Veredicto. Cuando 

el jurado hubiere rendido un veredicto, a requerimiento de 

cualquier parte o a instancias de la propia jueza o juez, tal 

veredicto podrá ser comprobado en cuanto a cada miembro 

del jurado de manera individual. Si la comprobación reflejare 

la voluntad unánime del jurado, la jueza o juez aceptará el 

veredicto y lo registrará. Si como resultado de esta 

comprobación se determinare que el veredicto no fue rendido 

de manera unánime, se le ordenará al mismo retirarse a 

continuar sus deliberaciones. 

Artículo 88º.- Unanimidad. El jurado admitirá una 

sola de las propuestas de veredicto por el voto unánime de sus 

doce (12) integrantes. La sesión terminará cuando se consiga 

un veredicto, pero, en casos excepcionales, a solicitud de los 

jurados, el juez puede autorizar el aplazamiento de la 

deliberación por un lapso breve destinado al descanso. 

Artículo 89º.- Nuevo Juicio. Jurado Estancado. Si el 

jurado no alcanzare la unanimidad en un plazo racional de 

deliberación, el juicio se declarará estancado y podrá juzgarse 

nuevamente ante otro jurado, de acuerdo al procedimiento 

establecido en el artículo siguiente. Previamente, la jueza o 

juez y las partes procurarán acordar todas las medidas 

necesarias que permitan asistir al jurado para superar el 

estancamiento, tales como la reapertura de cierto punto de 

prueba, nuevos argumentos o alegatos de las partes o una 

nueva instrucción de la jueza o juez. A ese fin, la jueza o juez 

podrá preguntarle al jurado si desean poner en su 

conocimiento mediante breve nota escrita el o los puntos que 

les impiden acordar, sin revelar ningún aspecto o detalle de 

las deliberaciones ni del número de votos a favor de una u 

otra postura. 

Artículo 90º.- Nuevo Juicio. Procedimiento. Cuando 

el jurado no alcanzare la unanimidad en un plazo racional de 

deliberación, el vocero del jurado hará saber tal circunstancia 

a la jueza o juez o también la jueza o juez, con consulta a las 

partes, podrá interrumpir las deliberaciones y llamar al jurado 

a la sala.  

Una vez presentes todas las partes, la o las personas 

imputadas y la totalidad del jurado, la jueza o juez 

determinará el curso a seguir, conforme a lo discutido 

previamente con las partes para asistir al jurado a lograr la 

unanimidad según el artículo anterior.  

De corresponder, la jueza o juez impartirá una nueva 

instrucción al jurado para que vuelva a deliberar y tratar las 

cuestiones controvertidas. Si el jurado continuase sin alcanzar 

la unanimidad, se lo declarará estancado y la jueza o juez le 

preguntará al acusador si habrá de continuar con el ejercicio 

de la acusación. 

En caso negativo, la jueza o juez absolverá 

inmediatamente a la persona acusada. 

En caso afirmativo, la jueza o juez procederá a la 

disolución del jurado y se dispondrá la realización de un 

nuevo juicio con otro jurado. 

Si el nuevo jurado también se declarase estancado, la 

jueza o juez absolverá a la o las personas acusadas. 

Artículo 91º.- Veredicto Absolutorio. Irrecurribilidad. 

El veredicto de no culpabilidad será obligatorio para la jueza 

o juez y hará cosa juzgada material, concluyendo definitiva e 

irrevocablemente el procedimiento y la persecución penal en 

contra de la persona acusada. Contra el veredicto de no 

culpabilidad y la sentencia absolutoria correspondiente no se 

admite recurso alguno. 

Tampoco se admitirá recurso alguno contra la 

sentencia absolutoria dictada por la jueza o juez ante un 

jurado estancado. 

Por excepción, los acusadores públicos y privados 

podrán también recurrir la sentencia absolutoria dictada en el 

juicio por jurados cuando demuestren fehacientemente que el 

veredicto de no culpabilidad fue producto del soborno, o de 

los delitos de coacción agravados o secuestros extorsivos u 

otras graves intimidaciones que ejercieron una coacción sobre 

él o los jurados, que hubiesen determinado el veredicto 

absolutorio. 

Artículo 92º.- Reserva de Opinión. Regla del Secreto. 

Los miembros del jurado están obligados a mantener en todo 

momento en absoluta reserva su opinión y la forma en que 

han votado. Las declaraciones realizadas, las opiniones 

expresadas, los argumentos adelantados y/o los votos 

emitidos por los miembros de un jurado en el curso de sus 

deliberaciones son inadmisibles en cualquier procedimiento 

legal.  

En particular, los jurados no pueden ser obligados a 

exteriorizar o a testificar sobre el efecto de nada de aquello 

que haya influido en su mente o en la de los otros jurados, en 

sus emociones o en sus decisiones finales.  

Sin embargo, un miembro del jurado podrá testificar 

sobre si se presentó a la consideración del jurado materia 

impropia y ajena a la deliberación de éste o si hubo alguna 

influencia o presión externa para tratar de influir en alguna 

persona del jurado, o si hubo un error al anotar el veredicto en 

el formulario. 

El incumplimiento de dicha obligación los hará 

pasible de una multa que en ningún caso podrá ser inferior al 

sueldo básico del juez del juicio. 

Artículo 93º.- Procedimiento posterior. Audiencia de 



Pág. 12                                                             BOLETIN OFICIAL                          Viernes 13 de Junio de 2025 

 

                                                                                                      

Cesura Obligatoria. Leído y comprobado el veredicto, la jueza 

o juez declarará disuelto al jurado, liberando de sus funciones 

a sus miembros y procederá, según los casos, de la siguiente 

manera: 

a) Si el veredicto del jurado fuere de no culpabilidad, 

dictará en el acto y oralmente la absolución de la persona 

acusada a que se refiera, ordenando, en su caso, la inmediata 

libertad, de todo lo cual quedará constancia en el registro. 

b) Si el veredicto fuere de culpabilidad o de no 

culpabilidad por razones de inimputabilidad, el debate 

continuará en la fecha de una nueva convocatoria que fijará la 

jueza o juez. 

Las partes tendrán cinco (5) días, a partir de allí, para 

ofrecer nuevas pruebas a fin de fijar la pena. Si media 

oposición con respecto a las nuevas pruebas, la admisión o 

rechazo será resuelta a través de otra jueza o juez del colegio 

de jueces. De no mediar oposición, el tribunal fijará nueva 

audiencia señalando día y hora para la culminación. 

El juicio sobre la pena comenzará con la recepción de 

la prueba según las normas comunes. 

Terminada la recepción de prueba, la jueza o juez 

escuchará los alegatos finales de las partes, pero los mismos 

se limitarán a fundar las consecuencias jurídicas del veredicto 

del colegio de jurados. 

 

TÍTULO IX 
 

Del Control de la Sentencia 

 
Artículo 94º.- Sentencia. La sentencia se ajustará a 

las reglas del Código Procesal Penal, con la siguiente 

modificación: en lugar de los fundamentos de la decisión 

sobre los hechos probados, la culpabilidad del imputado y la 

calificación legal, contendrá la parte pertinente de la 

requisitoria de elevación a juicio sobre la acreditación del 

hecho y la autoría, la transcripción de las instrucciones dadas 

al jurado sobre las disposiciones legales aplicables al caso y el 

veredicto del jurado. 

Artículo 95º.- Impugnación. Serán aplicables las 

reglas generales de la impugnación de las sentencias 

condenatorias o las que impongan una medida de seguridad 

que prevé el Código Procesal Penal. Sin embargo, 

constituirán motivos específicos para su interposición: 

a) La inobservancia o errónea aplicación de las reglas 

referidas a la constitución y recusación del jurado y a la 

capacidad de sus miembros. 

b) La arbitrariedad de la decisión que rechace o 

admita medidas de prueba, de modo que se hubiera cercenado 

el derecho de defensa en juicio y condicionado la decisión del 

jurado. 

c) Cuando se hubieran cuestionado las instrucciones 

brindadas al jurado y se entendiera que éstas pudieron 

condicionar su decisión. 

d) Cuando la sentencia condenatoria o la que impone 

una medida de seguridad se derive de un veredicto del jurado 

que sea arbitrario o que se apartare manifiestamente de la 

prueba producida en el debate. 

e) Sólo a pedido de la persona acusada, el tribunal 

revisor puede dejar sin efecto cualquier sentencia 

condenatoria o que impone una medida de seguridad derivada 

del veredicto del jurado y ordenar un nuevo juicio si el interés 

de la justicia así lo requiere. 

TÍTULO X 

 

Normas Operativas 

 
Artículo 96º.- Confección de Listado. La Comisión 

de Implementación determinará la fecha a partir de la cual el 

Tribunal Superior de Justicia procederá a confeccionar los 

listados principales de ciudadanos previstos en la presente ley 

y a efectuar el correspondiente sorteo en audiencia pública, 

conforme a los fines establecidos en esta normativa. 

Artículo 97º.- Oficina Judicial. Hasta la creación y 

puesta en marcha de la Oficina Judicial con personal idóneo 

en materia de gestión y planificación administrativa, su rol 

será desempeñado transitoriamente por las estructuras 

administrativas existentes en los tribunales en el modo en que 

lo disponga el Superior Tribunal de Justicia. La Oficina 

Judicial de cada distrito judicial deberá prestar todo el apoyo 

administrativo y técnico para el juicio por jurados y a la 

registración íntegra en audio y/o video de todas las audiencias 

y juicios por jurados y el resguardo de los mismos. 

Artículo 98º.- Entrada en Vigencia. Causas en 

Trámite. La entrada en vigencia de la presente ley será 

efectiva una vez que el sistema acusatorio esté en 

funcionamiento, de acuerdo con el cronograma que determine 

la Comisión de Implementación. La Ley se aplicará a los 

procesos iniciados con posterioridad a su sanción y, además, a 

todas aquellas causas en trámite que no tuvieran fijada 

audiencia de debate. 
Artículo 99º.- Presupuesto y Difusión. Autorízase a la 

Función Ejecutiva a efectuar las modificaciones presupuestarias 

necesarias para garantizar la implementación de la presente ley y 
a coordinar con el Tribunal Superior de Justicia la difusión entre 

la población y la capacitación de los agentes judiciales. 

Artículo 100º.- Comunicar, publicar, insertar en el 

Registro Oficial y archivar. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Legislatura de la 

Provincia, en La Rioja, 140º Período Legislativo, a quince días 

del mes de mayo del año dos mil veinticinco. Proyecto 

presentado por la Función Ejecutiva. 
 

Teresita Leonor Madera - Presidenta - Cámara de Diputados 

- Juan Manuel Ártico - Secretario Legislativo 

 

DECRETO Nº 706 

 

La Rioja, 06 de junio de 2025 
 

Visto: El Expediente Código A1 Nº 00133-2-25, 

mediante el cual la Función Legislativa de la Provincia eleva el 

texto de la Ley Nº 10.796 y en uso de las facultades conferidas 

por el Artículo 149º inciso. 1) de la Constitución Provincial, 

 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA 

DECRETA: 

 

Artículo 1º.- Promúlgase la Ley Nº 10.796 sancionada 

por la Cámara de Diputados de la Provincia con fecha 15 de 

mayo de 2025. 

Artículo 2º.- El presente decreto será refrendado por el 

señor Secretario General de la Gobernación. 

Artículo 3º.- Comuníquese, publíquese en el Boletín 

Oficial, insértese en el Registro Oficial y archívese. 

 

Quintela, R.C., Gobernador - Luna, J.J., J.G. a/c. S.G.G. 
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LEY 10.797 

 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA, 

SANCIONA CON FUERZA DE 

 

CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA RIOJA 

 

LIBRO I 

PRINCIPIOS GENERALES Y LINEAMIENTOS 

 

TÍTULO I 

PRINCIPIOS GENERALES 

 

CAPÍTULO I 

DECLARACIÓN Y PRINCIPIOS 

 

ARTÍCULO 1º.- JUICIO PREVIO. Ninguna persona 
podrá ser penada sin juicio previo fundado en ley anterior al 

hecho del proceso. Regirán de manera directa todas las garantías 

y derechos consagrados en la Constitución Nacional, en Tratados 

Internacionales y en la Constitución de la Provincia. 

ARTÍCULO 2º.- PERSECUCIÓN PENAL ÚNICA. 

Ninguna persona puede ser perseguida penalmente por el mismo 

hecho más de una vez, aunque se modifique su calificación legal 

o se afirmen nuevas circunstancias. No se podrán reabrir los 

procesos fenecidos, salvo los casos de revisión de sentencia a 

favor del condenado. 

ARTÍCULO 3º.- JUECES NATURALES Y 
JURADOS. Ninguna persona podrá ser juzgada por otras juezas 

o jueces que los instituidos por la Ley antes del hecho objeto del 

proceso y designados de acuerdo con la Constitución Nacional y 

Provincial. 

La competencia y el procedimiento para el juicio por 

jurados en casos criminales se ajustarán a las normas de la 

Constitución Nacional, la Constitución Provincial, este Código y 

a la Ley de Jurados. 

ARTÍCULO 4º.- PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 
Las ciudadanas y ciudadanos participarán en la administración 

de la justicia penal conforme a lo previsto en los Artículos 24º, 

75º, Inciso 12) y 118) de la Constitución de la Nación, 
Artículo169º de la Constitución Provincial y en las normas de 

este Código, como de otras leyes. 

ARTÍCULO 5º.- INDEPENDENCIA E 

IMPARCIALIDAD. Las juezas y jueces deben actuar con 

imparcialidad en sus decisiones. Se debe garantizar la 

independencia de las juezas y jueces, conjueces, juezas o jueces 

de paz y jurados de toda injerencia externa de las otras funciones 

del Estado y de los demás integrantes de la Función Judicial. 

Los parámetros jurídicos vigentes serán la única 

sujeción legalmente impuesta a las juezas o jueces en el ejercicio 

de la función jurisdiccional a su cargo.  
En caso de interferencia en el ejercicio de su función, 

las juezas o jueces informarán al Consejo de la Magistratura 

sobre los hechos que afecten su independencia y solicitará las 

medidas necesarias para su resguardo. 

ARTÍCULO 6º.- SEPARACIÓN DE FUNCIONES. 
Las o los fiscales no pueden realizar actos jurisdiccionales y las 

juezas o jueces no pueden realizar actos de investigación o que 

impliquen el impulso de la persecución penal o suplan la 

actividad de las partes. La delegación de funciones 

jurisdiccionales en funcionarios o empleados subalternos tornará 

inválidas las actuaciones realizadas y será considerado causal de 

mal desempeño de las funciones a los efectos del proceso de 
remoción. 

ARTÍCULO 7º.- PRINCIPIOS DEL PROCESO. En 

el proceso se observarán los principios de oralidad, publicidad, 

contradicción, concentración, inmediación, simplificación y 

celeridad, conforme a lo previsto en el Artículo 169º de la 

Constitución Provincial. 

ARTÍCULO 8º.- ESTADO DE INOCENCIA Y 

DUDA. Nadie podrá ser considerado ni tratado como culpable 

mientras una sentencia firme de jueza o juez competente, dictada 

previo proceso legal, no lo declare tal. En caso de duda, deberá 

decidirse lo que sea más favorable a la persona imputada. 

Siempre se aplicará la Ley Penal más benigna para el imputado.  

Las juezas o jueces y el Ministerio Público Fiscal no 

deben presentar al imputado como culpable ni brindar 

información en ese sentido a los medios de comunicación social, 

no obstante, se pueden publicar los datos indispensables cuando 

sea necesario para lograr su identificación o captura. 

ARTÍCULO 9º.- LIBERTAD EN EL PROCESO. La 
persona imputada permanecerá en libertad durante el proceso. 

Excepcionalmente, podrá restringirse su libertad, fundándose en 

la existencia real de peligro de fuga u obstaculización del 

proceso.  

Nadie puede ser encarcelado sin que existan elementos 

de prueba suficientes para atribuirle un delito reprimido con pena 

privativa de libertad, conforme a las reglas de este Código. 

ARTÍCULO 10º.- DEFENSA EN JUICIO. El derecho 

de defensa es inviolable e irrenunciable y podrá ejercerse 

plenamente desde el inicio de la persecución. 

Ninguna persona podrá ser obligada a declarar en contra 
de sí misma. El ejercicio del derecho a guardar silencio no podrá 

ser valorado como una admisión de los hechos o como indicio de 

culpabilidad. Toda persona tiene derecho a la asistencia y 

representación de la defensa técnica letrada efectiva, que será 

garantizada por el Estado. 

En caso de colisión, primará la voluntad de la persona 

imputada expresada clara y libremente. 

ARTÍCULO 11º.- PROHIBICIÓN DE 

INCOMUNICACIÓN Y DEL SECRETO. Está prohibida la 

incomunicación de la persona imputada y el secreto de las 

actuaciones. Sólo en los casos y por los motivos autorizados por 

este Código se podrá disponer por la jueza o juez de garantías y a 
pedido de parte, la reserva de algún acto. 

Todas las audiencias serán públicas, salvo las 

excepciones expresamente previstas en este Código. 

ARTÍCULO 12º.- DERECHOS DE LA VÍCTIMA. 
La víctima tiene derecho a una tutela judicial efectiva, a la 

protección integral de su persona, su familia y sus bienes frente a 

las consecuencias del delito, a participar del proceso penal en 

forma autónoma, conforme a lo establecido en el Artículo 31º de 

la Constitución Provincial. Las autoridades no podrán, bajo 

pretexto alguno, dejar de recibir sus denuncias o reclamos y de 

poner inmediatamente en funcionamiento los mecanismos 
legales previstos para su tutela efectiva. 

ARTÍCULO 13º.- LEGALIDAD Y CARGA DE LA 

PRUEBA. Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han 

sido obtenidos por medios lícitos y que respeten las reglas de su 

adquisición procesal. Incumbe a la acusación la carga de la 

prueba y en ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria. 

ARTÍCULO 14º.- SOLUCIÓN DEL CONFLICTO. 
La imposición de la pena es el último recurso. Las juezas o 

jueces y la fiscalía procurarán resolver el conflicto surgido a 

consecuencia del hecho punible de conformidad con los 

principios contenidos en las leyes, dando preferencia a las 

soluciones que mejor se adecuen al restablecimiento de la 
armonía entre sus protagonistas y la paz social. 
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ARTÍCULO 15º.- JUSTICIA EN UN PLAZO 

RAZONABLE. Toda persona tiene derecho a una decisión 

judicial definitiva en tiempo razonable, conforme a los plazos 

establecidos en este Código. El retardo en dictar resoluciones o 

las dilaciones indebidas, cuando sean reiteradas, constituirá falta 

grave. 

ARTÍCULO 16º.- IGUALDAD DE TRATO. Las 

juezas o jueces no podrán mantener ninguna clase de 
comunicación con las partes o sus abogados sobre los asuntos 

sometidos a su conocimiento, sin dar previo aviso a todas ellas. 

ARTÍCULO 17º.- DESARROLLO Y APLICACIÓN 

PROGRESIVA. Las juezas o jueces procurarán extender los 

principios y garantías a los casos y situaciones no previstos 

expresamente, conforme a una interpretación progresiva. 

ARTÍCULO 18º.- INOBSERVANCIA DE LAS 

GARANTÍAS. La inobservancia de un principio o garantía no 

podrá hacerse valer en perjuicio de quien se encuentra amparado 

por ella ni retrotraer el procedimiento a etapas anteriores en 

contra de su voluntad. 

ARTÍCULO 19º.- APRECIACIÓN DE LAS 

PRUEBAS. Las pruebas serán valoradas por las juezas o jueces 

según la sana crítica, observando las reglas de la lógica, los 

conocimientos científicos y las máximas de la experiencia. Las 

juezas o jueces formarán su convicción de la valoración conjunta 

y armónica de toda la prueba producida, explicando con 

argumentos de carácter objetivo su decisión. 

En el caso de juicio por jurados, los jurados apreciarán 

las pruebas a través de la deliberación conjunta y detallada, 

según la sana razón y el sentido común. 

ARTÍCULO 20º.- DELIBERACIÓN. Los jurados, 
juezas, jueces o conjueces deliberarán en todos los casos antes de 

tomar una decisión. La deliberación será inmediata, continua, 

integral y requerirá la intervención activa de cada uno de sus 

miembros.  

Cuando esté prevista la deliberación previa, su ausencia 

o su reemplazo por la mera circulación de votos tornará nula la 

decisión. 

ARTÍCULO 21º.- SENTENCIA. La sentencia debe 

ser definitiva, absolviendo o condenando al imputado. Las juezas 

o jueces no podrán abstenerse de decidir so pretexto de oscuridad 

o ambigüedad de las leyes ni retardar indebidamente alguna 

decisión ni utilizar los fundamentos de las decisiones para 
realizar declaraciones o afirmaciones que no incidan en la 

decisión. 

ARTÍCULO 22º.- MOTIVACIÓN. Las decisiones 

dictadas por juezas o jueces técnicos deben expresar los 

fundamentos de hecho y de derecho en que se basen. La 

fundamentación no se puede reemplazar con la simple relación 

de documentos, afirmaciones dogmáticas, ficciones legales, 

expresiones rituales o apelaciones morales.  

Cuando se trate de sentencias dictadas por tribunales 

colegiados, la deliberación conjunta es obligatoria; cada uno de 

sus miembros debe fundar individualmente su voto, salvo que 
adhiera a los motivos expuestos por otro miembro. La adhesión a 

los fundamentos de otro no permite omitir la deliberación. 

ARTÍCULO 23º.- PROTECCIÓN DE LA 

INTIMIDAD Y PRIVACIDAD. En los procedimientos se debe 

respetar el derecho a la intimidad y a la privacidad de la persona 

imputada y de cualquier otra persona, en especial la libertad de 

conciencia, el domicilio, la correspondencia, los papeles 

privados y las comunicaciones de toda índole. Sólo con 

autorización de jueza o juez y bajo las reglas de este Código 

podrá afectarse este derecho. 

ARTÍCULO 24º.- DERECHO AL RECURSO. Toda 

persona tiene derecho a recurrir la sanción penal que se le haya 

impuesto ante otra jueza o juez o tribunal con amplia capacidad 

para su revisión. 
ARTÍCULO 25º.- CONDICIONES CARCELARIAS. 

Está prohibido alojar a personas privadas de libertad en lugares 

no habilitados o en sitios que no reúnan las mínimas condiciones 

de salubridad o más allá del cupo autorizado. Toda medida que 

so pretexto de precaución conduzca a mortificar a presos o 

detenidos hará responsable a la jueza o juez que la autorice o 

consienta y a los funcionarios que la ordenen, apliquen o 

consientan. 

ARTÍCULO 26º.- TRATO DIGNO - DIVERSIDAD 

CULTURAL. Toda persona tiene derecho a reclamar un trato 

digno de los organismos penales pertenecientes a la 

administración de justicia y en dependencias policiales.  
Asimismo, toda persona tiene derecho a:  

1.- Ser atendida por todos los intervinientes en la 

administración de justicia, de forma personalizada, respetuosa y 

adaptada a sus circunstancias psicológicas, sociales y culturales. 

2.- Exigir que las actuaciones judiciales en las que 

resulte necesaria su comparecencia se celebren con la máxima 

puntualidad. 

3.- Recibir las comunicaciones de los órganos judiciales 

en un lenguaje claro y sencillo, con información suficiente de las 

consecuencias derivadas de su incumplimiento. 

4.- Recibir respuesta a sus solicitudes. En este caso, las 

autoridades y funcionarios deben exponer por escrito, a toda 
persona que realice una solicitud, los motivos por los que se 

deniega el acceso a una información de carácter procesal. 

Cuando se trate de hechos cometidos por miembros de 

un pueblo originario se aplicará en forma directa el Artículo 202º 

del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo -OIT. 
ARTÍCULO 27º.- INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA. 

Todas las normas que coarten la libertad personal de la persona 

imputada o limiten el ejercicio de sus derechos se interpretarán 

restrictivamente. La analogía sólo está permitida en cuanto 

favorezca la libertad de la persona imputada o el ejercicio de sus 

derechos y facultades. 

Toda interpretación y decisión deberá adoptar una 

perspectiva de género y respetar la interculturalidad. 
 

TÍTULO II 

JURISDICCIÓN, COMPETENCIA Y SUJETOS 

PROCESALES 

 

CAPÍTULO I 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

 

ARTÍCULO 28º.- JURISDICCIÓN. La jurisdicción 

penal será ejercida por las juezas o jueces y jurados populares 

designados de acuerdo con la Constitución y la ley, y se 
extenderá al conocimiento de los delitos cometidos en el 

territorio de la Provincia y a aquellos cuyos efectos se produzcan 

en él, excepto los de jurisdicción federal. La jurisdicción penal 

será irrenunciable e indelegable. 

ARTÍCULO 29º.- COMPETENCIA Y EXTENSIÓN. La 

competencia sólo puede ser fijada por Ley. No obstante, la 

competencia territorial de las juezas o jueces con funciones de 

juicio no podrá ser objetada ni modificada de oficio una vez 

fijada la audiencia. 

Las juezas o jueces tendrán competencia en todo el 

territorio de la Provincia, ello sin perjuicio que, por razones 

organizativas, se establezca una fijación territorial sobre los 
delitos cometidos dentro de la circunscripción judicial en la que 

ejerza sus funciones o cuyos efectos se produzcan en ella. En 
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caso de que no haya juezas o jueces en la jurisdicción podrá 

intervenir una jueza o un juez de otra jurisdicción, quien será 

previamente sorteado e intervendrá en el acto procesal requerido. 

Los juicios por jurados se realizarán en el lugar en que 

se hubiera cometido el hecho. Excepcionalmente, cuando un 
hecho hubiera conmocionado a una comunidad de tal modo que 

no pudiera razonablemente obtenerse un jurado imparcial, la 

jueza o juez podrá disponer a pedido de parte que el juicio se 

lleve a cabo en otra circunscripción judicial.  

La prórroga de jurisdicción en el caso señalado se 

decidirá por sorteo en audiencia pública. 

ARTÍCULO 30º.- VARIOS PROCESOS. Cuando a 

una persona se le imputen dos o más delitos, el Ministerio 

Público Fiscal podrá acumular los hechos y procesarlos en un 

único legajo o tramitarlos simultáneamente. La decisión se 

notificará a la defensa y en la audiencia de formulación de cargos 

la decisión fiscal podrá ser revisada por la jueza o juez de control 
si la defensa formaliza oposición.  

Si se tramitaren varios hechos en forma conjunta será 

competente el Tribunal al que le corresponda juzgar el delito más 

grave o siendo de la misma gravedad, el que primero intervino. 
ARTÍCULO 31º.- JURISDICCIONES ESPECIALES. 

PRIORIDAD DE JUZGAMIENTO. Si a una persona se le 

imputare un delito de jurisdicción provincial y otro de 
jurisdicción federal, el orden del juzgamiento se regirá por la Ley 

Nacional. Del mismo modo se procederá en el caso de delitos 

conexos. No obstante, el proceso de jurisdicción provincial podrá 

sustanciarse simultáneamente con el otro, siempre que no se 

obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la 

defensa del imputado. 

Las fiscalías provinciales y federales podrán acordar 

trabajar en conjunto. 

ARTÍCULO 32º.- COMPETENCIA DURANTE LA 

INVESTIGACIÓN. Dentro de una misma circunscripción 

judicial todas las juezas o jueces penales serán competentes para 
resolver las peticiones de las partes sin perjuicio de las normas 

prácticas de distribución del trabajo que se establezcan. 

Cuando la fiscalía investigue en forma conjunta delitos 

cometidos en distintas circunscripciones judiciales entenderá la 

jueza o juez de la circunscripción correspondiente al hecho más 

grave o donde se desarrolle la investigación principal, salvo 

cuando la persona imputada se oponga porque se dificulte el 

ejercicio de la defensa o se produzca retardo procesal. 

ARTÍCULO 33º.- EFECTOS. El planteamiento de una 

cuestión de competencia no suspenderá la faz preparatoria ni la 

audiencia de control de la acusación, pero sí suspende la etapa 

del juicio. 

ARTÍCULO 34º.- UNIÓN Y SEPARACIÓN DE 

JUICIOS. Los juicios se realizarán en la circunscripción judicial 

donde se produjeron los hechos. No obstante, las partes podrán 

solicitar su unificación y la jueza o juez de la etapa intermedia 

decidirá la realización separada o conjunta, según la naturaleza 

de los casos, para evitar el retardo procesal o para facilitar el 

ejercicio de la defensa. 

 
CAPÍTULO II 

TRIBUNALES COMPETENTES 

 
ARTÍCULO 35º.- ÓRGANOS. Serán órganos 

jurisdiccionales los siguientes: 

1.- Tribunal Superior de Justicia. 

2.- Tribunal de Impugnación Penal. 

3.- Colegio de Jueces Penales, integrado por las actuales 

juezas y jueces de Cámara de Juicio; juezas y jueces de 

Instrucción; y por juezas y jueces de Paz Letrados en las 

circunscripciones judiciales que por Ley se determinen. 

4.- Tribunales de Jurados. 

5.- Jueza o juez de Ejecución Penal. 

ARTÍCULO 36º.- TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA. El Superior Tribunal de Justicia será competente 

para conocer: 

1.- De la impugnación extraordinaria y de la queja por 

denegación de impugnación extraordinaria. 

2.- De la revisión de una sentencia firme. 

3.- De la recusación de un miembro del Tribunal de 

Impugnación. 

4.- De la competencia establecida en el Artículo 164º de 

la Constitución Provincial. 

ARTÍCULO 37º.- TRIBUNAL DE IMPUGNACIÓN 

PENAL. El Tribunal de Impugnación Penal será competente, en 

todo el territorio de la provincia, para conocer:  
1.- De las impugnaciones ordinarias contra las 

sentencias definitivas. 

2.- De las impugnaciones ordinarias de las sentencias de 

los casos que tramitan bajo las reglas del sistema anterior y que 

aún no han tenido revisión judicial. 

3.- De la revisión de la prisión preventiva. 

4.- De la revisión de una sentencia firme. 

ARTÍCULO 38º.- COLEGIO DE JUECES 

PENALES. El Colegio de Jueces Penales tendrá a su cargo las 

siguientes funciones:  

1.- Tribunal de Juicio individual, colegiado o con 
jurados. 

2.- De Garantías. 

3.- De Revisión Ordinaria de toda decisión recurrible, 

con exclusión de la competencia asignada al Tribunal de 

Impugnación Penal. 

Será la Oficina Judicial la que se ocupará, en cada 

jurisdicción, de administrar los recursos y designar a las juezas o 

jueces en cada caso, para una adecuada prestación del servicio de 

justicia, acorde a los parámetros establecidos en la Ley Orgánica 

Judicial. 

1.- Función de Tribunal de Juicio y Tribunales de 

Jurados. 
Los tribunales de Juicio serán unipersonales y serán 

competentes para conocer: 

a) La sustanciación del juicio en los delitos de acción 

privada y en todos aquellos que no estén reprimidos con pena 

privativa de libertad. 

b) En aquellos delitos reprimidos con pena privativa de 

libertad de hasta diez (10) años o cuando el imputado o su 

defensor requieran la integración colegiada. 

c) En aquellos casos establecidos en la Ley Especial de 

Juicio por Jurados o procedimientos abreviados. 

En los casos en que la pena privativa de libertad del 
delito a juzgar supere los diez (10) años, el juicio será realizado 

en forma obligatoria frente a un tribunal constituido por tres (3) 

jueces. 

2.- Función de Control y Garantías. 
Corresponde a las juezas o jueces con función de Garantías: 

a.- El control de la investigación y de todas las 

decisiones jurisdiccionales que se deban tomar durante la etapa 

preparatoria, intermedia o preparatoria de juicio, hasta la 

redacción del auto de apertura a juicio. 

b.- Del procedimiento abreviado, en los casos y forma 

prevista en este Código. 

c.- De las solicitudes que se hagan durante el período de 

suspensión del juicio a prueba, de su revocación o de la decisión 

que disponga la extinción de la acción penal. 
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3) Juezas o Jueces con Función de Revisión. 

Corresponde al Colegio de Jueces Penales la revisión 

horizontal de toda decisión, con excepción de la revisión de las 

decisiones que le competen al Tribunal de Impugnación Penal.  

La revisión será unipersonal y quedará a cargo de la 

jueza o juez que determine la Oficina Judicial. 

ARTÍCULO 39º.- JUEZA O JUEZ CON 

FUNCIONES DE EJECUCIÓN. La jueza o juez con funciones 
de ejecución tiene a su cargo: 

1.- Controlar que se respeten todas las garantías 

constitucionales e instrumentos internacionales de derechos 
humanos en el trato otorgado a los condenados y personas sometidas 

a medidas de seguridad.  
En los casos en que tuviere conocimiento de la violación 

de una garantía en relación a una persona sometida a prisión 
preventiva pondrá de inmediato la situación a conocimiento del juez 

o jueza que ordenó la medida. 
2.- Practicar el cómputo de pena fijando la fecha en que 

finalizará la condena, y todo aquel instituto que implique un egreso 
transitorio o definitivo, de conformidad con la Ley de Ejecución 

Penal. 

3.- Controlar el cumplimiento efectivo de las sentencias de 
condena. 

4.- Resolver todos los planteos que se susciten en el 
período de ejecución de las penas y medidas curativas o educativas. 

5.- Resolver los recursos que se presenten contra las 
decisiones de la administración penitenciaria. 

6.- Visitar periódicamente los establecimientos donde se 
encuentren personas privadas de su libertad, a su disposición. 

7.- Dejar sin efecto una pena o modificar las condiciones 
de su cumplimiento cuando entre en vigencia una Ley Penal más 

benigna. 
 8.- Realizar la unificación de condenas o penas que se 

adviertan durante la ejecución de la pena. 

ARTÍCULO 40º.- COLEGIO DE JUEZAS O JUECES. 
Todas las juezas o jueces, salvo los que integran el Tribunal 
Superior de Justicia, el Tribunal de Impugnación y la jueza o juez de 

Ejecución Penal, se organizarán en Colegios de Juezas o Jueces. 
La Ley Orgánica de la Justicia Penal establecerá el 

número, el mecanismo de asignación de casos y la forma de 
integración de los Colegios para toda la Provincia. 

ARTÍCULO 41º.- OFICINA JUDICIAL. Los Colegios 
de Juezas o Jueces serán asistidos por una Oficina Judicial, cuya 

composición y funcionamiento será establecido por la Ley Orgánica 
de la Justicia Penal. 

Su director o directora deberá organizar las audiencias, 
dictar las resoluciones de mero trámite ordenar las comunicaciones y 

emplazamientos, disponer la custodia de objetos secuestrados en los 
casos que corresponda, llevar los registros y estadísticas, dirigir el 

personal auxiliar, informar a las partes y colaborar en todos los 

trabajos materiales que el juez o jueza o el tribunal le indiquen.  
A tal fin, deberá confeccionar una carpeta judicial donde 

asentará la actividad que realice para cada uno de los casos, bajo el 
principio de desformalización. 

La directora o el Director de la Oficina Judicial debe 
procurar que se fijen audiencias en el menor tiempo posible. 

Está prohibida la delegación de tareas jurisdiccionales en 
los integrantes de la Oficina Judicial, en su caso, tornará inválidas 

las actuaciones realizadas, será considerada falta grave y causal de 
mal desempeño. 
 

CAPÍTULO III 

MOTIVOS DE EXCUSACIÓN Y RECUSACIÓN 
 

ARTÍCULO 42º.- MOTIVOS. Las juezas o jueces 

podrán apartarse o ser recusados por las partes, fundadamente, 

cuando existan motivos que puedan afectar su imparcialidad. 

ARTÍCULO 43º.- EXCUSACIÓN. La jueza o juez 

que se excuse remitirá las actuaciones, por resolución fundada, al 

presidente o la presidenta del Colegio de Juezas o Jueces, quien 

resolverá si la decisión resulta procedente.  

Se considerará motivo de excusación los siguientes: 

a) Si intervino en él como acusador o acusada, 

defensor o defensora, representante, perito o consultor técnico, si 

denunció el hecho o lo conoció como testigo o si dio 
recomendaciones o emitió opinión sobre el caso fuera del 

procedimiento. 

b) Si intervino durante la investigación preparatoria o 

en el procedimiento de control de la acusación no podrá 

intervenir en el juicio; si pronunció la decisión impugnada no 

podrá intervenir en el procedimiento que sustancia la 

impugnación ni en su decisión. 

c) Si en el caso intervino o interviene su cónyuge, 

conviviente o algún pariente dentro del tercer grado de 

consanguinidad o por adopción y segundo de afinidad, quien ha 

sido su tutor, curador o guardador o quien está o ha estado bajo 
su tutela, curatela o guarda. 

d) Si ella, él o alguna de las personas mencionadas en 

el Inciso c) estuvieren interesados en el caso o tuvieren juicio 

pendiente, comunidad o sociedad con alguno de los interesados, 

salvo que se tratare de una sociedad anónima cuyas acciones 

coticen en el mercado de valores. 

e) Si ella, él o alguna de las personas mencionadas en 

el Inciso c) recibieron o reciben beneficios de importancia o son 

acreedores, deudores o fiadores de alguno de los interesados, 

salvo que se tratare de instituciones estatales o de entidades 

financieras o si, después de comenzado el procedimiento, el juez 
o jueza hubiere recibido presentes o dádivas de alguno de los 

interesados, aunque fueren de escaso valor. 

f) Si antes de iniciado el procedimiento tuvo amistad 

íntima o enemistad manifiesta con alguno de los interesados, si 

denunció o acusó a alguno de ellos o fue acusado o denunciado 

por alguno de ellos, incluso conforme al procedimiento para el 

desafuero o la destitución, salvo que circunstancias posteriores 

demuestren armonía entre ambos. 

g) Si mediaren circunstancias que, por su gravedad, 

afecten su independencia e imparcialidad. 

La jueza o juez, comprendidos en alguno de los motivos 

contenidos en los Incisos a), b), c), d), e) y g), deberán 
denunciarlo inmediatamente de conocer su situación respecto del 

caso, y apartarse del conocimiento y decisión del proceso 

respectivo. 

En el supuesto del Inciso f), la jueza o juez, a su 

exclusivo criterio, podrá omitir el apartamiento, sin perjuicio de 

informar a los intervinientes y al presidente del Colegio de 

Juezas o Jueces sobre la situación en la que se encuentra. 

ARTÍCULO 44º.- RECUSACIÓN. Las juezas o 

jueces podrán ser recusados por las partes cuando se generen 

dudas razonables acerca de su imparcialidad frente al caso. 

También podrán invocar alguno de los motivos previstos en el 
Artículo 43º u otros análogos o equivalentes. 

Al formularse la recusación se indicarán por escrito, 

bajo pena de inadmisibilidad, los motivos en que se funda y los 

elementos de prueba pertinentes.  

La recusación deberá formularse dentro de los tres (3) 

días de conocerse las causas en que se funda.  

Si la jueza o juez admite la recusación aplicará el procedimiento 

previsto para la excusación. En caso contrario, remitirá un 

informe al Colegio de Jueces para su resolución en audiencia.  

La resolución de la excusación anterior no impedirá la 

interposición de la recusación por el mismo motivo. 
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CAPÍTULO IV 

TRIBUNALES DE JURADOS 

 
ARTÍCULO 45º.- INTEGRACIÓN DE TRIBUNALES 

DE JURADOS. La Ley Especial de Juicio por Jurados 

determinará la composición, integración, constitución, 

sustanciación y deliberación del juicio en el que participe un 

tribunal de jurados. 

 

CAPÍTULO V 

LA PERSONA IMPUTADA 

 
ARTÍCULO 46º.- DENOMINACIÓN. Se denominará 

persona imputada a toda persona a quien mediante denuncia, 

querella o cualquier acto del procedimiento de la fiscalía se 

señale como autor o partícipe de un delito. 

ARTÍCULO 47º.- DERECHOS DE LA PERSONA 

IMPUTADA. A toda persona imputada se le asegurarán las 

garantías necesarias para su defensa, a cuyo fin las autoridades 

intervinientes le informarán de manera inmediata y comprensible 

los siguientes derechos: 

1.- A ser informada de las razones de su aprehensión o 

detención, la autoridad que la ha ordenado, entregándole si la 

hubiere copia de la orden judicial emitida en su contra, y el de 
ser conducida ante una jueza o juez, sin demora, para que decida 

sobre la legalidad de aquella. 

2.- A pedir que su aprehensión o detención sea 

comunicada en forma inmediata a un pariente o persona de su 

confianza, asociación o entidad. Si la persona imputada ejerciere 

este derecho se dejará constancia de la producción del aviso y del 

resultado obtenido. Cuando la persona aprehendida o detenida 

fuese extranjera se le informará que puede pedir que su situación 

sea comunicada al Cónsul del Estado de su nacionalidad y 

también que se haga saber al Cónsul su interés de ser 

entrevistada por él. 
3.- A guardar silencio, sin que ello pueda ser valorado 

como una admisión de los hechos o como indicio de 

culpabilidad. 

4.- A ser asistida desde el primer acto del procedimiento 

por el defensor de su elección o por uno propuesto por una 

persona de su confianza y en defecto de ello, por un defensor 

público. 

5.- A entrevistarse con su defensor en forma libre, 

privada y confidencial, en particular en oportunidad previa a la 

realización de cualquier acto que requiera su intervención. 

6.- A prestar declaración, si así lo deseara y si se 

encuentra detenida, dentro de las 48 horas de efectivizada la 
medida. 

7.- A presentarse ante la fiscalía, jueza o juez, en su 

caso, para que se le informe y escuche sobre los hechos que se le 

imputan. 

8.- A declarar cuantas veces quiera, con la presencia de 

su defensor, lo que se le hará saber cada vez que manifieste su 

deseo de hacerlo. 

9.- A no ser sometida a técnicas o métodos que 

induzcan o alteren su libre voluntad o a medidas contrarias a su 

dignidad. 

10.- A que no se empleen medios que impidan el libre 
movimiento de su persona en el lugar y durante la realización de 

un acto procesal, sin perjuicio de las medidas de vigilancia que 

en casos especiales y a su prudente arbitrio la jueza o juez o la 

fiscalía considere necesarias. 

11.- A acceder a toda la información disponible desde el 

momento en que tenga noticia de la existencia del proceso, según 

las previsiones de este Código. 

En todos los casos se dejará constancia fehaciente del 

cumplimiento del deber de información establecido en este 

artículo. 
ARTÍCULO 48º.- IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO. 

Desde el primer acto en que intervenga la persona imputada será 

identificada por sus datos personales y señas particulares.  

Si se abstiene de proporcionar esos datos, existiera duda 

sobre ellos o lo hace falsamente se lo identificará por testigos o 

por otros medios útiles. 

La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso 

del procedimiento y los errores sobre ellos podrán ser corregidos 

en cualquier oportunidad.  
En su primera intervención la persona imputada deberá 

denunciar el domicilio real, fijar el domicilio procesal y/o aportar 

cualquier otro medio de comunicación, posteriormente deberá 

mantener actualizados esos datos. 

ARTÍCULO 49º.- INCAPACIDAD. La incapacidad 

por trastorno mental de la persona imputada que excluya su 

capacidad de comprensión de los actos procesales o de obrar 

conforme a ese conocimiento será declarada por un juez o una 

jueza y provocará la suspensión del procedimiento hasta que 

desaparezca. Si la incapacidad es irreversible se dispondrá el 

archivo del caso.  

Sin embargo, no impedirá la investigación del hecho ni 
la continuación con respecto a otras personas imputadas. Si la 

incapacidad existiera al momento de cometerse el hecho 

investigado el juez o jueza declarará la inimputabilidad. 

Cuando correspondiere se dará intervención a la justicia 

civil y al Ministerio Público de la Defensa. 

ARTÍCULO 50º.- REBELDÍA. Será declarada en 

rebeldía la persona imputada que no comparezca a una citación a 

la que está obligada a comparecer sin justificación, se fugue del 

establecimiento o lugar donde esté detenida, desobedezca una 

orden de detención o se ausente del domicilio denunciado sin 

justificación. 
La declaración de rebeldía y la consecuente orden de 

captura serán dispuestas por la jueza o juez a solicitud de la parte 

acusadora. La rebeldía suspenderá el procedimiento, salvo las 

diligencias de la investigación.  

También suspenderá el plazo de duración del proceso. 

ARTÍCULO 51º.- LIBERTAD DE DECLARAR. 
La persona imputada no será citada a declarar, aunque tendrá 

derecho a hacerlo cuantas veces considere necesario.  

Durante la etapa preparatoria podrá declarar 

oralmente o por escrito en la fiscalía por ante la encargada o 

el encargado de la etapa penal preparatoria. En los demás 

casos ante la jueza o el juez o el tribunal. 

Está prohibida la declaración de la persona imputada 

en ausencia del defensor o defensora. 

Cuando por imposibilidad física de la persona 

imputada no pudiera oír o expresarse verbalmente o no 

comprenda el idioma nacional tendrá derecho a designar su 

propio traductor o intérprete, pero si no lo designare será 

provisto de uno a costa del Estado, para que le transmita el 

contenido del acto o de la audiencia. 
En ningún caso se le exigirá a la persona imputada 

juramento o promesa de decir verdad, ni podrá ser sometida a 
ninguna clase de fuerza o coacción. Se prohíbe toda medida que 

afecte la libertad de decisión, voluntad, memoria o capacidad de 

comprensión de la persona imputada. 

ARTÍCULO 52º.- FACULTADES POLICIALES. La 

policía no podrá interrogar a la persona imputada. Sólo podrá 

requerirle los datos correspondientes a su identidad, cuando no 

esté suficientemente individualizado. 
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Si expresa su deseo de declarar, se le hará saber de 

inmediato a la o el fiscal interviniente y a la abogada o abogado a 

cargo de su defensa. 

 

CAPÍTULO VI 

DEFENSA 

 

ARTÍCULO 53º.- DEFENSA TÉCNICA. La persona 
imputada tendrá derecho a elegir una abogada o abogado de su 

confianza para que la asista y represente como defensora o 

defensor. Si no lo hace se le designará una abogada o abogado de 

la Defensa Pública. Si prefiere defenderse por sí mismo, la jueza 

o juez lo permitirá sólo cuando no perjudique la eficacia de su 

propia defensa. 

La asistencia e intervención de la defensa técnica no 

menoscaba el derecho de la persona imputada a formular 

solicitudes y observaciones. 

ARTÍCULO 54º.- NOMBRAMIENTO. El nombramiento 

de la defensa técnica no estará sujeto a ninguna formalidad. Una 
vez designada la abogada o abogado deberá informar a la 

autoridad que corresponda el lugar y modo para recibir 

comunicaciones. 

Durante el transcurso del proceso, la persona imputada 

podrá designar nuevo abogada o abogado en su defensa, pero el 

anterior no podrá renunciar a la defensa hasta que el designado 

comunique su aceptación. 

El ejercicio del cargo de defensor o defendora será 

obligatorio para quien lo acepte, salvo excusa fundada. 

Para el ejercicio de sus funciones, los defensores serán 

admitidos de inmediato y sin ningún trámite, por la policía, la 
fiscalía, la jueza o juez, según el caso. 

ARTÍCULO 55º.- NOMBRAMIENTO EN CASO 

DE URGENCIA. Cuando la persona imputada esté privada de 

su libertad o prófuga, cualquier persona de su confianza podrá 

proponer ante la autoridad competente la designación de un 

defensor o defensora, la que será puesta en conocimiento del 

imputado inmediatamente. 

En caso de urgencia comenzará a actuar 

provisionalmente el defensor o defensora propuesto y a falta de 

este, la defensora o el defensor público. Si el imputado no está 

individualizado se deberá designar una defensora o defensor 

público a estos fines. La diligencia solamente será válida si el 
defensor o defensora controla efectivamente la realización de la 

misma mediante su real participación en el acto. 

ARTÍCULO 56º.- RENUNCIA Y ABANDONO. El 

defensor o defensora podrá renunciar al ejercicio de la defensa; 

en este caso, se fijará un plazo para que el imputado nombre a 

otro. Si no lo hace será reemplazado por un defensor o defensora 

público. 

El o la renunciante no podrá abandonar la defensa 

mientras no intervenga su reemplazante. 

No se podrá renunciar durante las audiencias, salvo por 

motivos muy graves.  
El abandono de la defensa, la renuncia intempestiva y la 

falta de expresión de intereses contrapuestos entre más de un 

asistido constituirá una falta grave, que será comunicada de 

inmediato al Consejo de Abogados.  

El incumplimiento injustificado de las obligaciones por 

parte de la Defensora o Defensor Público será comunicado de 

inmediato al Defensor o Defensora General. 

Si el defensor o defensora, sin causa justificada, 

abandona la defensa o deja al imputado sin asistencia técnica se 

nombrará uno de oficio. La resolución se comunicará al 

imputado, instruyéndole sobre su derecho a elegir otro defensor 

o defensora. 

Cuando el abandono ocurra poco antes del juicio se 

podrá aplazar su comienzo por un plazo no mayor de diez (10) 

días, si lo solicita el nuevo defensor o defensora. 
ARTÍCULO 57º.- PLURALIDAD DE DEFENSORES. 

El imputado podrá designar las o los defensores que considere 

conveniente, pero no será defendido simultáneamente por más de 

dos en las audiencias orales o en el mismo acto. 

Cuando intervengan dos o más defensores la 

comunicación practicada a uno de ellos tendrá validez respecto 

de todos y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni 

plazos. 

Será inadmisible la defensa de varios imputados en un 

mismo procedimiento por un defensor común cuando exista 

incompatibilidad. 
La defensora o defensor podrá designar un defensor o 

defensora auxiliar para aquellas diligencias a las que no pueda 

asistir personalmente, lo cual será consentido previamente por el 

imputado o deberá ratificarlo posteriormente. El defensor o 

defensora auxiliar sólo tendrá responsabilidad en aquellos actos 

en los que participe, pero no exime la responsabilidad del 

principal. 

 

CAPÍTULO VII 

LA VÍCTIMA 

 

SECCIÓN PRIMERA 

DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

ARTÍCULO 58º.- DEFINICIÓN DE VÍCTIMA. Este 

Código considera víctima: 

1.- A la persona ofendida directamente por el delito. 

2.- Al cónyuge, conviviente, hermanos, herederos, 

tutores, guardadores o curadores en los delitos cuyo resultado sea 

la muerte de una persona o cuando el ofendido hubiere sufrido 

una afectación psíquica o física que le impida ejercer sus 

derechos. 

3.- A los socios, respecto de los delitos que afecten a 
una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administren, 

gerencien o controlen, debiendo designar un representante para 

que actúe en su nombre. 

4.- A las asociaciones, en aquellos hechos punibles que 

afecten intereses colectivos o difusos, siempre que el objeto de la 

asociación se vincule directamente con esos intereses. 

5.- A cualquier asociación que acredite interés cuando 

se trate de hechos que importen violación a los derechos 

humanos fundamentales y hayan sido cometidos como autores o 

participes, por funcionarios públicos en el ejercicio de sus 

funciones o en ocasión de ellas o cuando impliquen actos de 

corrupción pública o abuso del poder público y conlleven graves 
perjuicios patrimoniales para el Estado. 

6.- A las comunidades indígenas en los delitos que 

impliquen discriminación de uno de sus miembros, genocidio o 

afecten de un modo directo sus derechos colectivos reconocidos. 

ARTÍCULO 59º.- DERECHOS DE LA VÍCTIMA. 
La víctima será informada sobre sus derechos cuando realice la 

denuncia o en su primera intervención en el procedimiento y 

tendrá los siguientes derechos: 

1.- A recibir un trato digno y respetuoso y que se hagan 

mínimas las molestias derivadas del procedimiento y a contar 

con información sobre los derechos que en su beneficio existan, 
como ser atendida por personal del mismo sexo o del sexo que la 

víctima elija, cuando así lo requiera y recibir, por efectos de la 

comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia. 

2.- A que se respete su intimidad en la medida que no 

obstruya la investigación. 
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3.- A recibir trato sin discriminación, a fin de evitar que 

se atente contra la dignidad humana y se anulen o menoscaben 

sus derechos y libertades, por lo que la protección de sus 

derechos se hará sin distinción alguna. 

4.- A requerir medidas de protección para su seguridad, 
la de sus familiares y la de los testigos que declaren en su interés, 

a través de los Órganos competentes. 

5.- A intervenir en el procedimiento penal, conforme a 

lo establecido por este Código. 

6.- A ser informada de los resultados del procedimiento, 

aun cuando no haya intervenido en él. 

7.- A examinar documentos y actuaciones, ser 

informada verbalmente sobre el estado del proceso y la situación 

del imputado. 

8.- A aportar información durante la investigación. 

9.- A recusar por los motivos, forma y procedimientos 

previstos en este Código. 
10.- A ser escuchada antes de cada decisión que 

implique la extinción o suspensión de la acción penal, siempre 

que lo solicite expresamente. 

11.- A requerir la revisión de la desestimación o archivo 

dispuesto por el o la fiscal, aun cuando no haya intervenido en el 

procedimiento como querellante; 

12.- A ser notificada de las resoluciones que pueda 

impugnar o requerir su revisión; 

13.- A requerir la revisión del pedido de sobreseimiento 

ante una o un fiscal superior, aun sin ser querellante. 

14.- A tener asesoramiento técnico gratuito para el 
ejercicio de sus derechos. Podrá designar a una abogada o 

abogado de su confianza y, si no lo hiciere, por las circunstancias 

del hecho y por situaciones de vulnerabilidad se encuentre 

imposibilitada de afrontar los gastos que demande el patrocinio 

letrado se le informará que tiene derecho a ser asistida 

gratuitamente y se la derivará a la Oficina Fiscal de Asistencia de 

la Víctima, conforme a lo dispuesto en el Artículo 13º de la Ley 

Nº 10.185 o la que en el futuro la reemplace. 

15.- A que el Ministerio Público y sus auxiliares así 

como el Órgano jurisdiccional le faciliten el acceso a la justicia y 

les presten los servicios que constitucionalmente tienen 

encomendados con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, 
profesionalismo, eficiencia y eficacia y con la debida diligencia, 

contemplando especialmente la situación de aquellas víctimas 

que presenten alguna discapacidad, garantizando su participación 

plena y efectiva en el proceso. 

16.- A solicitar que sus derechos y facultades sean 

ejercidos directamente por una asociación registrada conforme a 

la Ley de Protección o ayuda a las víctimas, de defensa de 

intereses colectivos o difusos, de defensa de los derechos 

humanos o especializada en acciones de interés público, si fuera 

más conveniente para la defensa de sus intereses. Formalizada la 

delegación, estas asociaciones ejercerán todos los derechos de la 
víctima, a quien deberán mantener informada. 

ARTÍCULO 60º.- REPRESENTACIÓN Y ASISTENCIA 

ESPECIAL. La víctima será representada en el proceso penal por 
el Ministerio Público Fiscal, conforme a lo que disponga la Ley, 

quien deberá dar cumplimiento a los derechos de la víctima, sin 

perjuicio de ejercer la facultad de constituirse en querellante 

particular bajo las reglas establecidas en este Código. 

La fiscalía general garantizará, conforme a los requisitos 

y asignaciones funcionales que determine la reglamentación, la 

asistencia técnica y patrocinio jurídico de las víctimas de delitos, 

si por la limitación de sus recursos económicos o vulnerabilidad 

resultara necesaria la intervención de la abogada o abogado del 

Ministerio Público Fiscal, en atención a la especial gravedad de 

los hechos investigados. 

Podrá también solicitar que sus derechos y facultades 

sean ejercidos en el proceso, constituyéndose como querellante 

particular, por intermedio de una asociación de protección o 

ayuda a las víctimas, sin fines de lucro, cuando sea más 

conveniente para la defensa de sus intereses. 
 

SECCIÓN SEGUNDA 

QUERELLA 

 

ARTÍCULO 61º.- FORMA Y CONTENIDO DE LA 

QUERELLA. La pretensión de constituirse en parte querellante 

podrá formularse por escrito, en forma personal o por mandatario 

especial que agregará el poder, con asistencia letrada; podrá el 

querellante peticionar su participación por representante con 

poder otorgado “apud acta”, el cual será ratificado ante el fiscal, 

en la primera oportunidad que lo disponga en el procedimiento 

preparatorio; en todos los supuestos deberá contener: 
1.- Datos de identidad, domicilio y firma del querellante 

y, en su caso, también del mandatario. 

2.- Datos de identidad y el domicilio del querellado, o si 

se ignora, cualquier descripción que sirva para identificarlo. 

3.- Una relación clara, precisa y circunstanciada del 

hecho, con indicación del lugar y el momento en que se ejecutó. 

4.- Las pruebas que se ofrezcan, indicando en su caso 

los datos que permitan llevar adelante su producción.  

Si se trata de testigos o peritos, además de los datos 

personales y domicilio, se deberán indicar los hechos sobre los 

que deberán ser examinados o requeridos. 
5.- La acreditación de los extremos de personería que 

invoca, en su caso. 

La presentación deberá acompañarse con una copia del 

escrito para cada querellado. Si se omitiere algunos de los 

requisitos establecidos en este artículo deberá intimarse a quien 

efectuó la presentación para que en el plazo de tres (3) días 
corrija el error u omisión, bajo apercibimiento de inadmisibilidad. 

ARTÍCULO 62º.- OCASIÓN. La querella deberá 

formularse ante el fiscal en el procedimiento preparatorio. Éste 

rechazará la solicitud de constitución cuando el interesado no 

tenga legitimación. En tal caso, la víctima podrá acudir, dentro 

del tercer día de notificada, ante la jueza o juez para que revise la 

decisión. 

ARTÍCULO 63º.- ACUSACIÓN ÚNICA. UNIDAD 
DE REPRESENTACIÓN. Cuando los acusadores fueran varios 

e invocaren identidad de intereses entre ellos actuarán bajo una 

sola representación, la que se ordenará a pedido de parte si ellos 

no se pusieren de acuerdo en el plazo que se les fije. 

En aquellos casos en que la víctima se haya constituido 

como querellante y no exista una simetría en los aspectos 

fácticos y jurídicos de la imputación, la jueza o juez en la 

audiencia preparatoria de juicio consultará a las partes a efectos 

de resolver las controversias que pudieran existir. 

La persona imputada tendrá derecho a que se le enrostre 

una única acusación, debiéndose respetar estrictamente el 

principio de congruencia procesal en los aspectos fácticos. 
Si no llegase a un acuerdo prevalecerá la acusación 

mayor o más amplia. 
ARTÍCULO 64º.- DESISTIMIENTO Y ABANDONO DE 

LA QUERELLA. El querellante podrá desistir de su intervención 

en cualquier momento, quedando obligado por las costas que su 

actuación hubiere causado.  

La querella se considerará abandonada en los siguientes 

casos: 

1.- En los delitos de acción privada: 
a) Si el querellante no insta el procedimiento durante 

treinta (30) días; 
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b) Cuando el querellante no concurra a la audiencia de 

conciliación o de juicio sin justa causa. 

c) Si habiendo fallecido o incapacitado el querellante, 

quien esté autorizado para ello según la Ley no concurra a 

proseguir el procedimiento, dentro de los treinta (30) días 

siguientes al suceso. 

 

2.- En los delitos de acción pública: 
a) Cuando no presente acusación ni adhiera a la de la 

Fiscalía. 

b) Cuando no concurra a la audiencia de control de la 

acusación o de juicio o se aleje de éste, o no presente 

conclusiones sin justa causa. 

c) Cuando fallecido o incapacitado el querellante, quien 

esté autorizado para ello según la Ley no concurra a proseguir el 

procedimiento, dentro de los treinta (30) días siguientes del 

suceso. 

En los casos de incomparecencia, la existencia de justa 

causa deberá acreditarse antes de iniciar la audiencia o 
diligencia. 

ARTÍCULO 65º.- QUERELLANTE AUTÓNOMO. 
En los delitos de acción pública, la víctima o su representante 

legal estará facultada para intervenir en la persecución penal, aun 

cuando por reglas de disponibilidad el o la fiscal decida no 

continuarla.  

Las entidades del sector público no podrán ser 

querellantes. En estos casos el o la fiscal representará los 

intereses del Estado. No obstante, podrán participar en el proceso 

como terceros coadyuvantes.  

La participación de la víctima como querellante no 
alterará las facultades concedidas por la ley a la fiscalía ni la 

eximirá de sus responsabilidades. 

ARTÍCULO 66º.- ACCIÓN POPULAR. Cualquier 

persona, humana o jurídica, podrá iniciar y proseguir querella 

contra los presuntos responsables cuando:  

1.- Los delitos violen los derechos humanos 

fundamentales y hayan sido cometidos como autores o 

partícipes, por funcionarios públicos en el ejercicio de su función 

o en ocasión de ella. 

2.- Los delitos impliquen abuso del poder público y 

conlleven graves perjuicios patrimoniales para el Estado. 

3.- Los delitos que afecten intereses difusos. 
4.- Se trate de delitos de lesa humanidad. 

ARTÍCULO 67º.- ACCIÓN PENAL PRIVADA. 
Toda persona que se considere ofendida por delito de acción 

privada tendrá derecho a presentar querella. El o la representante 

legal del incapaz por delitos cometidos en su perjuicio, gozará de 

igual derecho. 

En el caso de que la abogada o el abogado cumpla la 

calidad de representante podrá ejercer directamente las 

facultades del querellante, salvo las de carácter personal o 

cuando exista una reserva expresa en la Ley o en el mandato. 

Regirán análogamente las reglas previstas para el defensor o la 
defensora del imputado. 

 

CAPÍTULO VIII 

EL MINISTERIO PÚBLICO FISCAL 

 

ARTÍCULO 68º.- FUNCIONES. El Ministerio 

Público Fiscal promoverá y ejercerá la acción penal pública de 

acuerdo a las normas de este Código, dirigiendo la investigación 

y la actuación de todos los funcionarios que participen en ella, 

interviniendo en todas las etapas del proceso. 

A los fiscales les corresponderá la carga de la prueba de 

los hechos que funden su acusación. El fiscal debe hacer conocer 

a la defensa toda la prueba de cargo y de descargo que se ha 

reunido o conocido durante el proceso penal. 

Será deber de los fiscales adoptar o requerir las medidas 

necesarias para proteger a las víctimas de los delitos, favorecer 

su intervención en el procedimiento y evitar o disminuir 

cualquier perjuicio que pudieran derivar de su intervención. 

Formularán sus requerimientos, dictámenes y 

resoluciones en forma motivada. 
No podrán ocultar información o evidencias que puedan 

favorecer la situación del imputado. Su inobservancia constituye 

falta grave. y será considerado causal de mal desempeño de las 

funciones a los efectos del proceso de remoción. 

ARTÍCULO 69º.- INHIBICIÓN Y RECUSACIÓN. 
El o la fiscal se inhibirá y podrá ser recusado cuando exista algún 

interés personal que pueda interferir en su actuación funcional. 

La recusación será resuelta por la o el fiscal superior 

jerárquico y la decisión no será impugnable. 
ARTÍCULO 70º.- AGENCIA DE INVESTIGACIÓNES 

PENALES. La Agencia de Investigaciones Penales estará bajo la 

dirección técnica del Ministerio Público Fiscal en todo lo 

concerniente a la investigación y persecución de los delitos. 
Su organización y funcionamiento será establecido por 

una ley especial. 

Sus integrantes ejecutarán sus tareas bajo la dirección y 

responsabilidad de los fiscales, sin perjuicio de la dependencia 

administrativa que les corresponda. La autoridad administrativa 

no podrá revocar, alterar o retardar una orden emitida por la o los 

fiscales o los jueces o juezas. 

El Ministerio Público Fiscal emitirá las instrucciones 

generales necesarias para coordinar la labor de la Agencia de 

Investigaciones Penales y la Policía Provincial. 

ARTÍCULO 71º.- FACULTADES. Los funcionarios 

de la Agencia de Investigaciones Penales podrán realizar, aun sin 
recibir instrucciones previas, las siguientes actuaciones: 

1.- Prestar auxilio a las víctimas y proteger a los 

testigos. 

2.- Recibir denuncias. 

3.- Identificar y entrevistar a los testigos, a excepción de 

los supuestos especiales contemplados en este Código. 

4.- Resguardar la escena del hecho y cuidar que los 

rastros e instrumentos sean conservados, haciendo constar por 

cualquier medio u operación el estado de las personas, cosas y 

lugares. 

5.- Recabar los datos que sirvan para la identificación 
del imputado, con los límites establecidos por este Código. 

6.- Efectuar la aprehensión de personas en los casos de 

flagrancia. 

7.- Ejecutar registros, requisas y secuestros cuando les 

esté permitido. 

ARTÍCULO 72º.- OTROS PREVENTORES. Las 

mismas disposiciones regirán para la Policía de la Provincia o 

cualquier autoridad que realice actos de policía o tenga el deber 

de colaborar en la investigación criminal. 

 

TÍTULO III 

ACTIVIDAD PROCESAL 

 

CAPÍTULO I 

ACTOS PROCESALES 

 

SECCIÓN PRIMERA 

NORMAS GENERALES 

 

ARTÍCULO 73º.- REGLAS. En los actos procesales 

se observarán las siguientes reglas: 
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1.- Se cumplirán en días y horas hábiles, sin perjuicio de 

las habilitaciones que disponga el juez o juezas. Los actos de 

investigación, salvo excepciones expresamente dispuestas, se 

podrán cumplir en cualquier día y hora; 

2.- Deberá usarse idioma español. 
3.- Los o las fiscales y juezas o jueces podrán 

constituirse en cualquier lugar del territorio provincial para la 

realización de los actos propios de su función. 

ARTÍCULO 74º.- ORALIDAD. RESOLUCIONES 

JUDICIALES. Las resoluciones jurisdiccionales contendrán: 

1.- El día, lugar e identificación del proceso. 

2.- El objeto a decidir y las peticiones de las partes. 

3.- La decisión y su motivación. 

Todas las decisiones jurisdiccionales, requieran o no 

debate de las partes, se adoptarán en audiencia pública con la 

asistencia ininterrumpida de la jueza o juez y de todos los sujetos 

procesales que deban intervenir, garantizando el principio de 
oralidad, contradicción, publicidad, inmediación y simplicidad. 

La jueza o juez no podrá suplir la actividad de estas y deberá 

sujetarse a lo que hayan discutido. Sin embargo, deberá generar 

un genuino contradictorio entre las partes. El desarrollo de la 

audiencia y el fundamento de las decisiones quedarán 

debidamente registrados en soporte de audio o video, 

entregándose copia de ellos a las partes que lo soliciten. 

Las resoluciones jurisdiccionales expresarán los 

fundamentos de hecho y de derecho en que se basen. 

La fundamentación no podrá ser reemplazada con la 

simple relación de documentos, invocación de las solicitudes de 
las partes, afirmaciones dogmáticas, expresiones rituales o 

apelaciones morales. 

Las decisiones de mero trámite serán resueltas por la 

Oficina Judicial. 

ARTÍCULO 75º.- DOCUMENTACIÓN. Los actos se 

documentarán por audio o video. Se utilizarán imágenes y 

sonidos para documentar actos de prueba o audiencias, quedando 

prohibida toda forma de edición, tratamiento o modificación de 

los registros. Se deberá asegurar su autenticidad e inalterabilidad. 

Se deberá reservar el original en condiciones que aseguren su 

inviolabilidad hasta el debate, sin perjuicio de la obtención de 

copias que podrán utilizarse para otros fines del proceso. 
Las formalidades esenciales de los actos deberán surgir 

del mismo registro y, en caso de no ser posible, de un acta 

complementaria. 

Las diligencias que deban asentarse en forma escrita 

contendrán:  

a) La mención del lugar, fecha y hora. 

b) La firma de todos los participó en el acto, dejándose 

constancia de las razones de aquel que no la firme o del que lo 

hace a ruego o como testigo de actuación. 

ARTÍCULO 76º.- ACLARATORIA. Dentro del 

término de tres (3) días de notificadas las resoluciones, el 
tribunal podrá rectificar, de oficio o a instancia de parte en 

audiencia, cualquier error u omisión material contenidos en 

aquellas siempre que ello no importe una modificación esencial. 

La instancia de aclaración suspenderá el término para interponer 

los recursos que procedan. 

ARTÍCULO 77º.- PLAZOS. Los actos procesales 

serán cumplidos en los plazos establecidos observándose las 

siguientes prescripciones: 

1.- Los plazos legales y judiciales serán perentorios y 

vencerán a las 24 horas del último día señalado, provocando la 

conclusión de las instancias o del derecho a petición de las 

partes. Si el término fijado venciese después de las horas de 
oficina, el acto que deba cumplirse en ella podrá ser realizado 

durante las dos (2) primeras horas del día hábil siguiente. 

2.- Los plazos determinados por horas comenzarán a 

correr inmediatamente después de ocurrido el acontecimiento 

que fija su iniciación sin interrupción. 

3.- Los plazos determinados por días comenzaran a 

correr al día siguiente de practicada su comunicación. A esos 
efectos, se computarán sólo los días hábiles, salvo que la Ley 

disponga expresamente lo contrario. 

4.- Los plazos comunes comenzarán a correr a partir de 

la última comunicación que se practique a los interesados. 

5.- Cuando la Ley permita la fijación de un plazo 

judicial, la jueza o el juez lo fijará conforme a la naturaleza del 

procedimiento y a la importancia de la actividad que se deba 

cumplir, teniendo en cuenta los derechos de las partes; éste será 

siempre inferior al plazo establecido legalmente. 

6.- Las partes podrán solicitar la reposición total o 

parcial del plazo, cuando por defecto de la comunicación, por 

razones de fuerza mayor o por caso fortuito no hayan podido 
observarlo. 

7.- Las partes podrán acordar la prórroga de un plazo. 

La parte a cuyo favor se ha establecido un plazo podrá 

renunciarlo o abreviarlo mediante expresa manifestación de 

voluntad que deberá ser conjunta cuando el plazo sea común. 

ARTÍCULO 78º.- VENCIMIENTO. EFECTOS. El 

vencimiento de un término fatal sin que se haya cumplido el acto 

para el que está determinado, importará, además, el cese 

automático de la intervención en el caso de la jueza o juez, 

tribunal o representante del Ministerio Público al que dicho plazo 

le hubiere sido acordado. En tales casos, aquellos serán 
reemplazados por la magistrada o el magistrado o funcionaria o 

funcionario que legalmente corresponda. 

El cese de intervención de la funcionaria o del 

funcionario judicial por este motivo constituye falta grave, 

debiendo comunicarse al órgano que ejerza la superintendencia y 

sin perjuicio de que su reiteración lo haga pasible de la apertura 

del procedimiento por ante el Jurado de Enjuiciamiento de la 

Provincia o cese del interinato por subrogancia. 

ARTÍCULO 79º.- PODER DE DISCIPLINA. Las 

juezas o jueces velarán por la regularidad del litigio y el ejercicio 

correcto de las facultades de las personas litigantes. 

No podrán restringir el derecho de defensa o limitar 
facultades de las partes invocando razones de indisciplina. 

Cuando las características del caso aconsejen adoptar 

medidas especiales para asegurar la regularidad en el litigio, la 

jueza o juez convocará a las partes a fin de acordar reglas 

particulares de actuación. 
 

SECCIÓN SEGUNDA 

AUDIENCIAS 
 

ARTÍCULO 80º.- MODALIDAD. CARÁCTER 

MULTIPROPÓSITO DE LA AUDIENCIA. Todas las 

audiencias en el marco del procedimiento establecido en el 
presente Código tienen carácter multipropósito, pudiendo 

someterse a decisión jurisdiccional cuestiones diferentes de las 

que pudieran haber motivado su realización. 

Todas las personas que participen en una audiencia se 

expresarán en forma oral. No se admitirá la lectura de escritos o 

declaraciones salvo la lectura parcial de notas. Quienes no 

puedan hablar o no entiendan el idioma español declararán por 

escrito o por medio de intérpretes.  

Las juezas o jueces en casos extraordinarios realizarán 

las audiencias de forma virtual, posibilitando que se efectivice 

por medio de un sistema tecnológico que admita una 

comunicación bidireccional y simultanea de la imagen, sonido y 
datos que permita la interacción visual, auditiva y verbal entre 

personas geográficamente distantes. 
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Las audiencias efectuadas en forma virtual se harán bajo 

los lineamientos de las Leyes de la Provincia Nº 10.249 y Nº 

10.254, o las que se dicten en consecuencia. Serán conducidas 

por el órgano jurisdiccional, respetando los derechos de las 

partes, especialmente el derecho de defensa y los principios 

procesales que gobiernan los distintos procesos judiciales, 

principalmente los de imparcialidad, publicidad, igualdad de 

partes, oralidad, inmediación, contradicción y concentración.  
Las partes en el marco de las audiencias virtuales 

desarrollarán sus actos procesales con sujeción a la buena fe y 

lealtad tecnológica hacia el juez o jueza y el adversario o 

adversaria como así también en el empleo de las herramientas 

virtuales tecnológicas o sistemas informáticos que permitan la 

comunicación y participación de las partes e interesados 

autorizados en el proceso. 

La persona imputada no podrá retirarse de la audiencia 

sin autorización del Órgano jurisdiccional. Asistirá a la audiencia 

libre en su persona y ocupará un asiento al lado de su defensa 

técnica. Sólo en casos excepcionales podrán disponerse medidas 
de seguridad que impliquen su confinamiento en un cubículo 

aislado en la sala de audiencia, cuando ello sea una medida 

indispensable para salvaguardar la integridad física de los 

intervinientes en la audiencia. 

Si se rehúsa a permanecer en la audiencia será 

custodiada en una sala próxima, desde la que pueda seguir la 

audiencia, y representada para todos los efectos por su defensa 

técnica. Cuando sea necesario para el desarrollo de la audiencia 

se le hará comparecer para la realización de actos particulares en 

los cuales su presencia resulte imprescindible. 

ARTÍCULO 81º.- PUBLICIDAD. Las audiencias 
serán públicas. No obstante, la jueza o juez o tribunal podrá 

decidir fundadamente que se realice total o parcialmente en 

forma privada cuando: 

1.- Se afecte directamente el pudor, la vida privada o 

ello implique una amenaza para la integridad física de alguno de 

los intervinientes. 

2.- Peligre un secreto oficial, profesional, particular, 

comercial o industrial cuya develación cause perjuicio grave. 

3.- Ha pedido de parte, cuando peligre el éxito de las 

medidas de pesquisa solicitadas. 

El tribunal podrá imponer a las partes que intervinieren 

en el acto el deber de guardar secreto sobre los hechos que 
presenciaron o conocieron. 

No podrán ingresar a la sala de audiencias personas que 

se presenten en forma incompatible con la seguridad, orden e 

higiene de la audiencia ni los menores de 12 años de edad, salvo 

cuando sean acompañados por un mayor que responda por su 

conducta. 

Antes y durante las audiencias el imputado tendrá 

derecho a comunicarse con su defensor o defensora, pero no 

con el público. Si infringe esa disposición, el Órgano 

jurisdiccional podrá imponerle una medida de apremio. 

Si alguna persona del público se comunica o intenta 

comunicarse con alguna de las partes, el Órgano 

jurisdiccional podrá ordenar que sea retirada de la audiencia e 

imponerle una medida de apremio. 
ARTÍCULO 82º.- MEDIOS DE COMUNICACIÓN. 

Los representantes de los medios de difusión podrán presenciar 

las audiencias e informar al público sobre lo que suceda. 

La jueza o juez o el tribunal señalarán en cada caso 

las condiciones en que se ejercerán esas facultades y, por 

resolución fundada, podrá imponer restricciones cuando sea 

perjudicial para el desarrollo del debate o puedan afectarse los 

intereses indicados en el artículo anterior. 

Si la víctima, el imputado o un testigo solicitan que no 

se autorice a los medios de comunicación a que se grabe su voz o 

su imagen, el tribunal examinará los motivos y resolverá en 

función de los diversos intereses comprometidos. 

ARTÍCULO 83º.- DESARROLLO. Las audiencias se 

realizarán con la presencia ininterrumpida de las juezas o jueces 

y de todas las partes salvo las excepciones que se establecen en 

el Código. 
La jueza o juez que dirija la audiencia otorgará la 

palabra a las partes, comenzando por aquella que hubiese hecho 

el planteo o la solicitud. Siempre la última palabra le será 

conferida a la defensa. 

Las partes deberán expresar sus peticiones de modo 

concreto y las juezas o jueces podrán requerir precisiones para 

determinar los alcances de tales peticiones. 

ARTÍCULO 84º.- REGISTRACIÓN. Las audiencias 

se registrarán en forma íntegra, en audio o video, por cualquier 

medio con el que se asegure la fidelidad. Las partes tendrán 

derecho a obtener copias fieles de los registros. Los registros se 
conservarán hasta la terminación del proceso y serán públicos, 

salvo en los casos en que las audiencias se hayan cumplido en 

forma privada. 

En forma complementaria se confeccionará un acta que 

contendrá:  

1.- El lugar y fecha con indicación de la hora de inicio y 

finalización, así como de las suspensiones y de las 

reanudaciones. 

2.- La mención de las juezas o jueces y de las partes. 

3.- Los datos personales de la persona imputada. 

4.- Las solicitudes y decisiones producidas. 
5.- La firma de la persona encargada de sala que 

dependa de la Oficina Judicial. 

ARTÍCULO 85º.- MEDIDAS URGENTES. En casos 

de urgencia o fuera del horario judicial de atención al público, 

las partes podrán solicitar a la jueza o juez las medidas de prueba 

o coerción que no admiten demora para el éxito de la 

investigación. Para ello se deberá utilizar medios tecnológicos 

idóneos que permitan la inmediatez en la comunicación entre la 

parte y el juez o jueza, como así también el íntegro registro del 

mismo. 
 

SECCIÓN TERCERA 

DIRECCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

 

ARTÍCULO 86º.- DURACIÓN MÁXIMA. Sin 

perjuicio de lo establecido para los procedimientos especiales, 

todo proceso tendrá una duración máxima de tres (3) años 
contados desde el acto de la formulación de cargos hasta el 

dictado de la sentencia no firme. No se computará a estos efectos 

el tiempo necesario para resolver el recurso extraordinario 

federal.  

La rebeldía o la suspensión del trámite del proceso por 

cualquiera de las causas previstas en la ley suspenderán el plazo 

antes referido. 

El incumplimiento del plazo previsto en el párrafo 

anterior hará incurrir al juez o jueza y al representante del 

Ministerio Público Fiscal en falta grave. 

ARTÍCULO 87º.- QUEJA POR RETARDO DE 
JUSTICIA. Si la Oficina Judicial no fija audiencia o la jueza o 

juez no dicta la resolución correspondiente en los plazos que le 

señala este Código, el interesado podrá urgir pronto trámite y si 

dentro de las 48 horas no lo obtiene, podrá interponer queja por 

retardo de justicia. 

La Directora o director o jefa o jefe de la Oficina 

Judicial o la jueza o juez, con un breve informe sobre los 
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motivos de su demora, remitirá inmediatamente las actuaciones 

al presidente del Colegio de Jueces para que resuelva lo que 

corresponda. 
ARTÍCULO 88º.- DEMORA DE LOS JUECES CON 

FUNCIONES DE REVISIÓN POR IMPUGNACIÓN. Cuando 

las juezas o jueces con funciones de revisión por impugnación no 
resuelvan el recurso dentro de los plazos establecidos en este Código 

se podrá solicitar el pronto trámite. Si en cinco (5) días no dictan 
resolución, incurren en falta grave. 

 

SECCIÓN CUARTA 

REGLAS DE COOPERACIÓN JUDICIAL 

 

ARTÍCULO 89º.- COOPERACIÓN DE 
AUTORIDADES PROVINCIALES. Cuando sea necesario, las 

juezas o jueces y fiscales podrán requerir cooperación de manera 
directa a otra autoridad judicial o administrativa de la Provincia para 

la ejecución de un acto o diligencia, fijando el plazo de su 
cumplimiento. 

ARTÍCULO 90º.- COOPERACIÓN DE OTRAS 
AUTORIDADES. Los o las fiscales y juezas o jueces podrán 

solicitar la cooperación de autoridades judiciales y administrativas 
de otras jurisdicciones. Ella se regirá por lo establecido en los 

convenios, por las normas internas o las prácticas de asistencia 

mutua, asimismo, existirá reciprocidad respecto a requerimientos 
análogos de autoridades judiciales de otras jurisdicciones. La 

decisión será motivada.  
Podrá suspenderse el cumplimiento de la cooperación en el 

caso de que su ejecución inmediata perjudique el curso de una 
investigación o de un juicio que se desarrolle en esta Provincia. La 

decisión será motivada. 
ARTÍCULO 91º.- EXTRADICIÓN EN EL PAÍS. Los o 

las fiscales o las juezas o jueces de ejecución solicitarán la 
extradición de personas imputadas o condenadas que se encuentren 

en el territorio nacional y fuera del ámbito de la Provincia, de 
conformidad con los convenios celebrados. 

La solicitud de extradición efectuada por juezas o jueces o 
fiscales de otras jurisdicciones será resuelta por la jueza o juez de 

garantías que corresponda, en audiencia y con presencia de las 
partes. 

La resolución podrá ser revisada en audiencia por tres (3) 
juezas o jueces distintos del que la dictó. 

ARTÍCULO 92º.- COOPERACIÓN INTERNACIONAL. 
La cooperación internacional a los fines de esta Sección Cuarta se 
regirá por el derecho internacional vigente y por la Ley Nacional 

respectiva. 
 

SECCIÓN QUINTA 

COMUNICACIONES 
 

ARTÍCULO 93º.- REGLA GENERAL. Las 

resoluciones y la convocatoria a los actos que requieran la 

intervención de las partes o terceros, los pedidos de cooperación 

o informes, serán comunicados de conformidad con las normas 

prácticas dictadas por el Tribunal Superior de Justicia. 

Estas deberán asegurar que las comunicaciones se hagan 

a la brevedad, sin excesos formales y ajustados a los principios 

de claridad, precisión y suficiencia respecto al contenido de la 

resolución o de la actividad requerida y las condiciones o plazos 

para su cumplimiento.  

Las decisiones que se adopten durante las audiencias 
quedarán comunicadas en el mismo acto. Deberá garantizarse 

que: 

a) Transmitan con claridad, precisión y en forma 

completa el contenido de la resolución o de la actividad 

requerida y las condiciones o plazos para su cumplimiento. 

b) Contengan los elementos necesarios para asegurar la 

defensa y el ejercicio de los derechos de las partes. 

c) Adviertan suficientemente a la persona imputada o a la 
víctima si el ejercicio de un derecho estuviera sujeto a un plazo o 

condición. 
No obstante, las reglas fijadas, las partes podrán acordar 

expresamente en cada caso una modalidad de comunicación efectiva 

de acuerdo con las posibilidades técnicas a las que tengan acceso. 
Las comunicaciones que dispongan las juezas o jueces o el 

Ministerio Público Fiscal serán practicadas por las oficinas 
respectivas de conformidad con las reglas de normas prácticas, 

dictadas por el Tribunal Superior de Justicia o que se establezcan en 
leyes pertinentes. 
 

CAPÍTULO II 

ACTIVIDAD PROCESAL DEFECTUOSA 
 

ARTÍCULO 94º.- PRINCIPIOS GENERALES. No 

podrán ser valorados para fundar una decisión judicial ni utilizados 
como presupuesto de ella, los actos cumplidos con inobservancia de 

los derechos y garantías de las personas imputadas, previstos en la 
Constitución de la Nación, Tratados Internacionales, Constitución de 

la Provincia y en este Código. 
Tampoco podrán ser valorados los actos cumplidos con 

inobservancia de las formas, que obsten al ejercicio del derecho a la 
tutela judicial de la víctima o impidan el ejercicio de los deberes y 

facultades del fiscal, salvo que el defecto haya sido convalidado. 
ARTÍCULO 95º.- SANEAMIENTO. Todos los defectos 

deberán ser inmediatamente saneados, renovando el acto, 

rectificando el error o cumpliendo el acto omitido a petición del 
interesado. 

Cuando la invalidez se funde en la violación de una 
garantía establecida en favor de las personas imputadas, el 

procedimiento no podrá retrotraerse a etapas anteriores, salvo el 
caso de reenvío. 

Se entenderá que el acto se ha saneado cuando, no 
obstante, la irregularidad ha conseguido su fin respecto de todos los 

interesados. 
ARTÍCULO 96º.- CONVALIDACIÓN. Los defectos 

formales que afectan a la o al fiscal o querellante quedarán 
convalidados en los siguientes casos:  

 1.- Cuando ellos no hayan solicitado su saneamiento 
mientras se realiza el acto o dentro de los tres (3) días de practicado, 

si quien lo solicita no ha estado presente. 
Si por las circunstancias del acto ha sido imposible advertir 

oportunamente el defecto, el interesado deberá reclamarlo dentro de 
las 24 horas después de advertirlo. 

2.- Cuando quienes tengan derecho a oponerla hayan 
aceptado expresa o tácitamente los efectos del acto. 

ARTÍCULO 97º.- DECLARACIÓN DE NULIDAD. 
Cuando no sea posible sanear un acto ni se trate de casos de 

convalidación, la jueza o juez deberá declarar su nulidad. 
La nulidad de un acto invalida todos los efectos o actos que 

dependan de él. Al declarar la nulidad la jueza o juez interviniente 
establecerá necesariamente a cuáles actos anteriores o 

contemporáneos alcanza la nulidad, por su conexión con el acto 
anulado. 

 

LIBRO II 

ADMISIÓN DEL CASO 
 

TÍTULO I 

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL 
 

CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES 
 

ARTÍCULO 98º.- DELITOS DE ACCIÓN 

PÚBLICA. Los fiscales tendrán la obligación de ejercer la 

acción pública en todos los casos en que sea procedente con 

arreglo a las disposiciones de la ley. 
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ARTÍCULO 99º.- DELITOS DEPENDIENTES DE 

INSTANCIA PRIVADA. Cuando el ejercicio de la acción penal 

pública requiera de instancia privada, la o el fiscal sólo la 

ejercerá una vez que ella se produzca, sin perjuicio de realizar los 

actos imprescindibles para conservar los elementos de prueba, 

siempre que no afecte la protección del interés de la víctima. 

Sin embargo, se procederá de oficio: 

a) En los casos del Inciso 1) del Artículo 72º del Código 
Penal, cuando la víctima fuere menor de 18 años de edad o haya 

sido declarada incapaz. 

b) En los casos del Inciso 2) del Artículo 72º del Código 

Penal, cuando mediaren razones de seguridad o interés público. 

c) En los casos de los Incisos 2) y 3) del Artículo 72º 

del Código Penal, cuando el delito fuere cometido contra un 

menor que no tenga padres, tutor ni guardador o que lo fuere por 

uno de sus ascendientes, tutor o guardador o cuando existieren 
intereses gravemente contrapuestos entre éstos y el menor siempre 
que resultare más conveniente para el interés superior de aquel. 

La instancia privada permitirá formar caso a todos los 

partícipes sin limitación alguna. 

ARTÍCULO 100º.- DELITOS DE ACCIÓN 
PRIVADA. Cuando la acción sea privada, su ejercicio 

corresponderá exclusivamente a la víctima, conforme al 

procedimiento especial regulado por este Código. 

En el procedimiento especial por delito de acción 

privada no tendrá ninguna intervención la fiscalía. 

 
CAPÍTULO II 

SITUACIONES ESPECIALES 

 
ARTÍCULO 101º.- INMUNIDADES CONSTITUCIONALES. 

Si se formula denuncia o querella contra una legisladora, 

legislador o funcionarios sujetos a juicio político o jurado de 

enjuiciamiento se practicará una investigación que no vulnere su 

inmunidad. 

Cuando se formulare acusación se solicitará el 

desafuero ante quien corresponda, acompañando copia de las 
actuaciones y expresando las razones que lo justifiquen. 

Si la legisladora, legislador o funcionarios han sido 

detenidos por habérselos sorprendido en flagrancia, la jueza o 

juez pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la 

Legislatura Provincial, conforme a lo previsto en la Constitución. 

Cuando se proceda contra varias personas imputadas y 

sólo alguna de ellas gocen de inmunidades constitucionales, el 

proceso podrá formarse y seguir con respecto a los otros. 

Si el desafuero es denegado se declarará que no se 

puede proceder y se suspenderá el proceso, de lo contrario se 

dispondrá su continuación.  

Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente la 
persona interesada tiene derecho a ejercer las facultades que le 

confiere la Ley a la persona imputada. 

ARTÍCULO 102º.- CUESTIÓN PREJUDICIAL. La 

cuestión prejudicial procederá cuando sea necesario determinar 

por un procedimiento extrapenal la existencia de uno de los 

elementos constitutivos del hecho punible. 

La existencia de una cuestión prejudicial suspenderá el 

juicio hasta que exista sentencia firme en el proceso extrapenal. 

Resuelta la suspensión del proceso en los casos previstos en los 

Artículos anteriores, se ordenará la libertad del imputado, previa 

fijación de domicilio y sin perjuicio de la imposición de otras 
medidas cautelares previstas en el Código. 

Las juezas o jueces podrán apreciar si la cuestión 

prejudicial invocada es seria, fundada y verosímil, y en caso que 

aparezca opuesta con el exclusivo propósito de dilatar el proceso 

ordenarán que este continúe. 

ARTÍCULO 103º.- PRELACIÓN. Cuando la solución 

de un proceso penal dependa de la resolución de otro y no 

corresponda la acumulación de ambos, el ejercicio de la acción 

se suspenderá en el primero hasta que recaiga sentencia firme en 

el otro. 

ARTÍCULO 104º.- EXCEPCIONES. Las partes 

podrán oponer las siguientes excepciones: 

1.- Falta de jurisdicción o de competencia. 
2.- Falta de acción, porque ésta no pudo promoverse, no 

fue iniciada legalmente o lo fue por quien no tiene legitimación o 

no puede proseguirse. 

3.- Extinción de la acción penal. 

Si concurren dos o más excepciones deberán 

interponerse conjuntamente bajo pena de caducidad, salvo que la 

omitida sea una excepción perentoria. 

Cuando se hiciere lugar a la falta de jurisdicción o de 

competencia, la jueza o juez ordenará remitir las actuaciones al 

tribunal correspondiente. Si se declara la falta de acción el caso 

se archivará, salvo que el proceso pueda proseguir por otro 
interviniente. En ese caso, la decisión sólo desplazará del 

procedimiento a quien afecte. Cuando se declare la extinción de 

la acción penal se resolverá el sobreseimiento. 

 

CAPÍTULO III 

REGLAS DE DISPONIBILIDAD DE LA ACCION 

 

SECCIÓN PRIMERA 

CRITERIOS DE OPORTUNIDAD 

 

ARTÍCULO 105º.- SELECCIÓN DE CASOS. Se 
podrá prescindir total o parcialmente del ejercicio de la acción 

penal o limitarla a alguna de las personas que intervinieron en el 

hecho en los casos siguientes: 

1.- Cuando se trate de un hecho insignificante o un 

hecho que no afecte gravemente el interés público. 

2.- Cuando la intervención de la persona imputada se 

estime de menor relevancia. 

3.- En los delitos culposos cuando la persona imputada 

haya sufrido a consecuencia del hecho un daño físico o moral 

grave que torne innecesaria y desproporcionada la aplicación de 

una pena. 

4.- Cuando la pena que pueda imponerse por el hecho 
de cuya persecución se prescinde, carezca de importancia en 

consideración a la pena ya impuesta o a la que puede esperarse 

por los restantes hechos. 

5.- Cuando se repare el daño en la medida de lo posible. 

6.- Cuando exista conciliación entre las partes o cuando 

se haya realizado una mediación penal exitosa que haya logrado 

poner fin al conflicto primario, siempre que no exista un interés 

público prevalente. 

7.- Cuando con la Fiscalía estime indispensable, 

respecto de alguna persona imputada para asegurar el 

esclarecimiento del hecho o el éxito de la pesquisa respecto de 
otros autores, coautores o partícipes necesarios que se consideren 

más relevantes y aquel hubiera dado datos o indicaciones 

conducentes al efecto. 

La persona imputada beneficiada quedará obligada a 

prestar declaración como testigo y en caso de ser convocada 

deberá ser informada fehacientemente de esta obligación antes de 

disponerse el archivo. 

No corresponderá la aplicación de un criterio de 

oportunidad en los casos de delitos cometidos por funcionarios 

públicos en el ejercicio de su cargo o por razón de él.  

La decisión del Ministerio Público Fiscal sobre la 

aplicación o no del principio de oportunidad no es recurrible. 
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Contra ella sólo procederá el derecho de la víctima a requerir su 

revisión interna. 

ARTÍCULO 106º.- EFECTOS. La decisión que 

prescinda de la persecución penal pública por aplicación de 

criterios de oportunidad determinará que la jueza o juez, siempre 
que se hubiese procedido a la formulación de cargos, declare 

extinguida la acción pública con relación al participante en cuyo 

favor se decide y se procederá al archivo. Caso contrario, será la 

o el fiscal quien archivará directamente el caso, sin posibilidad 

de reabrirlo. 

Sin embargo, el archivo no extinguirá la acción penal, 

cuando la víctima, constituida en parte, continúe con el ejercicio 

de la acción penal en forma particular. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

CONCILIACIÓN – MEDIACIÓN 

 
ARTÍCULO 107º.- CONCILIACIÓN. La persona 

imputada y la víctima pueden realizar acuerdos conciliatorios 

hasta la audiencia de control de la acusación, en los casos de 

delitos con contenido patrimonial cometidos sin grave violencia 

sobre las personas o en los delitos culposos, si no existen 

lesiones gravísimas o resultado de muerte.  

La conciliación no procede en los siguientes casos. 

1.- Cuando se trate de delitos sancionados con pena de 

prisión mayor a seis (6) años en abstracto. 

2.- Cuando se trate de delitos que exigen para su 

realización la calidad de funcionario público como sujeto activo 
o que son cometidos en perjuicio de la administración pública. 

3.- Cuando la víctima es menor de edad, con excepción 

de los delitos previstos en las Leyes Nacionales Nº 13.944 

(Incumplimiento de los Deberes a la Asistencia Familiar), y Nº 

24.270 (Impedimento u Obstrucción del Contacto de Menores de 

Edad con sus Padres no Convivientes). 

4.- Cuando se trate de alguno de los delitos previstos en 

el Libro Segundo del Código Penal, Título I, Capítulo I: Delitos 

Contra la Vida; Título III: Delitos Contra la Integridad Sexual; 

Título X: Delitos Contra los Poderes Públicos y el Orden 

Constitucional. 

ARTÍCULO 108º.- PROCEDIMIENTO y 
EFECTOS DE LA CONCILIACIÓN. El acuerdo de 

conciliación se debe presentar ante la fiscalía y si no existe 

oposición de la fiscal o el fiscal del caso, se podrá solicitar una 

audiencia ante la jueza o juez de garantía o control para su 

homologación. En caso de oposición al acuerdo por parte de la 

fiscalía, las partes pueden acudir ante el superior de la o el fiscal 

para su revisión.  

La acreditación del cumplimiento del acuerdo extingue 

la acción penal; hasta tanto no se acredite dicho cumplimiento, el 

legajo debe ser reservado.  

Ante el incumplimiento del acuerdo, la víctima o la 
fiscalía pueden solicitar la reapertura de la investigación. 

ARTÍCULO 109º.- MEDIACIÓN. A los efectos de 

lograr un acuerdo conciliatorio, la o el fiscal puede, de oficio o a 

petición de partes, someter el conflicto a mediación, hasta el 

cierre de la investigación penal preparatoria. En este caso, la o el 

fiscal debe dar intervención a un mediador oficial para la 

solución del conflicto.  

El procedimiento de mediación no puede exceder el 

plazo de treinta (30) días y se rige por los principios de 

voluntariedad, confidencialidad, celeridad e imparcialidad. 

ARTÍCULO 110º.- EFECTOS DE LA 

MEDIACIÓN. Cuando se arribe a un acuerdo, la mediadora o el 
mediador oficial a cargo de la mediación lo debe comunicar a la 

o el fiscal interviniente dentro del plazo de tres (3) días, 

acompañando copia del acta respectiva y se reservarán las 

actuaciones hasta que se acredite el cumplimiento del acuerdo.  

En caso de cumplimiento del acuerdo, la o el fiscal o 

cualquiera de las partes deben instar el sobreseimiento ante la 

jueza o juez de Control o Garantías.  
Si se incumple el acuerdo, se debe eliminar toda 

referencia de éste del legajo de la fiscalía y no puede ser 

utilizado como fuente ni como medio de prueba.  

Si no se llega a un acuerdo, se debe labrar acta con 

copia para las partes y efectuar la correspondiente comunicación 

a la o el fiscal en el plazo de tres (3) días. 

La derivación del caso a mediación, después de la 

formalización de la investigación penal preparatoria, suspende el 

plazo de la investigación, el que sólo se reanuda con el informe 

de falta de acuerdo o ante el incumplimiento de este por parte del 

imputado.  

En el caso en que la víctima dificulte a la persona 
imputada el cumplimiento del acuerdo, ésta puede depositar en 

consignación la prestación a la que se ha obligado, dentro del 

mismo proceso penal. 

ARTÍCULO 111º.- REPARACIÓN INTEGRAL 

DEL PERJUICIO. En los casos de los delitos previstos en el 

Título I, Capítulo II: Lesiones Leves; Título VI, Capítulo I: 

Hurto Simple, Capítulo IV: Estafas, Defraudaciones Especiales, 

Defraudaciones Agravadas, con excepción del Fraude en 

perjuicio de Administración Pública, Defraudaciones menores, 

Usura; Capítulo VII: Daño Simple; Título XII, Capítulo VI: 

Libramiento de cheques sin provisión de fondos, del Código 
Penal, y en los plazos en los que procede la conciliación, la 

defensa de toda persona imputada podrá proponer ante la o el 

fiscal del caso el instituto de la reparación integral.  

Recibido el planteo, no existiendo oposición de la 

víctima al mismo y previo consentimiento expreso de la o el 

fiscal, se presentará el acuerdo ante la jueza o juez del caso para 

su homologación si correspondiere.  

Si existe oposición de la víctima, en forma infundada o 

sin razón suficiente, no obsta a que el fiscal pueda presentar el 

acuerdo ante la jueza o juez para su evaluación y posible 

homologación.  
En caso que exista oposición de la víctima y la o el fiscal 

invoque razones justificadas de interés público prevalente en la 

persecución penal, no procede de ninguna manera la reparación 
integral del perjuicio.  

Ante la oposición de la o el fiscal, la persona imputada 
puede ocurrir ante la o el superior de la o el fiscal para la revisión de 

la decisión denegatoria. 
ARTÍCULO 112º.- CONTENIDO Y EFECTOS. La 

resolución que hace lugar a la reparación integral del perjuicio debe 
contener la propuesta formulada, la opinión de las partes y el criterio 

objetivo seguido por la jueza o juez para establecer que la persona 
imputada la cumplirá.  

La jueza o juez debe dictar el sobreseimiento una vez 
cumplida la obligación asumida por la persona imputada. Hasta 

tanto se cumpla la obligación asumida, quedan suspendidos los 
plazos de duración del proceso penal. 
 

SECCIÓN TERCERA 

SUSPENSION DEL JUICIO A PRUEBA 

 

ARTÍCULO 113º.- SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 

PRUEBA. La persecución penal podrá ser suspendida a prueba 

cuando a la persona imputada pueda corresponderle una pena de 

prisión inferior a seis (6) años, siempre que no se trate de un 

delito imputado a una funcionaria o funcionario público 
ejecutado en ejercicio de sus funciones, que cause grave 

perjuicio al Estado.  
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La solicitud será realizada por la Fiscalía y podrá 

efectuarse hasta el dictado del auto de apertura a juicio, 

debiéndose rechazar sin sustanciación, cualquier planteo 

posterior.  

Su procedencia requiere la conformidad de la persona 

imputada y su defensa técnica, la fiscalía actuará basándose en 

razones generales e igualitarias de política criminal.  

En la audiencia, a pedido de las partes, la jueza o juez 
resolverá las reglas de conductas que deberá cumplir la persona 

imputada y el plazo de cumplimiento. 

El control de las reglas de conducta para la suspensión 

del juicio a prueba estará a cargo de una Oficina Judicial, que 

dejará registro en forma periódica sobre el cumplimiento de las 

reglas y dará noticia a las partes de aquellas situaciones que 

pudieran dar base a una modificación o revocación del instituto. 

La víctima tendrá derecho a ser informada respecto del 

cumplimento de las condiciones impuestas. La Oficina de 

Gestión Administrativa deberá consultar a la víctima si desea ser 

informada acerca del cumplimiento de las condiciones; en ese 
caso, la víctima deberá fijar un domicilio, podrá asignar un 

representante legal y establecer el modo en que recibirá las 

comunicaciones. 

Cuando la persona imputada incumpliere las 

condiciones impuestas, la o el fiscal o la querella solicitará a la 

Oficina Judicial audiencia ante la jueza o juez para que las partes 

expongan sus fundamentos. La jueza o juez, según corresponda, 

podrá dar un plazo a la persona imputada para satisfacer las 

condiciones, modificarlas o revocar la suspensión del proceso a 

prueba. En este caso el procedimiento continuará de acuerdo a 

las reglas generales. 
 

SECCIÓN CUARTA 

PUEBLOS INDÍGENAS 

 

ARTÍCULO 114º.- PUEBLOS INDÍGENAS. Los 

fiscales no podrán iniciar o proseguir la persecución penal 

pública cuando el conflicto esté siendo juzgado o haya sido 

resuelto por las autoridades indígenas y siempre que el delito 

afecte bienes jurídicos propios de un pueblo indígena o bienes 

personales de alguno de sus miembros y tanto la persona 

imputada como la víctima o sus familiares sean integrantes de 

esa comunidad. La decisión de la autoridad indígena no deberá 
violar los derechos humanos fundamentales.  

Cuando un indígena sea juzgado por la justicia ordinaria 

deberá cumplirse con lo dispuesto por los instrumentos 

internacionales en esta materia. 

 

TÍTULO II 

MEDIDAS DE COERCIÓN Y CAUTELARES 

 

ARTÍCULO 115º.- PRINCIPIOS GENERALES. Las 

medidas de coerción autorizadas se ajustarán a lo que disponen 

los Artículos 8º, 9º y 27º de este Código y su carácter es 
excepcional, necesario, proporcional y no podrán ser impuestas 

de oficio por la jueza o juez. 

Sólo se ejercerá coerción física para obtener la 

comparecencia de una persona cuando el mismo fin no pudiere 

lograrse en tiempo útil, ordenando su citación por las formas que 

prevé este Código. 

ARTÍCULO 116º.- MEDIDAS DE COERCIÓN. La 

fiscalía o el querellante podrán solicitar a la jueza o juez, en 

cualquier estado del proceso y con el fin de asegurar la 

comparecencia de la persona imputada o evitar el 

entorpecimiento del proceso, la imposición de cualquiera de las 

medidas que se indican a continuación: 

1.- La promesa de la persona imputada de someterse al 

procedimiento y de no obstaculizar la investigación. 

2.- La obligación de someterse al cuidado o vigilancia 

de una persona o institución determinada, en las condiciones que 

se le fijen. 

3.- La obligación de presentarse periódicamente ante la 

jueza o juez o ante la autoridad que él designe. 

4.- La prohibición de salir sin autorización previa del 
ámbito territorial que se determine. 

5.- La retención de documentos de viaje. 

6.- La prohibición de concurrir a determinadas 

reuniones o de visitar ciertos lugares o de comunicarse con 

personas determinadas, siempre que no se afecte el derecho a la 

defensa. 

7.- El abandono inmediato del domicilio, cuando se trate 

de hechos de violencia doméstica y la víctima conviva con la 

persona imputada. 

8.- La prestación por sí o por un tercero de una caución 

de contenido económico adecuada o la contratación de un seguro 
de caución. 

9.- La vigilancia de la persona imputada mediante algún 

dispositivo electrónico de rastreo o posicionamiento de su 

ubicación física. 

10.- El arresto en su propio domicilio o en el de otra 

persona, sin vigilancia o con la que la jueza o juez disponga. 

11.- La prisión preventiva, en caso de que las medidas 

anteriores no fueren suficiente para asegurar los fines indicados. 

Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento del 

proceso pueda ser evitado razonablemente por aplicación de otra 

medida menos gravosa para la persona imputada que la requerida 
por la fiscalía o la querella, la jueza o juez deberá imponerle 

alguna de las previstas en el presente artículo, por un plazo 

predeterminado, en forma individual o combinada. 

ARTÍCULO 117º.- INCOMUNICACIÓN. La jueza o 

juez a pedido de la fiscalía y por resolución fundada podrá 

disponer la incomunicación de la persona imputada que se 

encuentre detenida por el término máximo de 24 horas, siempre 

que existan motivos concretos para temer que obstaculizará la 

averiguación de la verdad. La audiencia será sin público y sólo 

será convocado el peticionante. 

La fiscalía podrá disponer la incomunicación de la 

persona aprehendida, bajo las mismas condiciones, sólo por el 
plazo necesario para gestionar la orden judicial, que nunca 

excederá de 5 horas. La medida no impedirá que la persona 

imputada se comunique con una abogada o abogado, para que la 

represente y asista, antes de comenzar cualquier declaración o de 

realizar cualquier acto que requiera su intervención personal 

dentro del proceso. 

Se permitirá a la persona imputada el uso de libros, 

cuadernos o papeles para escribir y demás objetos que pidiere, 

con tal de que no puedan servir de medio para eludir la 

incomunicación; podrá también realizar actos civiles 

impostergables que no disminuyan su solvencia ni perjudiquen la 
investigación. 

ARTÍCULO 118º.- CAUCIONES. Cuando procediera 

una caución, la jueza o juez, a pedido de parte, fijará en audiencia su 
tipo y monto y decidirá sobre la idoneidad de la persona fiadora, 

según la libre apreciación de las circunstancias del caso. 

Queda absolutamente prohibido fijar una caución de 

imposible cumplimiento para la persona imputada. 

La caución se depositará a la orden del tribunal o de la 

cuenta que la jueza o juez designe, en un banco oficial, salvo que 

autorizase a sustituir el depósito por la constitución de gravamen 

sobre un bien o mediante la contratación de un seguro de 

caución. 
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Cuando la caución fuere prestada por otra persona 

distinta de la persona imputada, mediante la constitución de 

gravamen sobre un bien o un seguro de caución, ella asumirá 

solidariamente con aquella la obligación de pagar, sin beneficio 

de excusión, la suma que la jueza o juez haya fijado. 
La persona imputada y la fiadora podrán pedir 

autorización a la jueza o juez para sustituir la caución depositada, 

por otra equivalente, quien resolverá previa audiencia. 

ARTÍCULO 119º.- EJECUCIÓN DE LAS 

CAUCIONES. En los casos de rebeldía o cuando la persona 

imputada se sustrajere a la ejecución de la pena, se fijará a la 

persona fiadora un plazo no menor de tres (3) días para que 

presente a la persona imputada o condenada, bajo la advertencia 

de que, si aquella no compareciere espontáneamente, o no es 

presentada por el fiador, la caución se ejecutará al término del 

plazo. 

Si se tratase del depósito de una suma de dinero 
ordenará su transferencia a la administración de la Función 

Judicial de la Provincia; si se tratase de otros bienes gravados, 

ordenará su subasta. Si se tratase de un seguro de caución 

intimará al dador del seguro para que deposite el dinero fijado 

como caución dentro del quinto día, bajo apercibimiento de 

ejecución. 

ARTÍCULO 120º.- CANCELACIÓN. La caución será 

cancelada y liberados los bienes afectados a la garantía, siempre 

que no se hubiese ordenado su ejecución con anterioridad, 

cuando: 

1.- La persona imputada fuere constituida en prisión. 
2.- Se revoque la decisión de constituir cauciones, sean 

o no sean reemplazadas por otra medida. 

3.- Por decisión firme, se absuelva o se sobresea a la 

persona imputada. 

4.- Comience la ejecución de la pena privativa de 

libertad o ella no deba ejecutarse. 

5.- La persona imputada fuese condenada a una pena no 

privativa de la libertad. 

ARTÍCULO 121º.- DETENCIÓN. La fiscalía podrá 

pedir la detención de la persona imputada cuando existan 

suficientes indicios para sostener razonablemente, que procedería 

la prisión preventiva, y aquella sea necesaria para preparar y 
fundar un pedido de imposición de esta medida.  

La detención durará el menor tiempo posible y no podrá 

superar las 48 horas sin el debido control jurisdiccional y de 

partes, en audiencia de control de detención. 

ARTÍCULO 122º.- DETENCIÓN SIN ORDEN 

JUDICIAL. Sólo podrá privarse de la libertad de las personas 

con orden escrita de juez competente, salvo en los siguientes 

casos: 

1.- Cuando haya sido sorprendida en flagrante delito; 

2.- Se haya fugado de algún establecimiento penal o de 

cualquier otro lugar de detención. 
En caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar 

la aprehensión con la finalidad de impedir que el delito produzca 

consecuencias. La persona aprehendida será entregada 

inmediatamente a la autoridad más cercana. 

La autoridad que haya aprehendido a alguna persona lo 

deberá comunicar inmediatamente a la fiscalía, en un plazo que 

nunca podrá superar las 2 horas. 

Si la fiscalía estimare que debe mantenerse la privación 

de la libertad, la misma deberá ser requerida inmediatamente a la 

jueza o juez de control, en audiencia de control de detención, que 

no podrá superar las 48 horas. Si en ese plazo no se resolviera la 

aplicación de una medida de coerción privativa de libertad, el 
responsable del establecimiento donde se halle detenido el 

imputado lo dejará en libertad.  

El juez al inicio de la audiencia de formulación de 

cargos deberá realizar un control sobre la legalidad y condiciones 

de la detención. 

ARTÍCULO 123º.- FLAGRANCIA. Habrá flagrancia 

cuando la persona autora del delito sea sorprendida en el 
momento de intentarlo o cometerlo, o inmediatamente después, o 

mientras sea perseguida, o cuando tenga objetos o presente 

rastros que permitan sostener razonablemente que acaba de 

participar de un delito. 

ARTÍCULO 124º.- LIMITACIONES A LA 

PRISIÓN PREVENTIVA. No procederá la prisión preventiva 

en los siguientes supuestos: 

1.- Si por las características del hecho y las condiciones 

personales de la persona imputada pudiere resultar de aplicación 

una condena condicional o algunas de las modalidades de 

ejecución morigerada de la prisión, establecidas en la Ley Nº 

24.660. 
2.- Cuando se trate de hechos cometidos en ejercicio de 

la libertad de expresión o como consecuencia de la crítica en 

cuestiones públicas. 

3.- En los delitos de acción privada. 

4.- Cuando se trate de personas mayores de setenta (70) 

años. 

5.- Cuando se trate de mujeres o personas con capacidad 

de gestar en los últimos meses de embarazo. 

6.- Cuando se trate de madres o personas con capacidad 

de gestar durante el primer año de lactancia de sus hijos. 

7.- Cuando se trate de personas afectadas por una 
enfermedad grave y riesgosa. 

8.- Cuando no haya peligro cierto de fuga o de 

entorpecimiento del proceso. 

ARTÍCULO 125º.- EMBARGO Y OTRAS 

MEDIDAS CAUTELARES. La jueza o juez podrá ordenar en 

audiencia, a pedido de parte, el embargo de bienes, la inhibición 

de la persona imputada y demás medidas cautelares necesarias 

para garantizar la pena pecuniaria y las costas, de conformidad 

con las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de 

la Provincia. 

ARTÍCULO 126º.- DESALOJOS FORZOSOS. En 

los casos por infracción al Artículo 181º del Código Penal, la 
jueza o juez, a pedido de la persona damnificada, podrá disponer 

provisionalmente el inmediato reintegro de la posesión o 

tenencia del inmueble, cuando del análisis de las condiciones 

fácticas, surja que, en principio, se encuentran reunidos los 

requisitos típicos, el derecho invocado por la persona 

damnificada fuere verosímil y exista peligro en la demora. La 

jueza o juez podrá fijar una caución si lo considerare necesario. 

Si no se reunieran los requisitos enumerados 

precedentemente, la jueza o juez rechazará el pedido. Sin 

perjuicio de ello, en caso de corresponder, pondrá en 

conocimiento a las autoridades administrativas competentes, 
pudiendo quien se dice la persona damnificada, ocurrir por la vía 

judicial idónea. 

No se ordenará el desalojo previa existencia de una 

auténtica oportunidad de consultar a las personas a desalojar y 

demás afectadas, en la audiencia prevista en el Artículo 130º, 

mediando la presencia de funcionarios del gobierno o sus 

representantes en el desalojo, con identificación exacta de todas 

las personas a desalojar, a los efectos de dar una respuesta 

efectiva.  

No podrá efectuarse el desalojo cuando existan 

condiciones climáticas adversas o en horario nocturno, salvo que 

las personas afectadas presten su consentimiento. 

ARTÍCULO 127º.- CONDICIONES Y 

REQUISITOS. Al solicitar la imposición de una o varias de las 
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medidas de coerción enumeradas en el Artículo 116º la o el fiscal 

o el querellante deberán: 

1.- Acreditar que existen elementos de convicción 

suficientes para sostener razonablemente la existencia del hecho 

y la participación de la persona imputada en él. 

2.- Justificar suficientemente con arreglo a las 

circunstancias del caso y a las personales de la persona imputada, 

la presunción de que no se someterá al proceso u obstaculizará el 
mismo. 

3.- Indicar el plazo de duración necesario, según las 

circunstancias del caso. 

La jueza o juez controlará la legalidad y razonabilidad 

del requerimiento y resolverá fundadamente. 

ARTÍCULO 128º.- PELIGRO DE FUGA. Para 

decidir acerca del peligro de fuga se podrá tener en cuenta, entre 

otras, las siguientes pautas: 

1.- Arraigo, determinado por el domicilio, residencia 

habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo, y las 

facilidades para abandonar el país o permanecer oculto y demás 
cuestiones que influyan en el arraigo de la persona imputada. 

2.- El comportamiento de la persona imputada durante 

el procedimiento, en la medida en que indique cuál es su 

voluntad de someterse a la persecución penal, y en particular, si 

incurrió en rebeldía o si hubiese ocultado información sobre su 

identidad o domicilio, o si hubiese proporcionado una falsa. 

ARTÍCULO 129º.- PELIGRO DE 

ENTORPECIMIENTO Y RIESGO DE LA VÍCTIMA. Para 

decidir acerca del peligro de entorpecimiento del proceso se 

tendrá en cuenta la existencia de vehementes indicios que 

justifiquen la grave sospecha de que la persona imputada: 
1.- Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o 

falsificará elementos de prueba. 

2.- Influirá para que testigos o peritos informen 

falsamente o se comporten de manera desleal o reticente. 

3.- Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 

4.- Producirá actos intimidatorios, amenazantes en 

contra de la víctima o de su familia o violatorios de las medidas 

cautelares impuestas. 

ARTÍCULO 130º.- PROCEDIMIENTO. El 

requerimiento de una medida de coerción se formulará y decidirá 

en audiencia, garantizando los principios de contradicción, 

inmediación, publicidad y celeridad. No se podrá aplicar una 
medida de coerción sin expreso pedido del fiscal o el querellante. 

En dicha audiencia, el fiscal deberá especificar el plazo 

de duración de la medida y el plazo requerido para llevar 

adelante la investigación penal preparatoria. En el caso de que 

sea solicitada únicamente por el querellante, también deberá 

exponer la duración y los motivos de su extensión. 

Cuando se solicite la prisión preventiva de la persona 

imputada que se encuentre previamente detenida, la audiencia 

deberá celebrarse dentro del plazo máximo de 48 horas contadas 

desde que la detención tuvo lugar. 

La jueza o juez dará a la persona imputada la 
oportunidad de ser oída, con la asistencia e intervención de su 

defensa técnica, quienes también podrán cuestionar el lugar y 

demás condiciones donde cumplirá la prisión preventiva. 

Asimismo, escuchará al querellante, cuando solicite tomar 

intervención y resolverá inmediatamente el planteo.  

La resolución que imponga una medida de coerción 

deberá individualizar a la persona imputada, enunciará los 

hechos que se le atribuyan, su calificación legal, expresar las 

circunstancias que dan fundamento a la medida, fijar el plazo por 

el cual se establece y lugar de cumplimiento.  

Si se hubiere ordenado la prisión preventiva, se fijará el 

plazo de su duración que no podrá exceder de tres (3) meses, 

vencido el cual el juez, previa audiencia en el cual oirá a las 

partes, decidirá si corresponde o no su extensión. Las 

renovaciones que se dispongan individualmente no podrán 

exceder de tres (3) meses y serán resueltas por el mismo 

procedimiento hasta el límite máximo fijado legalmente. 

La resolución que imponga, renueve o rechace la prisión 

preventiva o cualquier otra medida de coerción será revisable 

ante el Tribunal de Impugnación, sin efecto suspensivo, dentro 
del plazo máximo de 72 horas. 

La defensa podrá requerir un plazo adicional para la 

celebración de la audiencia de revisión, siempre que esta petición 

esté fundada en la necesidad de un mayor tiempo para presentar 

nuevas evidencias con las que aún cuente. 

Cuando la decisión que se impugna sea dictada fuera de 

la Primera Circunscripción Judicial, por una jueza o juez de las 

restantes circunscripciones judiciales de la Provincia, el 

impugnante, en el mismo acto de interposición, podrá requerir a 

la Oficina Judicial que la realización de la audiencia se produzca 

de forma remota virtual. 

ARTÍCULO 131º.- LÍMITE TEMPORAL A LA 

PRISIÓN PREVENTIVA. Sin perjuicio de lo establecido para 

los procedimientos especiales, la prisión preventiva no podrá 

exceder de dos (2) años. 

En los casos en que exista condena no firme a pena 

privativa de la libertad de cinco (5) años o más, el tiempo total 

de prisión preventiva en todas las etapas del proceso no podrá 

superar de tres (3) años. 

En todos los casos las juezas o jueces al autorizar una 

prisión preventiva fijarán el plazo de su duración y podrán 

condicionar su dictado a la presentación urgente de la acusación. 

ARTÍCULO 132º.- CESE DE LA PRISIÓN 

PREVENTIVA. La prisión preventiva cesará en los siguientes 

casos: 

1.- Si se hubiere superado el plazo máximo establecido 

para la duración de la investigación preparatoria o prórroga, sin 

que se formulare la acusación. 

2.- Si no se hubiese abierto la audiencia de juicio dentro 

del plazo establecido en este Código. 

3.- Si no se hubiere resuelto la impugnación contra de la 

sentencia condenatoria dentro de los seis (6) meses desde su 

interposición. 

4.- Cuando la persona imputada hubiere cumplido en 
prisión preventiva la pena solicitada por el fiscal. 

5.- Cuando la persona imputada hubiere agotado en 

prisión preventiva un tiempo igual al de la pena impuesta por la 

sentencia no firme. 

6.- Cuando la persona imputada hubiere sufrido en 

prisión preventiva un tiempo que, de haber existido condena, le 

habría permitido solicitar la libertad condicional o la libertad 

asistida. 

7.- Cuando se hubiere alcanzado el mínimo legal 

establecido para la escala penal aplicable para el caso. 

Vencidos los plazos establecidos en los párrafos 
anteriores la persona imputada quedará automáticamente en 

libertad. No podrá imponerse nuevamente la prisión preventiva 

cuando una anterior hubiese cesado por cualquiera de las razones 

enunciadas precedentemente; ello sin perjuicio de las facultades 

para hacer comparecer a la persona imputada a los actos 

necesarios del proceso o de la aplicación de otras medidas de 

coerción. 

ARTÍCULO 133º.- INCUMPLIMIENTO. En caso de 

incumplimiento injustificado de las obligaciones impuestas a la 

persona imputada, la jueza o juez, a pedido del fiscal o del 

querellante, podrá sustituirlas o añadir nuevas, sin perjuicio de 

ordenar la ejecución de la caución económica dada. 
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También podrá imponer la prisión preventiva si el 

incumplimiento persistente permite presumir que la persona 

imputada no se someterá al procedimiento o continuará 

obstaculizándolo. 

ARTÍCULO 134º.- REVOCACIÓN O 
SUSTITUCIÓN. La jueza o juez, de oficio o a petición de la 

persona imputada o su defensa, dispondrá la revocación o 

sustitución de la medida de coerción que hubiere sido impuesta, 

cuando hayan desaparecido los presupuestos en que se hubiere 

fundado su imposición. 

La solicitud será resuelta en audiencia con presencia de 

las partes, en un plazo que nunca podrá ser mayor de 72 horas. 

La resolución que rechace el pedido será revisable por pedido de 

la defensa o de la persona imputada dentro del plazo de 24 horas. 

Cuando subsistan las medidas cautelares en la fase de 

actos preliminares al debate, en la etapa del juicio oral, todas las 

cuestiones atinentes a la imposición, prórrogas, revocaciones o 
sustituciones, deberán ser dirimidas mediante audiencia que 

fijará la Oficina Judicial por ante el Juzgado de Control que 

actuó en las etapas anteriores al juicio. 

 
TÍTULO III 

ETAPA PREPARATORIA 

 

CAPÍTULO I 

NORMAS GENERALES 

 

ARTÍCULO 135º.- FINALIDAD. El Ministerio 

Público Fiscal practicará la investigación preparatoria con la 

finalidad de arribar a la solución del conflicto por cualquiera de 

las vías legalmente previstas y promover o desechar la 

realización del juicio. 

ARTÍCULO 136º.- ACTUACIONES. La fiscalía 

formará un legajo de la investigación sin formalidad alguna en 

donde se harán constar todos los elementos de prueba 
recolectados o descartados, que será accesible a todas las partes. 

En ningún caso podrá ser consultado por el órgano 

jurisdiccional. 

La defensa podrá formar su legajo de investigación el 

cual no será público. Tendrá amplias facultades de investigación 

y en caso de pretender entrevistar a testigos de la fiscalía o 

querella, deberá previamente hacérselo saber, para adoptar los 

recaudos necesarios para que víctimas y testigos puedan ejercer 

los derechos expresamente reconocidos en este Código. 

Las actuaciones de la investigación preparatoria no 

tendrán valor probatorio para fundar la condena del acusado, 
salvo aquellas que fueran recibidas de conformidad con las 

reglas del anticipo jurisdiccional de prueba, acuerdos probatorios 

o procedimientos abreviados. 

No obstante, podrán invocarse para solicitar o fundar 

una medida de coerción o cautelar, excepciones o el 

sobreseimiento, en cuyo caso la jueza o juez, en audiencia, podrá 

eventualmente requerir determinados documentos a las partes 

para cerciorarse de determinada información que haya sido 

controvertida. 
ARTÍCULO 137º.- ACTUACIÓN JURISDICCIONAL. 

Corresponderá a la jueza o juez realizar, a pedido de parte, los 

anticipos jurisdiccionales de prueba, resolver excepciones y 

demás peticiones propias de esta etapa, otorgar autorizaciones y 

controlar el cumplimiento de los principios y garantías 
procesales. 

ARTÍCULO 138º.- CITACIÓN. La Oficina Judicial 

interviniente ordenará la comparecencia por simple citación de 

aquellas personas que fueren requeridas, bajo apercibimiento de 

ser conducidas por la fuerza pública. 

Si el citado no se presentare en el término que se le fije, 

ni justificare un impedimento legítimo, la Oficina Judicial 

interviniente, a solicitud de parte interesada, dispondrá su 

comparecencia por medio de la fuerza pública, a los efectos de 

cumplir el acto para el que fue convocado. 
ARTÍCULO 139º.- RESERVA. Cuando resulte 

indispensable para garantizar el éxito de la investigación, la 

fiscalía, por resolución fundada y por única vez, podrá disponer 

la reserva parcial del legajo de investigación por un plazo no 

superior a diez (10) días consecutivos. El plazo se podrá 

prorrogar hasta por otro igual. En ese caso, cualquiera de las 

partes podrá solicitar a la jueza o juez que examine los 

fundamentos de la disposición y ponga fin a la reserva. 

Cuando la eficacia de un acto particular dependa de la 

reserva parcial del legajo de investigación, la fiscalía, previa 

autorización de la jueza o juez en audiencia unilateral, podrá 

disponerla por el plazo que resulte indispensable para cumplir el 
acto en cuestión, que nunca superará las 48 horas.  

La revisión o autorización, salvo el caso del párrafo 

anterior, se resolverá en audiencia con la fiscalía y la defensa en 

forma inmediata, sin publicidad. 

En los supuestos en que la jueza o juez autorice o 

mantenga la medida, la reserva se extenderá a los registros 

pertinentes de la Oficina Judicial. 
 

CAPÍTULO II 

ACTOS INICIALES 
 

ARTÍCULO 140º.- DENUNCIA. Toda persona que 

tenga conocimiento de un delito de acción pública podrá 

denunciarlo ante la fiscalía o la policía. La denuncia podrá 
efectuarse en forma escrita o verbal, personalmente o por 

mandato especial. Cuando sea verbal se registrará en forma 

audiovisual y se labrará un acta que será suscripta por la persona 

denunciante; en la denuncia por mandato se requerirá una 

autorización expresa. En ambos casos, el o la persona 

responsable que la reciba comprobará y dejará constancia de la 

identidad y domicilio de la persona denunciante. En ningún caso 

se aceptará una denuncia anónima. 

La denuncia debe contener, en cuanto fuese posible, la 

relación circunstanciada del hecho con indicación de sus 

partícipes, personas damnificadas, testigos y demás elementos 

que puedan conducir a su comprobación y calificación legal. 
Cuando la acción penal dependa de instancia privada, 

sólo podrá denunciar quien tenga facultad para instar. 
ARTÍCULO 141º.- OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR. 

Deben denunciar el conocimiento que tienen sobre un hecho 

punible de acción pública, salvo los que requieren una instancia 

para su persecución, los funcionarios públicos que conozcan el 

hecho en ejercicio de sus funciones o con ocasión de ese 

ejercicio, las escribanas o escribanos y contadoras o contadores 

en los casos de fraude y evasión impositiva y las personas que 

por disposición de la ley, de la autoridad o por algún acto 

jurídico tengan a su cargo el manejo, la administración, el 

cuidado o control de bienes o intereses de una institución, 

entidad o persona, respecto de los delitos cometidos en perjuicio 
de ésta o de la masa o patrimonio puesto bajo su cargo o control, 

siempre que conozcan del hecho por el ejercicio de sus 

funciones. 

En todos estos casos la denuncia no será obligatoria si 

razonablemente arriesga la persecución penal propia, la del 

cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad, o cuando los hechos 

hubiesen sido conocidos bajo secreto profesional. 
ARTÍCULO 142º.- AVERIGUACIÓN PRELIMINAR. 

Cuando la fiscalía tenga conocimiento directo de un delito de 



Pág. 30                                                             BOLETIN OFICIAL                          Viernes 13 de Junio de 2025 

 

                                                                                                      

acción pública promoverá la averiguación preliminar, la que 

deberá ser concluida en el plazo de sesenta (60) días, a contar 

desde que se encontrare individualizada la persona imputada. 

Vencido el plazo, la fiscalía podrá solicitar a la jueza o 

juez, en audiencia, una prórroga de dicho plazo por el tiempo que 

se considere, el que deberá ser proporcional a la importancia de 

la investigación, la complejidad del caso y de las medidas 

pendientes de realización. La prórroga podrá ser otorgada por un 
plazo superior a la inicial, que no podrá superar los noventa (90) 

días. 

En los casos de delitos cometidos por funcionarios 

públicos en ejercicio de sus funciones, la averiguación preliminar 

no estará sujeta a plazo alguno. 

Los funcionarios de la policía que tengan noticia de un 

delito de acción pública lo informarán a la fiscalía 

inmediatamente, continuando la investigación bajo su dirección 

y control. 

ARTÍCULO 143º.- FORMALIZACIÓN DE LA 

IMPUTACIÓN. La formalización de la imputación deberá ser 
realizada por la Fiscalía cuando en la Investigación Preliminar 

tuviere identificada a la persona imputada. 

El acto se hará en presencia del imputado y con 

asistencia letrada y deberá:  

a) Informar los hechos que le atribuye, descriptos en la 

forma más precisa y circunstanciada que permita el grado de 

verificación que haya alcanzado la investigación. 

b) Indicar las pruebas de cargo que considera suficientes 

para atribuirle los hechos. 

c) Le hará saber la tipificación penal que 

provisoriamente le adjudica a los hechos. 
La o el fiscal podrá delegar la realización del acto en 

una o un fiscal adjunto, funcionaria o funcionario jerarquizada/o 

de la fiscalía, cuando otras obligaciones funcionales 

impostergables le impidieran cumplirlo personalmente. 

ARTÍCULO 144º.- INFORMACIÓN DE 

DERECHOS. COMPROMISOS DEL IMPUTADO. 

ADVERTENCIAS. Finalizada la comunicación de la 

información, la o el fiscal le hará saber a la persona imputada los 

derechos que le asisten, en especial su derecho a declarar ante la 

o el fiscal o ante la jueza o juez en cualquier momento.  

La persona imputada se comprometerá a:  

a) Someterse al proceso, presentarse a cada citación que 
se le curse y abstenerse de obstaculizar la investigación. 

b) Informar sobre cualquier ausencia de su domicilio 

que pudiera prolongarse por más de un (1) mes. 

Por su parte, la o el fiscal le advertirá que de no 

presentarse a una citación de la fiscalía dispondrá su comparendo 

por la fuerza pública y que la ausencia prolongada de su 

domicilio dará motivo para que la jueza o juez ordene su 

detención y, en su caso, declare su rebeldía y disponga su 

captura. 

ARTÍCULO 145º.- REGISTRACIÓN. EFECTOS. 
El acto, en su totalidad, será registrado en soporte de audio o 
audiovisual. Si el fiscal hubiese delegado la realización del acto 

deberán quedar registradas las razones de la delegación. 

Separadamente se labrará un acta en la que se asentará la 

descripción del hecho que se ha imputado y la tipificación 

provisional adjudicada.  

La formalización de la imputación surtirá los efectos 

que prevé el Artículo 67º Inciso b) del Código Penal. 

ARTÍCULO 146º.- INTERVENCIÓN DE LA 

JUEZA O JUEZ. La defensa, dentro de los diez (10) días de 

formalizada la imputación, podrá solicitar al juez una audiencia 

para plantear las excepciones y revisiones que considere 

procedentes.  

La audiencia se celebrará dentro de los cinco (5) días de 

solicitada. 

ARTÍCULO 147º.- MODIFICACIÓN O 

AMPLIACIÓN DE LA IMPUTACIÓN. Si el fiscal, conforme 

a los resultados de la investigación, decidiera modificar los 

hechos de la formalización efectuada o ampliar la imputación en 

relación a hechos no contenidos en ella, convocará nuevamente 

al imputado y procederá a modificar o ampliar la imputación 
cumpliendo con los requisitos previstos en el Artículo 143º.  

En los casos de modificación o ampliación de la 

imputación, la defensa podrá proceder conforme a lo dispuesto 

por el Artículo 143º. 

ARTÍCULO 148º.- PRESERVACIÓN DE LA 

ESCENA. Cuando en el primer momento de la investigación de 

un hecho no sea posible individualizar a la persona autora, a los 

partícipes ni a los testigos y se deba proceder con urgencia para 

no perjudicar la investigación, la autoridad policial interviniente 

en el lugar podrá disponer que los presentes no se alejen del 

lugar ni se comuniquen entre sí antes de informar ni se 
modifique el estado de las cosas ni de los lugares. 

En ningún caso esa medida podrá superar las 6 horas 

debiendo informarse inmediatamente a la fiscalía. 

ARTÍCULO 149º.- VALORACIÓN INICIAL. 
Dentro del plazo estipulado para la finalización de la 

averiguación preliminar, la fiscalía dispondrá lo siguiente: 

1.- La desestimación de la denuncia, querella o de las 

actuaciones policiales, si el hecho no constituye delito. 

2.- La aplicación de un criterio de oportunidad. 

3.- La remisión a una instancia de conciliación o 

mediación. 
4.- El archivo, si no se ha podido individualizar a la 

persona autora o partícipes o si es manifiesta la imposibilidad de 

reunir información o no se puede proceder. 

5.- La apertura de la investigación preparatoria, 

determinando el objeto procesal y requiriendo audiencia de 

formulación de cargos. 

Ni la desestimación ni el archivo constituyen cosa 

juzgada y puede reabrirse la investigación si aparece nueva 

información conducente. 

ARTÍCULO 150º.- CONTROL DE LA DECISIÓN 

FISCAL. Dentro del plazo de tres (3) días de notificada, la 

víctima podrá solicitar a la fiscalía del caso la revisión de la 
desestimación, archivo o la aplicación de criterios de 

oportunidad. El archivo será revisable por una o un fiscal 

superior que se determinará a través de los reglamentos y 

normativa del Ministerio Público Fiscal. 

En el plazo de tres (3) días, si él o la fiscal superior 

decidiera que debe revocarse la decisión adoptada, dispondrá la 

sustitución del o la fiscal que intervenía en el caso y designará su 

sustituto para que continúe la investigación conforme a los 

parámetros fijados.  

Cuando la o el fiscal superior confirmare el archivo, la 

decisión no será susceptible de revisión alguna. En estos casos, 
dentro del quinto día de notificada, la víctima estará habilitada 

para constituirse en parte si aún no era querellante, peticionar 

ante una jueza o juez la conversión de la acción penal pública en 

privada y continuar con el ejercicio de la acción penal en forma 

autónoma. 

ARTÍCULO 151º.- AUDIENCIA DE 

FORMULACIÓN DE CARGOS. Cuando la o el fiscal deba 

formalizar la investigación preparatoria respecto de una persona 

imputada, solicitará a la jueza o juez la realización de una 

audiencia, en el cual deberá individualizar a la persona imputada, 

indicar el hecho que se le atribuye, la fecha y lugar de su 

comisión, su calificación jurídica, el grado de participación si 
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fuere posible y la información en la que lo sustenta. A esta 

audiencia se citará a la persona imputada, a su defensora o 

defensor y a las demás partes en el procedimiento. 

Si la o las personas imputadas se encontraren detenidas, 

la formulación de cargos se hará dentro de las 48 horas. En este 
caso, también se deberá controlar la legalidad y condiciones de la 

detención. 

Se deberá establecer el plazo de duración de la 

investigación preparatoria. 

Cuando se atribuyan nuevos hechos a un imputado cuya 

investigación preparatoria ya fue formalizada o se amplíe a 

nuevos imputados, se convocará a una nueva audiencia. 

 

CAPÍTULO III 

DESARROLLO DE LA INVESTIGACION 

 

ARTÍCULO 152º.- ATRIBUCIONES. El o la fiscal, 
la defensa y la querella en su caso, practicarán las diligencias y 

actuaciones de la investigación preparatoria que no tengan 

contenido jurisdiccional. Se permitirá la presencia de las partes 

en los actos que se practiquen, más su ausencia no será causal de 

invalidez. 

El Estado creará un fondo para posibilitar los trabajos 

de investigación de la Defensa Penal Pública. Por ley se lo 

instrumentará e integrará al presupuesto anual de la misma y se 

reglamentará la utilización y contralor de tal fondo. 

ARTÍCULO 153º.- INSPECCIÓN. El o la fiscal podrá 

inspeccionar lugares y cosas, cuando exista motivo suficiente 
para presumir que se encontrarán elementos útiles a la 

investigación. 

En toda orden de registro, que sólo la autoridad judicial 

podrá expedir a solicitud de la fiscalía o querellante particular, en 

su caso, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la 

persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que 

se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia. 

La medida se registrará por medios audiovisuales y se 

levantará un acta que será firmada por, al menos, una (1) persona 

como testigo, que no pertenezca a la policía, propuesta por el 

ocupante del lugar inspeccionado o en su ausencia o negativa, 

por la autoridad que practique la diligencia. La persona testigo 
podrá pertenecer a la policía, en casos de urgencia o 

imposibilidad de conseguirlo, lo que deberá ser justificado. 

Para realizar las inspecciones o registros podrá 

ordenarse que durante la diligencia no se ausenten quienes se 

encuentren en el lugar o que cualquier otra persona comparezca 

inmediatamente. 

ARTÍCULO 154º.- REQUISA. La requisa personal 

será efectuada por las o los funcionarios de la policía y fuerzas 

de seguridad, y sólo podrá llevarse a cabo con orden judicial, a 

excepción que:  

1.- Concurran circunstancias previas o concomitantes 
que razonable y objetivamente permitan justificar la medida 

respecto de persona o vehículo determinado. 

2.- Existan elementos que razonablemente impidan en 

razón de la urgencia obtener la orden en forma eficaz. 

3.- Se lleve a cabo en la vía pública o en lugares de 

acceso público. 

Antes de proceder a la requisa se deberá advertir a la 

persona acerca de la sospecha y del objeto buscado, invitándolo a 

exhibirlo. 

La advertencia y la inspección se realizarán en presencia 

de dos (2) testigos, que no podrán pertenecer a la policía, salvo 

en caso de suma urgencia o imposibilidad de conseguirlo, lo que 
deberá ser justificado.  

Las requisas se practicarán separadamente, respetando 

el pudor y la dignidad de las personas. Las requisas de mujeres 

serán hechas por otras mujeres. 

En el supuesto que se hubiere actuado sin orden judicial, 

se deberá consignar bajo pena de invalidez, en forma detallada y 
precisa, las circunstancias que justificaron el accionar y la 

excepción a la regla. 

ARTÍCULO 155º.- INFORMES DE EXPERTOS. Se 

podrán requerir informes a expertos o peritos cuando para 

descubrir o valorar alguna evidencia sea necesario poseer 

conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o técnica. 

Las o los peritos deberán tener título habilitante o 

acreditar experiencia e idoneidad en la materia relativa al punto 

sobre el que serán requeridos. 

Los informes deberán ser fundados y contendrán, de 

manera clara y precisa, una relación detallada de las operaciones 

practicadas y sus resultados, las observaciones de las partes o de 
sus consultores técnicos y las conclusiones que se formulen 

respecto de cada tema estudiado. 

ARTÍCULO 156º.- RECONOCIMIENTOS. Se podrá 

ordenar el reconocimiento de una persona aún sin su 

consentimiento, tomando los siguientes recaudos: Previo al 

inicio del reconocimiento que será dirigido por la jueza o juez 

designado al efecto, quien deba efectuarlo será interrogado por la 

o el fiscal o las demás partes, para que describa a la persona de 

que se trata, diga si antes de ese acto la ha conocido, o visto 

personalmente o en imagen fotográfica o de otro tipo, o si la ha 

vuelto a ver antes de la diligencia.  
La misma se practicará acto seguido advirtiéndole 

previamente a la persona reconociente que en la rueda de 

personas puede o no estar la persona a reconocer manifestada en 

su testimonio.  

La rueda se formará, además de la persona imputada, 

con al menos tres (3) personas de características morfológicas y 

vestimenta que sean similares a las de la persona imputada. La 

defensa podrá incorporar en la rueda a otras tres (3) personas. 

La persona imputada elegirá su colocación en la rueda y 

la reconociente procederá al reconocimiento desde donde no 

pueda ser vista, manifestando si se encuentra, entre las personas 

que conforman la rueda, la persona que describiera previamente. 
En caso afirmativo la designará específicamente, si es o 

no es, manifestando las diferencias y semejanzas que observara, 

entre su estado actual y el que presentaba en la época del hecho y 

qué conducta desplegó, conforme a lo referido en su declaración. 

Todo reconocimiento, fotográfico o en rueda de personas, deberá 

ser registrado en video filmación tanto el sector donde esté la 

persona a reconocer como la persona reconociente. Se deberá 

hacer constar el tiempo exacto que demandó el reconocimiento y 

luego, interrogar a la persona testigo para que explique cuáles 

han sido los motivos por los que reconoció al imputado. 

Los documentos, objetos y otros elementos de 
convicción podrán ser exhibidos a la persona imputada, a los 

testigos y a los peritos para que los reconozcan o informen sobre 

ellos. También se podrá ordenar el reconocimiento de voces, 

sonidos u otros objetos de percepción sensorial. 

ARTÍCULO 157º.- EXÁMENES CORPORALES. Si 

fuere necesario para constatar circunstancias relevantes para la 

investigación, podrán efectuarse exámenes corporales a la 

persona imputada y a la presunta víctima por el hecho punible, 

tales como pruebas de carácter biológico, extracciones de sangre 

u otros análogos, siempre que no fuere de temer menoscabo para 

la salud o dignidad del interesado. 

Si la persona que ha de ser objeto del examen, 
informada de sus derechos, consintiere en hacerlo, la o el fiscal 
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ordenará directamente que se le practique. En caso de negarse, se 

solicitará la correspondiente autorización judicial. 

ARTÍCULO 158º.- REGISTRO DE VEHÍCULOS Y 

OTRAS COSAS MUEBLES. Se podrá registrar un vehículo, 

siempre que haya motivos objetivos suficientes para presumir 

que una persona oculta en él objetos útiles a la investigación. En 

los mismos casos también procederá el registro de maletines, 

valijas, bolsos, armarios, escritorios, gabinetes u otros muebles 
cerrados. 

En lo que sea aplicable, se realizará el procedimiento y 

se cumplirán las formalidades previstas para la requisa de 

personas. 

ARTÍCULO 159º.- ALLANAMIENTO Y 

REGISTRO DE MORADA. Si el registro debe efectuarse en 

un lugar destinado a habitación, residencia particular o sus 

dependencias cerradas, el allanamiento se debe realizar en 

horario diurno. Excepcionalmente, en los casos en que existe 

peligro en la demora, se puede proceder al allanamiento en 

cualquier horario. La orden de la jueza o juez que lo disponga 
deberá explicitar las circunstancias extraordinarias. 

El allanamiento será autorizado por la jueza o juez por 

escrito, en el marco del Artículo 35º de la Constitución 

Provincial. La comunicación de la orden a quien se le 

encomiende el allanamiento podrá realizarse por medios 

electrónicos. En ese caso, la persona destinataria de la orden 

comunicará inmediatamente su recepción a la jueza o juez 

emisor y corroborará que los datos de la orden sean correctos. En 

el caso de correo electrónico u otro medio similar se hará 

mediante uso de firma digital. 

Cuando por existir evidente riesgo para la seguridad de 
los testigos de actuación, cuando fuera necesario que la autoridad 

preventora irrumpa en el lugar previamente, lo hará por el tiempo 

estrictamente necesario para neutralizar el peligro. Procederá a 

continuación a hacer ingresar necesariamente a los testigos de 

actuación. 

ARTÍCULO 160º.- AUTORIZACIÓN. La fiscalía 

deberá solicitar a la jueza o juez en audiencia unilateral y sin 

publicidad, la autorización para el allanamiento por cualquier 

medio siempre y cuando sea fundado, y contenga: 

1.- La determinación concreta del lugar o los lugares 

que deberán ser registrados. 

2.- La finalidad del registro, mencionando los objetos a 
secuestrar o las personas a detener. 

3.- La identidad del o la fiscal responsable del control o 

de la ejecución de la medida y, en caso de delegación, el 

funcionario que se encuentra autorizado a diligenciarlo. 

4.- Los motivos que fundan la necesidad del 

allanamiento. 

La juez o juez resolverá en audiencia la procedencia de 

la medida, constatando los requisitos formales como la 

razonabilidad de los motivos. En el caso de autorizar la medida, 

deberá hacer constar la fecha y el horario de la ejecución de la 

misma. Una copia será reservada en el legajo de la oficina 
judicial y otra será entregada a la persona titular o encargada, a 

quien se encuentre en el domicilio o a un vecino en el momento 

del allanamiento. 

ARTÍCULO 161º.- ALLANAMIENTO SIN 

AUTORIZACIÓN JUDICIAL. Podrá procederse al 

allanamiento sin orden judicial cuando: 

1.- Si por incendio, inundación u otra causa semejante 

se hallare amenazada la vida de los habitantes o la propiedad. 

2.- Ante el anoticiamiento que personas extrañas han 

sido vistas mientras se introducían en una casa o local, con 

indicios manifiestos de ir a cometer un delito. 

3.- Si voces provenientes de un inmueble anunciaren 

que se está cometiendo un delito, o desde ella pidieran socorro. 

4.- En caso de que se introduzca en una propiedad ajena 

alguna persona a quien se persiga para su aprehensión. 

ARTÍCULO 162º.- ENTREGA DE OBJETOS O 

DOCUMENTOS. Todo aquel que tenga en su poder objetos o 

documentos que puedan servir como medio de prueba estará 

obligado a presentarlos y entregarlos cuando le sean requeridos, 
siendo de aplicación las medidas de coacción permitidas para el 

testigo que rehúsa declarar. Si los objetos requeridos no son 

entregados se dispondrá su secuestro. Quedan exceptuadas de esa 

obligación las personas que deban o puedan abstenerse de 

declarar como testigos. 

ARTÍCULO 163º.- PROCEDIMIENTO PARA EL 

SECUESTRO. De todo lo obrado durante la diligencia de 

registro deberá dejarse constancia audiovisual y/o escrita. Los 

objetos y documentos que se incautaren serán puestos en 

custodia y sellados, entregándose un recibo detallado de los 

mismos al propietario o encargado del lugar. 
Se establecerá una cadena de custodia que resguardará 

la identidad, estado y conservación de todos aquellos objetos 

secuestrados, con el fin de asegurar los elementos de prueba. Se 

identificará a todas las personas que hayan tomado contacto con 

esos elementos, siendo responsables los funcionarios públicos y 

particulares intervinientes. 

Podrá disponerse la obtención de copias, reproducciones 

o imágenes de los objetos cuando resulte más conveniente para 

la investigación. 

ARTÍCULO 164º.- OBJETOS NO SOMETIDOS A 

SECUESTRO. No podrán ser objeto de secuestro: 
1.- Las comunicaciones entre las personas imputadas 

con las personas obligadas a guardar secreto profesional. 

2.- Las notas que hayan tomado los nombrados 

anteriormente sobre comunicaciones confiadas por la persona 

imputada o sobre cualquier circunstancia a la cual se extienda el 

derecho o el deber de abstenerse de declarar. 

3.- Los resultados de exámenes o diagnósticos relativos 

a las ciencias médicas realizados a la persona imputada bajo 

secreto profesional. 

La limitación sólo regirá cuando las comunicaciones u 

objetos estén en poder de aquellas personas que deban abstenerse 

de declarar o en el caso de profesionales obligados por el secreto 
profesional, si están en su poder o archivadas en sus oficinas o en 

establecimientos hospitalarios. 

ARTÍCULO 165º.- INTERCEPTACIÓN DE 

COMUNICACIONES. Si fuere útil para la averiguación de la 

existencia del hecho y sus circunstancias de comisión, con 

autorización judicial, se procurará la obtención, aun en tiempo 

real, de los datos de tráfico de las comunicaciones transmitidas 

por un sistema informático y también el contenido de las 

mismas; podrá ordenarse:  

1.- El secuestro de correspondencia epistolar. 

2.- La interceptación, por cualquier medio técnico, de 
otras formas de comunicación personal. 

3.- La obtención, aún en tiempo real, de los datos de 

tráfico de las comunicaciones transmitidas por un sistema 

informático y también el contenido de las mismas. 

Estas medidas tendrán carácter excepcional y deberán 

ser requeridas del mismo modo que el allanamiento, debiendo el 

juez fijar un plazo prudencial para su producción. Su prórroga 

deberá justificarse y no podrá superar los noventa (90) días. 

ARTÍCULO 166º.- APERTURA Y EXAMEN DE 

CORRESPONDENCIA. SECUESTRO. Recibida la 

correspondencia o efectos interceptados, el Ministerio Público 
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Fiscal procederá a su apertura. Examinará los objetos y leerá el 

contenido de la correspondencia. 

El Ministerio Público Fiscal en audiencia unilateral 

explicará los fundamentos por los cuales solicita mantener el 

secuestro de los objetos que tuvieran relación con el proceso. Del 
resto de los efectos la jueza o juez mantendrá la reserva del 

contenido y dispondrá la entrega al destinatario o a sus 

representantes o parientes próximos, bajo constancia.  

Regirán las limitaciones del secuestro de cosas y de 

preservación de la cadena de custodia. 

ARTÍCULO 167º.- INTERCEPTACIONES 

TELEFÓNICAS. Cuando existieren fundadas sospechas, 

basadas en hechos determinados, que una persona cometió un 

hecho punible o participó o participa en la preparación o 

comisión y la investigación lo hiciere imprescindible, la jueza o 

juez a pedido de parte podrá ordenar, mediante resolución 

fundada, la intervención de comunicaciones telefónicas de la 
persona imputada, por un plazo prudencial, que no podrá exceder 

de sesenta (60) días.  

La jueza o juez, a pedido de parte, podrá prorrogar el 

plazo por períodos de igual término que el fijado con 

anterioridad. La petición de renovación deberá ser efectuada por 

el fiscal superior. No podrán interceptarse las comunicaciones 

telefónicas entre la persona imputada y su defensa.  

En ningún caso la desgrabación por escrito, podrá ser 

utilizada como prueba documental. No podrán interceptarse las 

comunicaciones de la persona imputada con sus defensoras o 

defensores. 
1.- Personas afectadas. La medida descripta 

precedentemente sólo podrá afectar a la persona imputada o a 

personas respecto de las cuales existieren sospechas fundadas, 

basadas en hechos determinados, de que ellas sirven de 

intermediarias de dichas comunicaciones y, asimismo, de 

aquellas que facilitaren sus medios de comunicación a la persona 

imputada o sus intermediarios. 

2.- Requisitos de la orden de interceptación. La orden 

que dispusiere la interceptación y grabación deberá indicar 

circunstanciadamente nombre y dirección de la persona afectada 

por la medida y señalar la forma de interceptación y la duración 

de la misma. 

3.- Deber de colaboración. Obligación de guardar 

secreto. Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán 

otorgar a los funcionarios encargados de la diligencia las 

facilidades necesarias para cumplirlas. Asimismo, los encargados 

de realizar la diligencia y los empleados de las empresas 

mencionadas deberán guardar secreto de todo conocimiento que 

tomarán como consecuencia de la medida, bajo responsabilidad 

personal, salvo que se les citare como testigos al proceso. 

4.- Interrupción. Casos. Si las sospechas que 

motivaron ordenar la medida desaparecieran o hubiere 

transcurrido el plazo de duración fijado, ella deberá ser 
interrumpida inmediatamente. 

5.- Métodos de Interceptación. La interceptación 

telefónica será registrada mediante su grabación magnetofónica u 

otros medios técnicos análogos que aseguren la fidelidad del 

registro.  

En tal caso, ordenarán la versión escrita de la grabación 

por un funcionario que deberá responder por la fidelidad de 

aquella, bajo su responsabilidad personal, sin perjuicio que 

deberán guardarse los originales. Caso contrario, mantendrá en 

reserva su contenido disponiendo la destrucción de toda la 

grabación o de las partes que no tengan utilidad, previa 

conformidad de la persona imputada y su defensa, o su entrega a 
las personas afectadas con la medida.  

6.- Notificación al afectado. La medida de 

interceptación será notificada a la persona afectada con 

posterioridad al tiempo que se practica, en cuanto el objeto de la 

investigación lo permitiere y en la medida que ello no pusiere en 

peligro la vida o la integridad corporal de terceras personas.  

Se asegurará el derecho de la defensa. En todo caso, la 
protesta valdrá a los efectos de la impugnación de la sentencia de 

condena. 

7.- Deber de atestiguar. Podrán ser citadas como 

testigos las personas encargadas de practicar la diligencia. 

8.- Obtención de imágenes. A pedido de las partes la 

jueza o juez podrá ordenar toma fotográfica, filmaciones u otros 

medios de reproducción de imágenes que conduzcan al 

esclarecimiento de los hechos. 

9.- Otras grabaciones. A pedido de las partes la jueza o 

juez podrá ordenar la grabación de comunicaciones entre 

personas presentes. 

10.- Valor probatorio en juicio. Para que estas 
medidas puedan tener valor probatorio en juicio, así como ser 

objeto de reconocimiento por testigos y peritos, su contenido 

deberá ser puesto a disposición de las demás partes a su pedido y 

siempre antes de la audiencia en la que se formalice el litigio. 

Las partes deberán suministrar los soportes electrónicos, 

a tal efecto, inmediatamente de concluidas las interceptaciones. 

ARTÍCULO 168º.- INFORMACIÓN DIGITAL. 

INCAUTACIÓN DE DATOS. Cuando se hallaren dispositivos 

de almacenamiento de datos informáticos que por las 

circunstancias del caso hicieren presumir que contienen 

información útil a la investigación, se procederá a su secuestro, y 
de no ser posible, se obtendrá una copia o podrá ordenarse la 

conservación de los datos contenidos en los mismos por un plazo 

que no podrá superar los noventa (90) días.  

Quien deba cumplir esta orden deberá adoptar las 

medidas necesarias para mantenerla en secreto. También podrá 

disponerse el registro del dispositivo por medios técnicos y en 

forma remota.  

A cualquier persona física o jurídica que preste un 

servicio a distancia por vía electrónica, podrá requerírsele la 

entrega de la información que esté bajo su poder o control 

referida a los usuarios o abonados, o los datos de los mismos.  

Las empresas que brinden el servicio de comunicación 
deberán posibilitar el cumplimiento inmediato de la diligencia, 

bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.  

La información que no resulte útil a la investigación no 

podrá ser utilizada y deberá ser devuelta, previo ser puesta a 

disposición de la defensa que podrá pedir su preservación. 

Regirán las limitaciones aplicables a los documentos. 

Las modalidades de actuación para secuestro, 

identificación y adquisición de videos de cámaras de seguridad 

generados en un Grabador de Video en Red (Network Video 

Recorder-NVR-) o una Grabadora de Video Digital (Digital 

Video Recorder -DVR-), serán determinadas en el protocolo que 
dicte el Tribunal Superior de Justicia, asegurando la cadena de 

custodia de la evidencia obtenida. 

ARTÍCULO 169º.- AGENTE ENCUBIERTO 

DIGITAL. En los casos de investigación de delitos en que 

resulte necesaria la intervención del agente en entornos o 

plataformas digitales, la o el fiscal podrá requerir fundadamente 

al juez de control la actuación encubierta de un agente bajo las 

premisas anteriores y las condiciones aquí previstas.  

La autorización de este medio de investigación 

excepcional, se emitirá por decreto fundado, en el marco de la 

investigación de delitos previstos en los Artículos 128º y 131º 

del Código Penal, en delitos concretos de especial gravedad o de 
investigación compleja y siempre que existan motivos suficientes 

que acrediten: 
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a) Que el éxito de la investigación esté seriamente 

dificultado de no recurrirse a este medio. 

b) Que se trata de delitos cometidos a través de medios 

informáticos que no permiten otra forma de investigación. 

La actuación encubierta no podrá exceder de ciento 

ochenta (180) días a contar desde que la autorización otorgada 

por la jueza o juez de control sea notificada a la o el fiscal. Los 

perfiles o identidades digitales, en ningún caso podrán ser 
imágenes de personas reales, serán creados y administrados por 

personal técnico idóneo del Ministerio Público fiscal, 

funcionarios o auxiliares de la Fuerza de Seguridad en Función 

Judicial con experiencia y desarrollo en la materia, y bajo el 

control directo de la o el fiscal a cargo de la investigación, quien 

hará constar las directivas, reservando en caja de seguridad: 1) 

La denominación y características del perfil utilizado por el 

agente encubierto; 2) Plataformas digitales donde se actuará; 3) 

Claves de acceso validadas y; 4) Actividad concreta a desarrollar 

por el agente.  

Una vez concluida la intervención del agente encubierto 
digital, la o el fiscal dejará constancias de su existencia en el 

legajo. 

El agente encubierto digital, con autorización específica 

para ello, podrá intercambiar o enviar por sí mismo archivos 

ilícitos por razón de su contenido. El agente encubierto digital 

estará exento de responsabilidad criminal por aquellas 

actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la 

investigación, siempre que guarden la debida proporcionalidad 

con la finalidad de ésta y no constituyan una provocación al 

delito. 

A los efectos del presente artículo se considera agente 
encubierto digital al funcionario de las fuerzas de seguridad o 

miembro del Ministerio Público Fiscal autorizado, que previo 

prestar su consentimiento, oculte o utilice un perfil digital 

encubierto, interactúe y se relacione digitalmente a través de 

tecnologías de la información y de la comunicación con el objeto 

de: 1) Identificar o detener a los autores, partícipes o 

encubridores de un delito; 2) Impedir la consumación de un 

delito; o 3) Para reunir información o elementos de prueba 

necesarios para la investigación. 

ARTÍCULO 170º.- ORDEN DE PRESENTACIÓN 

DE DATOS INFORMÁTICOS. Siempre que se vincule con la 

investigación de un delito de su competencia, la o el Fiscal podrá 
ordenar por resolución fundada, a cualquier persona humana o 

jurídica en el territorio provincial, la presentación de datos 

informáticos, electrónicos o digitales o en un dispositivo de 

almacenamiento informático que obre en su poder o bajo su 

control, relativos a la identificación o localización u otra 

información asociada de un usuario y/o abonado, y que se pueda 

acceder al sistema legítimamente aunque no se encuentre dentro 

del territorio. 

La o el fiscal podrá ordenar a toda persona humana o 

jurídica que preste un servicio de comunicaciones o a los 

proveedores de internet de cualquier clase en jurisdicción 
argentina, la entrega de datos personales o de identificación de 

los usuarios y/o abonados u otra información asociada, que 

tengan bajo su poder o a los que pueda acceder de manera 

legítima, aunque estén fuera de esa jurisdicción. La orden podrá 

contener la indicación de que la medida deberá mantenerse 

secreta bajo apercibimiento de sanción penal y con las 

limitaciones establecidas en el Artículo 164º de este código. 

El destinatario quedará obligado a adoptar todas las 

medidas técnicas de seguridad necesarias, para mantener en 

secreto la medida ordenada por la jueza o juez. 

ARTÍCULO 171º.- ASEGURAMIENTO DE DATOS 

INFORMÁTICOS ALMACENADOS. Cuando existieren 

motivos para sospechar que los datos almacenados en un sistema 

informático dentro del territorio provincial pudieren ser alterados 

o suprimidos, la o el Fiscal podrá ordenar a cualquier persona 

humana o jurídica el aseguramiento de datos informáticos 

concretos y que estén a su disposición o para el que tiene 

legítimo acceso. 
Dicho aseguramiento podrá consistir en la conservación 

rápida de datos informáticos almacenados y la conservación y 

revelación parcial rápida de datos relativos al tráfico. 
La orden deberá especificar los datos concretos que se 

pretende conservar y la duración de la medida que no podrá exceder 
de noventa (90) días, prorrogables por igual periodo si se 

mantuvieren los motivos que fundamentaron la orden. 
La persona requerida deberá mantener en secreto la medida 

bajo apercibimiento de sanción penal. 

ARTÍCULO 172º.- SECUESTRO, APERTURA Y 

ANÁLISIS DE SISTEMA INFORMÁTICO E 

INCAUTACIÓN DE DATOS. A pedido de la o el fiscal, la 
jueza o juez de control podrá ordenar por decreto fundado, el 
registro de un sistema informático o de una parte de éste o de un 

medio de almacenamiento de datos informáticos o electrónicos, con 

el objeto de secuestrar los componentes del sistema, obtener copia o 
preservar datos o elementos de interés para la investigación, bajo las 

condiciones y limitaciones establecidas en este código para el 
registro de personas, lugares y cosas. 

La ejecución de la actuación se hará bajo la 
responsabilidad de la o el fiscal que solicitó la medida y 

necesariamente la o el fiscal deberá indicar a la jueza o juez: 

a) La individualización de los dispositivos o sistemas 

informáticos que serán objeto del registro. 

b) Una descripción del objeto concreto de la medida. 

c) La identificación de los mecanismos, metodología y 

herramientas mediante los cuales se almacenará la información 

obtenida que permitan asegurar la integridad de los datos y el 

resguardo de la cadena de custodia. 

d) El funcionario y/o quien designe como encargado de 
la ejecución del registro, copia o incautación de datos. 

Rigen en cuanto son aplicables todos los límites y 

garantías referidos al secuestro de cosas, documentos privados y 

correspondencia epistolar. 

En caso de que durante la ejecución de esta medida 

surjan elementos que permitan considerar que los datos buscados 

se encuentran almacenados en otro dispositivo o sistema 

conectado a la inicial o estén disponibles para éste dentro de la 

misma jurisdicción, quienes lleven adelante la medida podrán 

extenderla o ampliar el registro al otro sistema, previa 

comunicación con la o el Fiscal actuante, quien deberá solicitar 
autorización telefónica de la Jueza o Juez de Control competente. 

La mencionada comunicación no podrá ser delegada por la o el 

Fiscal actuante a ningún funcionario judicial. 

La o el Juez, por decreto fundado deberá disponer la 

autorización o rechazo de la medida, notificándola por correo 

electrónico y/o en forma telefónica. En caso que la medida sea 

autorizada, la o el Fiscal deberá acompañar por escrito la 

solicitud fundada dentro de las 48 horas de realizada la medida. 

En caso de ser necesario, por la complejidad del asunto la o el 

Juez podrá librar la orden, consignando únicamente su parte 

dispositiva, difiriéndose los fundamentos de las mismas. Ésta se 

efectuará, bajo pena de nulidad, en el plazo máximo de 24 horas 
a contar del momento de autorización de la orden. 

En los supuestos en que los datos se encuentren 

almacenados en otra jurisdicción, la medida de registro de datos 

podrá ampliarse a dispositivos o sistemas informáticos, sólo en 

los siguientes supuestos: 

a) Cuando se obtenga el consentimiento voluntario y 

lícito de la persona con facultades para disponer de la revelación 
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de los datos desde el dispositivo o sistema informático inicial al 

que se accedió legalmente. Las partes podrán acordar la prórroga 

de un plazo. 

b) Cuando resulte posible recibir o acceder a los datos 

buscados desde el sistema original sin necesidad de realizar 
maniobras técnicas que signifiquen ejercer actos de poder 

jurisdiccional en otro Estado. 

c) Cuando por la estructura del sistema informático no 

resulte posible determinar en forma certera al momento de 

ejecución de la medida, la jurisdicción en la cual los datos están 

alojados físicamente y no resulte necesario para acceder a ellos 

de la realización de maniobras técnicas que signifiquen ejercer 

actos de poder jurisdiccional en otro Estado. 

En los supuestos b) y c) se procurará restringir lo 

máximo posible el alcance de la medida copiando los datos que 

resulten de interés para la investigación y sin la alteración, 

remoción o eliminación por cualquier forma de los datos a los 
que se accede. 

Una vez concluido el Proceso Penal, por sentencia 

firme, se dispondrá la devolución de los dispositivos electrónicos 

secuestrados, que no fueren objeto de decomiso previa 

eliminación del material ilícito. 

Si en estricto cumplimiento de la ejecución de las 

medidas se encontraren de modo casual datos o archivos 

informáticos que evidencien la comisión de un delito distinto al 

que motivó la medida, se procederá a su secuestro y se 

comunicará a la el Fiscal interviniente. 

ARTÍCULO 173º.- CLAUSURA DE LOCALES. 
Procederá a petición de parte la clausura cuando sea necesario para 

preservar la escena del hecho o inmovilizar cosas muebles que por 

su naturaleza o dimensiones no puedan ser trasladadas a otro lugar. 
La clausura podrá ser dispuesta por la o el fiscal siempre 

que existan razones urgentes y no podrá extenderse por más de 48 
horas. Esta decisión deberá ser confirmada. Si es necesario mantener 

por más tiempo, deberá requerirlo a la jueza o juez. 

ARTÍCULO 174º.- CUSTODIA Y DEVOLUCIÓN DE 

LOS EFECTOS SECUESTRADOS. Los efectos secuestrados 
serán inventariados y puestos bajo segura custodia, a disposición del 

Ministerio Público Fiscal. Se podrá ordenar la obtención de copias o 
reproducciones de las cosas secuestradas si éstas pudieran 

desaparecer, alterarse o fueran de difícil custodia. 
Será obligación de las autoridades devolver los objetos 

secuestrados que no estén sometidos a decomiso, restitución o 
embargo a las personas legitimadas para poseerlos, inmediatamente 

después de realizadas las diligencias para las cuales se obtuvieron. 
Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente, en 

calidad de depósito judicial y al poseedor se le podrá imponer la 
obligación de exhibirlos. 

ARTÍCULO 175º.- CADENA DE CUSTODIA. Con 

el fin de asegurar los elementos de prueba, se establecerá una 

cadena de custodia que resguardará su identidad, estado y 

conservación. Se identificará a todas las personas que hayan 
tomado contacto con esos elementos, siendo responsables los 

funcionarios públicos y particulares intervinientes. 

ARTÍCULO 176º.- ANTICIPO JURISDICCIONAL 

DE PRUEBA. Las partes podrán solicitar el anticipo 

jurisdiccional de prueba únicamente en los siguientes casos: 

1.- Cuando se trate de una diligencia de prueba que deba 

ser considerada de naturaleza no reproducible. 

2.- Cuando se trate de un testimonio que por razones 

excepcionales y debidamente acreditadas se considere que no 

podrá recibirse durante el juicio. 

3.- Cuando la persona imputada esté prófuga, o exista 

un obstáculo fundado en un privilegio constitucional y se tema 
que el transcurso del tiempo pueda dificultar o impedir la 

conservación de la prueba. 

4.- Cuando deba recibirse testimonio de víctimas y 

testigos menores de edad se tomará con la modalidad de Cámara 

Gesell y con el auxilio de profesionales especializados. En ese 

caso, previo a la iniciación del acto, la jueza o juez debe hacer 

saber al profesional a cargo de la entrevista las inquietudes 
propuestas por las partes, así como las que surgieren durante el 

transcurso del acto, las que deben ser canalizadas teniendo en 

cuenta las características del hecho y el estado emocional del 

menor. 

Sin perjuicio de ello, se podrá prescindir de esta 

modalidad, previa opinión favorable de la institución a cargo del 

cuidado del menor, si de las circunstancias del caso y de la edad 

del menor, no se advierte ningún riesgo para aquel.  

La jueza o juez examinará el pedido en audiencia, 

admitiendo o rechazando la solicitud.  

Todo anticipo probatorio deberá ser realizado frente a 

una jueza o juez y quedar registrado en soporte de video digital. 
En la audiencia preparatoria de juicio, las partes podrán 

debatir sobre la viabilidad de la admisión de la prueba en el 

juicio oral. 

ARTÍCULO 177º.- REALIZACIÓN. La jueza o juez 

practicará el acto, citando la Oficina Judicial a todas las partes, 

quienes tendrán derecho de asistir, con las facultades y 

obligaciones previstas en este Código. 

La diligencia será documentada en la forma prevista en 

este código. La prueba quedará bajo la custodia de la o el fiscal, 

quien será responsable por su conservación inalterada, 

suministrando copia auténtica a las demás partes a su pedido, los 
que deberán aportar los soportes técnicos del caso. 

ARTÍCULO 178º.- PUBLICIDAD DE LAS 

ACTUACIONES. Quien invoque un interés legítimo será 

informado sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados 

o detenidos que existan. 

ARTÍCULO 179º.- DURACIÓN. La etapa 

preparatoria tendrá una duración máxima de cuatro (4) meses 

desde la formulación de cargos. Fenecido ese plazo, o en su caso, 

vencida la prórroga, sin que se emita el requerimiento de 

apertura a juicio, el incumplimiento constituirá falta grave de la o 

el representante del Ministerio Público Fiscal. 

No obstante, la persona imputada o el querellante 
podrán solicitar al juez que fije un plazo menor cuando no exista 

razón para la demora. Se resolverá en audiencia. 

ARTÍCULO 180º.- PRÓRROGA. Con anterioridad al 

vencimiento del plazo establecido en el artículo anterior, la o el 

fiscal, la parte constituida como querellante o la persona 

imputada podrán solicitar a la jueza o juez una prórroga de la 

etapa preparatoria.  

A esos efectos, dentro de los tres (3) días, la jueza o juez 

convocará a las partes a una audiencia y, luego de escucharlas, 

establecerá prudencialmente el plazo en el cual la investigación 

preparatoria quedará cerrada, que nunca podrá exceder de 
noventa (90) días contados desde la fecha en que aquella tuvo 

lugar. 

Si fenecido el nuevo plazo la o el representante del 

Ministerio Público Fiscal o el querellante no formularen 

acusación, la jueza o juez procederá a intimarlos bajo 

apercibimiento de falta grave. 

Cuando una investigación preparatoria se hubiere 

formalizado respecto de varias personas imputadas, los plazos 

establecidos en estos artículos correrán individualmente salvo 

que, por las características de los hechos atribuidos, no resultare 

posible cerrar la investigación preparatoria respecto de aquellos 

de manera independiente. 
Si con posterioridad a la formalización de la 

investigación preparatoria se descubrieran nuevos hechos o se 
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individualizaran nuevas personas imputadas que obligaren a la 

ampliación de aquella los plazos establecidos comenzarán a 

correr desde este último acto. 

Los plazos previstos en este artículo se suspenderán 

cuando: 

1.- Se declare la rebeldía de la persona imputada. 

2.- Se resuelva la suspensión del proceso a prueba. 

3.- Desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta 
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por la persona 

imputada a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente 

garantizado su cumplimiento a satisfacción de ésta última. 

 

CAPÍTULO IV 

CONCLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA 

 

ARTÍCULO 181º.- ACTOS CONCLUSIVOS. La 

etapa preparatoria concluirá a través de los siguientes actos: 

1.- Con la acusación del o la fiscal o la parte 
querellante. 

2.- Con el sobreseimiento. 

3.- Con la suspensión del proceso a prueba. 

4.- Con el cumplimiento de un acuerdo reparatorio. 

ARTÍCULO 182º.- SOBRESEIMIENTO. El 

sobreseimiento procederá cuando: 

1.- El hecho no se cometió. 

2.- La persona imputada no es autora o partícipe del 

mismo. 

3.- El hecho no se adecua a una figura legal. 

4.- Media una causa de justificación, inculpabilidad o 
ausencia de punibilidad. 

5.- Por extinción de la acción penal. 

6.- Agotada las tareas de investigación, no existe la 

posibilidad razonable de incorporar nuevos elementos de prueba 

ni fundamentos para requerir la apertura a juicio. 

7.- Se ha aplicado un criterio de oportunidad, 

conciliación, reparación o suspensión del proceso a prueba y se 

han cumplido las condiciones previstas en el Código Penal y en 

este Código. 

ARTÍCULO 183º.- TRÁMITE. Cuando la o el fiscal 

considere que corresponde dictar el sobreseimiento de una 

persona imputada lo fundará por escrito y la pondrá en 
conocimiento a la víctima -sea o no parte-, quien en el plazo de 

tres (3) días podrá solicitar su revisión ante una o un fiscal 

superior.  

En el plazo de tres (3) días, si la o el fiscal superior 

decidiera que debe revocarse el dictamen de sobreseimiento 

formulado, dispondrá la sustitución de la o el fiscal que 

intervenía en el caso y designará su sustituto para que concluya 

la investigación o presente acusación, según sea el caso.  

Cuando la o el fiscal superior confirme el dictamen de 

sobreseimiento, la decisión no será susceptible de recurso 

alguno. En estos casos, dentro del quinto día de notificada, la 
víctima estará habilitada para constituirse en parte si aún no era 

querellante y peticionar ante una jueza o juez la conversión de la 

acción penal pública en privada y formular la acusación de 

manera autónoma ante la Oficina Judicial. 

Vencido dicho término sin que se haya presentado 

acusación, la o el fiscal solicitará a la Oficina Judicial que se fije 

audiencia de sobreseimiento. 

ARTÍCULO 184º.- ACUERDO DE FISCALES. En 

los casos en los que no haya víctima ni querellante y se trate de 

delitos de trascendencia pública, crimen organizado o hayan 

intervenido funcionarios públicos, la o el fiscal, previo a solicitar 

el sobreseimiento a la jueza o juez, deberá contar con el acuerdo 

de la o el fiscal superior. 

ARTÍCULO 185º.- AUDIENCIA ANTE EL JUEZ. 
La o el fiscal solicitará el sobreseimiento en audiencia ante la 

jueza o juez y con la citación de todas las partes. 

Si no existiere oposición, la jueza o juez deberá resolver 

el sobreseimiento de la persona imputada. 

ARTÍCULO 186º.- CONTENIDO DEL 
SOBRESEIMIENTO y EFECTOS. El sobreseimiento deberá 

contener la identidad de la persona imputada, la enunciación de 

los hechos objeto de la investigación preparatoria que le fueron 

atribuidos, los fundamentos fácticos y jurídicos o la 

imposibilidad de proceder por falta de acusación, y la parte 

dispositiva, con cita de las normas aplicables. Siempre que fuera 

posible, se analizarán las causales del sobreseimiento. La 

resolución hará cesar todas las medidas de coerción. 

El sobreseimiento firme cierra definitiva e 

irrevocablemente el proceso con relación a la persona imputada 

en cuyo favor se dicta e inhibe su nueva persecución penal por el 
mismo hecho. Será dictado en forma oral y su contenido quedará 

registrado en soporte digital. 

 

LIBRO III 

 

ETAPA INTERMEDIA, 

CONTROL DEL MÉRITO DE LA ACUSACIÓN. 

 

TÍTULO I 

REQUERIMIENTO DE APERTURA DEL JUICIO 

 
ARTÍCULO 187º.- REQUERIMIENTO DE APERTURA 

A JUICIO. ACUSACIÓN. Si la fiscalía estima que la 

investigación proporciona fundamento para someter a juicio a la 
persona imputada, presentará la acusación. Para ello, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 8º, procederá de esa 

forma, cuando todas las pruebas presentadas, tomadas en 

conjunto son tales que, en su concepto, justificarían un veredicto 

condenatorio, en caso de no ser refutadas o contradichas en la 

audiencia. 

La acusación será por escrito y deberá contener: 

1.- Los datos de identificación de la persona imputada y 

los de la abogada o abogado a cargo de su defensa. 

2.- La relación precisa y circunstanciada del hecho que 

se le atribuye. En caso de contener varios hechos independientes, 
la separación y el detalle circunstanciado de cada uno de ellos. 

3.- La calificación legal. 

4.- La pretensión punitiva provisoria, estableciendo el 

quantum máximo de la pena que requerirá en el juicio, siendo 

ella necesaria para fijar la competencia. 

5.- La petición de que se proceda de acuerdo a 

procedimientos de salidas alternativas si lo estima conveniente. 

6.- El ofrecimiento de prueba. Se deberá presentar por 

separado la lista de testigos y peritos, con indicación del nombre, 

ocupación y domicilio. También deberá ofrecerse la documental, 

acompañando copia o indicando donde se encuentra para su 

compulsa. 
La acusación sólo podrá referirse a hechos y personas 

incluidas en la formalización de la investigación, aunque se 

invocare una calificación jurídica distinta de la asignada en esa 

oportunidad. La formulación de cargos no será obligatoria, 

cuando el fiscal acusare en forma directa, luego de la 

averiguación preliminar. 

ARTÍCULO 188º.- COMUNICACIÓN A LA 

QUERELLA. La o el fiscal deberá poner el requerimiento de 
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apertura a juicio en conocimiento del querellante. En el plazo de 

cinco días éstos podrán: 

1.- Adherir a la acusación del fiscal; 

2.- Presentar un requerimiento de apertura a juicio 

autónoma, en cuyo caso deberá cumplir con todos los requisitos 
previstos para la acusación fiscal. 

Recibida la presentación de éstos o transcurrido el plazo 

fijado, la o el fiscal remitirá a la Oficina Judicial la acusación o 

acusaciones, con el ofrecimiento de pruebas. 

ARTÍCULO 189º.- COMUNICACIÓN A LA 

DEFENSA. La Oficina Judicial comunicará a la defensa las 

acusaciones presentadas dentro de las 48 horas. 

En el plazo de cinco (5) días, la defensa deberá poner a 

disposición de la o el fiscal o del querellante, la lista de las 

pruebas que ofrece para la instancia de juicio oral y público, en 

las mismas condiciones requeridas para los acusadores. El plazo 

se extenderá a quince (15) días, en el supuesto de no haber dado 
trámite a la investigación penal preparatoria. 

 

TÍTULO II 

INICIO ETAPA INTERMEDIA 

 

ARTÍCULO 190º.- CONTROL DE LA 

ACUSACIÓN. Recibido el ofrecimiento de pruebas de la 

defensa o vencido el plazo, se fijará la audiencia pertinente. 

ARTÍCULO 191º.- AUDIENCIA. La Oficina Judicial 

convocará a las partes a una audiencia, dentro de los cinco (5) 

días, para debatir y resolver las cuestiones propias de esta etapa.  
Al inicio de la audiencia, la fiscalía y la querella 

explicarán la acusación. 

La defensa podrá objetar la acusación por defectos 

formales, solicitar que se unifiquen los hechos objeto de las 

acusaciones, oponer excepciones o solicitar el saneamiento o la 

declaración de invalidez de un acto. También podrá proponer 

una reparación concreta, siempre que no hubiere fracasado antes 

una conciliación o instar el sobreseimiento, siempre que para ello 

no deban discutirse cuestiones que son propias del juicio oral. 

Asimismo, si la persona imputada se encontrare privada 

de su libertad, se podrá solicitar la revisión de la medida que así 

lo dispuso. 
En la audiencia se examinarán los ofrecimientos de 

prueba de acuerdo a las reglas de los artículos siguientes. 

ARTÍCULO 192º.- CORRECCIÓN DE VICIOS 

FORMALES. Cuando la jueza o juez concluya que el 

requerimiento de apertura adolece de vicios formales, a pedido 

de parte, ordenará que sean subsanados en la misma audiencia. 

Si no es posible, suspenderá la misma por un plazo no mayor a 

cinco (5) días para que se efectúen las correcciones. 

El juez debe resolver fundadamente todas las cuestiones 

en el orden que son planteadas. 

ARTÍCULO 193º.- LIBERTAD PROBATORIA. 
Podrán probarse los hechos y circunstancias de interés para la 

solución correcta del caso, por cualquier medio de prueba, aún 

los no regulados en este código, en tanto no se afecten derechos 

ni garantías constitucionales. 

Las formas de admisión y producción se adecuarán al 

medio de prueba que resulte más acorde a los previstos en este 

Código. 

ARTÍCULO 194º.- ADMISIBILIDAD Y 

CONVENCIONES PROBATORIAS. Es admisible la prueba 

que se refiera al objeto de la investigación y resulte útil para el 

caso. Podrán limitarse los medios de prueba ofrecidos, cuando 

ellos resulten manifiestamente sobreabundantes. 
Cada parte podrá formular solicitudes y planteamientos 

con relación a las pruebas ofrecidas por los demás. 

Las partes podrán practicar convenciones probatorias 

y/o hechos que no serán sometidas a contradicción en el debate. 

La jueza o juez deberá intervenir activamente para que las partes 

intenten arribar a las aludidas convenciones. 

ARTÍCULO 195º.- DECISIÓN. Oídos progresivamente 
cada uno de los planteos de las partes, la jueza o juez decidirá 

inmediatamente. 

La jueza o juez también examinará los ofrecimientos 

probatorios y planteos que con ellos se vinculen, ordenando la 

admisión o rechazo de las pruebas y de las convenciones 

probatorias. Sólo podrán ser excluidas las pruebas impertinentes 

desde un plano lógico por ser ajenas al objeto procesal, las 

impertinentes por procurar generar un prejuicio en el juzgador, 

las sobreabundantes, las que tuvieran por objeto acreditar hechos 

públicos y notorios y las que provengan de actuaciones 

declaradas inválidas que se hubiesen obtenido con inobservancia 

de las garantías fundamentales. 
Lo resuelto será irrecurrible, sin perjuicio de poder 

hacer reserva de impugnación de la sentencia. 

ARTÍCULO 196º.- APERTURA A JUICIO. Si la 

jueza o juez dispone la apertura a juicio, al término de la 

audiencia, dictará el auto de apertura a juicio oral, el que 

contendrá lo siguiente: 

1.- El tribunal competente para intervenir en el juicio 

oral. 

2.- La descripción de los hechos de la acusación por los 

que se autorizó la apertura a juicio, su calificación jurídica y la 

pena que estimativamente se pedirá. 
3.- Los hechos que se dieron por acreditados en virtud 

de las convenciones probatorias. 

4.- Las pruebas que se admiten para su producción en el 

juicio. El rechazo de pruebas se asentará en acta por separado 

que no será remitida al Tribunal de Juicio. 

5.- La individualización de las partes y de quienes deben 

ser citados a juicio. 

6.- La subsistencia de medidas cautelares. El auto de 

apertura a juicio oral será agregado al legajo de la Oficina 

Judicial. Los legajos de cada una de las partes, como las 

evidencias y documentos admitidos continuarán en poder de las 

partes, hasta su efectiva presentación en la recepción de pruebas 
en la audiencia de debate. 

ARTÍCULO 197º.- SUBSISTENCIA DE LAS 

MEDIDAS DE COERCIÓN. Las prórrogas, revocaciones o 

sustituciones, cuando subsistan las medidas cautelares en la fase 

de actos preliminares al debate, en la etapa del juicio oral, 

deberán ser dirimidas mediante audiencia que fijará la Oficina 

Judicial por ante la jueza o juez de control que actuó en las 

etapas anteriores al juicio. 
 

LIBRO IV 

JUICIO ORAL Y PÚBLICO 
 

TÍTULO I 

JUICIO CON JUECES PROFESIONALES 
 

CAPÍTULO I 

NORMAS GENERALES 
 

ARTÍCULO 198º.- PREPARACIÓN DEL JUICIO. 
Dentro de los tres (3) días de haberse ordenado la apertura a 

juicio, la Oficina Judicial hará el sorteo de la integración de la 

jueza, juez o tribunal de juicio y lo hará conocer a las partes. Las 

partes podrán estar presentes en el sorteo, de haberlo solicitado 

previamente, y se fijará día, hora y lugar donde se realizará la 

audiencia de juicio, que no se realizará antes de cinco (5) días ni 

después de sesenta (60) días. 
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Las partes procederán a la citación de los testigos y 

peritos; bajo sanción de tenerlos por desistidos. Además, deberán 

concurrirán con los objetos y documentos admitidos para el 

juicio y organizarán el orden de presentación de su prueba. De 

ser necesario para la organización del debate, la Oficina Judicial 

dispondrá convocar a las partes a una audiencia. 

Las partes podrán pedir el auxilio judicial a fin de lograr 

el comparendo de los testigos que no se hayan presentado. 

ARTÍCULO 199º.- DIRECCIÓN DE LA 

AUDIENCIA. La jueza o juez que presida dirigirá la audiencia, 

hará las advertencias legales, recibirá los juramentos y las 

declaraciones, moderará la discusión y los interrogatorios. 

También ejercerá el poder de disciplina. El tribunal en pleno 

resolverá cuando una decisión de quien presida sea impugnada. 

ARTÍCULO 200º.- INMEDIACIÓN. El juicio se 

realizará con la presencia ininterrumpida de las juezas o jueces y 

de todas las partes. 

La persona imputada no podrá alejarse de la audiencia 

sin permiso del tribunal y será representada por la defensora o el 
defensor si se reúsa a permanecer y será custodiado en una sala 

próxima o contigua. La persona imputada asistirá a la audiencia 

libre en su persona, pero el tribunal dispondrá la vigilancia y 

cautelas necesarias para impedir su fuga o violencias. Si se 

rehúsa a asistir o asistiendo altera el orden u observa una 

conducta inconveniente será debidamente custodiado en una sala 

próxima y se procederá como si estuviere presente; para todos 

los efectos será representado por el defensor o defensora. 

Cuando la o el profesional a cargo de la defensa se 

ausente de la audiencia se considerará abandonada la defensa y 

corresponderá su reemplazo. 
Si la o el fiscal no comparece o se aleja de la audiencia 

se intimará a su superior jerárquico para que provea a su 

reemplazo. Si en el término fijado en la intimación éste no se 

produce, se tendrá por abandonada la acusación. 

Cuando el querellante no concurra a la audiencia o se 

aleje de ella se tendrá por abandonada, sin perjuicio de que 

pueda ser obligado a comparecer como testigo. 

ARTÍCULO 201º.- CONTINUIDAD Y 

SUSPENSIÓN. La audiencia del juicio oral se desarrollará en 

forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas hasta 

su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones 

sucesivas, aquellas que tuvieren lugar en el día siguiente o 
subsiguiente de funcionamiento ordinario del tribunal. 

El tribunal podrá suspender la audiencia solamente por 

razones de absoluta necesidad y por el tiempo mínimo necesario 

de acuerdo con el motivo de la suspensión. Al reanudarla 

efectuará un breve resumen de los actos realizados hasta ese 

momento. 

La suspensión de la audiencia o la interrupción del 

juicio oral por un período que excediere de diez (10) días 

impedirá su continuación. En tal caso, el tribunal deberá decretar 

la nulidad de lo obrado en él y ordenar la realización de un nuevo 

juicio. 
Cuando fuere necesario suspender la audiencia, el 

tribunal comunicará verbalmente la fecha y hora de su 

continuación, lo que se tendrá como suficiente citación. 

Para evitar suspensiones, el tribunal, en los juicios que 

se celebren en más de diez (10) jornadas, podrá requerir la 

presencia desde el inicio de una jueza o juez, una o un fiscal o un 

defensor o una defensora suplente. 

ARTÍCULO 202º.- REALIZACIÓN DEL DEBATE 

EN DOS FASES. El juicio será dividido en dos partes. En la 

primera se tratará todo lo relativo a la existencia del hecho, su 

calificación y la responsabilidad penal de la persona acusada; y 

en la segunda, lo relativo a la individualización de la pena. 

Al finalizar la primera parte del juicio, el tribunal 

absolverá o declarará culpable a la persona acusada. 

Seguidamente, se procederá al ofrecimiento de pruebas a fin de 

fijar la pena. La admisibilidad se hará en forma inmediata y la 

audiencia se deberá realizar dentro de los cinco (5) días. 

ARTÍCULO 203º.- JUICIO SOBRE LA PENA. El 

juicio sobre la pena comenzará con la recepción de la prueba 

según las normas comunes. 
Al finalizar el debate y la deliberación, el tribunal 

dictará la sentencia fijando la pena, la modalidad de 

cumplimiento, las condiciones de ejecución. El plazo para 

recurrir la sentencia comenzará a partir de este último momento. 

ARTÍCULO 204º.- APLICACIÓN SUPLETORIA. 
Las normas previstas en este Libro se aplicarán en los 

procedimientos especiales, en cuanto sean compatibles y a falta 

de reglas particulares. 

 

CAPÍTULO II 

DESARROLLO DEL JUICIO 

 

SECCIÓN PRIMERA 

APERTURA 

 

ARTÍCULO 205º.- INICIO DE LA AUDIENCIA. 
Constituido el tribunal en el día y hora indicado, se declarará 

abierto el juicio, advirtiendo al imputado sobre la importancia y 

el significado de lo que va a suceder. 

Inmediatamente se cederá la palabra a la fiscalía, al 

querellante y a la defensa, en ese orden, para que presenten sus 

exposiciones iniciales. 
En el curso de la audiencia, el imputado podrá hacer las 

declaraciones que considere oportunas. Las partes podrán 

formularle preguntas o requerirle aclaraciones. 

ARTÍCULO 206º.- AMPLIACIÓN DE LA 

ACUSACIÓN. Cuando durante el debate, por una revelación o 

retractación, se tuviera conocimiento de una circunstancia del 

hecho de la acusación no contenida en ella, que resulte relevante 

para la calificación legal, la fiscalía o el querellante podrán 

ampliar la acusación. 

En tal caso, la fiscalía o la querella harán conocer a la 

persona imputada las nuevas circunstancias que se le atribuyen y 

la jueza o juez informará a todas las partes que tendrán derecho a 
pedir la suspensión del juicio para ofrecer nuevas pruebas o 

preparar la defensa. 

La corrección de simples errores materiales se podrá 

realizar durante la audiencia sin que sea considerada una 

ampliación. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

PRODUCCIÓN DE PRUEBA 

 

ARTÍCULO 207º.- REGLAS. Después de las 

presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida. En primer 
lugar, se recibirá la prueba de la fiscalía, luego la de la querella 

y, por último, la de la defensa. 

La prueba que hubiese de servir de base a la sentencia 

deberá producirse en la audiencia de juicio, salvo excepciones 

expresamente previstas. Sólo podrán ser incorporadas al juicio 

por su lectura o exhibición las pruebas recibidas conforme a las 

reglas del anticipo jurisdiccional de prueba, sin perjuicio de que 

las partes o el tribunal exijan la reproducción cuando sea posible. 

Toda otra prueba que se pretenda introducir al juicio por su 

lectura no tendrá ningún valor, salvo acuerdo de partes o que, en 

la audiencia preparatoria de juicio, la jueza o juez la haya 

admitido de ese modo por tratarse de prueba suficientemente 
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estandarizada. Ello, sin perjuicio de la presentación de documentos o 
declaraciones previas al juicio a la persona testigo, perito o a la 

persona imputada para facilitar su memoria, cuando incurra en 
contradicciones o dar explicaciones sobre lo que allí consta, previa 

acreditación del supuesto por el litigante y autorización de la jueza o 

juez. En todo caso, se valorarán los dichos vertidos en la audiencia. 
Si en el curso del juicio se tuviere conocimiento de nuevos 

medios de prueba manifiestamente útiles o se hicieren 
indispensables otros ya conocidos para desacreditar determinada 

información -prueba sobre prueba-, las partes podrán solicitar la 
recepción de ellos. 

ARTÍCULO 208º.- PERITOS, TESTIGOS E 

INTÉRPRETES. Antes de declarar, la Oficina Judicial se encargará 
de que las personas que asistan como testigos no se comuniquen 

entre sí o con otras personas, ni deberán ver, oír o ser informados de 
lo que ocurre en la sala de audiencia. No obstante, el 

incumplimiento de la incomunicación no impedirá la declaración, 
pero el tribunal apreciará esta circunstancia al valorar la prueba. 

Los peritos podrán consultar sus informes escritos o 
valerse de todos los elementos auxiliares útiles para explicar las 

operaciones periciales realizadas, pero las conclusiones deberán ser 
presentadas oralmente. El informe escrito no será agregado al debate 

como prueba. Los peritos serán interrogados bajo las reglas de los 
testigos. 

ARTÍCULO 209º.- INTERROGATORIOS. Los testigos 

y peritos, luego de prestar juramento, serán interrogados por las 

partes, comenzando por aquella que ofreció la prueba. 

No se podrá autorizar un nuevo interrogatorio después 

del contraexamen, salvo cuando fuere indispensable para 

considerar información novedosa que no hubiera sido consultada 
en el examen directo. 

En el examen directo no se admitirán preguntas 

sugestivas o indicativas, salvo que se autorice el tratamiento para 

el testigo hostil o que se trate de preguntas sugestivas 

introductorias, de transición, o preguntas sugestivas por la 

negación. 
En el contraexamen las partes podrán confrontar al testigo 

o perito con sus propios dichos o con otras versiones, a través de 

preguntas sugestivas de un sólo punto.  
En ningún caso, se admitirán preguntas engañosas, 

repetitivas, ambiguas o destinadas a coaccionar ilegítimamente al 
testigo o perito. 

Las juezas o jueces no podrán formular preguntas. 

ARTÍCULO 210º.- OBJECIONES. Las partes podrán 

objetar las preguntas inadmisibles indicando el motivo. El tribunal 
hará lugar de inmediato al planteo si fuere manifiesto el exceso o 

decidir luego de permitir la réplica de la contraparte. El tribunal 
procurará que no se utilicen las objeciones para alterar la 

continuidad de los interrogatorios. 
ARTÍCULO 211º.- LECTURA DE DECLARACIONES 

PREVIAS. Cuando sea necesario para demostrar o superar 
contradicciones o fuere indispensable para ayudar a la memoria 

de la persona testigo o perito, se podrá leer parte de las 

declaraciones previas prestadas antes del juicio.  

En esos casos, sólo se permitirá que el testigo efectúe la 

lectura de la declaración a viva voz cuando se trate de evidenciar 

una inconsistencia. 

Para el presente, se considerará declaración previa del 

testigo, cualquier manifestación dada con anterioridad al juicio, 

ya sea en un organismo oficial o en cualquier sede. 

ARTÍCULO 212º.- DOCUMENTACIÓN Y 

OBJETOS. Los objetos y evidencias introducidas en el juicio, a 
través de los testigos y peritos, serán exhibidos a aquellos para su 

reconocimiento. 

Sólo podrán incorporarse al juicio aquellos objetos que 

fueran exhibidos. Las grabaciones y elementos de prueba 

audiovisuales serán reproducidas. 

SECCIÓN TERCERA 

REGLAS ESPECIALES SOBRE LOS TESTIMONIOS 

 

ARTÍCULO 213º.- CAPACIDAD DE 

ATESTIGUAR. Toda persona será capaz de atestiguar, sin 
perjuicio de la facultad del tribunal para valorar su testimonio. 

ARTÍCULO 214º.- DEBER DE TESTIFICAR. Salvo 

las excepciones establecidas por la Ley, toda persona tendrá la 

obligación de concurrir al llamamiento judicial y declarar la 

verdad de cuanto conozca y le sea preguntado. Asimismo, no 

podrá ocultar hechos, circunstancias o elementos relacionados 

con la investigación. 

La persona testigo no tendrá la obligación de declarar 

sobre hechos que le puedan significar responsabilidad penal. 

ARTÍCULO 215º.- DEBER Y FACULTAD DE 

ABSTENCIÓN. Deberán abstenerse de declarar quienes según 

la ley deban guardar secreto. 
Podrán abstenerse de declarar el cónyuge o conviviente 

de la persona imputada, ligado por especiales vínculos de 

afectos, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y 

segundo de afinidad. Las personas mencionadas serán 

informadas sobre su facultad de abstenerse antes de iniciar la 

declaración. Ellas podrán ejercerla aun durante su declaración, 

incluso en el momento de responder determinadas preguntas. 

Si la jueza o juez o tribunal estima que el testigo invoca 

erróneamente la facultad de abstenerse ordenará, ha pedido de 

parte, su declaración mediante resolución fundada. 

ARTÍCULO 216º.- COMPULSIÓN. Si la persona 
testigo no se presenta a la primera convocatoria sin motivo 

atendible podrá hacérselo comparecer por medio de la fuerza 

pública. Si después de comparecer se niega a declarar sin 

derecho a hacerlo, se dispondrá su arresto hasta 24 horas, salvo 

que desista de su negativa y de no hacerlo, se dará intervención 

al fiscal. 

 

SECCIÓN CUARTA 

DISCUSIÓN FINAL Y CLAUSURA DEL DEBATE 

 

ARTÍCULO 217º.- ALEGATOS. Terminada la 

recepción de las pruebas, quien preside concederá sucesivamente la 
palabra a la fiscalía, al querellante y a la defensa para que en ese 

orden expresen sus alegatos finales. 
No se podrán leer memoriales sin perjuicio de la lectura 

parcial de notas. 
Si intervinieron más de una o un fiscal, querellante o 

defensora o defensor todos podrán hablar repartiendo sus tareas para 
evitar repeticiones o dilaciones. 

Todas las partes podrán replicar, pero corresponderá a la 
defensa la última palabra. La réplica deberá limitarse a la refutación 

de los argumentos adversos que antes no hubieren sido discutidos. 
Al finalizar sus alegatos, las partes oradoras expresarán sus 

peticiones de un modo concreto. Finalmente, se preguntará a la 
persona imputada si tiene algo más que manifestar y se declarará 

cerrado el debate. 

Durante la recepción de la prueba, la fiscalía podrá 

solicitar la absolución y, en cuyo caso, no se continuará con el 

curso del debate y se dictará sentencia absolutoria inmediata. 

ARTÍCULO 218º.- DELIBERACIÓN y 

SENTENCIA. Las juezas o jueces pasarán de inmediato y sin 

interrupción a deliberar en sesión secreta. 

La deliberación no podrá extenderse más de 24 horas ni 

podrá suspenderse, salvo enfermedad grave de algunas de las 

juezas o jueces. En este caso, la suspensión no podrá durar más 
de tres (3) días, luego de los cuales se deberá realizar el juicio 

nuevamente. Mientras dure la deliberación, las juezas o jueces no 

podrán intervenir en otro juicio. 
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Se deliberará y votará individualmente respecto de todas 

las cuestiones apreciando las pruebas de un modo integral, según 

las reglas de la sana crítica. Las decisiones se adoptarán por 

mayoría. En caso de disidencia, el voto dirimente deberá ser 

fundado. 

ARTÍCULO 219º.- REQUISITOS DE LA 

SENTENCIA. La sentencia contendrá: 

1.- La composición del órgano jurisdiccional, el lugar y 
la fecha en que se ha dictado, el nombre de las juezas o los 

jueces y las partes, los datos personales de la persona imputada y 

la enunciación del hecho que ha sido objeto de acusación. 

2.- El voto de las juezas o jueces sobre cada una de las 

cuestiones planteadas con la explicación de la valoración hecha, 

individualmente, de cada uno de los elementos de prueba o datos 

producidos y la forma en que, conjuntamente, éstos sostienen la 

base fáctica de la decisión. 

3.- La determinación precisa y circunstanciada del 

hecho que se estima acreditado. 

4.- La calificación jurídica. 
5.- La parte dispositiva con mención de las normas 

aplicables. 

6.- La firma de las juezas o jueces. 

ARTÍCULO 220º.- REDACCIÓN y LECTURA. La 

sentencia será redactada y firmada inmediatamente después de la 

deliberación. 

El tribunal se constituirá nuevamente en la sala de 

audiencia, después de convocar verbalmente a las partes y al 

público. El documento será leído en voz alta ante quienes 

comparezcan. 

Cuando por la complejidad del asunto sea necesario 
diferir la redacción de la sentencia se leerá tan sólo su parte 

dispositiva y una de las juezas o jueces relatará al público, 

sintéticamente, todos los fundamentos que motivaron la decisión. 

Asimismo, anunciará día y hora de la audiencia para la 

lectura integral, la que se llevará a cabo en el plazo máximo de 

los cinco (5) días posteriores al pronunciamiento de la parte 

dispositiva. 

La sentencia quedará notificada con la lectura integral. 

ARTÍCULO 221º.- SENTENCIA. La sentencia sólo 

podrá dar por acreditados hechos o circunstancias contenidos en 

la acusación. La sentencia tampoco podrá dar al hecho una 

calificación jurídica distinta a la de la acusación, salvo que sea 
en beneficio de la persona imputada. 

La sentencia condenatoria fijará con precisión las penas 

que correspondan, no pudiendo el tribunal aplicar penas más 

graves que las requeridas por los acusadores. También resolverá 

sobre la entrega o decomiso de los objetos secuestrados y sobre 

la imposición de las costas del juicio. 

La sentencia absolutoria ordenará la libertad de la 

persona imputada, la cesación de todas las medidas cautelares, la 

restitución de los objetos afectados al procedimiento que no 

estén sujetos a comiso y las inscripciones necesarias. 

Será comunicada a la jueza o juez de ejecución cuando 
correspondiere. 

 

TÍTULO II 

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 

CAPÍTULO I 

PROCEDIMIENTO POR DELITOS DE ACCIÓN 

PRIVADA 

 

ARTÍCULO 222º.- FORMA Y CONTENIDO DE 

LA QUERELLA. La querella será presentada por escrito 

personalmente o por mandatario con poder especial, siempre con 

patrocinio de abogado matriculado y deberá expresar bajo pena 

de inadmisibilidad: 

1.- Datos de identidad, domicilio y firma de la persona 

querellante y, en su caso, también de la mandataria o mandatario. 

2.- Datos de identidad y el domicilio de la persona 

querellada o, si se ignora, cualquier descripción que sirva para 

identificarlo. 

3.- Una relación clara, precisa y circunstanciada del 
hecho, con indicación del lugar y el momento en que se ejecutó. 

4.- Calificación legal de los hechos. 

También indicará las pruebas que se ofrezcan, 

señalando en su caso los datos que permitan llevar adelante su 

producción. Si se trata de testigos o peritos, además de los datos 

personales y domicilio se deberán indicar los hechos sobre los 

que deberán ser examinados o requeridos. 

La presentación deberá acompañarse con una copia del 

escrito para cada persona querellada. 

ARTÍCULO 223º.- DESESTIMACIÓN. La querella 

será desestimada por autofundado cuando sea manifiesto que el 
hecho imputado no constituye delito o cuando no se pueda 

proceder o faltare alguno de los requisitos para constituirse como 

parte querellante. El escrito y demás elementos acompañados 

serán devueltos a la parte querellante, quien podrá reiterar su 

petición, corrigiendo sus defectos si fuere posible, con mención 

de la desestimación anterior dispuesta. 

ARTÍCULO 224º.- AUXILIO JUDICIAL PREVIO. 
Cuando no se haya logrado identificar o individualizar a la 

persona acusada o determinar su domicilio o cuando para 

describir clara, precisa y circunstanciadamente el delito sea 

imprescindible llevar a cabo diligencias que el querellante no 
pueda realizar por sí mismo, requerirá el auxilio judicial 

indicando las medidas pertinentes. 

La jueza o juez prestará el auxilio si corresponde. La 

parte querellante presentará su acusación dentro de los cinco (5) 

días de obtenida la información faltante. En caso de no hacerlo 

será condenado en costas y se procederá al archivo de las 

actuaciones. 

ARTÍCULO 225º.- AUDIENCIA DE 

CONCILIACIÓN. Admitida la querella, a pedido de parte, la 

Oficina Judicial convocará a una audiencia de conciliación 

dentro de los diez (10) días. Por acuerdo entre las personas 

acusadora y acusada podrán designar un amigable componedor 
para que realice la audiencia. La jueza o juez podrá designar un 

mediador habilitado. 

ARTÍCULO 226º.- OFRECIMIENTO DE PRUEBA 

Y JUICIO. Si no se logra la conciliación, a pedido de parte, 

convocará a una audiencia preliminar para que la persona 

querellada ofrezca pruebas y para decidir sobre la admisión o 

rechazo de la que ofrezcan ambas partes. 

Con posterioridad, en audiencia, previo oír a las partes, 

la jueza o juez dictará el auto de apertura a juicio y dispondrá 

que la Oficina Judicial sortee la jueza o juez con funciones de 

juicio que intervendrá, en el que se observarán las reglas del 
procedimiento común en cuanto sea posible. Quien ha ofrecido 

prueba tomará a su cargo la presentación en el juicio. En caso 

necesario se podrá requerir auxilio judicial. 
 

CAPÍTULO II 

PROCEDIMIENTOS ABREVIADOS 
 

SECCIÓN PRIMERA 

ACUERDO PLENO 
 

ARTÍCULO 227º.- ADMISIBILIDAD. Durante la 

etapa preparatoria, con Tribunal Unipersonal, se podrá aplicar el 

procedimiento abreviado cuando: 
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1.- La persona imputada admita el hecho que se le 

atribuye y consienta la aplicación de este procedimiento, con 

previa asistencia de su defensor a tales efectos. 

2.- La fiscalía manifieste su conformidad. 

3.- En caso de acción privada, o procesos con 
conversión de acción privada, la parte querellante manifieste su 

conformidad. 

4.- La pena acordada no supere los doce años de 

privación de libertad o se trate de otra especie de pena. 

La existencia de personas coimputadas no impide la 

aplicación de estas reglas a alguno de ellos. 

ARTÍCULO 228º.- PROCEDIMIENTO Y 

RESOLUCIÓN. Las partes solicitarán la aplicación de los 

hechos por parte de la persona acusada del procedimiento 

abreviado. Si se sustancia por requerimiento de la fiscalía, ante la 

confesión de la persona imputada, la fiscalía no podrá retractarse 

sin fundar su pretensión.  
En audiencia fundarán sus pretensiones en base a la 

confesión del imputado y las evidencias recolectadas en la 

investigación penal preparatoria y la jueza o juez, aceptado el 

acuerdo de partes, absolverá o condenará. Si condena, la pena 

que imponga no podrá superar la acordada por las partes ni 

modificar su forma de ejecución y la sentencia no podrá fundarse 

exclusivamente en la aceptación. 

ARTÍCULO 229º.- INADMISIBILIDAD. Cuando la 

jueza o juez estime que el acuerdo no cumple con los requisitos 

legales, la fiscalía deberá continuar el procedimiento según el 

trámite ordinario. 
En este caso, el requerimiento anterior sobre la pena no 

vincula a la fiscalía durante el juicio, ni la admisión de los 

hechos por parte de la persona imputada, podrán ser 

considerados como reconocimiento de culpabilidad. 

ARTÍCULO 230º.- UNIFICACIÓN DE PENAS. El 

acuerdo puede comprender la unificación de pena con una 

condena anterior. En este caso no se tendrá en cuenta el límite 

previsto. El tribunal no podrá disponer ninguna consecuencia 

más gravosa que la acordada por las partes. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

ACUERDO PARCIAL 

 

ARTÍCULO 231º.- ADMISIBILIDAD. Durante la 

etapa preparatoria las partes podrán acordar exclusivamente 

sobre los hechos y solicitar un juicio sobre la culpabilidad y la 

pena. 

Esta petición se hará ante la jueza o juez de garantías y 

contendrá la descripción del hecho acordado y el ofrecimiento de 

prueba para su determinación. La jueza o juez comprobará en 

audiencia el cumplimiento de los requisitos formales, permitirá 

el debate sobre la calificación y aceptará o rechazará el 

ofrecimiento de la prueba relacionada con la pena. 
El tribunal absolverá o declarará culpable a la persona 

imputada y, en su caso, se pronunciará sobre la prueba ofrecida, 

fijando audiencia de determinación de la pena. 

 

SECCIÓN TERCERA 

ACUERDO PARA LA REALIZACIÓN DIRECTA DEL 

JUICIO 

 

ARTÍCULO 232º.- ACUERDO. En la audiencia de 

formulación de cargos, las partes podrán acordar la realización 

directa del juicio. 

La solicitud contendrá la descripción del hecho por el 
que acusa, el ofrecimiento de prueba de las partes o las 

convenciones probatorias y fácticas y la pretensión punitiva 

provisional cuando fuere necesario para fijar la integración del 

tribunal. 

La acusación se fundamentará directamente en el juicio. 

En lo demás se aplicarán las normas comunes. 
 

CAPÍTULO III 

PROCEDIMIENTO PARA ASUNTOS COMPLEJOS 
 

ARTÍCULO 233º.- PROCEDENCIA. Cuando la 

investigación sea compleja a causa de la pluralidad de hechos, 

del elevado número de personas imputadas o víctimas o por 

tratarse de casos de delincuencia organizada, a solicitud de la 

fiscalía o la querella, la jueza o juez podrá autorizar la aplicación 
de las normas especiales previstas en este Título. 

La autorización podrá ser revocada a petición de quien 

considere afectados sus derechos por el procedimiento. 

ARTÍCULO 234º.- PLAZOS. Una vez autorizado este 

procedimiento, producirá los siguientes efectos: 

1.- El plazo ordinario de la prisión preventiva se 

extenderá hasta un máximo de tres (3) años y la duración del 

proceso será de cuatro (4) años improrrogables. 

2.- El plazo acordado para concluir con la averiguación 

preliminar será de ciento veinte (120) días, sin perjuicio de la 

facultad de requerir prórrogas. 

3.- El plazo acordado para concluir la investigación 
preparatoria será de un (1) año y las prórrogas de un (1) año más 

cada una. 

4.- Los plazos establecidos a favor de las partes para 

realizar alguna actuación y aquellos que establecen un 

determinado tiempo para celebrar las audiencias, se duplicarán. 

5.- Cuando la duración del debate sea menor de treinta 

(30) días, el plazo máximo de la deliberación se extenderá a 

cinco (5) días, y el de dictar sentencia a diez (10) días. Cuando la 

duración del debate sea mayor, esos plazos serán de diez (10) y 

veinte (20) días, respectivamente. 

6.- Los plazos de impugnación se duplicarán. 
7.- El plazo autorizado para la reserva parcial de 

actuaciones se extenderá a veinte (20) días. 

8.- El plazo para la intervención, grabación o registro de 

comunicaciones se duplicará. 

ARTÍCULO 235º.- INVESTIGADORES BAJO 

RESERVA. La o el fiscal podrá solicitar a la jueza o juez que se 

autorice la reserva de identidad de una o varias personas 

investigadoras de la fiscalía cuando ello sea manifiestamente útil 

para el desarrollo de la investigación. 

La jueza o juez fijará el plazo de la reserva de identidad 

de las personas que sólo será prorrogado si se renuevan los 
fundamentos de la petición. En ningún caso podrá superar los 

seis (6) meses. 
Concluido el plazo, la fiscalía presentará a la jueza o juez 

un informe del resultado de las investigaciones, revelando la 
identidad de las personas investigadoras, las que podrán ser citadas 

como testigos en el juicio. La fiscalía será responsable directa de la 
actuación de estos investigadores. 

ARTÍCULO 236º.- REGLAS COMUNES. En todo lo 
demás, regirán las reglas del procedimiento común. 

Las juezas o jueces deberán velar para que la aplicación de 
las normas reguladas en este Título no desnaturalice los derechos y 

garantías previstos en la Constitución Nacional, en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, en la Constitución Provincial 

y en este Código. 
 

CAPÍTULO IV 

PROCESOS CONTRA PERSONAS JURÍDICAS 
 

ARTÍCULO 237º.- REGLAS DEL PROCESO. El 

proceso contra las personas jurídicas se regirá por las 
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disposiciones de este Título y las demás reglas del proceso 

común, en la forma que le sean aplicables. 

Las personas jurídicas tendrán los derechos y las 

obligaciones previstos para el imputado en este Código, en todo 

cuanto les sean aplicables. 

El Ministerio Público podrá ejercer la acción penal en 

contra de las personas jurídicas, con excepción de las 

instituciones estatales, independientemente de la acción penal 
que pudiera ejercer contra las personas físicas involucradas en el 

delito cometido. 

ARTÍCULO 238º.- REPRESENTACIÓN Y 

DEFENSA. La persona jurídica será representada por su 

representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al 

tipo de entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier 

caso abogado defensor. El representante deberá informar el 

domicilio de la entidad y constituir domicilio procesal en la 

primera presentación. A partir de entonces, las notificaciones a la 

persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal. 
En cualquier momento del proceso, la persona jurídica 

podrá sustituir a su representante. Si la sustitución tuviere lugar 

una vez iniciada la audiencia de juicio, deberá ser motivada, y no 

podrá interrumpir el proceso por más de tres (3) días. 

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos 

cumplidos por su anterior representante. 

En caso de no designar representante o si habiéndolo 

designado éste no compareciere al proceso, la persona jurídica 

será declarada rebelde. 

Si no designare defensor, se le proveerá el defensor 

público que por turno corresponda. La designación, facultades, 
número e intervención de los defensores que la asistan se regirán 

por las disposiciones de este Código. 

ARTÍCULO 239º.- CONFLICTO DE INTERESES 

Y ABANDONO DE LA REPRESENTACIÓN. Si se detectare 

la existencia de un conflicto de intereses entre la persona jurídica 

y la persona designada como representante, o si en el curso de la 

investigación se produjere el abandono de la función por el 

representante, la o el fiscal o la jueza o juez intimarán a aquella 

para que lo sustituya en el plazo de cinco (5) días. 

Si no lo sustituyere, será declarada rebelde. 

ARTÍCULO 240º.- CITACIÓN Y 

COMUNICACIONES. Cuando la persona jurídica no se 
hubiera presentado al proceso, las comunicaciones se le cursarán 

al domicilio legal, que tendrá carácter de domicilio constituido. 

Sin perjuicio de ello, se le podrán cursar comunicaciones a 

cualquier otro domicilio que se conozca, según lo establecido en 

el Artículo 93º de este Código. 

Cuando no hubiera sido posible citarla o si la persona 

jurídica no se presentara, la o el fiscal la citará mediante edictos 

publicados por tres (3) días en el Boletín Oficial y dos (2) días en 

un diario de circulación nacional. Los edictos identificarán la 

causa en la que se la cita, la fiscalía y el juez que intervienen en 

el caso, el plazo de citación y la advertencia de que, en caso de 
no presentarse, se la declarará rebelde y se continuará el trámite 

hasta la acusación. 

ARTÍCULO 241º.- REBELDÍA. En caso de 

incomparecencia injustificada a la citación o de omitir designar 

representante habiendo sido intimada a hacerlo, la persona 

jurídica será declarada rebelde por la jueza o juez, a 

requerimiento de la fiscalía, en la forma y con los alcances 

establecidos en el Artículo 50º de este Código. 

La jueza o juez que disponga la rebeldía deberá 

informar dicha resolución a la Inspección General de Justicia y a 

la Administración Federal de Ingresos Públicos para que 

suspendan de manera preventiva la personería jurídica y la Clave 

Única de Identificación Tributaria de la rebelde, 

respectivamente. También deberá comunicarla al Registro 

Nacional de Reincidencia, a sus efectos. 

Además, deberá disponer de inmediato todas las 

medidas cautelares necesarias para asegurar la oportuna 

continuación y finalidad del proceso, de conformidad con el 

último párrafo del Artículo 23º del Código Penal. 

ARTÍCULO 242º.- LEGITIMACIÓN PARA 
CELEBRAR ACUERDOS. ACEPTACIÓN. La persona 

jurídica podrá realizar acuerdos de colaboración, conciliación, de 

suspensión del proceso a prueba y de juicio abreviado, pleno o 

parcial, en las condiciones establecidas por este Código y las 

demás leyes, en cuanto les sean aplicables. En todo tipo de 

acuerdo, el representante de la persona jurídica deberá garantizar 

que haya sido aceptado por el órgano directivo de su 

representada. 

 

CAPÍTULO V 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES 

 

ARTÍCULO 243º.- DERECHOS Y GARANTÍAS. 
La niña, niño o adolescente gozará de todos los derechos y 

garantías previstos por la Constitución Nacional, los Tratados 

Internacionales con jerarquía constitucional, la Constitución 

Provincial, este Código y normas especiales. 

ARTÍCULO 244º.- ÁMBITO DE APLICACIÓN. 
Cuando se le atribuya a una persona menor de dieciocho (18) 

años de edad participación en un acto u omisión que, al momento 

de ocurrir, estuviere definido por la Ley Penal como delito, serán 
de aplicación las disposiciones de este Título, sin perjuicio de las 

normas legales pertinentes. 

ARTÍCULO 245º.- FINALIDAD. En el supuesto 

previsto en el Artículo 238º se procurará que la niña, niño o 

adolescente sea tratado de manera acorde a su edad, acreciente su 

sentido de la propia dignidad y valor, fortalezca su respeto por 

los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros, 

promueva su reintegración y asuma una función constructiva en 

la sociedad.  

El logro de estos fines se buscará mediante la 

participación activa de la niña, niño o adolescente en la 

sustanciación del proceso y, en su caso, en la ejecución de las 
medidas que se dispongan a su respecto.  

Se priorizará el fortalecimiento de los vínculos 

familiares y comunitarios. 

ARTÍCULO 246º.- COMPROBACIÓN DE LOS 

HECHOS. En todos los casos se procurará establecer la 

existencia del hecho delictivo atribuido y la participación de la 

niña, niño o adolescente en el mismo. Sin la probable 

concurrencia de ambos extremos no podrá ordenarse ninguna 

medida procesal que afecte sus derechos.  

La imposición de cualquiera de las medidas 

socioeducativas previstas en este Código requerirá la plena 
convicción judicial, motivada en pruebas legítimas, sobre 

aquellos extremos fácticos, siempre que no concurra alguna de 

las hipótesis del Artículo 34º del Código Penal.  

En ningún supuesto se aplicarán medidas de protección 

en el sistema penal. En caso de archivo, sobreseimiento o 

absolución, si se hubiera verificado alguna otra situación que 

requiera la intervención estatal en protección de la niña, niño o 

adolescente, se remitirán los antecedentes a la Autoridad de 

Aplicación local del sistema de protección integral de niñas, 

niños y adolescentes.  

Aun cuando se acredite la probable existencia del hecho 

y la participación de la niña, niño o adolescente, en el supuesto 
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de detectarse paralelamente alguna situación de vulneración de 

derechos, el juez competente, a petición de parte o aún de oficio, 

deberá proceder como lo dispone el párrafo anterior. 

ARTÍCULO 247º.- ARCHIVO. En cualquier 

momento del proceso, la jueza o juez competente podrá, a 
petición del o la fiscal o la defensa, archivar la causa. A tal fin, 

deberá considerar especialmente su edad, la menor gravedad de 

las consecuencias del delito atribuido, la personalidad y contexto 

familiar y social de aquel, la forma y grado de su participación y 

el favorable pronóstico sobre el logro de los objetivos del 

Artículo 239º. 

ARTÍCULO 248º.- MEDIACIÓN. La jueza o juez 

podrá autorizar que, por medio del Ministerio Público Pupilar, 

procure un acercamiento entre la niña, niño o adolescente y 

quien aparezca como víctima del delito que se le atribuye. Si esta 

mediación diera como resultado una composición del conflicto 

entre ambos, podrá también disponerse el archivo de la causa.  
En los supuestos procedentes se dispondrá el 

sobreseimiento. 

ARTÍCULO 249º.- MEDIDAS PROCESALES DE 

DISPOSICIÓN PROVISORIA. Durante el proceso y previa 

verificación de los extremos exigidos por el Artículo 240º, la 

jueza o juez, a pedido del o la fiscal y con resguardo del derecho 

de defensa y el debido proceso, podrá ordenar provisoriamente 

medidas de coerción personal que podrán consistir en:  

1.- La obligación de concurrir periódicamente ante la 

Oficina de Gestión Judicial (OGA) o autoridad que se disponga, 

acompañado por sus padres, tutor o guardador. 
2.- La abstención de frecuentar determinados lugares y 

personas. 

3.- La abstención de ingesta de alcohol u otras 

sustancias tóxicas. 

4.- La disposición provisoria del menor en su domicilio 

bajo supervisión. 

5.- La disposición provisoria del menor durante el fin de 

semana. 

6.- La disposición provisoria del menor durante el 

proceso en un establecimiento para niñas, niños o adolescentes.  

En todos los casos, la jueza o juez fijará la duración 

máxima de las medidas precedentes. En los casos de los Incisos 
4), 5) y 6), la medida no deberá exceder de seis (6) meses, pero 

podrá ser prorrogada a su vencimiento por un término similar. 

ARTÍCULO 250º.- CONTROL DE LAS MEDIDAS 

POR JUEZA O JUEZ. Cada seis (6) meses, sin perjuicio de 

aquellas oportunidades en que la Ley lo dispone expresamente, 

la jueza o juez que ordenó las medidas controlará los 

presupuestos de su cumplimiento y, conforme al caso, ordenará 

su continuación, su sustitución por otra medida o la finalización 

de las mismas.  

El examen se producirá en audiencia oral, a la cual 

serán citados todos los intervinientes, con aquellos que 
concurran, y después de la audiencia el tribunal decidirá 

inmediatamente.  

El tribunal podrá, por un lapso breve, interrumpir la 

audiencia o la decisión, con el fin de practicar una averiguación 

sumaria. 

ARTÍCULO 251º.- REGLAS PARA EL JUICIO. 
Cuando el acusado sea una niña, niño o adolescente menor de 

dieciocho (18) años, el debate tramitará conforme a las 

siguientes reglas generales y especiales:  

1.- El debate será público o a puertas cerradas, 

conforme a la voluntad de la persona acusada menor de edad, 

que procurará la jueza o juez que presida la audiencia preliminar 
y hará constar en la decisión de apertura del debate. La regla rige 

incluso para los casos en los cuales el adolescente sea enjuiciado 

en conjunto con otras personas acusadas mayores de aquella 

edad, siempre que el tribunal no decida la separación de los 

debates. 

2.- Los representantes legales o el guardador de la niña, 

niño o adolescente podrán designarle defensor cuando él no haga 
uso de su derecho a designarlo. 

3.- La sentencia sobre la niña, niño o adolescente se 

limitará, en todos los casos, al veredicto de culpabilidad o 

inocencia, sin fijar la pena aplicable.  

El debate sobre la pena será realizado posteriormente, 

conforme al Artículo 196º, y su imposición estará supeditada a lo 

dispuesto en el Régimen Penal de la Minoridad, Ley Nacional Nº 

22.278 y sus modificatorias. 

4.- La o el fiscal, cuando postule que la persona 

adolescente sea declarada autora responsable de delito, deberá 

también manifestar si considera procedente la imposición de una 

medida socioeducativa, informando en este caso al tribunal sobre 
el plan de cumplimiento que hubiere acordado previamente con 

el organismo administrativo encargado de su ejecución. 

La procedencia de la medida solamente podrá ser 

fundada en alguno de los supuestos previstos en el Régimen 

Penal de la Minoridad, Ley Nacional Nº 22.278 y sus reformas.  

De esta postulación se dará traslado a la defensa técnica 

y a la Defensoría de Menores en el mismo acto. El tribunal 

resolverá fundadamente de inmediato. 

5.- En el debate sobre la pena se escuchará, después de 

los informes finales, a la madre, al padre, al tutor y al guardador 

que estuvieren presentes en la audiencia o en el tribunal y que, 
invitados a tomar la palabra, quisieren hacerlo, sin perjuicio de 

conceder la última palabra al adolescente, según las reglas 

comunes.  

Nunca se impondrá pena si esta decisión no es 

precedida de una acción tendiente a ofrecer una posibilidad 

razonable de que la persona adolescente supere las circunstancias 

que originaron el proceso criminal seguido en su contra. 

ARTÍCULO 252º.- JUICIO ABREVIADO. Podrá 

aplicarse el procedimiento previsto en los Artículos 221º al 226º 

y concordantes, si se hubiera acordado la realización del juicio 

abreviado con aceptación de responsabilidad por la persona 

adolescente y, eventualmente, la imposición de una medida 
socioeducativa.  

Sin perjuicio de lo acordado, el tribunal podrá aplicar lo 

previsto en el Artículo 4º del Régimen Penal de la Minoridad, 

Ley Nacional Nº 22.278 y reformas, según corresponda.  

En el acuerdo de juicio abreviado se podrá prever la 

absolución por considerar innecesaria la aplicación de pena y, si 

se acordare pena, en ningún caso podrá ser el máximo de la 

escala penal, ni pena perpetua, aún para los delitos que la 

tuvieran legalmente prevista. 

ARTÍCULO 253º.- MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS. 
Siempre que concurran las exigencias del Párrafo Tercero del 
Artículo 240º, en la sentencia por la que se declare la autoría 

responsable se podrá ordenar, teniendo en cuenta la capacidad de 

la persona adolescente para cumplirla, el mejor logro de los 

objetivos del Artículo 239º y la naturaleza, circunstancias y 

consecuencias del hecho, la aplicación de las siguientes medidas: 

1.- Amonestación severa para evitar que se repita el mal 

comportamiento, en presencia de sus padres, tutor o guardador y 

el defensor. 

2.- Disculpas presentadas a la víctima o a sus 

representantes. 

3.- Adopción de oficio o profesión. 

4.- Realizar el trabajo que se le ordene, a favor de la 
víctima o de sus representantes, de acuerdo a la edad, desarrollo 

físico y capacidad del adolescente. 
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5.- Realizar el trabajo que se le ordene a través de la 

prestación de servicios a la comunidad de acuerdo a su edad, 

desarrollo físico y capacidad. 

ARTÍCULO 254º.- REDUCCIÓN Y SUSTITUCIÓN. En 

caso de que durante la ejecución de las medidas previstas en este 

Título se advirtiera una razonable consecución de los fines 

previstos en el Artículo 239º, a instancia de parte podrán 

reducirse en su duración, o sustituirse por otras de las previstas 
que sean menos gravosas. 

ARTÍCULO 255º.- RECURSOS. La declaración de 

autoría responsable, la imposición de una medida socioeducativa 

y la imposición de pena serán recurribles conforme a lo que se 

legisla en el Artículo 269º y siguientes. 
 

CAPÍTULO VI 

PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 

ARTÍCULO 256º.- PROCEDENCIA. Cuando la o el 

fiscal o las demás partes estimen que sólo corresponde adoptar 

una medida de seguridad, lo solicitarán a la jueza o juez 

indicando los antecedentes y circunstancias que motiven el 

pedido. 

La presentación de la fiscalía deberá reunir, en lo 

demás, los requisitos de la acusación, debiendo precisar el hecho 

atribuido y mencionar la prueba de cargo. 

La resolución atenderá todos los puntos de la acusación, 
ordenará cuando corresponda la medida de seguridad o 

dispondrá la remisión de antecedentes a la justicia civil. 

Si la jueza o juez considera que es imputable ordenará la 

aplicación del procedimiento ordinario. 
 

CAPÍTULO VII 

HÁBEAS CORPUS 

 

ARTÍCULO 257º.- PROCEDENCIA. La acción de 

hábeas corpus procede contra todo acto u omisión de autoridad 

pública, de un particular o grupo de éstos que directa o 

indirectamente, de modo actual o inminente, en forma ilegal o 

arbitraria, lesione, restrinja, altere o amenace la libertad física de 

las personas.  

Igualmente es procedente en caso de agravamiento 

arbitrario de las condiciones de detención legal o en el de 
desaparición forzada de personas. 

ARTÍCULO 258º.- FACULTAD DE DENUNCIAR. 
La petición de hábeas corpus puede ser interpuesta por el 

afectado o por terceros en su favor, sin necesidad de mandato. 

ARTÍCULO 259º.- COMPETENCIA. Es competente 

para conocer en el procedimiento de hábeas corpus el Juez de 

Control de Garantías que, por razones de competencia territorial 

y de turno, corresponde al lugar de acaecimiento del hecho que 

lo motiva.  

Si el juez se considera incompetente así lo debe declarar 

y, en este caso, remitir de inmediato lo actuado al juez que 
estime competente.  

En caso de conflicto de competencia, el Tribunal 

Superior de Justicia lo debe resolver dentro del término de 24 

horas de recibidos los autos, remitiendo los mismos al juez que 

determine. El juez de hábeas corpus ejerce su potestad 

jurisdiccional por sobre todo otro poder o autoridad pública. 

ARTÍCULO 260º.- RECUSACIÓN Y EXCUSACIÓN. En 

el procedimiento de hábeas corpus no se admite recusación 

alguna. El juez o tribunal que se considere comprendido en 

alguna de las causales de excusación previstas en este Código así 

lo debe declarar, debiendo procederse conforme a lo que 

establece la normativa de aplicación. 

ARTÍCULO 261º.- REQUISITOS DE LA 

DENUNCIA. La denuncia de hábeas corpus no requiere 

formalidad procesal alguna. Sin perjuicio de ello, quien la ejerza 

debe proporcionar en lo posible:  

1.- Nombre y domicilio real del denunciante. 

2.- Nombre, domicilio real y demás datos personales 

conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia. 

3.- Autoridad o particular de quien emana el acto 
denunciado como lesivo. 

4.- Causa o pretexto del acto denunciado como lesivo en 

la medida del conocimiento del denunciante. 

5.- Expresar en qué consiste la ilegitimidad del acto y 

ofrecer la prueba que estime pertinente.  

Si el denunciante ignora alguno de los requisitos 

contenidos en los Incisos 2), 3) y 4), debe proporcionar los datos 

que mejor conduzcan a su averiguación.  

La denuncia puede ser formulada a cualquier hora del 

día, por escrito u oralmente valiéndose de cualquier medio de 

comunicación, en cuyo caso se debe labrar acta por el 
funcionario autorizado; en ambos casos se debe comprobar 

inmediatamente la identidad del denunciante y cuando ello no es 

posible, sin perjuicio de la prosecución del trámite, la jueza o 

juez debe arbitrar los medios necesarios a tal efecto. 

ARTÍCULO 262º.- DESESTIMACIÓN. La jueza o 

juez debe rechazar in límine la denuncia que no se refiere a uno 

de los casos establecidos en este Capítulo, pero en ningún 

supuesto lo puede hacer fundándose en defectos formales que, si 

existe, debe proveer de inmediato las medidas que considere 

conducentes para subsanarlos. 

ARTÍCULO 263º.- AUTO DE HÁBEAS CORPUS. 
Cuando se trate de la privación de la libertad de una persona, 

formulada la denuncia, la jueza o juez debe ordenar 

inmediatamente que la autoridad requerida, en su caso, presente 

ante él al detenido, salvo que circunstancias especiales 

determinen lo contrario, con un informe circunstanciado del 

motivo que funda la medida, la forma y condiciones en que se 

cumple, si ha obrado por orden escrita de autoridad competente, 

supuesto en el cual debe acompañarla, y si el detenido ha sido 

puesto a disposición de otra autoridad, a quién, por qué causa y 

en qué oportunidad se efectuó la transferencia.  

Cuando se trate de amenaza actual de privación de la 

libertad de una persona, de agravamiento arbitrario de las 
condiciones de detención legal o desaparición forzada de 

personas, la jueza o juez debe ordenar que la autoridad requerida 

presente el informe a que se refiere el párrafo anterior, en lo 

pertinente.  

Si se ignora la autoridad que detenta la persona privada 

de su libertad o de la cual emana el acto denunciado como lesivo, 

la jueza o juez debe librar la orden a los superiores jerárquicos de 

la dependencia que la denuncia indique.  

La orden se emitirá por escrito, con expresión de fecha 

y hora, salvo que la jueza o juez considere necesario constituirse 

personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, caso 
en el cual puede emitirla oralmente, pero debe dejar constancia 

en acta.  

Asimismo, la jueza o juez puede disponer de oficio 

todas las diligencias que estime necesarias y ordenar la 

producción de la prueba ofrecida que considere pertinente y útil. 

ARTÍCULO 264º.- ACTUACIÓN DE OFICIO. 
Cuando la jueza o juez competente tome conocimiento por 

denuncia o por vehementes indicios de que alguna persona es 

mantenida en custodia, detención o confinamiento por 

funcionario público o un particular y que es de temerse que sea 

transportada fuera del territorio de su jurisdicción o que se le 

hará sufrir un perjuicio irreparable antes de que pueda ser 
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socorrida por un auto de hábeas corpus, debe expedirlo de oficio, 

ordenando a quien la detente o a cualquier funcionario judicial o 

policial para que la traiga a su presencia a fin de resolver lo que 

corresponda. 

ARTÍCULO 265º.- INTERVENCIÓN DEL 
MINISTERIO PÚBLICO FISCAL. Presentada la denuncia, se 

debe notificar al Ministerio Público Fiscal, por escrito u 

oralmente, dejando en este caso constancia en acta, quien tiene 

en el procedimiento todos los derechos otorgados a los demás 

intervinientes, pero no es necesario citarlo o notificarlo para la 

realización de los actos posteriores.  

El Ministerio Público Fiscal puede presentar las 

instancias que crea convenientes y recurrir la decisión cualquiera 

sea el sentido de ella. 

ARTÍCULO 266º.- CUMPLIMIENTO DE LA 

ORDEN. Todo funcionario o empleado público, sin excepción 

de ninguna clase, está obligado a cumplir las órdenes que 
imparte la jueza o juez del hábeas corpus, en forma inmediata o 

en el plazo que éste determine de acuerdo con las circunstancias 

del caso, el que no puede exceder de 12 horas.  

Si por un impedimento físico la persona detenida no 

puede ser llevada a presencia de la jueza o juez, la autoridad 

requerida debe presentar en el mismo plazo un informe 

complementario sobre la causa que impide el cumplimiento de la 

orden, estimando el término en que podrá ser cumplida. La jueza 

o juez debe decidir expresamente sobre el particular, debiendo 

constituirse donde se encuentra la persona detenida si estima 

necesario realizar alguna diligencia y aun autorizar a un familiar 
o persona de confianza para que lo vea en su presencia.  

Desde el conocimiento de la orden de hábeas corpus la 

persona detenida queda a disposición de la jueza o juez que la 

emitió para la realización del procedimiento.  

La jueza o juez adoptará las medidas pertinentes para 

localizar a la persona en cuyo favor se denuncia y para que 

permanezca en un lugar adecuado, ajeno a la acción del 

denunciado y alejado de su presencia, hasta que se resuelva 

definitivamente la cuestión planteada. 

ARTÍCULO 267º.- PROCEDIMIENTO CON EL 

PARTICULAR DENUNCIADO. Cuando la persona 

denunciada es un particular o grupo de éstos, la jueza o juez 
comunicará por medio de la Oficina de Gestión Judicial al 

Ministerio Público Fiscal, remitiendo las constancias de sus 

actuaciones, para su actuación de competencia. 

ARTÍCULO 268º.- CITACIÓN A LA AUDIENCIA. 
La orden de hábeas corpus implica para la autoridad requerida, 

cuando corresponde, la citación a la audiencia oral, a la que 

puede comparecer representada por un funcionario de la 

repartición debidamente autorizado, con derecho a asistencia 

letrada. Cuando la persona amparada no esté privada de su 

libertad, la jueza o juez la debe citar inmediatamente para la 

audiencia oral, comunicándole que, en su ausencia, puede ser 
representado por el defensor oficial. La persona amparada puede 

nombrar un defensor o ejercer la defensa por sí misma, siempre 

que ello no perjudique su eficacia, caso en el cual se designa un 

defensor oficial. 

ARTÍCULO 269º.- AUDIENCIA ORAL. La jueza o 

juez interviniente puede convocar a una audiencia oral, citando a 

tal fin a los interesados cuya presencia estime necesaria. En su 

caso, tanto el requirente como el requerido deben contar con 

asistencia letrada cuando corresponda. La audiencia comienza 

con la lectura de la denuncia y del informe o acta respectiva. 

Luego la jueza o juez ordena la incorporación de la prueba y da 

oportunidad a los intervinientes para que se pronuncien por sí o 
por intermedio de sus letrados. 

ARTÍCULO 270º.- DECISIÓN. Recibidos los 

informes o terminada la audiencia, la jueza o juez debe dictar 

inmediatamente la resolución, que debe contener:  

1.- Día y hora de su emisión. 

2.- Mención del acto denunciado como lesivo, de sus 
autores y de la persona que lo sufre. 

3.- Motivación de la decisión. 

4.- La parte resolutiva, que debe versar sobre el rechazo 

de la denuncia o su acogimiento, caso en el cual se ordena la 

inmediata libertad de la persona detenida o la cesación del acto 

lesivo. 

5.- Pronunciamiento sobre costas y sanciones que 

pueden corresponder. 

6.- La firma de la jueza o juez.  

Si se tiene conocimiento de la probable comisión de un 

delito de acción pública, la jueza o juez debe ordenar la remisión 

de las copias pertinentes de las actuaciones a la fiscalía que 
resulte competente. 

ARTÍCULO 271º.- LECTURA DE LA DECISIÓN. 
La decisión debe ser leída inmediatamente por la jueza o juez o 

funcionario autorizado ante los intervinientes y éstos quedan 

notificados, aunque alguno de ellos se haya alejado de la sala de 

audiencias. 

ARTÍCULO 272º.- RECURSOS. Contra la decisión se 

puede interponer recurso en el plazo de 24 horas, por escrito u 

oralmente por el ante la misma jueza o juez que la dictó, y se 

concederá por ante el Tribunal de Impugnaciones.  

Puede interponer recurso la persona amparada, su 
defensor, la autoridad requerida, el particular o grupo de éstos, el 

denunciante o sus representantes.  

Cuando ha comparecido la persona amparada, el 

denunciante únicamente puede recurrir por la sanción o costas, 

en caso de que le fueran impuestas. El recurso procede siempre 

con efecto suspensivo, salvo en lo que respecta a la libertad de la 

persona que se hace efectiva inmediatamente.  

Contra la decisión que deniega el recurso procede la 

queja por escrito ante el Tribunal de Impugnaciones que debe 

resolver dentro de las 24 horas previo a requerir las actuaciones. 

ARTÍCULO 273º.- PROCEDIMIENTO DE 

IMPUGNACIÓN. Concedido el recurso, la Oficina de Gestión 
Administrativa deberá fijar una audiencia en el término de 24 

horas ante el Tribunal de Impugnaciones y emplazará a los 

intervinientes para que comparezcan. El Tribunal de 

Impugnaciones se conformará en Sala Unipersonal, conocerá de 

todo cuanto resulte pertinente y decidirá en la misma audiencia. 

ARTÍCULO 274º.- INTERVENCIÓN DEL 

DENUNCIANTE. El denunciante, cuando no ha comparecido la 

persona amparada, puede intervenir en el procedimiento de 

hábeas corpus con asistencia letrada y tiene en él los derechos 

otorgados a los demás intervinientes. 

 

LIBRO V 

CONTROL DE LAS DECISIONES JUDICIALES 

 

TÍTULO I 

NORMAS GENERALES 

 

ARTÍCULO 275º.- PRINCIPIO GENERAL. Las 

decisiones judiciales sólo serán impugnables en los casos, por los 

motivos y en las condiciones establecidas por este Código. 

El derecho de impugnar una decisión corresponderá tan 

sólo a quien le sea expresamente acordado. Las partes sólo 

podrán impugnar las decisiones judiciales que les causen 
agravio. 
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ARTÍCULO 276º.- DECISIONES DURANTE LAS 

AUDIENCIAS. Durante las audiencias, sólo será admisible la 

revocatoria, que será resuelta de inmediato. Su planteamiento 

significará la reserva de impugnar la sentencia, siempre que el 

vicio o defecto señalado no sea saneado y provoque un gravamen 

irreparable a quien lo dedujo. 

ARTÍCULO 277º.- COMPETENCIA. El tribunal a 

quien corresponda el control de una decisión judicial sólo será 
competente en relación a los puntos que motivan los agravios, 

salvo el control de constitucionalidad. 

ARTÍCULO 278º.- EXTENSIÓN. REFORMA EN 

PERJUICIO. Cuando existan personas coimputadas, la 

impugnación interpuesta por una de ellas favorecerá también a 

las demás, a menos que se base en motivos exclusivamente 

personales. 

Cuando la resolución haya sido impugnada sólo por la 

persona imputada, no podrá modificarse en su perjuicio. La 

impugnación deducida por cualquier parte permitirá modificar o 

revocar la resolución a favor de la persona imputada. 
ARTÍCULO 279º.- EFECTO SUSPENSIVO. Las 

decisiones judiciales no serán ejecutadas durante el plazo para 

impugnar y mientras tramite la instancia de control, salvo 

disposición expresa en contrario. Las decisiones que versen 

sobre la aplicación de medidas cautelares serán impugnables sin 

efecto suspensivo. 

ARTÍCULO 280º.- DESISTIMIENTO. Las partes 

podrán desistir de la impugnación, sin perjudicar el derecho de 

las restantes. 

El defensor no podrá desistir de su impugnación, salvo 

que se acredite de manera fehaciente la conformidad de la 
persona imputada. 

 

TÍTULO II 

DECISIONES IMPUGNABLES Y LEGITIMACIÓN 

 

ARTÍCULO 281º.- Sólo podrán impugnarse las 

sentencias definitivas, el sobreseimiento, las excepciones, la 

aplicación de medidas cautelares y de coerción, la denegatoria o 

revocatoria de la suspensión del proceso a prueba, los 

procedimientos abreviados, el sometimiento del caso bajo el 

sistema de asuntos complejos y las decisiones que se tomen 

durante la ejecución de la pena. 
ARTÍCULO 282º.- SOBRESEIMIENTO. El 

sobreseimiento podrá impugnarse por los siguientes motivos: 

1.- Cuando su motivación se funde en una valoración de 

la prueba arbitraria o absurda. 

2.- Cuando se haya inobservado o aplicado 

erróneamente un precepto legal. 

ARTÍCULO 283º.- SENTENCIA 

CONDENATORIA. La sentencia condenatoria podrá ser 

impugnada, al igual que la que impone una medida de seguridad, 

ya sea por defectos formales o sustanciales, o por errónea 

valoración de la prueba, por el imputado y su defensor. 

ARTÍCULO 284º.- SENTENCIA ABSOLUTORIA. 
La sentencia absolutoria podrá impugnarse únicamente por la 

fiscalía y por la parte querellante que acusó, exclusivamente por 

los siguientes motivos: 

1.- Arbitrariedad de la sentencia. 

2.- Apreciación manifiestamente absurda de las pruebas 

recibidas en el juicio. 

ARTÍCULO 285º.- LEGITIMACIÓN DE LA 

PERSONA IMPUTADA. Además de la sentencia condenatoria, 

tratada en las disposiciones anteriores, la persona imputada podrá 

impugnar la revocatoria del sobreseimiento, la denegatoria de la 

suspensión del juicio a prueba, las medidas de coerción y demás 

cautelares, la transformación de un proceso en complejo, y las 

disposiciones que se adopten durante la etapa de la ejecución de 

la pena. 

El derecho al recurso corresponde indistintamente a la 

persona imputada y a su defensa técnica. En caso de duda debe 

presumirse que la persona imputada ha ejercido su derecho a 

impugnar. 

ARTÍCULO 286º.- LEGITIMACIÓN DE LA 
QUERELLA. La parte querellante podrá impugnar el 

sobreseimiento, la absolución y la condena cuando la pena 

aplicada fuere inferior a la mitad de la pena pretendida. 

ARTÍCULO 287º.- LEGITIMACIÓN DE LA 

FISCALÍA. El o la fiscal podrá impugnar las decisiones 

judiciales en los siguientes casos: 

1.- En los sobreseimientos y demás resoluciones que 

pongan fin a la acción o a la pena o hagan imposible que 

continúen las actuaciones y la denegación de medidas cautelares, 

cuando no hubiese habido dos pronunciamientos en el mismo 

sentido. 
2.- En la sentencia absolutoria, si hubiere requerido una 

pena superior a los tres (3) años de privación de libertad. 

3.- En la sentencia condenatoria, si la pena aplicada 

fuera inferior a la mitad de la pena pretendida. 

4.- En las decisiones que se tomen durante la ejecución 

de la pena.  

Estos límites no regirán si la persona imputada es 

funcionario público y el hecho se ha cometido en el ejercicio de 

la función o en ocasión de ella. 

 

TÍTULO III 

PROCEDIMIENTO DE LA IMPUGNACIÓN 

 

ARTÍCULO 288º.- INTERPOSICIÓN. La 

impugnación se interpondrá por escrito ante el mismo tribunal 

que dictó la resolución, dentro del plazo de diez (10) días si se 

trata de sentencia y de tres (3) días en los demás casos.  

En la presentación sólo deberán individualizarse los 

motivos y agravios de la impugnación, salvo que el recurso sea 

interpuesto directamente por el imputado. Sin perjuicio de ello, 

podrán incluirse nuevos agravios en la presentación oral. La 

fundamentación del recurso será desarrollada en audiencia. No se 

admitirá la presentación de escritos que pretendan suplir la 
argumentación oral del recurso. 

Se deberá también designar el domicilio electrónico 

para recibir las comunicaciones de la Oficina Judicial 

correspondiente al tribunal de la impugnación. 

ARTÍCULO 289º.- PRUEBA. Si el impugnante 

requiere la producción de prueba, la ofrecerá o individualizará 

junto con el escrito de interposición, señalando en forma 

concreta la circunstancia o motivo que se pretende probar. No se 

admitirá ninguna prueba que no se vincule con los motivos 

invocados. 

ARTÍCULO 290º.- COMUNICACIÓN Y 
REMISIÓN. Formulada la impugnación, la Oficina Judicial 

comunicará la interposición a las otras partes, poniendo a su 

disposición su contenido y la fecha de la audiencia. 

En los supuestos en que se haya ofrecido prueba, la 

valoración de su procedencia será decidida en la misma 

audiencia del recurso. 

ARTÍCULO 291º.- AUDIENCIA. Recibidas las 

actuaciones, la Oficina Judicial sorteará la jueza o juez que 

intervendrá y fijará fecha para la audiencia oral y pública dentro 

de los cinco (5) días desde la última comunicación. 

La audiencia se celebrará con todas las partes o sus 

abogados, quienes deberán presentar oralmente sus fundamentos 
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y explicar la decisión cuestionada. Las juezas o jueces 

promoverán la contradicción entre ellas a los efectos de escuchar 

las distintas opiniones objeto de impugnación. Las partes podrán 

ampliar la fundamentación o desistir de alguna de las cuestiones. 

En este acto, el imputado podrá introducir motivos nuevos. 
En la audiencia, las juezas o jueces podrán interrogar a 

los recurrentes sobre las cuestiones planteadas y sus 

fundamentos legales, doctrinarios o jurisprudenciales. 

Si la parte impugnante requiere la producción de 

prueba, la ofrecerá junto con el escrito de interposición, 

señalando en forma concreta el hecho que se pretende probar. 

Quien la ofreció tomará a su cargo la presentación y las juezas o 

jueces resolverán únicamente con la prueba admitida y que se 

produzca. 

ARTÍCULO 292º.- RESOLUCIÓN. Cuando la 

revisión de la decisión sea una sentencia condenatoria o 

absolutoria, a excepción de los procedimientos abreviados, 
intervendrán tres (3) juezas o jueces con funciones de revisión 

que dictarán por escrito la resolución dentro de los veinte (20) 

días a contar desde que se produjo la celebración de la audiencia. 

En los demás supuestos, las juezas o jueces actuarán en forma 

unipersonal y deberán resolver oralmente y de inmediato, 

brindando los fundamentos al finalizar la misma. 

Si la anulación es parcial, se indicará el objeto concreto 

del nuevo juicio o resolución. Si por efecto de la resolución debe 

cesar la prisión del imputado, se ordenará directamente la 

libertad. 

Cuando de la correcta aplicación de la ley resulte la 
absolución de la persona sujeta al proceso, la extinción de la 

acción penal o sea evidente que para dictar una nueva sentencia 

no es necesaria la realización de un nuevo juicio, el tribunal 

resolverá directamente sin reenvío. 

En estos casos, si la impugnación fue promovida por la 

o el fiscal o el querellante y fuera adversa para la persona 

imputada, ésta podrá solicitar su revisión ante otros tres (3) 

juezas o jueces. 

ARTÍCULO 293º.- REENVÍO. Si se reenvía a un 

nuevo juicio no podrán intervenir las juezas o jueces que 

conocieron del juicio anulado. 

Si el reenvío procede como consecuencia de un recurso 
de la persona imputada, en el nuevo juicio no podrá aplicarse una 

pena superior a la impuesta en el primero. 

Si en el nuevo juicio se obtiene una segunda absolución, 

esta decisión no será susceptible de impugnación alguna. 

 

TÍTULO IV 

CONTROL EXTRAORDINARIO 

 

ARTÍCULO 294º.- PROCEDENCIA Y MOTIVOS. 
La impugnación extraordinaria procederá contra las sentencias 

dictadas por las juezas o jueces con funciones de impugnación 
ordinaria. 

Procederá en los siguientes casos: 

1.- Cuando se cuestione la validez de una ley, 

ordenanza, decreto o reglamento que estatuyan sobre materia 

regida por la Constitución y la decisión sea contraria a las 

pretensiones del impugnante. 

2.- En los supuestos que correspondiere la interposición 

del recurso extraordinario federal. 

3.- Cuando la sentencia de las juezas o jueces con 

funciones de impugnación ordinaria resulte contradictoria con la 

doctrina sentada en fallos anteriores de los mismos jueces o del 

Tribunal Superior de Justicia sobre la misma cuestión. 
ARTÍCULO 295º.- PROCEDIMIENTO. Para lo 

relativo al procedimiento y la decisión se aplican analógicamente 

las disposiciones relativas a la impugnación ordinaria de las 

sentencias, a excepción del plazo para decidir que podrá 

extenderse hasta el plazo máximo de cuarenta (40) días. 

ARTÍCULO 296º.- COMUNICACIÓN Y 

REMISIÓN. Formulada la impugnación extraordinaria, la 
Oficina Judicial comunicará la interposición a las otras partes, 

poniendo a su disposición su contenido para que en el plazo 

común de diez (10) días formulen su contestación de agravios. 

Vencido ese plazo se remitirá al Tribunal Superior de 

Justicia los escritos presentados por las partes, la sentencia 

cuestionada y aquellos elementos de juicio que las partes 

hubieren solicitado que se adjunten. 

ARTÍCULO 297º.- AUDIENCIA. Dentro de los diez 

(10) días de recibidas las actuaciones, el Tribunal Superior de 

Justicia convocará a una audiencia oral y pública, a la que las 

partes deberán comparecer bajo apercibimiento de tenerse por 

desistido al recurrente. 
En la audiencia, el recurrente expresará los fundamentos 

de su impugnación, pudiendo ampliar los que manifestará en su 

expresión de agravios y los debatirá en forma oral con la 

contraria. 

En la audiencia, los jueces podrán requerir precisiones a 

los recurrentes sobre las cuestiones planteadas y sus 

fundamentos legales, doctrinarios o jurisprudenciales. 

Regirán en lo pertinente las reglas del juicio oral. 

ARTÍCULO 298º- RESOLUCIÓN. Una vez 

finalizada la audiencia, el Tribunal Superior de Justicia pasará a 

resolver, debiendo emitir su veredicto en un plazo máximo de 
cuarenta (40) días, convocando a una audiencia para su lectura. 

Si la anulación es parcial se indicará el objeto concreto 

del nuevo juicio o resolución. Si por efecto de la resolución debe 

cesar la prisión de la persona imputada, el Tribunal Superior de 

Justicia ordenará directamente la libertad. 

Cuando de la correcta aplicación de la ley resulte la 

absolución de la persona imputada, la extinción de la acción 

penal, o sea evidente que para dictar una nueva sentencia no es 

necesaria la realización de un nuevo juicio, el Tribunal Superior 

de Justicia resolverá directamente sin reenvío. 

ARTÍCULO 299º.- REENVÍO. Si se reenvía a un 

nuevo juicio no podrán intervenir las juezas o jueces titulares que 
integraron el tribunal del juicio anulado. 

Si el reenvío procede como consecuencia de un recurso 

de la persona imputada, en el nuevo juicio no podrá aplicarse una 

pena superior a la impuesta en el primero. 

Si en el nuevo juicio se obtiene una segunda absolución, 

esta decisión no será susceptible de impugnación alguna. 

 

TÍTULO V 

REVISIÓN DE LA SENTENCIA CONDENATORIA 

 

ARTÍCULO 300º.- PROCEDENCIA. Procederá la 
revisión de una sentencia firme, en todo tiempo y únicamente a 

favor de la persona condenada, por los motivos siguientes: 

1.- Cuando los hechos tenidos como fundamento de la 

sentencia resulten incompatibles con los establecidos por otra 

sentencia penal. 

2.- Cuando la sentencia impugnada se haya fundado en 

prueba documental o testimonial, cuya falsedad se haya 

declarado en fallo posterior o resulte evidente, aunque no exista 

un pronunciamiento posterior. 

3.- Cuando la sentencia condenatoria haya sido 

pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho u otro delito 

cuya existencia se haya declarado en fallo posterior. 
4.- Cuando después de la sentencia sobrevengan hechos 

nuevos o elementos de prueba que solos o unidos a los ya 
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examinados en el procedimiento hagan evidente que el hecho no 

existió, que la persona imputada no lo cometió o que el hecho 

cometido no es punible o corresponde aplicar una norma más 

favorable. 

5.- Cuando corresponda aplicar una ley más benigna o 

se produzca un cambio en la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, el Tribunal Superior de Justicia o en los 
tribunales de impugnación que favorezca a la persona 

condenada. 

El rechazo de la solicitud de revisión no impedirá un 

nuevo pedido fundado en motivos distintos. 

ARTÍCULO 301º.- LEGITIMACIÓN. Podrán 

solicitar la revisión: 

1.- La persona condenada, su defensora o defensor. 

2.- La o el fiscal a favor de la persona condenada. 

3.- La o el cónyuge, conviviente, ligado por especiales 

vínculos de afectos y ascendientes o descendientes de la persona 

condenada, si esta hubiese fallecido. 
ARTÍCULO 302º.- INTERPOSICIÓN. El pedido de 

revisión se interpondrá por escrito ante la Oficina Judicial, quien 

sorteará a tres (3) juezas o jueces para que lo resuelvan. Deberá 

contener la concreta referencia de los motivos en que se funda, 

las disposiciones legales aplicables y copia de la sentencia de 

condena. 

Junto con el escrito se ofrecerán las pruebas y, en lo 

posible, se agregarán los documentos o se designará el lugar 

donde podrán ser requeridos. 

ARTÍCULO 303º.- PROCEDIMIENTO. Para el 

procedimiento regirán las reglas previstas para las 
impugnaciones, en cuanto sean aplicables. Las juezas o jueces 

podrán disponer todas las indagaciones y diligencias 

preparatorias que consideren útiles y delegar su ejecución en 

alguno de sus integrantes. Podrá suspender la ejecución de la 

sentencia y disponer la libertad provisional de la persona 

condenada. 

ARTÍCULO 304º.- RESOLUCIÓN. Se podrá anular 

la sentencia remitiendo a un nuevo juicio cuando el caso lo 

requiera o pronunciar directamente la sentencia definitiva. 

Cuando la sentencia sea absolutoria o declare la 

extinción de la acción penal se ordenará la libertad de la persona 

imputada, la restitución de la multa pagada y de los objetos 
decomisados, sin perjuicio de la indemnización civil que podrá 

reclamarse en el fuero correspondiente. 

 

TÍTULO VI 

EJECUCIÓN, COSTAS E INDEMNIZACIONES 

 

CAPÍTULO I 

EJECUCIÓN PENAL 

 

ARTÍCULO 305º.- JUEZA O JUEZ CON 

FUNCIONES DE EJECUCIÓN. La jueza o juez con funciones 
de ejecución deberá velar por el cumplimiento de las normas 

constitucionales, los instrumentos internacionales de derechos 

humanos ratificados por la República Argentina, la Ley de 

Ejecución Penal, en el trato otorgado a las personas condenadas 

que se encuentren bajo potestad del Servicio Penitenciario 

Provincial y a las personas sometidas a medidas de seguridad 

personal. 

La jueza o juez con funciones de ejecución resuelve en 

audiencia oral con presencia de las partes sobre: 

1.- Las impugnaciones a las sanciones disciplinarias 

dictadas por la autoridad administrativa del Servicio 

Penitenciario Provincial. 

2.- La concesión o rechazo de los derechos de 

semilibertad, salida transitoria, semidentención, prisión 

discontinua, libertad condicional, salidas transitorias, prisión 

domiciliaria y todo derecho o beneficio contemplado en las leyes 

de ejecución de penas privativas de la libertad; frente al rechazo 

de la libertad condicional, sólo podrá requerirse la misma pasado 

seis (6) meses desde el dictado de la misma. 

3.- La suspensión o revocación por incumplimiento 
reiterado de las reglas de conducta de semilibertad, salidas 

transitorias, libertad condicional, libertad asistida, prisión 

domiciliaria. 

ARTÍCULO 306º.- DERECHOS. La persona 

condenada podrá ejercer durante la ejecución de la pena todos los 

derechos y facultades que le otorgan la Constitución Nacional, 

los instrumentos internacionales de derechos humanos, la 

Constitución Provincial, las leyes de ejecución penal y plantear 

ante las juezas o jueces que correspondan las quejas y asuntos 

que estime convenientes. 

La ejecución penal se realizará con observancia a la 
aplicación de normas interamericanas sobre las obligaciones 

diferenciadas de los Estados para decidir respecto de la situación 

de desigualdad real de grupos en situación especial de riesgo en 

el contexto de privación de libertad. En particular, de mujeres o 

personas embarazadas con otras identidades de género con 

capacidad de gestar, en período de posparto y lactantes; personas 

LGBT; personas indígenas; personas mayores; y niños y niñas 

que viven con sus madres en prisión. 

ARTÍCULO 307º.- DEFENSA TÉCNICA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. La defensa técnica de la 

persona condenada podrá ser ejercida por la defensora o el 

defensor que actuó hasta la sentencia definitiva, siempre que 

aquel ratificare la aceptación del cargo ante la jueza o juez 

con funciones de ejecución o por otra defensora o defensor de 

confianza que proponga la persona condenada. En el caso de 

que la persona condenada no tenga abogada o abogado de 

confianza se designará una defensora o defensor público. 

La persona condenada y su defensa técnica podrán 

tomar vista de todos los informes que realice el Servicio 

Penitenciario que tengan vinculación o puedan influir en la 

forma de cumplimiento de la pena. 

ARTÍCULO 308º.- DERECHOS DE LA 

VÍCTIMA. La víctima tendrá derecho a ser informada y a 

expresar su opinión y todo cuanto estime conveniente, ante la 

jueza o juez de ejecución, también en la vía recursiva ante la 

jueza o juez de revisión o impugnación, cuando se sustancie 

cualquier planteo en el que se pueda decidir la incorporación 

de la persona condenada a: 
a) Salidas transitorias. 
b) Régimen de semilibertad. 

c) Libertad condicional. 

d) Prisión domiciliaria. 

e) Prisión discontinua o semidetención. 

f) Libertad asistida. 

g) Régimen preparatorio para su liberación. 

La Oficina Judicial, inmediatamente posterior al 

momento del dictado de la sentencia condenatoria, deberá 

consultar a la víctima si desea ser informada acerca de los 

planteos referidos en el párrafo que antecede. En ese caso, la 

víctima deberá fijar un domicilio, podrá designar a una o un 
representante legal, proponer peritos y establecer el modo en que 

recibirá las comunicaciones. 

Incurrirá en falta grave la jueza o juez y responsable de 

la Oficina Judicial que incumpliere las obligaciones establecidas 

en este artículo. 
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ARTÍCULO 309º.- SENTENCIA ABSOLUTORIA. 
La sentencia absolutoria será ejecutada por las juezas o jueces de 

juicio inmediatamente, aunque sea recurrida. Cuando adquiera 

firmeza, las juezas o jueces con funciones de juzgamiento 

ordenarán, por medio de la Oficina Judicial, las inscripciones y 
comunicaciones correspondientes. 

ARTÍCULO 310º.- REMISIÓN DE LA 

SENTENCIA CONDENATORIA. Sólo podrán ser ejecutadas 

las sentencias firmes. En tal caso, el órgano jurisdiccional 

remitirá a la Oficina Judicial la parte dispositiva de la sentencia 

condenatoria para que forme la carpeta de ejecución penal y 

pondrá en conocimiento a la jueza o juez y a las partes que 

intervengan cuando ello se produzca. 

ARTÍCULO 311º.- CÓMPUTO Y REMISIÓN. La 

jueza o juez o quien preside el Tribunal de Juicio deben hacer 

practicar por intermedio de la Oficina Judicial el cómputo de la 

pena, de acuerdo a lo previsto en el Código Penal, fijando en su 
caso la fecha de vencimiento o su monto.  

Dicho cómputo debe ser notificado al Ministerio 

Público Fiscal, a la persona condenada y a su defensora o 

defensor, quienes pueden observarlo dentro de los tres (3) días. 

Si se deduce oposición, el Tribunal de Juicio, previa 

sustanciación, debe resolverla en el plazo de tres (3) días. Si no 

media oposición o resuelta la que sea deducida, el cómputo se 

aprueba y la sentencia debe ser comunicada inmediatamente al 

Juzgado de Ejecución, a quien se remite copia de la misma para 

que forme la carpeta de ejecución penal dando inmediato 

conocimiento a las partes.  
El Juzgado de Ejecución, en el ejercicio de su 

competencia, tiene las atribuciones contenidas en este Código.  

En lo sucesivo cuando el cómputo debe ser modificado, 

se debe seguir el mismo trámite por ante la jueza o juez de 

ejecución. El cómputo es siempre revisable aun de oficio, cuando 

se compruebe un error formal, material o nuevas circunstancias 

lo tornen necesario. 

Recibido el cómputo por el Juzgado de Ejecución 

deberá informar a la persona condenada del monto, vencimiento 

de la pena y las fechas en las que puede acceder a los beneficios 

que por derecho le corresponden en el régimen de progresividad 

de la ejecución penal. 
ARTÍCULO 312º.- CÓMPUTO DEFINITIVO. Si se 

modificare la sanción impuesta en la sentencia dictada por el 

tribunal de juicio, la jueza o juez con funciones de ejecución en 

audiencia con las partes practicará el cómputo de pena fijando la 

fecha en que finalizará la condena, y todo aquel instituto que 

implique un egreso transitorio o definitivo, de conformidad con 

la Ley de Ejecución Penal. La decisión es revisable por otra 

jueza o juez. 

El cómputo será comunicado a las partes quienes podrán 

observarlo dentro de los tres (3) días. Sin perjuicio de ello, el 

cómputo será siempre revisable, aun de oficio, si se comprueba 
un error formal, material o cuando nuevas circunstancias lo 

hagan necesario. 

Aprobado el cómputo, la Oficina Judicial dispondrá de 

inmediato las comunicaciones e inscripciones que correspondan 

para comenzar la ejecución de la pena. 

ARTÍCULO 313º.- UNIFICACIÓN DE PENAS O 

CONDENAS. Si durante la ejecución de la pena las partes 

advierten que procede la unificación de penas o condenas se 

aplicarán las normas pertinentes establecidas en el Código Penal. 

La jueza o juez de ejecución debe resolver previa audiencia de 

las partes. 

ARTÍCULO 314º.- TRÁMITES DE EJECUCIÓN. 
El Ministerio Público Fiscal, la persona condenada y su 

defensora o defensor podrán realizar los planteos que consideren 

necesarios ante la jueza o juez de ejecución, por intermedio de la 

Oficina Judicial, relativos a la ejecución, sustitución, 

modificación o extinción de la pena. Estos deberán ser resueltos 

en audiencia oral, previa intervención de las partes. 

Si para la audiencia fuera necesario producir prueba, la 
parte que la propone se ocupará de presentarla, previa orden de la 

Jueza o Juez o de la Oficina Judicial cuando ello fuere menester 

para cumplimentarla. 

El Servicio Penitenciario deberá remitir a la Oficina 

Judicial todos los informes legalmente previstos para resolver los 

pedidos de egresos transitorios o definitivos un mes antes de la 

fecha prevista en el cómputo de la pena. En los demás casos, si 

para la sustanciación de las audiencias se requieren informes del 

Servicio Penitenciario, deberán expedirse en el plazo máximo de 

cinco (5) días de haber sido solicitados. La solicitud de los 

pedidos de informes se practicará a través de la Oficina Judicial. 

En la resolución se fijarán las condiciones e 
instrucciones que sean necesarias conforme al instituto solicitado 

y se ordenará la autoridad competente para vigilarla. 

Se aplicarán estas normas a los demás institutos 

previstos en la Ley de Ejecución Penitenciaria en cuanto sean 

compatibles y a falta de reglas particulares. 

ARTÍCULO 315º.- REVOCACIÓN. Cuando se 

verifique el incumplimiento injustificado de las reglas fijadas o 

de las condiciones establecidas en el Código Penal o en la Ley de 

Ejecución Penal se podrá revocar el instituto concedido; previa 

audiencia de partes. 

ARTÍCULO 316º.- CONTROL JUDICIAL DE 
REGLAS DE CONDUCTA. El control de las reglas de 

conducta y obligaciones impuestas en las sentencias se hará a 

través de la Oficina Judicial, quien pondrá la información a 

disposición de las partes para que puedan hacer peticiones. 

De igual modo se procederá en relación a las reglas de 

conducta y obligaciones impuestas con la Suspensión del 

Proceso a Prueba. 

ARTÍCULO 317º.- CUMPLIMIENTO EN UN 

ESTABLECIMIENTO DE SALUD. Si durante la ejecución de 

la pena privativa de libertad la persona condenada sufriera 

alguna enfermedad, la jueza o juez con funciones de ejecución, 

previo dictamen pericial, dispondrá su internación en un 
establecimiento adecuado, si no fuere posible atenderlo en aquel 

donde estuviere alojado o ello importare grave peligro para su 

salud. 

El tiempo de internación se computará a los fines de la 

pena, siempre que la persona condenada se hallare privada de su 

libertad y que la enfermedad no hubiere sido simulada o 

procurada para sustraerse a la ejecución de la pena en un 

establecimiento penitenciario. La internación no podrá afectar el 

avance en el sistema progresivo de la ejecución. 

ARTÍCULO 318º.- PRISIÓN DOMICILIARIA. La 

jueza o juez con funciones de ejecución o jueza o juez 

competente podrá disponer el cumplimiento de la pena 

impuesta en detención domiciliaria: 

a) A la persona interna enferma, cuando la privación 

de la libertad en el establecimiento carcelario le impida 

recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no 

correspondiere su alojamiento en un establecimiento 

hospitalario. 

b) A la persona interna que padezca una enfermedad 

incurable en período terminal. 

c) A la persona interna discapacitada, cuando la 

privación de la libertad en el establecimiento carcelario 

resulte inadecuada por su condición implicándole un trato 

indigno, inhumano o cruel. 
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d) A la persona interna mayor de 70 años. 
e) A las mujeres internas embarazadas o personas 

embarazadas con otras identidades de género con capacidad de 

gestar. 

f) A la interna madre o al padre de un niño menor de 5 

años o de una persona con discapacidad a su cargo. 

ARTÍCULO 319º.- CUMPLIMIENTO EN 
ESTABLECIMIENTO NACIONAL. Si la pena impuesta 

se debe cumplir en un establecimiento de la Nación, la jueza o 

juez de ejecución por intermedio de la Oficina Judicial debe 

cursar comunicación a la Función Ejecutiva, a fin de que 

solicite al Gobierno de la Nación la adopción de las medidas 

pertinentes. 

ARTÍCULO 320º.- EJECUCIÓN DE PENA DE 
INHABILITACIÓN. Cuando la sentencia de condena 

imponga pena de inhabilitación, la jueza o juez con funciones 

de ejecución practicará el cómputo y, por intermedio de la 

Oficina Judicial, ordenará las inscripciones, anotaciones y 

demás medidas que correspondan. 
Los planteos que se susciten relativos a su cumplimiento 

y el trámite de la rehabilitación se regirán por lo dispuesto en el 

Título III del presente Libro. 
ARTÍCULO 321º.- INHABILITACIÓN ACCESORIA. 

Cuando la pena privativa de la libertad importe la accesoria que 

establece el Artículo 12º del Código Penal, la Oficina Judicial 

debe ordenar las inscripciones y anotaciones que correspondan. 
ARTÍCULO 322º.- INHABILITACIÓN ABSOLUTA. 

La parte resolutiva de la sentencia que condene a inhabilitación 
absoluta deberá hacerse publicar por la Oficina Judicial en el 

Boletín Oficial, quien además debe cursar las comunicaciones a 

la Junta Electoral y a las reparticiones o poderes que 

correspondan, según el caso. 

ARTÍCULO 323º.- INHABILITACIÓN ESPECIAL. 
Cuando la sentencia imponga inhabilitación especial, la Oficina 

Judicial deberá hacer las comunicaciones pertinentes. 

ARTÍCULO 324º.- EJECUCIÓN DE PENA DE 

MULTA. La multa debe ser abonada mediante depósito judicial 

dentro de los diez (10) días desde que la sentencia quede firme o 

en el plazo que se indique en la sentencia.  
Vencido este término, la jueza o juez de ejecución, a 

iniciativa de la o el Fiscal, procederá con arreglo a los Artículos 

21º y 22º del Código Penal.  

Si es necesario, la jueza o juez procederá al embargo y a 

la venta pública de los bienes embargados, procederá por vía de 

ejecución de sentencia, conforme al trámite previsto por el 

Código Procesal Civil de la Provincia. El importe de la multa 

debe ser transferido a la cuenta especial denominada Fondo de 

Justicia, creado por el Artículo 21º de la Ley Nº 9.241, en el 

ámbito de la Función Judicial y del Tribunal Superior de Justicia. 

Determinada la imposibilidad de satisfacer la pena de 
multa, la jueza o juez de ejecución debe reenviar los 

antecedentes a la jueza, juez o tribunal de juicio para que cite a la 

persona condenada para que indique si pretende sustituirla por 

trabajo comunitario, solicitar plazo para pagarla o pagar en 

cuotas. 

ARTÍCULO 325º.- REVISIÓN. Las decisiones de la 

juezas o juez de ejecución que conceda o deniegue las salidas 

anticipadas, semilibertad, salidas transitorias, libertad asistida, 

libertad condicional, el cómputo de pena practicado y la 

unificación de penas podrán ser revisadas en audiencia por ante 

el Tribunal de Impugnaciones. La solicitud deberá realizarse 

inmediatamente y la audiencia cumplida en el término de cinco 
(5) días. El Tribunal resolverá inmediatamente. 

 

CAPÍTULO II 

OTRAS DECISIONES 

 

SECCIÓN PRIMERA 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 

ARTÍCULO 326º.- REMISIÓN Y REGLAS 

ESPECIALES. Las reglas establecidas en el Capítulo anterior 

regirán para las medidas de seguridad en lo que sean aplicables.  

No obstante, se observarán las siguientes disposiciones: 

1.- En caso de incapacidad intervendrá la o el 

representante legal, quien tendrá la obligación de vigilar la 
ejecución de la medida. 

2.- La jueza o juez determinará el establecimiento 

adecuado para la ejecución y podrá modificar su decisión, 

incluso a petición del o la representante legal o de la dirección 

del establecimiento. 

3.- La jueza o juez examinará periódicamente la 

situación de quien sufre una medida, fijando un plazo no mayor 

de seis (6) meses entre cada examen; la decisión versará sobre la 

cesación o continuación de aquella. 

4.- La denegación de la externación será revisable en la 

forma prevista para la libertad condicional. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

COSTAS 
 

ARTÍCULO 327º.- IMPOSICIÓN. Toda decisión que 

ponga término al procedimiento o a un incidente se pronunciará 
sobre el pago de las costas procesales. 

Éstas serán impuestas a la parte vencida, salvo que el 

tribunal considere razonable las razones invocadas por la vencida 

para eximirla total o parcialmente. 

ARTÍCULO 328º.- CONTENIDO. Las costas 

comprenderán: 

1.- Las tasas judiciales. 

2.- Los gastos originados por la tramitación del 

procedimiento. 

3.- El pago de los honorarios. 

ARTÍCULO 329º.- CONDENA. Las costas serán 
impuestas a la persona acusada cuando sea condenada o cuando 

se le imponga una medida de seguridad. El precepto no regirá 

para la ejecución penal ni para las medidas cautelares. 

Si en una sola sentencia se pronuncian absoluciones y 

condenas, el tribunal establecerá el porcentaje que corresponde a 

cada uno de los responsables. 

Las personas condenadas por un mismo hecho 

responderán solidariamente por las costas. 

ARTÍCULO 330º.- ACCIÓN PRIVADA. En el 

procedimiento por delito de acción privada, el tribunal decidirá 

sobre las costas de conformidad a lo previsto en este Título, 
salvo acuerdo de las partes. 

ARTÍCULO 331º.- LIQUIDACIÓN Y 

EJECUCIÓN. la directora, director, jefa o jefe de la oficina 

judicial practicará la liquidación de los gastos y tasas judiciales. 

Se podrá solicitar la revisión de la liquidación dentro del plazo 

de cinco (5) días ante la jueza o juez que se sortee a tal efecto. 

ARTÍCULO 332º.- REMUNERACIÓN. Los 

honorarios y demás gastos derivados de la intervención de las o 

los peritos corresponderán a la parte que los presentare. 

Excepcionalmente, la jueza o juez podrá relevar a la 

parte, total o parcialmente, del pago de la remuneración del o la 

perito, cuando se demostrase que ella no cuenta con los medios 
suficientes para solventarlo o cuando tratándose de la persona 
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imputada la no realización de la diligencia pudiere producir un 

notorio desequilibrio de sus posibilidades de defensa. 
En este último caso, la jueza o juez regulará 

prudencialmente la remuneración del o la perito, tomando en cuenta 

los honorarios de referencia del respectivo colegio profesional o, en 
su defecto, los usuales en la plaza. El Estado asumirá el adelanto de 

los gastos, sin perjuicio de los que se dispone en las reglas generales 
sobre distribución de costas.  

Las o los peritos nombrados de oficio tendrán derecho a 
cobrar honorarios, exceptuados los que tengan sueldo o 

remuneración salarial de la Función Pública Nacional Provincial o 
Municipal, por cargos desempeñados en virtud de conocimientos 

especiales en la ciencia, arte o técnica que la pericia requiera. La o el 
perito nombrado a petición de parte puede cobrar directamente a 

esta o a la persona condenada en costas. 

ARTÍCULO 333º.- DETERMINACIÓN DE 

HONORARIOS. Se tendrá en cuenta el valor o importancia del 

proceso, las cuestiones de derecho planteadas, la asistencia a 

audiencias y, en general, todos los trabajos efectuados a favor de 

la parte y el resultado obtenido.  

Los honorarios de las demás personas se determinarán 

según las normas de las leyes respectivas. 

ARTÍCULO 334º.- REVISIÓN. Cuando a causa de la 

revisión del procedimiento la persona condenada sea absuelta o 

se le imponga una pena menor será indemnizada en razón del 

tiempo de privación de libertad o inhabilitación sufrida o del 

tiempo sufrido en exceso. 
El precepto regirá, análogamente, para el caso en que la 

revisión tenga por objeto una medida de seguridad. La multa o su 

exceso será devuelta. 

La revisión por aplicación de una ley más benigna, 

indulto o amnistía no habilitará la indemnización aquí regulada. 

ARTÍCULO 335º.- OBLIGACIÓN. El Estado estará 

siempre obligado al pago de la indemnización, sin perjuicio de su 

derecho de repetir contra alguna otra persona obligada. Serán 

solidariamente responsables quienes hayan contribuido 

dolosamente o por culpa grave al error judicial.  

En el caso de las medidas cautelares, la solidaridad 
alcanzará total o parcialmente a la persona denunciante o a la 

persona querellante que haya falseado los hechos o litigado con 

temeridad. 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA I 

 

ARTÍCULO 336º.- Las disposiciones del presente 

Código Procesal Penal y de la Ley Orgánica de la Justicia Penal 

entrarán en vigencia el día 1º de agosto de 2026, conforme al 

cronograma que establezca la Comisión de Implementación, el 

cual deberá ser progresivo y gradual. 

En caso de mediar razones de fuerza mayor que impidan 
total o parcialmente dicha entrada en vigencia, la Comisión 

deberá presentar un informe fundado ante la Función Legislativa, 

solicitando la fijación de una nueva fecha de entrada en vigor.  

La Comisión de Implementación deberá garantizar la 

puesta en funcionamiento efectiva del Código Procesal Penal y 

de la Ley Orgánica de la Justicia Penal en todas las 

circunscripciones judiciales de la Provincia, en un plazo máximo 

de tres (3) años contados desde la fecha de entrada en vigencia 

prevista en el primer párrafo del presente artículo. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS II 

ÓRGANO DE APLICACIÓN 

 
ARTÍCULO 337º.- COMISIÓN DE IMPLEMENTACIÓN. 

Créase una (1) Comisión de Implementación integrada por una o 

un (1) miembro del Tribunal Superior de Justicia; la o el Fiscal 

General o Adjunto; la o el Defensor General o Adjunto; el 

Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, 

representado por la Secretaria de Justicia del Gobierno de la 

Provincia; una o un (1) representante de las Juezas o Jueces con 

Competencia Penal exclusiva de la Provincia y una o un (1) 
representante de la Asociación de Magistrados y Funcionarios. 

La Comisión deberá quedar formalmente constituida en 

el mes de agosto de 2025, a fin de diseñar su plan de trabajo y 

garantizar la adecuada implementación y aplicación del Código 

Procesal Penal de la Provincia. 

Para que la Comisión pueda arribar a acuerdos válidos 

deberán reunirse por lo menos la mitad más uno de sus 

integrantes. Las decisiones y acuerdos se tomarán por mayoría 

de votos de sus miembros presentes. 

La Comisión deberá reunirse obligatoriamente por lo 

menos dos veces al mes, sin perjuicio de hacerlo todas las veces 

que sea necesario. 
ARTÍCULO 338º.- FUNCIONES. Serán funciones de 

esta Comisión: 

a) Diseñar un plan de trabajo previo a la 

implementación con cada una de las leyes relacionadas a este 

Código de procedimientos. 

b) Establecer el cronograma de entrada en vigencia, 

total o parcial, dentro de los plazos previstos en esta Ley. 

c) Dictar todas las reglamentaciones y normas prácticas 

necesarias para la puesta en marcha de las nuevas instituciones 

de la reforma judicial y de seguridad. 

d) Coordinar las actividades interinstitucionales 
necesarias para la puesta en marcha de las nuevas instituciones, 

racionalizando los recursos existentes en la función judicial para 

alcanzar los objetivos pautados. 

e) Supervisar la planificación que lleven adelante cada 

una de las instituciones, de tal manera que ellas sean compatibles 

con un plan común de implementación. 

f) Informar a la población sobre los avances del proceso 

de implementación y diseñar campañas públicas sobre las nuevas 

instituciones. 

g) Evaluar de forma periódica el desempeño de las 

juezas y jueces integrantes del Colegio de Juezas y Jueces, 

considerando criterios de objetividad, cumplimiento de los 
plazos procesales, volumen, complejidad de causas asignadas y 

cantidad de sentencias dictadas. 

La Comisión de Implementación contará con una 

Secretaría Técnica encargada de supervisar los trabajos de 

implementación y coordinará a los distintos equipos y oficinas de 

planificación.  

La Comisión de implementación llevará a cabo la 

planificación, seguimiento, evaluación y corrección de la 

operatividad del nuevo sistema, por lo que deberá permanecer en 

funciones al menos por un lapso de tres (3) años de la entrada en 

vigencia de la Ley.  
Se encuentra facultado para proponer modificaciones 

legislativas o dictar reglamentaciones para coordinar el trabajo 

de los intervinientes en la administración de justicia. 

También podrá conformar equipos técnicos de trabajo 

para que se encarguen de los asuntos específicos que les 

encomiende. Con tal finalidad, puede gestionar la contratación 

de instituciones especializadas. 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS III 

SISTEMA DE CONCLUSIÓN DE CAUSAS 

 
ARTÍCULO 339º.- DEFINICIÓN. Se denomina 

Sistema de Conclusión de Causas al procedimiento establecido 

por esta Ley para regular la adecuada finalización de todas las 
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causas penales iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia 

del Nuevo Sistema de Justicia Penal. 

ARTÍCULO 340º.- REGLAS. El Sistema de 

Conclusión de Causas se regirá por las reglas de celeridad, 

eficiencia, economía procesal y tenderá a lograr el máximo nivel 

de resolución de conflictos, asegurando el respeto por la vigencia 

de las garantías establecidas en la Constitución Provincial y la 

Constitución Nacional. 

ARTÍCULO 341º.- COMITÉ DE GESTIÓN DE 

CONCLUSIÓN DE CAUSAS. Créase un Comité de Gestión de 

Conclusión de Causas, conformado por el Superior Tribunal de 

Justicia y el Ministerio Público Fiscal. La función única de este 

Comité será promover y concretar los procedimientos necesarios 

para una gestión más eficiente del Sistema de Conclusión de 

Causas sobre las bases de instrumentos procesales establecidos 

por la presente Ley en el Capítulo siguiente y los que por los 

actos pertinentes dispongan el Tribunal Superior de Justicia y el 

Ministerio Público Fiscal. 

ARTÍCULO 342º.- ESTRUCTURA JUDICIAL DE 
CONCLUSIÓN DE CAUSAS. El Tribunal Superior de Justicia 

tendrá facultades expresas para suprimir, transformar o reasignar 

funciones a los organismos judiciales abocados al Sistema de 

Conclusión de Causas, de modo tal que, al finalizar el período de 

transición, estos se encuentren disueltos o afectados 

exclusivamente a competencias que no sea de naturaleza penal o 

transferidos al Nuevo Sistema de Justicia Penal, salvo lo 

dispuesto en el Artículo 333º. 

ARTÍCULO 343º.- NORMAS APLICABLES. Las 

siguientes disposiciones serán aplicables a todas las causas 

penales indicadas en el Artículo 333º: 
a) Aquellas causas que se encuentren en la etapa de 

juicio sin que se haya dictado sentencia, podrán ser concluidas 

mediante el trámite de juicio abreviado. 

b) Podrá aplicarse también el procedimiento de 

suspensión del juicio a prueba. 

c) Tratándose de causas con imputado no 

individualizado, la investigación continuará por el plazo de un 

(1) año, vencido el cual deberán ser archivadas por resolución 

fundada. En cuanto sea posible, se utilizarán los datos 

consignados en las actuaciones como fuente de base de análisis 

criminal. 

d) Tratándose de causas con personas imputadas 
individualizadas que no se encuentren privadas de su libertad 

cautelarmente, previa notificación a la víctima o querellante si lo 

hubiere, si dentro de los seis (6) meses posteriores la o el fiscal o 

la víctima o querellante no instaren el proceso de ningún modo, 

se procederá al archivo de las mismas. 

Luego de ordenado el archivo y durante el período de 

transición, la víctima o el querellante, en su caso, podrán ejercer 

la acción penal a través del instituto de la conversión de la 

acción, previsto en el nuevo Código Procesal Penal. 

e) Si se tratara de causas con personas imputadas 

individualizadas y con pedidos de captura no declaradas 
rebeldes, las mismas deberán ser incluidas en un listado a 

confeccionar por los juzgados intervinientes, previa declaración 

de rebeldía, que deberá distribuirse a los responsables de la 

policía y a la fiscalía y publicar en el sitio web de la Función 

Judicial durante el lapso de un (1) año. 

f) Tratándose de causas con personas imputadas 

declaradas rebeldes, las mismas deberán ser declaradas en un 

listado a confeccionar por los juzgados intervinientes, librándose 

pedido de captura, si correspondiera. Este listado deberá 

distribuirse a los responsables de la policía y la fiscalía y 

publicarse en el sitio web de la Función Judicial durante el lapso 

de un (1) año. 

g) Si se tratara de causas con personas imputadas 

individualizadas sometidas a medidas cautelares privativas de la 

libertad, las mismas seguirán siendo tramitadas según su estado. 

El Ministerio Público Fiscal podrá formular en forma directa el 

requerimiento de apertura de juicio, de conformidad a lo 

normado en el nuevo Código Procesal Penal. 

ARTÍCULO 344º.- FIN DEL PERÍODO DE 

TRANSICIÓN. Todas las causas indicadas en el Artículo 333º 
en las que, al día de finalización del período de transición, no 

haya habido decisión definitiva firme serán archivadas de pleno 

derecho, excepto los casos de querella por delito de acción 

privada, que continuarán según su estado. A partir de ese 

momento también cesarán de pleno derecho todas las medidas 

cautelares personales que se hubieran dispuesto en las causas que 

se archiven. 

Tratándose de delitos de acción pública, hasta sesenta 

(60) días previos a la finalización del período de transición, el 

querellante o la víctima podrán solicitar que la causa en que 

fuera parte continúe según su estado. A tal efecto, serán 
notificadas para hacer valer sus derechos. Si la Fiscalía adhiere a 

su pedido, la causa se continuará con el mismo procedimiento. 

En caso contrario, deberá aplicarse el procedimiento de querella 

prevista para los delitos de acción privada. 

La Fiscalía podrá solicitar por motivos de política 

criminal, sesenta (60) días antes del vencimiento del periodo de 

transición, que no se archive la causa, en cuyo caso deberá 

continuar según su estado. 

En todos los casos en que deban continuar causas luego 

de finalizado el período de transición, las mismas se tramitarán 

según las reglas del nuevo Código Procesal Penal y ante los 
órganos establecidos en las nuevas leyes orgánicas. 

ARTÍCULO 345º.- EXCEPCIONES. Las 

disposiciones contenidas precedentemente no serán aplicables a 

las causas que tramiten por la presunta comisión de los delitos de 

homicidio; lesiones gravísimas; abuso sexual con acceso carnal y 

las contempladas en el Primer y Segundo párrafo con agravantes 

del Párrafo quinto del Artículo 119º del Código Penal; las 

enmarcadas como violencia de género, Ley Nacional Nº 26.485; 

tortura seguida de muerte; enriquecimiento ilícito y aquellas en 

que se encuentren imputadas personas funcionarias públicas por 

la presunta comisión de delitos en el ejercicio de sus funciones y 

todo otro delito o concurso de los mismos cuya pena máxima 
prevista sea de ocho (8) años o más, las que continuarán según su 

estado, incluso ante los órganos previstos en el último párrafo del 

artículo anterior. 

ARTÍCULO 346º.- LISTADO DE CAUSAS. Desde 

el comienzo del período de transición, todos los órganos 

judiciales encargados del Sistema de Conclusión de Causas 

deberán confeccionar trimestralmente una lista en la que consten 

todas las causas que no hayan tenido actuación alguna en los 

últimos noventa (90) días, indicando cuál fue el último 

movimiento. 

En las listas se hará constar el estado procesal de cada 
causa, si tiene o no personas imputadas individualizadas, si se 

han dictado y si se encuentran vigentes medidas cautelares y en 

su caso cuáles; se deberá consignar además si la persona 

imputada se encuentra rebelde o con pedido de captura y desde 

qué fecha.  

Las copias de dichas listas deberán ser remitidas en el 

mismo plazo a cada uno de los miembros del Comité de Gestión 

de Conclusión de causas, quienes realizarán evaluaciones y 

adoptarán las medidas necesarias para cumplir con los fines de 

esta Ley. 

ARTÍCULO 347º.- RECURSOS. A partir del 

comienzo del período de transición, los recursos de apelaciones 
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de todas las causas indicadas con anterioridad se regirán por las 

disposiciones del Nuevo Código Procesal Penal, a excepción de 

aquellas que ya se encuentran radicadas en el órgano judicial 

correspondiente. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS IV 

TRANSICIÓN DE MAGISTRADOS, FUNCIONARIOS Y 

EMPLEADOS DE FUNCIÓN JUDICIAL 
 

ARTÍCULO 348º.- TRANSICIÓN. Todas las juezas y 
jueces que actualmente se desempeñan en el fuero penal, incluidas 

las juezas y jueces de la Cámara de la Segunda Circunscripción 
Judicial con sede en la ciudad de Chilecito que se reconfigurará al 

fuero penal, pasarán a integrar el nuevo sistema de justicia penal, sin 
perjuicio de continuar a cargo de los casos preexistentes, para lo 

cual actuarán de conformidad con el Sistema de Conclusión de 
Causas. 

ARTÍCULO 349º.- PROGRAMA DE 

CAPACITACIÓN PARA EL NUEVO SISTEMA DE 

JUSTICIA PENAL. A los fines de una efectiva implementación 
del nuevo Sistema de Justicia, se creará un programa de capacitación 

cuyo fin será transmitir los valores, principios y reglas del nuevo 
modelo de justicia.  

A tales fines, se conformará un cuerpo de capacitadoras o 

capacitadores que deberán acreditar conocimientos específicos en 
materia de reformas procesales. Todas las personas operadoras del 

sistema de administración de justicia deberán cumplir las 
capacitaciones que al efecto se determinen. 

ARTÍCULO 350º.- CAPACITACIÓN 
OBLIGATORIA. Todas las juezas, jueces, funcionarias, 

funcionarios, empleadas y empleados que presten funciones en el 
nuevo Sistema de Justicia deben realizar los cursos de capacitación 

de carácter obligatorio, dentro de los seis (6) meses de la entrada en 
vigencia del Código Procesal Penal. La inobservancia de esta norma 

será considerada una falta grave de mal desempeño. 
ARTÍCULO 351º.- FORMACIÓN PROFESIONAL. El 

programa de capacitación deberá realizar cursos para las y los 
profesionales que ejerzan libremente la actividad. 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA V 

PLAZO 

 

ARTÍCULO 352º.- PLAZO - EXCEPCIÓN. El plazo de 
finalización del período de transición de la presente Ley podrá ser 

prorrogado por la Función Legislativa, previa solicitud fundada de la 
Comisión de Implementación. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS VI 

FINANCIAMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN 

 

ARTÍCULO 353º.- Las erogaciones que demande la 
instrumentación e implementación del nuevo Sistema de Justicia 

Penal, a efectos del equipamiento adecuado, capacitación y 
monitoreo, serán atendidas por una partida especial asignada por la 

Función Ejecutiva, a través de las Autoridades de Aplicación, a 

cuyos efectos queda facultado a realizar las adecuaciones necesarias 
de las partidas presupuestarias aprobadas en el Presupuesto General 

vigente. 

ARTÍCULO 354º.- APLICACIÓN DE 

MECANISMOS. El Superior Tribunal de Justicia y la o el titular 
del Ministerio Público Fiscal impartirán los actos necesarios para la 

utilización y aplicación de los mecanismos y medios alternativos a 
fin de reducir la carga de trabajo existente en la circunscripción 

judicial a determinar, previo a la implementación progresiva. 

ARTÍCULO 355º.- TRANSFERENCIA DE 

EMPLEADOS. El Superior Tribunal de Justicia se encuentra 

facultado a tomar las medidas necesarias para la transferencia, 

con la correspondiente partida, a los Ministerios Públicos, de 

empleados y funcionarios que se desempeñan en los diferentes 

organismos de la circunscripción a su cargo y que sean 

necesarios, a efectos de implementar la presente ley. 
ARTÍCULO 356º.- TRANSFERENCIA DE CARGOS 

Y CAMBIO DE FUNCIONES. Las y los funcionarios letrados de 

los Juzgados de Instrucción pasarán a ser funcionarios del Ministerio 
Público Fiscal y del Ministerio Público de la Defensa, gradualmente 

y de acuerdo a las circunscripciones que determine la Comisión de 
Implementación. 

El Superior Tribunal de Justicia y las o los titulares de los 
Ministerios Públicos dictarán los actos pertinentes a fin de transferir 

los cargos a los Ministerios Públicos y ordenarán los cambios de 
funciones y las licencias pertinentes al sólo efecto de facilitar la 

capacitación obligatoria integral e intensiva, procurando no resentir 
la normal prestación del servicio de justicia; asimismo, podrá 

disponer del traslado de personas funcionarias o la modificación del 
horario laboral tendiente a esos fines.  

Se arbitrarán los medios a fin de que los órganos de los 
Ministerios Públicos cuenten con lo necesario para el cumplimiento 

de sus funciones, con el objeto de salvaguardar las garantías 
constitucionales vigentes. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS VII 

PLAN DE SANEAMIENTO DE EFECTOS 

 

ARTÍCULO 357º.- SANEAMIENTO DE 

ELEMENTOS SECUESTRADOS. La Comisión de 

Implementación dictará un protocolo a los fines de aplicarlo a 

todos los efectos secuestrados y decomisados pertenecientes a 

aquellas actuaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en 

vigencia del nuevo Sistema de Justicia Penal. 

ARTÍCULO 358º.- Deróganse la Ley Nº 1.574 y sus 

modificatorias; y las Leyes Nº 7.712, 8.093, 8.661 y 8.774, en lo 

que regulen sobre el Proceso Penal, y toda otra norma que se 
oponga a la presente. 

ARTÍCULO 359º.- Comuníquese, publíquese, insértese 

en el Registro Oficial y archívese. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Legislatura de la 

Provincia, en La Rioja, 140º Período Legislativo, a quince días 

del mes de mayo del año dos mil veinticinco. Proyecto 

presentado por la Función Ejecutiva. 

 

Teresita Leonor Madera - Presidenta - Cámara de Diputados 

- Juan Manuel Ártico - Secretario Legislativo 

 
DECRETO Nº 708 

 

La Rioja, 06 de junio de 2025 

 

Visto: El Expediente Código A1 Nº 00141-0-25, 

mediante el cual la Función Legislativa de la Provincia eleva el 

texto de la Ley Nº 10.797 y en uso de las facultades conferidas 
por el Artículo 149º inciso. 1) de la Constitución Provincial, 

 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA 

DECRETA: 

 

Artículo 1º.- Promúlgase la Ley Nº 10.797 sancionada 

por la Cámara de Diputados de la Provincia con fecha 15 de 

mayo de 2025. 

Artículo 2º.- El presente decreto será refrendado por el 

señor Secretario General de la Gobernación. 

Artículo 3º.- Comuníquese, publíquese en el Boletín 
Oficial, insértese en el Registro Oficial y archívese. 

 

Quintela, R.C., Gobernador - Luna, J.J., J.G. a/c. S.G.G.* * * 
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LEY N° 10.798 

 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA 

SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

 

TÍTULO I 

 

Disposiciones Generales 

 

Capítulo I 

 

Principios Básicos 

 

Artículo 1º.- Acceso a la Justicia. Todas las personas 

tienen derecho a elegir la forma de resolución de sus conflictos 

en los límites permitidos por la Constitución Nacional, la 

Constitución Provincial y por las leyes; y a acceder a una justicia 

imparcial, pronta, oportuna y gratuita.  
La Función Judicial está obligado a remover todos los 

obstáculos que impidan acceder en condiciones de igualdad al 

servicio judicial. Las juezas o jueces tienen como misión 

principal la realización de la justicia y la solución pacífica de los 

conflictos, en procura de contribuir a restablecer la armonía entre 

sus protagonistas, la paz social y la vigencia de la ley.  

La Función Judicial debe promover, fomentar e 

impulsar la utilización de formas alternativas de resolución de 

conflictos y la creación de espacios a este efecto. 

Artículo 2º.- Jurisdiccionalidad. La función 

jurisdiccional propia de las juezas y jueces penales y jurados es 
indelegable y se debe limitar únicamente a la controversia que 

las partes hubieran llevado a su conocimiento y decisión, la que 

será ventilada en las audiencias constituidas a tal efecto.  

La actividad jurisdiccional se organizará a través de 

Tribunales Unipersonales, Colegiados y Tribunal de Juicio y 

cada uno de los jueces ejercerá las distintas funciones que el 

Código Procesal Penal y la Ley Especial de Juicio por Jurados le 

asignan al órgano jurisdiccional que le corresponda integrar. La 

competencia territorial será única en toda la Provincia y será 

ejercida por los jueces que integran los distintos Colegios. 

Artículo 3º.- Colegio de Jueces. Principios Rectores. El 

Colegio de Jueces, entendido como la fusión de los actuales 
órganos penales en una gran unidad jurisdiccional, será regido 

por tres principios fundamentales:  

1) Flexibilidad de su estructura organizativa. 

2) Rotación de sus integrantes.  

3) Horizontalidad: Ningún juez, en su función, puede 

ser considerado inferior o superior respecto de otro que conforme 

el Colegio. 

Artículo 4º.- Oficina Judicial. Será el órgano de apoyo y 

asistencia del Colegio de Jueces y del Tribunal de Impugnación 

para llevar a cabo todas las tareas de gestión administrativa que 

aquellos requieran para cumplir con sus deberes de administrar 
justicia. 

Está prohibida la delegación de facultades 

jurisdiccionales en los integrantes de la oficina encargada de la 

gestión judicial. Toda la actividad jurisdiccional debe realizarse 

con la presencia ininterrumpida del juez. 

Está prohibido que los jueces se arroguen la realización 

de tareas eminentemente vinculadas a la gestión del sistema. 

Artículo 5º.- Imparcialidad e Independencia. Las juezas 

o jueces, sin distinción alguna, deben mantener a lo largo del 

proceso una equivalente distancia con las partes, sus 

representantes y abogados, y evitar todo tipo de comportamiento 

que pueda reflejar favoritismo, predisposición o prejuicio. 

En el desarrollo de la Función Judicial deben garantizar 

que se respete el derecho de las personas a ser tratadas de un 

modo igualitario. 

Las juezas o jueces deben ejercer sus funciones libres de 

interferencias y rechazar cualquier intento de influencia política, 

social, económica, de amistad, por grupos de presión, por el 

clamor público, por el miedo a la crítica, por consideraciones de 

popularidad o notoriedad y por motivaciones impropias sobre sus 
decisiones. 

Las juezas o jueces no deben valerse del cargo para 

promover o defender intereses privados, transmitir ni permitir 

que otros transmitan la impresión de que se hallan en una 

posición especial para influenciar. 

Artículo 6º.- Condiciones Esenciales. La jueza o juez 

deberá observar y garantizar durante todo el proceso el 

cumplimiento de principios procesales tales como: oralidad, 

publicidad, contradicción, concentración, inmediación, 

simplicidad y celeridad. 

Artículo 7º.- Publicidad y Oralidad. Todos los actos del 
proceso son públicos con las condiciones y excepciones previstas 

en el Código Procesal Penal y la Ley Especial de Juicio por 

Jurados.  

La Función Judicial arbitrará los medios necesarios para 

facilitar dicha publicidad, en cuanto a la estructura edilicia 

propicia como también para mantener suficientemente 

informados a los medios de comunicación masiva de lo 

acontecido.  

Toda la actividad procesal que amerite una decisión 

jurisdiccional deberá realizarse mediante audiencias públicas. 

La jueza o juez debe instar a que los expositores en las 
audiencias se expresen en un lenguaje claro y sencillo que pueda 

ser comprendido por todos los presentes, en especial la persona 

imputada y la víctima. No pueden utilizarse latinismos y debe 

asegurarse la comprensión adecuada, para lo cual se deben 

realizar las aclaraciones o explicaciones que sean necesarias. 

Artículo 8º.- Contradicción e Inmediación. La jueza o 

juez garantizará durante el desarrollo de las audiencias el 

ejercicio razonable del derecho de las partes a exponer su 

posición sobre las cuestiones a debatir, con respeto irrestricto al 

principio de contradicción. No podrá suplir la actividad procesal 

de las partes y deberá resolver acorde a las pretensiones incoadas 

y la prueba producida por ellas. 

Las juezas o jueces en casos extraordinarios 

realizarán las audiencias de forma virtual, posibilitando que 

se efectivice por medio de un sistema tecnológico que admita 

una comunicación bidireccional y simultánea de la imagen, 

sonido y datos, que permita la interacción visual, auditiva y 

verbal entre personas geográficamente distantes. 

Las audiencias efectuadas en forma virtual, se harán 

bajo los lineamientos de las Leyes Provinciales Nº 10.249 y 

10.254. Serán conducidas por el órgano jurisdiccional, 

respetando los derechos de las partes, especialmente el 

derecho de defensa y los principios procesales que gobiernan 

los distintos procesos judiciales, principalmente los de 

imparcialidad, publicidad, igualdad de partes, oralidad, 

inmediación, contradicción y concentración.  

Las Partes, en el marco de las audiencias virtuales, 

desarrollarán sus actos procesales con sujeción a la buena fe y 

lealtad tecnológica hacia el juez y el adversario, como así 

también en el empleo de las herramientas virtuales mediadas 

por la tecnología. 

Artículo 9º.- Simplicidad y Celeridad. Todos los 

actos procesales deben estar desprovistos de formalidades 

innecesarias y exceso de tecnicismos, que sólo coadyuven a 
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dilatar el sistema, por ende, deberán ser claros, concisos e 

idóneos para procurar la obtención de su objeto.  

La jueza o juez procurará que los procesos que se hallen 

a su cargo se resuelvan en un plazo razonable, debiendo evitar y, 

en su caso, sancionar las actividades dilatorias o contrarias a la 

buena fe de las Partes. 

Artículo 10º.- Audiencia a las Partes. Las entrevistas 

que las partes requieran con las juezas o jueces se deben realizar 

en las audiencias públicas o en las oficinas del juez, siempre 

previa notificación a la contraparte, quien tiene derecho a estar 
presente. La omisión de esta notificación o cualquier otro acto 

que implique otorgar un tratamiento preferencial a un litigante 

son consideradas faltas graves, a los efectos disciplinarios y 

éticos. 

Artículo 11º.- Motivación. La obligación de las juezas o 

jueces profesionales de motivar las decisiones debe garantizar la 

regularidad y justicia de las mismas. Los fundamentos no pueden 

ser reemplazados por la simple relación de documentos, 

afirmaciones dogmáticas, ficciones legales, expresiones rituales 

o apelaciones morales.  

En caso de haberse llevado a cabo el juicio oral y 
público ante un Jurado, éste fallará conforme a su leal saber y 

entender, sin expresar las razones que los llevaron a resolver por 

la inocencia o culpabilidad.  

Las constancias de audios y video, las instrucciones de 

la jueza o juez profesional al Jurado y el requerimiento de 

apertura a Juicio constituyen plena y suficiente base material 

para el ejercicio del derecho al recurso. 

Artículo 12º.- Facultades Disciplinarias de las Juezas o 

Jueces. La jueza o juez debe velar por el normal desarrollo de las 

audiencias, pudiendo adoptar todas las medidas especiales para 

asegurar la regularidad en el litigio. Para tal fin, podrá requerir el 

auxilio de la fuerza pública.  
Con el fin de evitar la cancelación de audiencias 

programadas y la consiguiente alteración de la agenda judicial, la 

jueza o juez podrá apercibir a las partes cuando la cancelación se 

deba a la inasistencia injustificada de una de ellas, pudiendo 

imponer hasta treinta (30) Jus de multa en caso de reiteración, 

sin perjuicio de elevar un informe al presidente del Colegio de 

Jueces.  

Tratándose de profesionales abogadas o abogados, en 

caso de reincidencia en las conductas descriptas, las juezas o 

jueces deben formular además denuncia al Tribunal de 

Disciplina del Consejo de Abogados correspondiente. 
En el caso de que la alteración en el cronograma de 

audiencias se deba a la actuación de las juezas o jueces, el 

Director de la Oficina Judicial debe informar al presidente del 

Colegio de Jueces y al Tribunal Superior de Justicia para que 

tomen las medidas pertinentes, a los fines de evitar la reiteración 

de dicha situación. 

Artículo 13º.- Deber de Cooperación. Las autoridades e 

instituciones públicas o privadas tienen el deber de cooperar con 

la ejecución de las diligencias que sean necesarias en los 

procesos judiciales, quedando obligadas a cumplir las 

disposiciones que expidan las juezas o jueces y tribunales en el 

curso de los procesos, salvo las excepciones previstas por ley. En 
caso de incumplimiento, se harán pasibles de las sanciones 

correspondientes. 

Las juezas o jueces deben imponer a los transgresores la 

sanción de hasta diez (10) Jus de multa y formular la denuncia 

ante el superior jerárquico de la institución por intermedio de la 

oficina judicial, solicitando en su caso, la remoción del 

funcionario o autoridad renuente. 

Artículo 14º.- Actividad Administrativa. El 

cumplimiento de los trámites y las funciones administrativas de 

apoyo a la actividad de las juezas o jueces y tribunales está a 

cargo de una Oficina Judicial, la que debe garantizar estándares 

de calidad en la gestión y eficiencia en el servicio judicial, 

utilizando para ello todos los medios disponibles que permitan 

optimizar la función de los jueces. 
Está prohibida la delegación de tareas jurisdiccionales 

en los integrantes de la Oficina Judicial. 

Artículo 15º.- Carrera Judicial. Por Ley se adoptará un 

régimen de carrera horizontal para las juezas o jueces, orientado 

a la promoción y permanencia de los mismos, que se basará en la 

capacitación y evaluación con estándares objetivos de la función. 

 

TÍTULO II 

 

Jurisdicción Y Competencia 

 

Capítulo I 

 

Órganos Jurisdiccionales 

 

Artículo 16º.- Regla General. La organización de la 

Justicia Penal de la Provincia se ajusta a la división prevista en la 

Ley Orgánica de la Función Judicial, salvo disposición legal 

expresa en contrario. 

Los jueces tendrán competencia en todo el territorio de 

la Provincia, ello sin perjuicio que por razones organizativas se 

establezca una fijación por materia y territorio sobre los delitos 

cometidos dentro de la circunscripción judicial en la que ejerza 
sus funciones o cuyos efectos se produzcan en ella.  

En caso de que no se cuente con jueces en la 

circunscripción, podrá intervenir un par de otra circunscripción.  

Artículo 17º.- Órganos Jurisdiccionales. Son órganos 

jurisdiccionales en materia penal:  

1) Tribunal Superior de Justicia. 

2) Tribunal de Impugnación Penal. 

3) Colegio de Juezas o Jueces Penales.  

4) Tribunales de Jurados. 

5) Jueza o Juez de Ejecución Penal 

Todas las juezas o jueces, salvo los que integran el 

Tribunal de Impugnación Penal, el Tribunal Superior de Justicia 
y las juezas o jueces de Ejecución Penal se organizarán en 

Colegios de Juezas o Jueces. 

 
Capítulo II 

 

Competencia Material y Territorial 

 

Artículo 18º.- Tribunal Superior de Justicia. El Tribunal 

Superior de Justicia será competente para conocer: 

1) La impugnación extraordinaria y de la queja por 

denegación de impugnación extraordinaria. 

2) La recusación de un miembro del Tribunal de 

Impugnación ordinaria. 

3) La competencia establecida en el Artículo 163º de la 

Constitución Provincial. 

4) La revisión de una sentencia firme. 

Artículo 19º.- Tribunal de Impugnación. Tendrá 

competencia en toda la Provincia y su sede residirá en la ciudad 
Capital y estará conformado por cinco (5) juezas o jueces. Sus 

funciones son:  

1) Las impugnaciones ordinarias contra las sentencias 

definitivas. 

2) Las impugnaciones ordinarias de las sentencias de los 

casos que tramitan bajo las reglas del sistema anterior y que aún 

no han tenido revisión judicial. 
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3) La revisión de la prisión preventiva. 

Ninguna jueza o juez que haya intervenido con 

funciones de garantías o de juicio podrá subrogar la integración 

como Tribunal de Impugnación; y ninguno que haya intervenido 

en una de las funciones antes mencionadas, podrá hacerlo en las 

restantes.  

Las juezas o jueces del Tribunal de Impugnación 

recibirán por sus servicios una compensación mensual 
equivalente a la suma remuneratoria que por todo concepto por 

Ley corresponda a las juezas o jueces de la Cámara Civil 

Comercial y de Minas de la Provincia. 

Artículo 20º.- Colegios de Juezas o Jueces. Se 

constituyen seis (6) Colegios de Juezas o Jueces con sedes en 

cada circunscripción judicial cada uno. 

Será la Oficina Judicial la que se ocupará, en cada 

Jurisdicción, de administrar los recursos y designar a las juezas o 

jueces en cada caso, para una adecuada prestación del servicio de 

justicia acorde a los parámetros establecidos en la Ley Orgánica 

Judicial. Ninguna jueza o juez que haya intervenido en la función 
de Revisión o de Garantías podrá intervenir en el Tribunal de 

Juicio. 

Artículo 21º.- Colegio de Juezas o Jueces. Competencia. 

Las juezas o jueces penales que integren cada Colegio pueden 

actuar indistintamente y conforme lo indique la Oficina Judicial, 

como: 

1) Juezas o jueces con funciones de Control y Garantías. 

2) Juezas o jueces de Juicio, ya sea que su conformación 

sea unipersonal o colegiada. 

3) Juezas o Jueces de Juicio por Jurado. 

4) Juezas o Jueces de Revisión Ordinaria de las 
decisiones que no sean competencia del Tribunal de 

Impugnación. 

Artículo 22º.- Colegio de Juezas o Jueces. Primera 

Circunscripción. Con ubicación en la ciudad Capital, será la sede 

de un Colegio de Jueces compuesto por diez (10) juezas o jueces; 

cinco (5) juezas o jueces de Instrucción y cinco (5) juezas o 

jueces de Cámara. 

Artículo 23º.- Colegio de Juezas o Jueces. Segunda 

Circunscripción Chilecito. La Segunda Circunscripción con 

asiento en la ciudad de Chilecito será la sede de un Colegio de 

Jueces integrado por: 

1) Tres (3) juezas o jueces por pertenencia a los cargos 
de la Cámara Penal que se restablecen. 

2) Tres (3) juezas o jueces de Instrucción. 

3) Dos (2) juezas o jueces de Paz Letrados. 

Las juezas o jueces de Paz Letrados de esta 

Circunscripción integrarán este Colegio cuando la carga de 

trabajo o cuestiones de distancias entre sedes lo requiera. 

La Oficina Judicial distribuirá las causas teniendo en 

cuenta la cantidad de casos que ingresen y según las situaciones 

en concreto que se presenten. 

Artículo 24°.- Colegios de Jueces: Tercera, Cuarta, 

Quinta y Sexta Circunscripción. Con sedes en Chamical, 
Aimogasta, Chepes y Villa Unión, respectivamente, cada una de 

las circunscripciones tendrá un Colegio de Jueces compuesto 

por:  

1) Juezas o jueces de Cámara con competencia múltiple. 

2) Juezas o jueces de Instrucción. 

3) Juezas o jueces de Paz Letrados. 

Artículo 25º.- Colegio de Juezas o Jueces de Chamical. 

La Tercera Circunscripción estará integrada por:  

1) Tres (3) juezas o jueces de Cámara con 

competencia múltiple. 

2) Una (1) jueza o juez de Instrucción. 

3) Las juezas o jueces de Paz Letrados de la 

Circunscripción. 

Artículo 26°.- Colegio de Juezas o Jueces de 

Aimogasta. La Cuarta Circunscripción estará integrada por:  

1) Tres (3) juezas o jueces de Cámara con competencia 

múltiple. 

2) Una (1) jueza o juez de Instrucción. 

3) Las juezas o jueces de Paz Letrados de la 
Circunscripción. 

Artículo 27°.- Colegio de Juezas o Jueces de Chepes. La 

Quinta Circunscripción estará integrada por:  

1) Tres (3) Juezas o Jueces de Cámara con competencia 

múltiple. 

2) Una (1) Jueza o Juez de Instrucción. 

3) Las Juezas o Jueces de Paz Letrados de la 

Circunscripción. 

Se prevé que las juezas o jueces de Paz Letrado de las 

Circunscripciones Tercera, Cuarta y Quinta integren este Colegio 

cuando la necesidad de la función lo requiera. 
La Oficina Judicial distribuirá las causas teniendo en 

cuenta la cantidad de casos que ingresen y las de naturaleza 

extrapenal, teniendo especialmente en cuenta que los jueces de 

Cámara tienen competencia en todas las materias. 

Artículo 28°.- Colegio de Jueces de Villa Unión. La 

Sexta Circunscripción estará integrada por: 

1) Una (1) jueza o juez de Cámara con competencia 

múltiple. 

2) Una (1) jueza o juez de Instrucción. 

3) Una (1) Jueza de Violencia de Género y Protección 

Integral de Menores. 
4) Una (1) Jueza o Juez de Paz Letrado, del Trabajo y 

Conciliación de la Circunscripción. 

La oficina judicial distribuirá las causas teniendo en 

cuenta la cantidad de casos que ingresen y las de naturaleza 

extrapenal, teniendo especialmente en cuenta que los Jueces de 

Cámara tienen competencia en todas las materias. 

Artículo 29º.- Determinación de Competencia. 

Investigación. Cuando la Fiscalía investigue en forma conjunta 

delitos cometidos en distintas circunscripciones judiciales, 

entenderá la jueza o juez de la circunscripción correspondiente al 

hecho más grave o donde se desarrolle la investigación primaria, 

salvo cuando el imputado se oponga porque se dificulte el 
ejercicio de la defensa o se produzca retardo procesal. 

Artículo 30º.- Cobertura. En todos los casos en que sea 

necesario, las juezas o jueces de un colegio se reemplazarán 

mutuamente, de no mediar prohibiciones, en forma automática y 

sin ninguna formalidad, correspondiendo al Director de la 

Oficina Judicial designar por sorteo a la jueza o juez subrogante, 

conforme lo establezca la reglamentación.  

También para cubrir las necesidades jurisdiccionales, 

las juezas o jueces de una colegiatura intervendrán en una o más 

colegiaturas. Para esto se tendrá en cuenta, sin que sea 

excluyente, las siguientes reglas de proximidad:  
1) Las juezas o jueces de las colegiaturas de la Capital 

intervendrán en Aimogasta y Chilecito. 

2) Las juezas o jueces de las colegiaturas de Chilecito y 

Aimogasta intervendrán en los Colegios de la Capital Provincial. 

3) Las juezas o jueces de la colegiatura de Villa Unión, 

intervendrán en Chilecito. 

4) Las juezas o jueces de las colegiaturas de Chepes y 

Chamical se cubrirán mutuamente. 

Artículo 31°.- Competencia de Juezas o Jueces de 

Juicio. La composición de las juezas o jueces de juicio será 

unipersonal, colegiado o con jurados, conforme a lo regulado en 
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el Código Procesal Penal y en la Ley Especial de Juicio por 

Jurados. 

Artículo 32°.- Tribunal de Jurados. El Tribunal de 

Jurados ejerce su jurisdicción en el territorio de la Provincia con 

la competencia, integración y los alcances que le atribuye la Ley 
Especial de Juicios por Jurados. 

Artículo 33°.- Juezas o Jueces con Funciones de 

Ejecución. Las juezas o jueces con funciones de ejecución 

ejercen su jurisdicción en el territorio provincial con la 

competencia y los alcances que le atribuye el Código de 

Procedimientos Penal de la Provincia. 

 

TÍTULO III 

 

Organización Administrativa 

 

Capítulo I 

 

Superintendencia 

 

Artículo 34°.- Tribunal de Impugnación. Integración. El 

Tribunal de Impugnación tiene competencia en todo el territorio 

de la Provincia. Tiene su sede en la ciudad Capital y, para un 

mejor servicio de Justicia, debe constituirse en cualquiera de las 

Circunscripciones Judiciales, cuando las circunstancias así lo 

requieran, pudiéndose, en su caso, a pedido de las partes en el 

mismo acto de la impugnación, utilizar medios tecnológicos para 

realizar las audiencias de forma remota y virtual.  
El Tribunal de Impugnación estará integrado por cinco 

(5) juezas o jueces y podrán dividirse en salas. Sus miembros 

serán abogados de la matrícula de la Provincia que reúnan las 

condiciones requeridas por la Constitución Provincial, cuya 

selección y designación será realizada por Concurso de 

Antecedentes y Oposición.  

Los casos habituales de vacancia por inhibición, 

recusación, licencias que no excedan de treinta (30) días o 

enfermedad serán subrogados por juezas o jueces del Colegio de 

Juezas o Jueces asignados por la Oficina Judicial de la Primera 

Circunscripción Judicial.  

Las Juezas o Jueces del Tribunal de Impugnación 
constituyen un solo cuerpo de impugnación y a la distribución de 

trabajo la formula la Oficina Judicial, conforme a la metodología 

que se establezca por reglamentación. 

Artículo 35º.- Tribunal de Impugnación. Elección de la 

Presidencia y Vicepresidencia. Informe Anual. Los miembros del 

Tribunal de Impugnación deben elegir, anualmente, una jueza o 

juez perteneciente al Colegio de Impugnación como presidenta o 

presidente y otra como vicepresidenta o vicepresidente. Los 

mismos ejercen la representación protocolar del órgano ante el 

Tribunal Superior de Justicia y demás organismos estatales y no 

estatales.  
Asimismo, cumplen la función de coordinadores de las 

actividades propias del Tribunal, hacen saber al director de la 

Oficina Judicial las inquietudes y dificultades de la práctica 

diaria para que se mejore la gestión, y deben confeccionar un 

informe relativo a la gestión, a los resultados de la actividad 

jurisdiccional, a los recursos con los que cuentan, a la relación 

con los demás actores del proceso, a la relación con la Oficina 

Judicial y a la independencia judicial, que será remitido al 

Tribunal Superior de Justicia, previa aprobación del Tribunal en 

pleno.  

Quienes cumplan esta función deben ejercer la 

judicatura, debiendo considerarse el tiempo que le insuma el 
ejercicio de dicha función en la distribución del trabajo. 

Artículo 36º.- Colegio de Juezas o Jueces. Elección de 

la Presidencia y Vicepresidencia. Informe. Dentro de cada 

circunscripción, todos los integrantes de la colegiatura deben 

elegir, anualmente, una jueza o juez como presidenta o 

presidente y otra u otro como vicepresidenta o vicepresidente, 
respectivamente. 

La presidenta o presidente y vicepresidenta o 

vicepresidente, en su caso, ejercen la representación protocolar 

del fuero penal de la circunscripción ante el Tribunal Superior de 

Justicia y demás organismos estatales y no estatales. 

Asimismo, cumplen la función de coordinadores de las 

actividades propias del Colegio, deben hacer saber al director de 

la Oficina Judicial las inquietudes y dificultades de la práctica 

diaria para que se mejore la gestión y deben confeccionar un 

informe relativo a la gestión, a los resultados de la actividad 

jurisdiccional, a los recursos con los que cuentan, a la relación 

con los demás actores del proceso, a la relación con la Oficina 
Judicial y a la independencia judicial, que debe ser remitido al 

Tribunal Superior de Justicia, previa aprobación del Colegio 

correspondiente en pleno. Asimismo, deben fijar la política anual 

de comunicación de la labor judicial hacia la sociedad, bregando 

por una mayor apertura y transparencia.  

Quienes cumplan esta función deben ejercer la 

judicatura considerando el tiempo que le insuma el ejercicio de 

dicha función en la distribución del trabajo. 

Artículo 37º.- Funciones del Colegio. Sin perjuicio de 

las facultades que la Constitución Provincial y Leyes le hayan 

otorgado al Tribunal Superior de Justicia y al Tribunal de 
Impugnación, son funciones específicas del Colegio de Jueces 

las siguientes: 

1) Elaborar y ejecutar la política administrativa de la 

Justicia Penal conforme a los lineamientos determinados por el 

Tribunal Superior de Justicia. 

2) Realizar reuniones periódicas con el Ministerio 

Público Fiscal, con el Ministerio Público de la Defensa y con el 

representante del Consejo Profesional de abogados a los fines de 

la coordinación interinstitucional con el objeto de agilizar la 

gestión. 

 

Capítulo II 

 

Oficina Judicial 

 

Artículo 38°.- Oficina Judicial. El Tribunal de 

Impugnación y los Colegios de Juezas o Jueces serán asistidos 

por una Oficina Judicial, cuya composición y funcionamiento 

será establecido por la presente. 

Está prohibida la delegación de tareas jurisdiccionales 

en los integrantes de la Oficina Judicial. 

Artículo 39°.- Principios. Su estructura se sustenta en 

los principios de jerarquía, división de funciones, flexibilidad, 
coordinación y control.  

Son principios rectores en la actuación de la Oficina 

Judicial: La celeridad, la desformalización, la eficiencia, la 

eficacia, la efectividad, la racionalidad en el trabajo, la mejora 

continua, la vocación de servicio, la responsabilidad por la 

gestión, la coordinación y la cooperación entre administraciones, 

a fin de brindar mayor acceso a la Justicia. 

Para la organización de la agenda judicial debe procurar 

que la distribución del trabajo sea razonable, objetiva y 

equitativa. Debe establecer procesos de monitoreo permanente a 

fin de evitar las frustraciones de las audiencias programadas e 

informar a los responsables, a los fines de que se impongan las 
sanciones correspondientes. 
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La administración de la Oficina debe realizar los 

esfuerzos necesarios para mantener la coordinación y 

comunicación con las distintas dependencias del Estado que 

intervienen regularmente en un proceso penal. 

En ningún caso, los integrantes de la Oficina Judicial 

pueden realizar tareas propias de la función jurisdiccional. 

De acuerdo a las exigencias operativas, cada 

circunscripción tendrá su propia Oficina Judicial. 

Artículo 40°.- Estructura. La estructura de cada 

Oficina Judicial será dimensionada por el Tribunal Superior 

de Justicia, conforme a las exigencias administrativas de cada 

circunscripción. 

Cada Oficina Judicial estará a cargo de un Director. 

El Director de la Oficina Judicial con sede en la 

Capital será, a su vez, el Director General de todas las 

Oficinas Judiciales de la Provincia, quien deberá colaborar 

con el desarrollo y perfeccionamiento continuo del 

reglamento operativo y los protocolos de actuación que 

deberán ser aprobados por el Tribunal Superior de Justicia. 

Artículo 41°.- Funciones. La Oficina Judicial tendrá 

las siguientes funciones: 

1) La distribución equitativa del trabajo a los jueces 

que conforman los Colegios. 

2) Asistir estricta y administrativamente a los jueces. 

3) Dar información a todas las personas que 

legítimamente lo requieran. 

4) Apoyar materialmente a los jueces y a las partes 

durante el desarrollo de las audiencias. 

5) Elaborar la agenda semanal y mensual de la labor 

judicial. 

6) Recibir y registrar los requerimientos de 

audiencias. 

7) Custodiar, iniciar o mantener la cadena de 

custodia sobre los elementos probatorios que se presenten en 

la Oficina de Gestión Judicial. 

8) Comunicar a los jueces del requerimiento de las 

audiencias. 

9) Convocar a los sujetos procesales y demás 

personas a la audiencia. 

10)  Realizar los recordatorios necesarios a los sujetos 

procesales para garantizar el éxito de la audiencia, a través de 

medios idóneos. 

11)  Realizar las comunicaciones necesarias, tanto 

internas como externas. 

12)  Llevar la agenda de las audiencias. 

13)  Confeccionar un registro para cada caso, a los 

efectos de dejar asentadas las decisiones jurisdiccionales que 

se dicten. Ello bajo criterios de desformalización. Se deberá 

garantizar la registración íntegra en audio o video de todas las 

audiencias y juicios orales y el resguardo de los mismos. 

14)  Actualizar los registros de abogados litigantes, 

fiscales y defensores públicos de la circunscripción territorial 

para facilitar la comunicación. 

15)  Actualizar y depurar el registro de 

comunicaciones a sujetos procesales y demás personas que 

comparezcan en el proceso. 

16)  Registrar audiencias, resoluciones y sentencias, y 

proceder a su resguardo. 

17)  Garantizar y asegurar la inalterabilidad de los 

registros. 

18)  Controlar oportunamente que los testigos, peritos 

y demás personas que deban asistir a las audiencias estén 

debidamente citados y que la sala de audiencias se encuentre 

preparada para su celebración. 

19)  Efectuar un seguimiento permanente del 

desarrollo del Colegio de Jueces y su funcionamiento 

cualitativa y cuantitativamente. 

20)  Controlar el cumplimiento de las reglas de 

conducta impuestas en caso de haberse operado una salida 

alternativa al proceso u otra medida alternativa. 

21)  Decidir con relación al Personal, lo relativo a: 

permisos, traslados, licencias y todo aquello que sea inherente 

al manejo de los recursos humanos de la Oficina Judicial. 

22)  Coordinar aquellas acciones que permitan el buen 

desenvolvimiento de la función jurisdiccional y gestión del 

despacho y las relaciones administrativas con las respectivas 

oficinas del Ministerio Público Fiscal y del Ministerio Público 

de la Defensa. 

Artículo 42º.- Director de la Oficina de Gestión 

Judicial. Para ser director se requiere un profesional con 

especialidad en áreas de gerenciamiento de organizaciones, 

con competencias técnicas concretas y en Ciencias de la 

Administración o Ingeniería Industrial.  

El cargo debe ser cubierto por concurso de oposición 

y antecedente, y demás requerimientos, conforme a lo que 

establezca la reglamentación. 
 

Capítulo III 

 

Carrera Administrativa 

 

Artículo 43º.- Carrera Administrativa. La carrera 
administrativa será reglamentada por el Tribunal Superior 

de Justicia, conforme a los principios y reglas básicas que 

rigen el servicio público. 
Se deberá basar en la evaluación objetiva de los 

méritos laborales y la formación continua como manera de 

contribuir a un mejor sistema de justicia penal. 

Artículo 44°.- Evaluación. Los empleados deberán 
ser evaluados anualmente en términos de idoneidad y 

eficiencia. Los resultados de las evaluaciones serán tenidos 

en cuenta para todo tipo de concurso a los fines de la 
promoción y ascenso conforme la reglamentación que se 

dicte al efecto. 

Artículo 45°.- Escalafón. El reglamento de la 

carrera administrativa determinará las incompatibilidades y 
prohibiciones respecto de los empleados y auxiliares 

administrativos. 

 

TÍTULO III 

 

Disposiciones Transitorias 

 
Artículo 46º.- En el ámbito de la Segunda 

Circunscripción Judicial de la Provincia, el Tribunal Superior 

de Justicia se encuentra facultado para desagregar tres (3) 

jueces de las Cámaras Primera y Segunda en lo Civil, 

Comercial, de Minas, Criminal y Correccional, quienes 

pasarán a ser reasignados en sus funciones e integrarán el 

Colegio de Jueces previsto en el Artículo 23º de la presente 

ley. 

Artículo 47º.- En el ámbito de la Segunda 

Circunscripción Judicial de la Provincia, el Tribunal Superior 
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de Justicia se encuentra facultado para reasignar en funciones 

a los restantes jueces que no fueron desagregados en el 

artículo anterior. 

Las juezas y jueces que por implementación del 

sistema sean reasignados en sus funciones, conservarán las 

mismas prerrogativas y remuneraciones que poseen en la 

actualidad. 

Artículo 48º.- Secretarías del Fuero Penal. Las 

Secretarías, Prosecretarías, y demás funcionarios y auxiliares, 

correspondientes, que funcionan en el ámbito del fuero penal, 

serán reubicados, conforme las asignaciones que la autoridad 

de implementación, Artículos 337 siguientes y concordantes 

del Código de Procedimientos Penal, les asigne. 

Artículo 49°.- Reglamentos. Dentro de los plazos que 

se establezca en la implementación, se reglamentará: 

1) Los lugares, horarios y demás condiciones de 

atención, respetando la carga horaria de los trabajadores del 

poder Judicial conforme la Ley Orgánica de la Función 

Judicial. 

2) El reglamento de disciplina, ascenso, designación 

del personal administrativo de las oficinas de gestión, el que 

no podrá apartarse de las disposiciones comunes a todos los 

integrantes de la Función Judicial conforme la Ley Orgánica. 

Artículo 50°.- A los fines de la implementación del 

Código de Procedimientos, y hasta que se integren mediante 

los mecanismos constitucionales, la competencia del Tribunal 

de Impugnaciones la ejercerá el Tribunal Superior de Justicia. 

Artículo 51º.- Deróguese toda norma que se oponga a 

la presente. 

Artículo 52°.- Comuníquese, publíquese, insértese en 

el Registro Oficial y archívese. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Legislatura de la 

Provincia, en La Rioja, 140º Período Legislativo, a quince 

días del mes de mayo del año dos mil veinticinco. Proyecto 

presentado por la FUNCION EJECUTIVA. 

 

Teresita Leonor Madera - Presidenta - Cámara de 

Diputados - Juan Manuel Ártico - Secretario Legislativo 

 

DECRETO Nº 707 

 

La Rioja, 06 de junio de 2025 

 

Visto: El Expediente Código A1 Nº 00134-3-25, 

mediante el cual la Función Legislativa de la Provincia eleva 

el texto de la Ley Nº 10.798 y en uso de las facultades 

conferidas por el Artículo 149º inciso. 1) de la Constitución 

Provincial, 

 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA 

DECRETA: 

 

Artículo 1º.- Promúlgase la Ley Nº 10.798 

sancionada por la Cámara de Diputados de la Provincia con 

fecha 15 de mayo de 2025. 

Artículo 2º.- El presente decreto será refrendado por 

el señor Secretario General de la Gobernación. 

Artículo 3º.- Comuníquese, publíquese en el Boletín 

Oficial, insértese en el Registro Oficial y archívese. 

 

Quintela, R.C., Gobernador - Luna, J.J., J.G. a/c. S.G.G. 
 

VARIOS 
 

Secretaría de Tierras  

Edictos de Expropiación  

 
 La Secretaría de Tierras, comunica que por autos 

Expte. N° G02-00285-5-23, caratulados: “Presidente Partido 

Justicialista Dpto. Felipe Varela - Espejo Luis B. 

s/Regularización Dominial de Inmueble ubicado en la 

localidad de Villa Unión, Dpto. Gral. Felipe Varela” se dictó 

Resolución de Expropiación N° 341 de fecha de 28 mayo de 

2025, a los efectos del Saneamiento y/o Regularización 

Dominial, sobre el inmueble ubicado en la localidad de Villa 

Unión, departamento Coronel Felipe Varela, provincia de La 

Rioja, comprendido dentro del Plano de Mensura para 

Regularización Dominial, aprobado técnicamente por la 

Dirección Provincial de Catastro, por Disposición N° 027874, 

de fecha 27 de febrero de 2025, individualizado con la 

siguiente Nomenclatura Catastral: Departamento: 08; 

Circunscripción: I; Sección: A; Manzana: 01; Parcela: 71; 

Superficie Total: 1.147,99 m2; inscripto en el Registro de la 

Propiedad Inmueble, Sección Planos, bajo el Tomo 153, Folio 

48, con fecha 08 de mayo de 2025. Quedando comprendido 

dentro de los siguientes linderos generales: Linda al Norte: 

con parcela “u” a nombre del Sr. José Pío Oliva; al Este: con 

calle Antonio Berutti; al Sur con Norte con parcela “34”; al 

Este con Av. Nicolás Dávila; al Sur con parcela “36”; al 

Oeste con callejón público. Firmado: Sra. Secretaria de 

Tierras Esc. Irene Zárate Rivadera. 

La Rioja, 28 de mayo de 2025. 

 

Esc. Irene Zárate Rivadera 

Secretaria de Tierra 

 

S/c. - 13, 17 y 24 /06/2025  

 
* * * 

 

Consejo Profesional de la Ingeniería, Técnica y Ciencias 

Naturales de la Provincia de La Rioja 

 

Comunicado Oficial N° 03/2025 

 

Registro Permanente de Matriculados Habilitados 

actualizado al 06 de junio del año 2025 

 

El Consejo Profesional de la Ingeniería, Técnica y 

Ciencias Naturales de la Provincia de La Rioja, comunica a 

todo el medio, mediante la presente publicación, los Registros 

Permanentes de Matriculados Habilitados de: Profesionales 

Universitarios y Técnicos. En estos Registros Permanentes, 

figuran aquellos Profesionales y Técnicos habilitados para 

ejercer su profesión en el ámbito de la provincia de La Rioja, 

para el año 2025, conforme a lo establecido a la Ley 

Provincial Nº 2.318, el Decreto Reglamentario Nº 6.524 y la 

Resolución Nº 027/25 de esta Institución. 

Como entidad responsable de velar por el 

cumplimiento legal del ejercicio profesional, debemos 

informar quienes son los profesionales y técnicos que 

cumplen con los requisitos de habilitación y matriculación 

vigente, así como la aplicación de sanciones previstas por la 
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Ley Nº 2.318 y el Código Penal por ejercicio ilegal de la 

profesión. 

Asimismo, se deja establecido, que estos Registros, 

se actualizarán todos los meses, con las altas de las 

habilitaciones que oportunamente se realicen en este Consejo 

Profesional o con las bajas según las sanciones en función del 

Código de Ética Profesional vigente.  

En el siguiente enlace, se podrá consultar el listado 

de Profesionales Habilitados: 

https://drive.google.com/drive/folders/1lCt2Zyn-

FFPDxLUHOt_4D7O4t8K4r9w3?usp=sharing, o a través del 

código QR: 

 

 
 

Para mayor información y asesoramiento, por favor 

comunicarse con el Consejo Profesional, a la siguiente casilla 

de correo electrónico: secretaria@cpilarioja.com.ar, o de 

lunes a viernes en la Sede de la institución, en el horario de 

9:00 a 13:00, sito en calle Lamadrid Nº 46, del barrio Centro 

de la ciudad Capital de La Rioja. 

 

N° 31995 - $ 22.392,00 - 13/06/2025 
 

* * * 

 

Cámara de Farmacias de la Provincia de La Rioja  

Convocatoria a Asamblea General Ordinaria 

Extraordinaria 
 

 La Cámara de Farmacias de La Provincia de La Rioja 

de acuerdo a lo establecido en el Estatuto Social de nuestra 

Institución, se convoca a los señores Socios CAFRI, a 

participar de la Asamblea General Ordinaria que se llevará a 

cabo el día viernes 04 de julio del corriente año.  Cabe 

destacar que la modalidad de esta asamblea será de forma 

semi presencial. Por medio de Link de acceso Meet: 

https://meet.google.com/jut-jiqh-uze creado a tales efectos 

para quienes asistan en forma remota; y en forma presencial a 

quienes puedan hacerlo de este modo en sala de reuniones de 

la CAFRI sita en Avda. Rivadavia N° 967 de esta ciudad.  

 

ORDEN DEL DÍA 

Asamblea General Ordinaria Extraordinaria 2025 
 

1. Explicación de los motivos de la celebración fuera 

de término de la Asamblea. 

 2. Lectura del Acta anterior. 

 3. Lectura y consideración de Memoria, Balance e 

Inventario del año 2024. 

 4. Lectura y consideración de informe de la Comisión 

Revisora de Cuentas. 

 5. Elección de Comisión Directiva y Comisión 

Revisora de Cuentas. 

 6. Elección de dos socios para refrendar el Acta. 

 7. Espacio de diálogo y/o consultas de los asociados. 

 Ingreso: 12:55 horas. 

Primer Llamado para Inicio: 13:00 horas. 
Segundo Llamado para Inicio: 13:30 horas. (Con quienes 

estén presentes). 
Sin más que decir, saludamos a Uds. muy atentamente.  

 La Rioja, 10 de junio de 2025. 
 

Cr. Marcelo Navarro 
Presidente 

Cámara de Farmacias de la Provincia de La Rioja 
 

N° 32.002 - $ 13.995,00 - 13/06/2025 - Capital  

 

 

EDICTOS JUDICIALES 

  
Carta de Ciudadanía 

 

 Por orden de S.S. el señor Juez Federal Dr. Daniel Herrera 
Piedrabuena, Secretaría a cargo de la Sra. Secretaria Electoral 

Nacional Dra. María Isabel Flores, en los autos CNE Nº 5624/2025, 
caratulado: “Grabiel Zarzuri, Christian s/Nacionalidad y 

Ciudadanía”, ha ordenado la publicación en el Boletín Oficial y en 
un diario de circulación provincial, por dos veces y con un lapso de 

15 días corridos entre cada publicación, del inicio del pedido de 
carta de ciudadanía del Sr. Grabiel Zarzuri, Christian, DNI N° 

94.778.829, de nacionalidad boliviana, edad 20 años, que ingresa al 

país el día 07 de noviembre de 2010, hijo de Grabiel Ticollano José 
Luis y de Zarzuri Panta Alejandra con domicilio en calle Av. 

Coronel Monte 8957 B° 13 de enero, departamento Capital, 
provincia de La Rioja; por ello, cualquier persona que tuviera 

conocimiento de algún acontecimiento que impidiera dicha 
concesión, deberá presentar oposición fundada ante esta Secretaría 

Electoral Nacional, sita en Avda. Ortiz de Ocampo Nº 1675, dentro 
de los quince (15) días de la última publicación. 

Secretaría, 26 de mayo de 2025. 

 

Dra. María Isabel Flores 
Secretaria Electoral Nacional 

 

Nº 31857 - $ 6.280,00 - 30/05 y 13/06/2025 - Capital 

 
* * * 

 

Carta de Ciudadanía 

 
 Por orden de S.S. el señor Juez Federal Dr. Daniel Herrera 

Piedrabuena, Secretaría a cargo de la Sra. Secretaria Electoral 
Nacional Dra. María Isabel Flores, en los autos CNE N° 5919/2025, 

caratulado: “Chiclla Carrasco, Bilha s/Nacionalidad y Ciudadanía”, 
ha ordenado la publicación en el Boletín Oficial y en un diario de 

circulación provincial, por dos veces y con un lapso de 15 días 
corridos entre cada publicación, del inicio del pedido de carta de 

ciudadanía del Sr. Chiclla Carrasco, Bilha, D.N.I. N° 94.709.162 de 
nacionalidad peruana, edad 47 años, que ingresa al país el día 06 de 

agosto de 2010, hija de Clara Carrasco Baldagarro y de César 
Aparicio Chiclla Morales con domicilio en calle proyectada Mzn. 

1240 lote 7 B° Santa Clara, departamento Capital, provincia de La 

Rioja; por ello, cualquier persona que tuviera conocimiento de algún 
acontecimiento que impidiera dicha concesión, deberá presentar 

oposición fundada ante esta Secretaría Electoral Nacional, sita en 
Avda. Ortiz de Ocampo N° 1675, dentro de los quince (15) días de 

la última publicación. 
Secretaría, 26 de mayo de 2025. 

 

Dra. María Isabel Flores 
Secretaria Electoral Nacional 

 

N° 31858 - $ 6.280,00 - 30/05 al 13/06/2025 - Capital 

https://drive.google.com/drive/folders/1lCt2Zyn-FFPDxLUHOt_4D7O4t8K4r9w3?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1lCt2Zyn-FFPDxLUHOt_4D7O4t8K4r9w3?usp=sharing
mailto:secretaria@cpilarioja.com.ar
https://meet.google.com/jut-jiqh-uze


Viernes 13 de Junio de 2025                           BOLETIN OFICIAL                                                            Pág. 61 
  

                                                                                                                      

Carta de Ciudadanía 
 

 Por orden de S.S. el señor Juez Federal Dr. Daniel Herrera 
Piedrabuena, Secretaría a cargo de la Sra. Secretaria Electoral 

Nacional Dra. María Isabel Flores, en los autos CNE N° 5920/2025, 

caratulado: “Abanto Leiva, Pedro s/Nacionalidad y Ciudadanía”, ha 
ordenado la publicación en el Boletín Oficial y en un diario de 

circulación provincial, por dos veces y con un lapso de 15 días 
corridos entre cada publicación, del inicio del pedido de carta de 

ciudadanía del Sr. Abanto Leiva, Pedro, D.N.I. N° 94.709.175, de 
nacionalidad peruana, edad 47 años, que ingresa al país el día 27 de 

abril de 2008, hijo de Abanto Romero Cupertino y de Leiva Pastor 
Aloisa con domicilio en calle proyectada Mzn. 1240 lote 7 B° Santa 

Bárbara, departamento Capital, provincia de La Rioja; por ello, 
cualquier persona que tuviera conocimiento de algún acontecimiento 

que impidiera dicha concesión, deberá presentar oposición fundada 
ante esta Secretaría Electoral Nacional, sita en Avda. Ortiz de 

Ocampo n° 1675, dentro de los quince (15) días de la última 
publicación. 

Secretaría, 26 de mayo de 2025. 

 

Dra. María Isabel Flores 
Secretaria Electoral Nacional 

 

N° 31859 - $ 6.280,00 - 30/05 al 13/06/2025 - Capital 

 
* * * 

 
Carta de Ciudadanía 

 
 Por orden de S.S. el señor Juez Federal Dr. Daniel Herrera 

Piedrabuena, Secretaría a cargo de la Sra. Secretaria Electoral 
Nacional Dra. María Isabel Flores, en los autos CNE Nº 5925/2025, 

caratulado: “Roman Roman, Leyanet Carolina s/Nacionalidad y 
Ciudadanía”, ha ordenado la publicación en el Boletín Oficial y en 

un diario de circulación provincial, por dos veces y con un lapso de 
15 días corridos entre cada publicación, del inicio del pedido de 

carta de ciudadanía del Sra. Roman Roman, Leyanet Carolina, DNI 
N° 95.230.737, de nacionalidad venezolana, edad 33 años, que 

ingresa al país el día 13 de febrero de 2013, hija de Roman Martínez 
Leida Janet y de Roman Portocarrero German Ramón con domicilio 

en calle Joaquín V. González 1º piso 424 B° Centro, departamento 
Capital, provincia de La Rioja; por ello, cualquier persona que 

tuviera conocimiento de algún acontecimiento que impidiera dicha 
concesión, deberá presentar oposición fundada ante esta Secretaría 

Electoral Nacional, sita en Avda. Ortiz de Ocampo Nº 1675, dentro 

de los quince (15) días de la última publicación. 
Secretaría, 26 de mayo de 2025. 

 

María Isabel Flores 

Secretaria Electoral Nacional 

 

Nº 31863 - $ 6.280,00 - 30/05 y 13/06/2025 
 

* * * 

 
La Sra. Juez de la Cámara Cuarta en lo Civil, Comercial y 

de Minas, Sala 7, Dra. Ana Carla Menem, Secretaría “B” a/c Dra. 

Silvia Zalazar, en autos Expte. N° 10401230000038020 - Letra “C” 
- 2024, caratulados: “Castro Ruiz Roberto José / Prescripción 

Adquisitiva Información Posesoria”, hace saber que el Sr. Roberto 
José Castro Ruiz ha iniciado Juicio de Información Posesoria en el 

inmueble ubicado sobre la Av. Angelleli N° 1370 - Nomenclatura 
Catastral: Circunscripción I - Sección D - Manzana 101 - Parcela 

“v”. Matrícula Registral: C-30.854 en consecuencia y atento al 
estado de autos córrase traslado de la demanda, al Estado Provincial, 

a la Municipalidad del Dpto. Capital y a los colindantes denunciados 
Sres. Carlos Squeo, Ramón Arévalo, Arsenio Farías, y Oscar 

Marcelo Agost Carreño, a los anteriores poseedores Sres. David José 
Luis y Ortiz Mariela del Valle por el término de diez (10) días bajo 

apercibimiento de ley, publíquese edictos citatorios en el Boletín 
Oficial y un diario de circulación local por cinco (5) veces, Art. 409, 

270 inc. 1 y conc. del C.P.C. téngase presente la documental 

acompañada y demás prueba ofrecida para su oportunidad. 
Notifíquese, firmado. Dra. Ana Carla Menem - Juez Transitoria de 

Cámara Cuarta en lo Civil Comercial y de Minas, Sala 7 - Dra. 
Silvia Zalazar Secretaria - Secretaría “B”. 

La Rioja, 20 de marzo de 2025. 
 

Dra. Silvia Zalazar 
Secretaria 

 

N° 31866 - $ 21.980,00 - 30/05 al 13/06/2025 – Capital 

 
* * * 

 
La Sra. Jueza de la Cámara Primera en lo Civil, Comercial 

y de Minas, Sala 1 Unipersonal, de la Primera Circunscripción 
Judicial de La Rioja, Dra. Paola Petrillo de Torcivía, Secretaría “A”, 

Secretaria Transitoria, Dra. Delgado, Eva Malena, en autos Expte. 
N° 10101240000038141 - Letra “M” - Año 2024, caratulados: 

“Manrique, Miguel Cuello, Juana Berta s/Prescripción Adquisitiva 
(Información Posesoria)”, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado Juicio de Prescripción Adquisitiva del inmueble ubicado 
en el Bº Agrario, de la ciudad de La Rioja, Pcia. de La Rioja. 

Nomenclatura Catastral: Dpto.: 1; Circ: I; Secc.: H; Mza. 438; Parc. 
110; Superficie total 23865,30 m2; se ubica sobre Avda. Principal a 

6 cuadras de la RN N° 38 (hacia el Este); y Avda. San Nicolás de 
Bari (O); (hacia el punto cardinal Norte) y colinda: al Norte, con 

propiedad de Torres, Andrés, Britos María y Francisco Correa; al 
Sur, con Johanas Valencio, calle sin nombre, Carlos Martínez, 

Poblete María, González Daniel, Toledo Yanina Velen, Suc. Juan 

Carlos Córdoba, Paola Madero; al Oeste, con Dritos, Dayana, calle 
sin nombre, lote de dueños desconocidos, Torres Nicolás, con calle 

sin nombre y Torres Andrés; al Este, con calle de ubicación, Avda. 
Principal; Disposición Catastral N° 027076 de fecha 12 de 

diciembre de 2023. Cítese y emplácese por cinco (5) veces, a todos 
los que se consideren con derecho respecto del inmueble referido a 

comparecer dentro de los diez (10) días posteriores a la última 
publicación de los presentes, bajo apercibimiento de ley. 

Secretaría, 07 de abril de 2025. 
 

Dra. Eva Malena Delgado 
Secretaria Transitoria 

 

Nº 31870 - $ 26.690,00 - 30/05 al 13/06/2025 – Capital 

 

* * * 
 

El Sr. Juez Dr. Rodolfo R. Ortiz Juárez, de la Cámara 

Cuarta en lo Civil, Comercial y de Minas, Secretaría A, Sala 9 y del 
actuario Dr. Néstor F. Carrizo, en los autos Expte. N° 

10401220000031058 - Letra “B” - Año 2022, caratulado: “Brizuela 
Justo del Valle c/Reynes, Miguel y Otra - Escrituración”, hace saber 

se ha ordenado la publicación de edictos en el Boletín Oficial y en 
un diario de mayor circulación local, por cinco (5) veces, a fin de 

que los herederos de los Sres. Reynes, Miguel, M.I. N° 6.940.294 y 
De la Vega de Reynes Julia Argelia, L.C. N° 0.623.931, 

comparezcan a estar a derecho, dentro del término de diez (10) días 
posteriores a la última publicación, bajo apercibimiento de ley. 

Secretaría, 23 de mayo de 2025. 
 

Dr. Néstor F. Carrizo 
Secretario 

 

N° 31873 - $ 14.130,00 - 30/05 al 13/06/2025 – Capital 
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La Sra. Jueza Dra. Paola María Petrillo de Torcivía de la 

Cámara Primera del Fuero Civil, Comercial, y de Minas; 

Secretaría “B” de la actuaria Dra. María José Quiroga conforme 

lo establece el Art N°49 del C.P.C, cita y emplaza a los 

colindantes por cinco veces (5) en un plazo de diez días (10) en 

la sucesión del Sr. Torres, Tomás César D.N.I. 4.230.234 que se 

tramita mediante Expte. N° 43.663 - Letra “T” - Año 2012, 

caratulado: Torres Tomás César s/Sucesión Ab Intestato. Bajo 
apercibimiento de ley. 

 

Dra. María José Quiroga 

Secretaria 

 

N° 31874 - $ 9.420,00 - 30/05 al 13/06/2025 – Capital 

 

* * * 

 

El señor Juez de la Cámara Segunda en lo Civil, 

Comercial y de Minas Secretaría “B” sala 5 unipersonal de la 
Primera Circunscripción Judicial de la Provincia de la Rioja, Dr. 

Peralta, Walter Miguel, del actuario Dra. Laura M. Hurtado, en 

los autos Expte N° 10202230000036727 - Letra “C” - Año 2023, 

caratulados: “Chumbita Elbio Daniel / Prescripción Adquisitiva 

(Información Posesoria)” informa que el Sr. Chumbita Elbio 

Daniel, ha iniciado Juicio de Información Posesoria, sobre el 

inmueble ubicado en la localidad de la provincia de La Rioja 

Capital, posee Plano de Mensura confeccionado por el 

Agrimensor  Carlos Sebastián Herrera, aprobado por la 

Dirección General de Catastro por Disposición N° 026650 de 

fecha 25 de julio de 2023; las dimensiones del inmueble son las 
siguientes: se ubica sobre la acera Oeste de la calle Belgrano. 

Mide: de frente a la calle de su ubicación, al Oeste: parcela AB, 

71 catorce con cuarenta y seis metros (14,46 m); al costado Sur 

Parcela J veinticuatro con noventa y ocho metros (24,98 m); al 

Este, calle Manuel Belgrano, catorce con quince metros (368,15 

m), al Norte Parcela H veinticinco con setenta y ocho metros 

(25,78 m) lo que encierra una Superficie Total de trecientos 

sesenta y ocho metros cuadrados. Que tiene asignado la 

nomenclatura catastral: Dpto.: 01; Circ. I, Secc.: B Mzna.: 60, 

Parc.: 160. Publíquese por tres (3) veces edictos en un diario de 

circulación local en el Boletín Oficial, cítese a todos los que se 

consideren con derecho al inmueble motivo de este juicio para 
que comparezcan a estar a derecho dentro del término de diez 

(10) días posteriores a la última publicación del presente edicto, 

bajo apercibimiento de ley. 

Secretaría, 30 de mayo de 2025. 
 

Dra. Laura M. Hurtado de Giménez Pecci 

Secretaria 

 

N° 31893 - $ 24.492,00 - 06 al 13/06/2025 - Capital 

  
* * * 

 

El Sr. Juez Dr. Brizuela Daniel Enrique Sala Tercera, de 

esta Cámara Única de la IV Circunscripción Judicial, con asiento 

en la ciudad de Aimogasta, departamento Arauco, provincia de 

La Rioja, Secretaría “A”, a cargo del prosecretario Nelson Daniel 

Díaz en autos Expte. N° 10401230000034979 - Letra “C” - Año 

2023, caratulados: Cativas Olga del Carmen s/Prescripción 

Adquisitiva (Información, Posesoria), hace saber que la actora ha 

iniciado acción posesoria sobre un inmueble sito en la ciudad de 

Aimogasta, departamento Arauco de esta provincia de La Rioja, 

el mismo se identifica con la siguiente Nomenclatura Catastral 

Lote 123, Manzana 08, Sección B, Circunscripción 1: Matrícula 

Catastral: 4010-2008-29 4010-2008-30, con una superficie de 

728,83 m2. Que el lote adjudicado al presentante se identifica 

con la siguiente Nomenclatura Catastral: Dpto. 4; Circ. I; Sec. B; 

Mza. 8; Parc.123 que mide al Norte 10,75 metros al Sud, 18,61 

metros; al Este 64,60 metros, y al Oeste 53,56 metros, siendo sus 

linderos al Norte: calle pública; al Sud: Parcela 28 de Teresa 

Mirizio; al Este: Lote N° 124 y Oeste: Lote N° 122, figurando en 

el Plano de Mensura como Lote Nº 123. Se cita y emplaza a 
quienes se consideren con derecho al inmueble a comparecer 

dentro de los quince días posteriores a la última publicación, bajo 

apercibimiento de ley. Publíquense edictos por cinco veces en el 

Boletín Oficial y el diario El Independiente en la provincia de La 

Rioja. 

Secretaría, 27 mayo de 2025. 

 

Nelson Daniel Díaz 

Prosecretario 

 

N° 31962 - $ 25.120,00 - 10 al 27/06/2025 – Aimogasta 

 

* * * 
 

El señor Juez de la Sala Unipersonal Primera Dr. 

Gustavo Roque Díaz, de esta Cámara Única de la IV 

Circunscripción Judicial, con asiento en la ciudad de Aimogasta, 

departamento Arauco, provincia de La Rioja, Secretaría “A”, a 

cargo del Prosecretario Nelson Daniel Díaz, en autos Expte. N° 

1040123000035842 - Letra “Z” - Año 2023, caratulados: 

“Zelarayán Cativas, Camila Gisela s/Prescripción Adquisitiva 

(Información Posesoria)”, hace saber que la actora ha iniciado 
acción posesoria sobre un inmueble sito en la ciudad de 

Aimogasta, departamento Arauco de la provincia de La Rioja. El 

mismo se identifica con la siguiente Nomenclatura Catastral Lote 

121, Manzana 08, Sección B, Circunscripción 1, Matrícula 

Catastral: 4010-2008-29, 4010-1008-30 con una superficie de 

545.92 m2. Que mide al Norte: 13,09 metros; al Sud: 21,53 

metros; al Este: 41,22 metros, y al Oeste: 29,12 metros, siendo 

sus linderos al Norte: calle pública; al Sud, Parcela 122, de 

sucesores de Rubén Santos Cativas; al Este: calle pública y 

Oeste: Parcela 28 de Teresa Mirizio, figurando en el Plano de 

Mensura corno Lote N° 121. Se cita y emplaza a quienes se 
consideren con derecho al inmueble a comparecer dentro de los 

quince días posteriores a la última publicación, bajo 

apercibimiento de ley. Publíquense edictos por cinco veces en el 

Boletín Oficial y en un diario de circulación en la provincia de 

La Rioja. 

Secretaría, 27 de mayo de 2025. 

 

Nelson Daniel Diaz 

Prosecretario 

 

N° 31963 - $ 23.550,00 - 10 al 27/06/2025 - Aimogasta 

 
* * * 

 

 La Sra. Jueza de la Excma. Cámara en lo Civil, 

Comercial, de Minas, Criminal y Correccional de la Cuarta 

Circunscripción Judicial, Dra. María Dolores Lazarte, Secretaría 

“A” a cargo del Sr. Nelson Daniel Díaz, hace saber por tres (3) 

veces que el Sr. Luis Antonio García ha iniciado Juicio de 

Información Posesoria en autos Expte. N° 40101240000040126 - 

Letra “G” - Año 2024, de un inmueble ubicado en el barrio El 

Bordo Talacán de la ciudad de Aimogasta, departamento Arauco, 

provincia de La Rioja, hallándose comprendido entre los 
siguientes linderos, al Norte: calle pública, al Sur Parcela 10, al 
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Este: calle Dorrego y al Oeste: parcela 10. El bien objeto de la 

presente se encuentra delimitado por todos sus lados, y mide 

según plano desde el punto 1 al 2: 16,07 m; desde el 2 al 3: 5,47 

m, del 3 al 4: 20,95 m, del 4 al 5: 17,91 m y del 5 al 6: 22,81 m, 

cubriendo una superficie total de 445,31 m2, parcela 
nomenclatura catastral: 04-01-A-51-81; plano de mensura para 

información posesoria aprobado por Disposición D.G.C. N° 

027520 de fecha 13 de agosto de 2024. 

Aimogasta, 06 de junio de 2025. 

 

Nelson Daniel Díaz 

Prosecretario 

 

N° 31968 - $ 12.246,00 - 10 al 17/06/2025 - Aimogasta 

 

* * * 

 
La Dra. Rita Silvina, Albornoz, Juez de Cámara Primera 

en lo Civil, Comercial y de Minas, Criminal y Correccional de la 

Segunda Circunscripción Judicial de Provincia de La Rioja, con 

asiento en la ciudad de Chilecito, Secretaría “B”, en los autos 

Expte. N° 20102240000040376 - Letra “S” - Año 2024, 

caratulado: “Setti, María del Carmen / Sucesión Ab Intestato” ha 

dispuesto a publicar edictos por tres (3) veces en el Boletín 

Oficial y un diario de circulación local, a los fin de citar a todos 

los que se consideran con derecho sobre los bienes de la herencia 

de la causante Setti, María del Carmen D.N.I 4.855.341, a 

comparecer a estar a derecho en autos, dentro del término de 
treinta (30) días, posteriores a la publicación del presente edicto, 

bajo apercibimiento de ley. Publíquese por el término de tres (3) 

veces. 

Chilecito, L.R., 24 de mayo de 2024. 

 

Dra. Rita Silvina Albornoz 
Juez 

Oscar Alberto Caniza 
Prosecretario a/c. Secretaría 

 

N° 31984 - $ 9.420,00 - 10 al 17/06/2025 - Chilecito 

 

* * * 
 

 Edicto de Apertura de Concurso Preventivo: La Dra. 

María Alejandra Echevarría, Juez Titular de la Sala 6 de la 

Cámara Segunda en lo Civil, Comercial y de Minas, Secretaría 

“A”, de la Primera Circunscripción Judicial de la Provincia de La 

Rioja, sita en calle Joaquín Víctor González N° 77 de esta ciudad 

de La Rioja; hace saber que en los autos Expte. N° 

10201240000039473 - Letra G - Año 2024, caratulados: 

“Gaspanello Juan José Nicolás - Concurso Preventivo”, se ha 

dispuesto la apertura del Concurso Preventivo en la modalidad 

de Pequeño Concurso, del Sr. Juan José Nicolás Gaspanello, 
D.N.I. N° 11.327.621, C.U.I.T. N° 20-11327621-6, domiciliado 

en Avda. Perón N° 887 de la ciudad de La Rioja, provincia de La 

Rioja; intimando a los acreedores de la misma por cualquier 

título, para que soliciten la verificación de los créditos hasta el 

día diez de junio del dos mil veinticinco (10/06/2025) por ante el 

Síndico designado, Cr. Ángel Rubén Páez, domiciliado en pasaje 

Florida 985 del B° Tiro Federal de esta ciudad. A continuación, 

se transcribe la parte pertinente del Auto de Apertura dictado: 

“La Rioja, trece de noviembre de dos mil veinticuatro. Autos y 

Vistos: ... y Resultando: ... y Considerando: ... Resuelve: I- 

Disponer la apertura del Concurso Preventivo, en la modalidad 
de Pequeño Concurso, del Sr. Juan José Nicolás Gaspanello, 

D.N.I. N° 11.327.621, CUIT N° 20-11327621-6, de domicilio 

denunciado, conforme a los fundamentos vertidos en los 

Considerandos de este pronunciamiento. II- Fijar Audiencia a 

efectos de la realización del sorteo para la designación de 

Síndico que intervendrá en los presentes, de conformidad a la 

normativa vigente al efecto, para el día doce de diciembre 

próximo a horas nueve (12/12/2024, hs 9:00), a fin de designar el 

Síndico que intervendrá en los presentes, con noticia al Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas el Acuerdo Administrativo 

N° 15/96 pto. 11 y al Tribunal Superior de Justicia, y previa 

solicitud de la Nómina de Síndicos Clase “B” inscriptos por ante 

dicho órgano. III- Fijar fecha para que los acreedores presenten 

sus pedidos de verificación de créditos y los títulos pertinentes al 

Síndico del Pequeño Concurso (Arts. 14 inc. 30 LCQ) hasta el 

día veintiuno de marzo de dos mil veinticinco (21/03/2025). IV- 

Fijar el día nueve de abril de dos mil veinticinco (09/04/2025), 

como fecha hasta la cual el deudor y los acreedores que hubiesen 

solicitado verificación puedan concurrir el domicilio del Síndico, 

a efectos de revisar los legajos y formular por escrito las 

impugnaciones y observaciones a las solicitudes presentadas 
(Art. 34 LCQ). V- Ordenar que dentro de los cinco días de 

notificada la aceptación del cargo por el Síndico, se publiquen 

edictos por cinco veces en el Boletín Oficial y en un diario local 

de amplia tirada haciendo conocer la apertura, en la forma 

prevista por los Arts. 27 y 28 LCQ, bajo apercibimiento de ley 

(Art. 30 LCQ). VI- Disponer se anote la Apertura de este 

concurso en el Registro de Concursos y Archivo de la Función 

Judicial de la Provincia a fin que tome razón del presente e 

informe de la existencia de otros anteriores. Líbrese oficio a tal 

efecto. VII- Disponer la inhibición general para disponer y 

gravar bienes del Concursado, librándose los respectivos oficios 
al Registro de la Propiedad Inmueble, a los Registros 

Automotores 1, 2, 3 y 4, y al Registro Prendario. VIII- Disponer 

la suspensión de los juicios de contenido patrimonial contra la 

concursada y la prohibición de deducir acciones de contenido 

patrimonial contra el Concursado a partir de la publicación de los 

edictos de apertura conforme a lo dispuesto en el Art. 21 LCQ, 

modificado por Ley 26.086, con las salvedades allí establecidas. 

Esta norma deberá transcribirse en su totalidad en el oficio que 

se acompañe a los efectos del fuero de atracción. IX- Intimar al 

concursado para que dentro de los tres días de la notificación 

ficta de la presente resolución, deposite la suma de Pesos Veinte 

Mil, para gastos de correspondencia. (Art. 14 inc. 8 LCQ), X- 
Fijar el día cuatro de abril del dos mil veinticinco para que el 

Síndico presente el Informe Individual y el día treinta de mayo 

del dos mil veinticinco, para el Informe General. Arts. 35 y 39 

Ley 24.522, respectivamente. XI- Oportunamente correr traslado 

al Síndico que resulte designado para que produzca el informe 

del Art. 14 inc. 11 de la LCQ. XII- Protocolícese, hágase saber y 

dese copia”. Fdo.: Dra. Echevarría María Alejandra - Juez; ante 

mí: Dr. Gallardo Claudio. Secretario. Y otra providencia: “La 

Rioja, veintitrés de abril de dos mil veinticinco... Proveyendo el 

escrito de fs. 108, téngase presente lo manifestado. Al escrito que 

antecede y atento lo peticionado por la Sindicatura quien 
manifiesta una situación que imposibilita el cumplimiento de los 

plazos previstos en el fallo glosado a fs. 68/72 vta., reprogramase 

las fechas dispuestas, estableciendo el siguiente cronograma: 1) 

Fijar el día dieciséis (16) de mayo de 2025 para que se acredite 

fehacientemente la publicación de los edictos y el día diez (10) 

de junio de 2025 para que los acreedores comparezcan ante el 

Síndico y presenten sus pedidos de verificación de créditos. 2) 

Fijar para el día veintisiete (27) de junio de 2025 como fecha 

hasta la cual quienes hubieran solicitado verificación, puedan 

concurrir al domicilio del Sindico a efectos de revisar legajos y 

formular por escrito las impugnaciones y observaciones a las 

solicitudes presentadas. 3) Fíjese el día doce (12) de agosto de 
2025 para que el Síndico presente el Informe Individual y el día 

diecinueve (19) de septiembre de 2025 para la presentación del 



Pág. 64                                                             BOLETIN OFICIAL                          Viernes 13 de Junio de 2025 

 

                                                                                                      

Informe General, Art. 35 y 39, Ley 24.522, respectivamente. Rija 

en lo demás lo dispuesto en el citado fallo. Notifíquese... Fdo.: 

Dra. Echevarría María Alejandra, Juez; ante mí: Dr. Gallardo 

Claudio - Secretario. Publíquese por cinco veces en el Boletín 

Oficial y diario de circulación local. 

Secretaría, 29 de abril de 2025. 

 

Dr. Claudio Gallardo 
Secretario 

 

N° 31986 - $ 242.580,00 - 10 al 24/06/2025 – Capital 

 

* * * 
 

El Sr. Juez de la Cámara Segunda, en lo Civil, 

Comercial y de Minas, 1era. Circunscripción Judicial de la 

Provincia de La Rioja, Dr. Walter Miguel Peralta Secretaría “B”, 

de la actuaria, Dra. Laura M. Hurtado de Giménez Pecci en 
autos. Expte. N° 10202250000041932-C-2025, “Carrasco 

Trujillo, Manuel; Padilla Gómez, María / Sucesión Ab Intestato”, 

cita y emplaza a herederos, legatarios, acreedores y a los que se 

consideren con derecho de los extintos Manuel Carrasco Trujillo 

y María Padilla Gómez, a comparecer a estar a derecho, en el 

término de treinta (30) días posteriores a la última publicación 

del presente edicto, que se efectúa por una (1) vez en el Boletín 

Oficial y en un diario de circulación local, bajo apercibimiento 

de ley. 

Secretaría, La Rioja, 31 de mayo de 2025. 

 

Dra. Laura M. Hurtado de Giménez Pecci 
Secretaria  

 

N° 31985 - $ 3.140,00 - 13/06/2025 - Capital 

 

* * * 

 

 Dr. Rodolfo R. Ortiz Juárez Juez subrogante de la 

Excma. Cámara Cuarta en lo Civil, Comercial y de Minas, 

Secretaría “B” Sala 7, a cargo del autorizante Dra. Silvia S. 

Salazar, Secretaria de esta Cámara, de la Primera 

Circunscripción Judicial de la provincia de La Rioja, 
Publíquense edictos, por una (1) vez en el Boletín Oficial y en un 

diario de circulación local, citando a los herederos, acreedores, 

legatarios y de todos los que se consideren con derecho a los 

bienes dejados por el causante: De la Vega, Vicenta Severa 

D.N.I. N° 7.888.232, para que acredite dentro de los treinta (30) 

días posteriores a la publicación del Boletín Oficial. En los autos 

Expte. N° 10402250000041748 - Letra D - Año 2025, 

caratulados: “De la Vega, Vicenta Severa / Sucesión Ab 

Intestato”. 

La Rioja, 05 de junio de 2025. 

 

Dra. Silvia S. Zalazar 
Secretaria 

 

N° 31987 - $ 2.826,00 - 13/06/2025 - Capital  

 

* * * 

  

 El Proc. Jacob Emanuel Saúl a cargo de la Inspección 

General de Justicia de la provincia de La Rioja, hace saber que 

por Disposición N° 043/2025 de fecha 08/04/2025 de la 

Inspección General de Justicia en Expte. N° C023-0253-9-24, 

caratulados: “Redes Banda Ancha Soluciones S.R.L. 
s/Inscripción de Gerente” ha ordenado la publicación del 

presente edicto por el plazo de un (1) día en el Boletín Oficial de 

la Provincia conforme el Art. 10 de la Ley 19.550 haciéndole 

saber que por Acta de Reunión de Socios N° 19 de fecha 11 de 

diciembre de 2023 se aprueba la renovación de gerente del Sr. 

Santos Torcivía D.N.I. N° 22.443.156, casado, argentino, de 

Profesión Ingeniero en Sistemas de Información, con domicilio 

en calle Santa Fe N° 1065, B° San Román. La misma se realiza 

por el periodo 2024-2025 finalizando el nuevo mandato en el 
mes de diciembre del año 2025. Publíquese. 

La Rioja, de mayo de 2025. 
 

Jacob Emanuel Saúl 
Inspector General 

Inspección Gral. de Justicia de la Pcia. 
 

N° 31988 - $ 10.263,00 - 13/06/2025 - Capital 

 

* * * 

  
El Sr. Juez de la Excma. Cámara Primera en lo Civil 

Comercial, de Minas, Criminal y Correccional de la Segunda 

Circunscripción Judicial Dr. Alberto Miguel Granado, Secretaría 

“A”, a cargo de la actuaria, Dra. Ana Laura Ocampo 

(Prosecretaria); hace saber que cita y emplaza a los herederos, 

legatarios, acreedores y quienes se consideran con derecho a la 

sucesión de los extintos Sres. Gutiérrez Elba del Rosario, D.N.I. 

N° 7.891.431 y Tejada Valentín Nemesio, D.N.I. N° 6.701.340, 

en los autos Expte. N° 20101240000039659 - Letra “G” - Año 

2024, caratulados: “Gutiérrez, Elba del Rosario; Tejada, Valentín 

Nemesio Sucesión Ab Intestato”, a comparecer a derecho dentro 

del término de treinta (30) días posteriores a la publicación del 
Boletín Oficial, bajo apercibimiento de ley. Publíquese edictos 

por una (1) vez en el Boletín Oficial y por cinco (5) veces en un 

diario de circulación local. 

La Rioja, 21 de mayo de 2025.  
 

Dra. Sonia del Valle Amaya  
 Secretaria 

 

N° 31989 - $ 3.768,00 - 13/06/2025 -  Chilecito 

 

* * *  

  

La señora Juez de la Cámara Segunda de la Segunda 
Circunscripción Judicial de la Provincia de La Rioja, Dra. Karina 

Anabella Gómez, Secretaría “A”, a cargo de la autorizante, hace 

saber que en autos Expte. N° 20201240000040949 - Año 2024 - 

Letra “G”, caratulados: “Galarza, María - Sucesión Ab 

Intestato”, se ha dispuesto la publicación de edictos en el Boletín 

Oficial y en un diario de circulación local, por cinco (5) veces 

citando y emplazando a todos los herederos, legatarios y 

acreedores que se consideren con derecho sobre los bienes de la 

herencia de la causante Sra. María Galarza, D.N.I. N° 

14.729.295 a presentarse dentro de los quince (15) días 

posteriores a la última publicación, bajo apercibimiento de ley. 
Edictos por cinco (05) veces en el Boletín Oficial. 

Chilecito, La Rioja, mayo de 2025. 
 

Margot Chade 

Secretaria 
 

N° 801504 - S/c. - 13/06 al 01/07/2025 - Chilecito 

 

* * *  

  
La señora Juez de la Excma. Cámara Segunda en lo 

Civil, Comercial, de Minas, Criminal y Correccional de la 

Segunda Circunscripción Judicial de la Provincia de La Rioja, 
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Dra. Claudia R. Zárate, Secretaría “B”, a cargo de la autorizante, 

hace saber que en los autos Expte. N° 20202240000040706 – 

Año 2024 - Letra “C”, caratulados: “Carranza Benito Oscar / 

Sucesión Ab Intestato”, se ha dispuesto la publicación de edictos 

por una (01) vez en el Boletín Oficial y cinco (05) veces en un 
diario de circulación local, citando y emplazando a todos los 

herederos, legatarios y acreedores que se consideren con derecho 

sobre los bienes de la herencia de la causante Benito Oscar 

Carranza D.N.I N° 12.873.554 a presentarse dentro de los treinta 

(30) días posteriores al de la última publicación, bajo 

apercibimiento de ley. Edictos por una (01) vez en el Boletín 

Oficial. 

Chilecito, La Rioja, 21 de abril de 2025. 

 

Dra. Gisela Vicentini 

Secretaria 

 

N° 801505 - S/c. - 13/06/2025 - Chilecito  

 

* * * 

  
 La señora Juez de la Excma. Cámara Primera en lo 

Civil, Comercial, de Minas, Criminal y Correccional de la 

Segunda Circunscripción Judicial de la Provincia de La Rioja, 

Dra. María Greta Decker, Secretaría “A”, a cargo de la 

autorizante, hace saber que en los autos Expte. N° 

20101240000039736 - Año 2024 - Letra “P”, caratulados: 

“Perea, Argelino; Maldonado Vda. de Perea, Pascuala del 
Tránsito / Sucesión Ab Intestato”, se ha dispuesto la publicación 

de edictos por una (01) vez en el Boletín Oficial y por cinco (05) 

veces en un diario de circulación local, citando y emplazando a 

todos los herederos, legatarios y acreedores que se consideren 

con derecho sobre los bienes de la herencia de los causantes 

Argelino Perea L.E N° 3.009.498 y Pascuala del Tránsito 

Maldonado Vda. de Perea D.N.I. N° 2.252.011 a presentarse 

dentro de los treinta (30) días posteriores al de la última 

publicación, bajo apercibimiento de ley. Edictos por una (01) vez 

en el Boletín Oficial.  

Chilecito, La Rioja, junio de 2025. 

 

Dra. Ana Laura Ocampo 

Prosecretaria 
 

N° 801506 - S/c. - 13/06/2025 - Chilecito 
  

* * * 

  
 La señora Juez de la Cámara Segunda de la Segunda 

Circunscripción Judicial de La Rioja, Dra. Claudia Rosa Zárate, 
Secretaría “A”, a cargo de la autorizante, hace saber que en autos 

Expte. N° 20201250000041268 - Año 2025 -  Letra “C”, 

caratulados: “Córdoba José Arturo - Sucesión Ab Intestato”, se 

ha dispuesto la publicación de edictos por una (1) vez, en el 

Boletín Oficial por cinco (05) veces en un diario de circulación 

local, citando y emplazando a todos los herederos, legatarios y 

acreedores que se consideren con derecho sobre los bienes de la 

herencia del causante José Arturo Córdoba D.N.I. N° 12.586.918 

a presentarse dentro de los (15) días posteriores a la última 

publicación, bajo apercibimiento de ley. Edicto por una (1) vez 

en el Boletín Oficial. 

Chilecito, La Rioja 09 de junio de 2025. 
 

Margot Chade 

Secretaria 

 

N° 801507 - S/c. - 13/06/2025 - Chilecito 

La señora Juez de la Excma. Cámara Segunda en lo Civil, 
Comercial, de Minas, Criminal y Correccional de la Segunda 

Circunscripción Judicial de la provincia de La Rioja, Dra. Claudia 
Rosa Zárate, Secretaría “B”, a cargo de la autorizante, hace saber 

que en los autos Expte. N° 20202230000036020 - Año 2023 - Letra 

“C”, caratulados: “Cataldo, Mario Isabel - c/Guevara, Dominga 
Nieves / Divorcio”, se ha dispuesto la publicación de edictos por tres 

(03) días en el Boletín Oficial y en un diario de circulación local, 
citando y emplazando a la Sra. Dominga Nieves Guevara D.N.I. N° 

10.966.089 para que en el término de diez (10) días posteriores al de 
la última publicación, comparezca a juicio a los efectos previstos en 

el Art. 438 del Código Civil y Comercial de la Nación, bajo 
apercibimiento de ley. Edictos por tres (03) días en el Boletín 

Oficial. 
Chilecito, La Rioja, 09 de octubre de 2024. 

 

Patricia Analía Moreno 

Prosecretaria 
 

N° 801508 - S/c. - 13 al 24/06/2025 - Chilecito   
 

* * * 

  
 La señora Juez de la Cámara Primera en lo Civil. Comercial, 
de Minas. Criminal y Correccional de la Segunda Circunscripción 

Judicial de la Provincia de La Rioja. Dra. Rita Silvina Albornoz. 
Secretaría “A”, a cargo de la autorizante, hace saber que se ha dispuesto 
la publicación de edictos por un (1) día en el Boletín Oficial y cinco (5) 
veces en un diario de circulación local, citando y emplazando a 
herederos, legatarios, acreedores y/o a todos los que se consideren con 
derecho a los bienes de la herencia, de los causantes: Telmo del Valle 
Ríos D.N.I. N° 6.705.203 y Teresa Rizzi D.N.I. N° 0.606.786, 
especialmente a la Sra. Ángela Soraira, a que comparezcan a estar a 
derecho dentro de los treinta (30) días posteriores a la última 

publicación, bajo apercibimiento de ley, en los autos Expte. N° 
20101250000042004 - Letra “R” - Año 2025, caratulados: “Ríos, Telmo 
del Valle; Rizzi, Teresa - Sucesión Ab Intestato”. Edictos por un (l) día 
en el Boletín Oficial. 
Chilecito, La Rioja, mayo de 2025. 
 

Dra. Silvina Albornoz 
Juez 

Dra. Ana Laura Ocampo 
Prosecretaria  

 

N° 801509 - S/c. - 13/06/2025 - Chilecito  
 

* * * 

  
La señora Jueza de la Cámara Primera en lo Civil, Comercial 

y de Minas, Secretaría “B” de la Primera Circunscripción Judicial de la 
Provincia de La Rioja, Dra. Paola María Petrillo de Torcivía, (Jueza en 
Subrogación Legal), a cargo del Sr. Ariel Rubén Dávila, (Prosecretario), 
cita y emplaza a los herederos, acreedores y legatarios del extinto, Hugo 
Jorge Alvarez, D.N.I. N° 6.721 .536, a comparecer a estar a derecho en 
los autos Expte. N° 10102240000040999 - Letra “A” - Año 2024, 
caratulados: “Alvarez Hugo Jorge Sucesión Ab Intestato”, por el 
término de treinta (30) días computados a partir de la última publicación 
en el Boletín Oficial Art. 2.340 del Código Civil y Comercial de la 

Nación y Art. 342 del C.P.C, bajo apercibimiento de ley edictos por una 
(1) vez, en diario de circulación local y Boletín Oficial. 
Secretaría, 28 de abril de 2025. 

 

Dra. María José Quiroga 
Secretaria 

 

N° 31990 - $ 2.826,00 - 13/06/2025 - Capital  
  

* * *  
  

La Sra. Juez de la Cámara Segunda en lo Civil, Comercial 

y de Minas, Secretaría “A”, “Sala 4”- “Unipersonal” de la Primera 
Circunscripción Judicial de la provincia de La Rioja, Dra. María 

Haidée Paiaro, a cargo del actuario Dr. Claudio Gallardo, hacer 
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saber por una (1) vez que cita y emplaza a herederos, acreedores, 

legatarios y a todos los que se consideren con derecho a la herencia 
de la extinta Susana Matilde Aurelia Kukulis D.N.I. N° 4.890.588, a 

comparecer a estar a derecho dentro de los treinta (30) días 
posteriores a la publicación y bajo apercibimiento de ley en autos 

Expediente N° 10201250000042017 - Letra K - Año 2025, 
caratulados: “Kukulis, Susana Matilde Aurelia - Sucesión Ab 

Intestato”. 
La Rioja, junio de 2025. 

 

Dr. Claudio Gallardo  

Secretario 

 

N° 31991 - $ 2.512,00 - 13/06/2025 - Capital   
 

* * * 
 

 El Proc. señor Jacob Emanuel Saúl, a cargo de la 
Inspección General de Justicia de la provincia de La Rioja mediante 

Disposición N° 107/25 de fecha 09/06/25 en Expediente C023-
0181-3-25, caratulados: Hainan Trailblazer New Materials 

Technology Co Ltd. / s/Inscripción de Sociedad constituida en el 
Extranjero, ordena la publicación de edicto por un día de acuerdo a 

lo establecido en el Artículo 10 de la LSC y hace saber que la firma 

Hainan Trailblazer New Materials Technology Co Ltd, con 
domicilio legal en, Alberdi N° 149, barrio Centro de esta ciudad, 

departamento Capital de la provincia de La Rioja, ha solicitado la 
inscripción de su contrato social de fecha 01 del mes de abril del año 

2022 y siendo su apoderado Yue Qiongguo, de nacionalidad chino, 
nacido el 28/06/1968, N° EN2534401, de profesión comerciante, 

manifiesta ser de estado civil casado, con domicilio en real en 
Sichuan provincia de Hainan, República Popular de China y con 

domicilio legal en Alberdi N° 149 de esta ciudad de La Rioja, 
departamento Capital de la provincia de La Rioja. Objeto social: 

(Objeto): investigación y desarrollo de tecnologías energéticas 
emergentes; investigación y desarrollo experimental en ingeniería y 

tecnología; servicios de promoción de tecnologías de nuevos 
materiales; investigación y desarrollo de nueva tecnología de 

materiales; ventas de productos químicos especializado (salvo 
productos químicos peligrosos), producción de instrumentos 

analíticos del laboratorio; venta de instrumentos analíticos del 
laboratorio; producción aleaciones de metales no ferrosos; 

producciones de materiales metálicos; venta de aleaciones de 
metales no ferrosos; venta de materiales metálicos; producción de 

equipos especializados para la protección del ambiente; venta de 
equipos especializados para la protección del medio ambiente; 

servicios de instalación de equipos mecánicos generales; 
mantenimiento de equipos electrónicos y mecánicos (salvo equipos 

especializados); reciclaje y utilización de etapas de baterías 
eléctricas usadas para vehículos de nueva energía (salvo las 

operaciones con residuos peligrosos); metalurgia de metales de 
tierras raras; procesamiento de laminado de metales no ferrosos, 

servicios de gestión de ingeniería; servicios de agencias de 

licitación; servicios de conferencias y exposiciones; importación y 
exportación de tecnología; importación y exportación de productos e 

investigación y desarrollo de productos metálicos (a excepción de 
las empresas autorizadas, puede operar de forma independiente 

proyectos que no estén prohibidos ni restringidos por leyes y 
reglamentos nacionales, provinciales y municipales. Esta Sociedad 

tiene plena capacidad jurídica, para adquirir derechos, contraer 
obligaciones y realizar todo tipo de actos, contratos y operaciones 

que no sean prohibidas por las leyes o este Estatuto y que se 
vinculen con el objeto social. El Capital Social: se fija en la suma de 

Pesos Veintisiete Mil Millones divididos en mil cuotas sociales, 
cada una, valor nominal, totalmente suscripta por cada uno de los 

socios. Fecha de Cierre de Ejercicio económico de la sociedad se 
practicará el día treinta y uno de diciembre de cada año. Publicación 

por un día en el Boletín Oficial. 

La Rioja, 09 de junio del año 2025. 

 

Jacob Emanuel Saúl 

Inspector General 
Inspección Gral. de Justicia de la Pcia. 

 

N° 31992 - $ 29.856,00 - 13/06/2025 - Capital  

 
* * *  

 
El Sr. Juez Dr. Rodolfo R. Ortiz Juárez de la Cámara Cuarta 

en lo Civil, Comercial y de Minas, Secretaría “A”, a cargo del Dr. 
Néstor Fabián Carrizo, de la Primera Circunscripción Judicial de la 
provincia de La Rioja, hace saber que cita por una (1) vez en el Boletín 

Oficial y cinco (5) días en un diario de circulación local a los herederos, 
legatarios, acreedores y a quienes se consideren con derecho a la 
sucesión de la extinta Catalina Ester Kunyo, D.N.I. N° 12.851.550 a 
comparecer a estar a derecho dentro del término de treinta (30) días 
computados a partir de la publicación en los autos Expte N° 
10401250000041670 - Letra “K” - Año 2025, caratulados: “Kunyo, 
Catalina Ester / Sucesión Ab Intestato”. 
Secretaría, 28 de mayo de 2025. 

 

Dr. Claudio Gallardo 
Secretario 

 

N° 31993 - $ 2.826,00 - 13/06/2025 - Capital  
 

* * * 
 

 La Sra. Juez de la Sala 6 Unipersonal de la Cámara Segunda 
en lo Civil, Comercial y de Minas, Dra. María Alejandra Echevarría, 
Secretaría “A”, a cargo del Secretario Dr. Claudio Gallardo; en los autos 
Expte. N° 10201240000038021 - Letra “V” - Año 2024, caratulado: 
“Vera, María Ramona - Sucesión Ab Intestato”, cita y emplaza por una 
vez (1) a los herederos, acreedores, legatarios y a todos los que se 
consideren con derecho a la herencia de la extinta María Ramona Vera, 
D.N.I. N° 0.673.224, para que dentro del término de treinta días (30) 
posteriores a la última publicación se presenten a estar a derecho, (Art. 

2.340 del C.C. y C.). 
La Rioja, 04 de junio de 2025. 

 

Dr. Claudio Gallardo 
Secretario 

 

N° 31996 - $ 2.512,00 - 13/06/2025 - Capital 

  

* * * 
 

El Proc. Jacob Emanuel Saúl a cargo de la Inspección General 
de Justicia de la Provincia de La Rioja, hace saber que por Disposición 
N° 086/25 de fecha 22/03/2025 de la Inspección General de Justicia en 
Expte. N° C023-0524-8-24, caratulados: El Gran Chef de Las Mascotas 
S.R.L. s/Cambio de Jurisdicción, ha ordenado la publicación del 
presente edicto por el plazo de un (1) día en el Boletín Oficial de la 

Provincia (Art. 10 Ley 19550) haciendo saber que El Gran Chef De Las 
Mascotas S.R.L. cambió de jurisdicción a la provincia de La Rioja con 
sede en calle Peatonal Joaquín V. González N° 178 Dpto. N° 1 de la 
ciudad Capital de la provincia de La Rioja. Que por acta de reunión de 
socios N° 6 de fecha 30/04/1022 y Resolución expedida por el Gobierno 
de la provincia de Buenos Aires de fecha 13/09/2022 se aprueba el 
cambio de jurisdicción a la provincia de La Rioja y en dicha 
oportunidad se tomó conocimiento de la nueva gerencia de la empresa, 

en virtud de acta de reunión de socios N° 10 de fecha 30 de noviembre 
de 2023, que será integrada por dos Socios-gerentes que se mencionan a 
continuación Nicolás Eduardo Del Rosso, argentino, D.N.I. N° 
26.489.585, CUIL 20-26489585-6, nacido el 26/03/1978, estado civil 
casado, de profesión licenciado en sistemas con domicilio en calle 
pública S/N, Olivos de la Quebrada, ciudad de La Rioja, provincia de La 
Rioja y Luis Eduardo Sabino Mazzanti D.N.I. N° 21.664.412, CUIL 20-
21664412-4, nacido el 27/04/1970, estado civil casado, de profesión 

comerciante con domicilio en calle Mazzini N° 77 de la ciudad de 
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Chascomús, provincia de Buenos Aires; que funcionara en forma 
Individual e Indistinta, de acuerdo a la cláusula quinta del contrato 
social y durarán en su mandato mientras exista la sociedad o hasta 
revocación. 
La Rioja, 06 de junio de 2025. 

 

Jacob Emanuel Saúl 
Inspector General 

Inspección Gral. de Justicia de la Pcia. 
 

N° 31999 - $ 19.593,00 - 13/06/2025 - Capital  

 
* * * 

 
 La Sra. Jueza de la Cámara Primera en lo Civil, Comercial y 
de Minas, Secretaría “B”, Dra. Marcela S. Fernández Favarón, 
Secretaria Transitoria a cargo de la actuaria, Dra. María José Quiroga; 
hace saber que por un (1) día se cita a los herederos, legatarios y 
acreedores y/o quienes se consideren con derecho a la sucesión del 
causante Vanni Ricardo Eduardo, D.N.I. N° 6.705.613, a comparecer en 
los autos Expte. N° 39732 - Letra “V”- Año 2008, caratulado: “Vanni 
Ricardo Eduardo s/Sucesión Ab Intestato”, dentro de los treinta (30) 

días posteriores a la última publicación del Boletín Oficial y en un diario 
de circulación local. 
Secretaría, 05 de mayo de 2025. 

 

Dra. María José Quiroga 
Secretaria 

 

N° 32.000 - $ 2.512,00 - 13/06/2025 - Capital  

 
* * * 

 
 La Dra. Claudia R. Zárate (Juez) de Cámara de la Segunda 
Circunscripción Judicial de la Provincia de La Rioja con asiento en el 
Dpto. Chilecito, en los autos Expte. N° 20202210000027221 -  Letra 
“L” - Año 2021, caratulados: “Luna, Emilio Antonio - Juicio Suasorio”, 
que tramitan por ante la Cámara Segunda en lo Civil, Comercial de 

Minas, Criminal y Correccional Segunda Circunscripción Judicial, 
Secretaría “B” a cargo de la publíquense edictos en el Boletín Oficial y 
en un diario de circulación local por tres (3) días, citando a quienes se 
consideren con derecho a los bienes de la herencia para que 
comparezcan dentro de los quince (15) días posteriores de la última 
publicación, bajo apercibimiento de ley, (Art. 342 del C.P.C). 
Notifíquese. Fdo. Dra. Claudia R. Zárate (Juez) - Ante mí, Fdo. Dra. 
Gisela Vicentini (Secretaria). 
 

Patricia Analía Moreno 
Prosecretaria  

 

N° 32.001 - $ 8.748,00 - 13 al 24/06/2025 - Chilecito 

 
* * * 

 

 El Proc. Jacob Emanuel Saúl, a cargo de la Inspección 
General de Justicia, de la Pcia. de La Rioja, mediante Disp. N° 

096/25, del 30/05/25, Expte. N° C023-0172-5- 25, caratulado: 
“Benze S.R.L. - Inscripción de Socio Gerente”, ordena publicación 

por un 1 día en el B. Oficial, y hace saber que por Acta de Reunión 
de socios del 09/04/2025, se aprueba designar como gerente titular 

al Sr. Jorge Humberto Campos, argentino, comerciante, casado, 
nacido el 09/02/1966, D.N.I. N° 17.744.561, CUIL N° 20-

17744561-5, domicilio en calle 12 Casa 23, del B° Infantería II, 
ciudad de La Rioja, que representará a la sociedad por el plazo de 

tres (3) ejercicios.  
La Rioja, junio de 2025. 
 

Jacob Emanuel Saúl 
Inspector General 

Inspección Gral. de Justicia de la Pcia. 
 

N° 32.003 - $ 6.513,00 - 13/06/2025 - Capital 

 El Juez de la Sala de la Cámara Segunda en lo Civil, Comercial 

y de Minas. Dra. María Haidée Paiaro Secretaría “A”, a cargo del 

actuario, Dr. Claudio Gallardo en los autos Expte N° 

10201230000036637 - Letra “L” - Año 2023, caratulados: 

“Leys, Ezequiel Alberto s/Sucesión Ab Intestato”, cita y emplaza 
por el término de treinta (30) días posteriores a la publicación en 

el Boletín Oficial, a herederos, legatarios, acreedores y a todos 

los que se consideren con derecho a la herencia del causante 

Ezequiel Alberto Leys D.N.I. N° 22.411.342 a comparecer a 

estar a derecho bajo apercibimiento de ley, Art. 3.240 del C.C. y 

C. y 342 del C.P.C. Edictos por una (1) vez en el Boletín oficial 

y en un diario de circulación local. 

La Rioja, junio de 2025.  

 

Dr. Claudio Gallardo 

Secretario 

 

N° 32.004 - $ 2.512,00 - 13/06/2025 - Capital 

 

* * * 

 

 El Proc. Jacob Emanuel Saúl, a cargo de la Inspección 

General de Justicia de la provincia, en los Expte. N° C023-0201-

1-25, caratulados: “EB S.R.L” - Inscripción de Contrato Social, y 

mediante disposición N° 108/25 ha ordenado la publicación de 

edicto por un día en el Boletín Oficial. Instrumento Privado: 

Estatuto Social celebrado en la ciudad de La Rioja, a los 28 días 

del mes de mayo de 2024. Socios: Sr. Espin Busleiman, Ezequiel 
D.N.I. N° 33.234.306, de 37 años de edad, de estado civil 

soltero, nacionalidad argentina, de profesión comerciante, con 

domicilio real en Av. Juan Ramírez de Velazco N° 773, B° 

U.P.C.N de la ciudad de la Rioja; el Sr. Espin Busleiman, 

Gerónimo D.N.I. N° 40.723.854, de 27 años de edad, de estado 

civil soltero, nacionalidad argentina, de profesión comerciante, 

con domicilio real en calle Av. Juan Ramírez de Velazco N° 773, 

B° U.P.C.N, de la ciudad de la Rioja. 2) Denominación: “EB 

S.R.L”. 3) Domicilio: Av. Juan Ramírez de Velazco N° 773, B° 

U.P.C.N, de la ciudad de la Rioja, provincia de La Rioja. 4) 

Objeto Social: Objeto: la sociedad tendrá como objeto comercial, 

sea por cuenta propia de terceros y/o asociados a terceros, en el 
país o en el extranjero, la realización de Obras y Servicios 

Generales vinculados a la Construcción: A) Ejecución, 

asesoramiento, conservación, mantenimiento, demolición, 

refacciones y mejoras de obras civiles, metalúrgicas, hidráulicas, 

energéticas, viales de toda clase, obras públicas y privadas, de 

ingeniería y/o arquitectura; la promoción, construcción, 

restauración de edificios destinados a fines industriales, 

comerciales o de vivienda; quedando comprendidas todas las 

tareas complementarias como instalaciones sanitarias, de gas, 

eléctricas, excavaciones, cerramientos y pinturas, con o sin 

provisión de material; B) Construcción: Realizar obras de 
arquitectura e ingeniería en general, proyectos, ejecución, 

dirección, realización y mantenimiento, las mismas pueden ser 

públicas o privadas; C) Ejecución, asesoramiento, conservación, 

mantenimiento de obras viales de apertura, mejora, 

pavimentación de calles y rutas; construcción de diques, 

embalses, canalización, purificación y potabilización de aguas, 

desagües y redes de desagües; obras de electrificación, tendido 

de líneas eléctricas y redes de alta tensión; D) Compra, venta, 

consignación, permuta, alquiler y subalquiler: por sí o por otros, 

de bienes inmuebles y muebles registrables tales como, 

vehículos, maquinarias, camiones, rodados, herramientas afines, 

sus repuestos y accesorios, propias y de terceros ya sea por 
contratación directa y/o a través de licitaciones o concursos 

públicos, de carácter privado o públicos, con o sin chofer, para la 
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realización de obras civiles, metalúrgicas y de actividades de 

construcción, industriales, viales y/o mineras; E) Actuar como 

fiduciante, fiduciaria, beneficiaria, fideicomisaria, por cuenta 

propia o por cuenta de terceros y/o asociada a terceros, en todo 

tipo de emprendimientos; F) Comisionista e intermediación de 

venta compra o locaciones de bienes y servicios en el país o en el 

exterior y/o como consignataria, organizar canales de 

distribución y/o oficinas de venta; explotación, arrendamientos y 
administración de bienes inmuebles, urbanos y rurales, 

explotaciones agropecuarias, urbanizaciones, loteos, 

fraccionamientos y la realización de operaciones de propiedad 

horizontal, y toda otra actividad relacionada, tales como 

representaciones, mandatos, comisiones, administración de 

bienes y asesoramiento en inversiones, proyectos de negocios y 

promoción de operaciones inmobiliarias; G) Comercialización, 

importación y exportación de artículos de ferretería, 

herramientas, maquinarias, de limpieza, higiene, seguridad, 

distribución de materiales de construcción de cualquier tipo 

como cemento, áridos, gritería, sanitarios, aberturas, pinturas, 
cables, artefactos eléctricos y todos los demás productos 

relacionados a la construcción y todos sus derivados. A tal fin la 

sociedad tiene plena capacidad jurídica para adquirir derechos, 

contraer obligaciones y realizar los actos que no sean prohibidos 

por las leyes o por este Estatuto. 5) Duración: la Sociedad se 

constituye por el término de noventa y nueve (99) años, contados 

a partir de la fecha de su inscripción. 6) Capital Social: el capital 

social lo constituye la suma de Pesos Diez Millones ($ 

10.000.000), representado por diez mil cuotas sociales de Pesos 

Mil ($ 1.000) cada una, que son suscriptas por los socios de la 

siguiente forma: el socio Espin Busleiman, Ezequiel aporta la 
cantidad de cuotas cinco mil (5.000), de Pesos Mil ($ 1.000) 

cada una, por un total de Pesos Cinco Millones ($ 5.000.000,00), 

que representan el 50% del capital total aportado, el socio Espin 

Busleiman, Gerónimo aporta la cantidad de cuotas cinco mil 

(5.000), de Pesos Mil ($ 1.000) cada una, por un total de Pesos 

Cinco Millones ($ 5.000.000), los socios integran la totalidad de 

dicho capital suscripto de la siguiente manera: los socios realizan 

el aporte del 25% de las cuotas sociales en dinero en efectivo, 

esto es la suma de Pesos Dos Millones Quinientos Mil ($ 

2.500.000). 7) Administración y Representación: la Sociedad 

tendrá una administración única, es decir, que será ejercida por 

un solo socio, que tendrá el carácter de Socio Gerente, cuyo 
mandato durará dos (2) años, con posibilidad de reelección 

indefinida. 8) Cierre de ejercicio: 31 de diciembre de cada año. 

La Rioja, 12 de junio de 2025. 

 

Jacob Emanuel Saúl 
Inspector General 

Inspección Gral. de Justicia de la Pcia. 

 

N° 32.005 - $ 50.382,00 - 13/06/2025 - Capital 

 

 

EDICTOS DE MINAS 

 

Edicto de Cateo 

 

Titular: “Litios L.R.J. S.A.” - Expte. N° 146 - Letra “L” 

- Año 2023. Denominado “Z7-K03”. Departamento de Catastro 

Minero: Departamento Catastro Minero - La Rioja 23 de mayo 

de 2024. Señora Directora: Visto el estado de autos, esta 

Dirección informa que la presente solicitud de permiso de 

exploración y cateo quedó graficada en el departamento 

Vinchina - Gral. Lamadrid de esta Provincia, esta graficación se 

la efectuó con una superficie libre de 10.000 ha; la superficie 

libre mencionada queda comprendida entre las siguientes 

coordenadas Gauss Krugger Posgar 94 perimetrales: 

Y=2519737.000 X=6835473.000 Y=2509737.000 

X=6835473.000 Y=2509737.000 X=6845473.000 

Y=2519737.000 X=6845473.000. Asimismo, se informa que el 

presente Cateo se ubica dentro de la zona de Reserva Provincial 

de Usos Múltiples Laguna Brava Ley N° 8.078/06. La 

nomenclatura catastral correspondiente es NE: 6845472.96-
2519736.98-13-10-E SO: 6835472.76-2509737.25-13-09-E. Se 

adjunta croquis demostrativo. Fdo. Ing. Luciana Manghesi 

Rearte - Directora de Catastro Minero - Dirección Gral. de 

Minería: La Rioja, 30 de mayo de 2025. Visto:… y 

Considerando:... La Directora de Minería Dispone: Artículo 1°.- 

Regístrese en el protocolo respectivo la presente solicitud de 

permiso de exploración y cateo, de sustancias de primera 

categoría, denominada: “Z7-K03” a nombre de la razón social 

Litios L.R.J. S.A., ubicada en el departamento Vinchina de esta 

provincia, con una superficie libre de 10.000 ha. Artículo 2°.- 

Publíquense edictos en el Boletín Oficial de la Provincia por dos 
(2) veces en el espacio de diez (10) días, y fíjese cartel aviso en 

la pizarra de esta Dirección, de conformidad a lo dispuesto por el 

Art.27°- párrafo tercero- del Código de Minería, llamando por 

veinte (20) días a quienes se consideren con derecho a deducir 

oposiciones, Art. 25° -párrafo primero- del citado Código. 

Artículo 3°.- La publicación de los edictos referenciada en el 

punto precedente, debe ser acreditada por el solicitante dentro de 

los veinte (20) días siguientes al de su notificación, Art. 41° del 

C.P.M., con la presentación del recibo expedido por el Boletín 

Oficial y, cumplida la misma, deberá presentar los ejemplares 

con los edictos publicados, bajo apercibimiento de ley. Artículo 
4°.- Emplácese al solicitante para que en el término de treinta 

(30) días, siguientes al de su notificación, presente el Informe de 

Impacto Ambiental que prescribe el Art. 251° del Código de 

Minería. Artículo 5°.- Córrasele Vista al solicitante de lo 

informado por la Dirección de Geología Minera a fs. 192. 

Artículo 6°.- Notifíquese, por Dirección de Escribanía de Minas 

cúmplase con lo dispuesto en el punto 1° de la presente 

Disposición y confecciónese los edictos ordenados, haciéndose 

entrega para su publicación. Fecho, Resérvese, Disposición N° 

179/25. Fdo. Dra. María Cecilia Maidana - Directora Gral. de 

Minería. Ante mí, Esc. Luis Héctor Parco - Director de 

Escribanía de Minas. 
 

Esc. Luis Héctor Parco 

Dir. Escribanía de Minas 

Dirección Gral. de Minería 

 

N° 31994 - $ 26.520,00 - 13 y 24/06/2025  

 

* * * 

 
Edicto de Manifestación de Descubrimiento 

 

 Titular: “Kallpa Sapem” - Expte. N° 266 - Letra “K” - 

Año 2023. Denominado: “Carolina”. Departamento de Catastro 

Minero: Dirección de Catastro Minero - La Rioja, 07 de mayo de 
2024. Señora Directora: La presente solicitud de manifestación 

de descubrimiento (cuyos valores de coordenadas denunciadas 

del lugar de toma de muestra son X=6885146.54 – 

Y=2524008.12) ha sido graficada en el departamento Vinchina 

de esta provincia a la fecha, atento a que fue solicitado por la 

Dirección Gral. de Minería desde fecha 05/12/2023. Se informa 

que el área de protección de dicha manifestación tiene una 

superficie libre de 4014 ha 9846 m2, resultante de la 

superposición parcial con la Manifestación de Descubrimiento 
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KIBEHO, Expte. N° 257-D-2023 a nombre De la Fuente Rolando 

Alberto, y de la Manifestación de Descubrimiento Estela, Expte N° 
265- K-2023 a nombre de Kallpa SAPEM, dicha área de protección 

queda comprendida entre las siguientes coordenadas Gauss Krugger 
(POSGAR'94): Y=2519732.630 X=6887885.620 Y=2521975.530 

X=6887873.460 Y=2521975.530 X-6886954.100 Y=2526172.018 
X=6886954.100 Y=2526160.007 X=6880991.112 Y=2519784.910 

X=6881024.650. La nomenclatura catastral correspondiente es: 
6885146.54 2524008.12-13-10-M. Se adjunta croquis demostrativo. 

Fdo. Jefe de Catastro Minero... Dirección Gral. de Minería: La 
Rioja, 02 de junio de 2025. Visto... y Considerando... La Directora 

de Minería Dispone: Artículo 1°.- Regístrese en el protocolo 

respectivo la solicitud de manifestación de descubrimiento 
denominada: “Carolina”, de oro, plata y cobre, sustancia de primera 

categoría, solicitada por la razón social Kallpa Sapem, ubicada en el 
departamento Vinchina de esta provincia. Artículo 2°.- Publíquense 

edictos en el Boletín Oficial de la Provincia por tres (3) veces en el 
espacio de quince (15) días, y fíjese cartel aviso en la pizarra de esta 

Dirección, de conformidad a lo dispuesto por el Art. 53° del Código 
de Minería, llamando por el término de sesenta (60) días a quienes 

se consideren con derecho a deducir oposiciones, Art. 66° del citado 
Código. Artículo 3°.- La publicación de los edictos referenciada en 

el punto precedente, debe ser acreditada por el solicitante dentro de 
los veinte (20) días siguientes al de su notificación, Art.  41° del 

C.P.M., con la presentación del recibo expedido por el Boletín 
Oficial y, cumplida la misma, deberá presentar los ejemplares con 

los edictos publicados, bajo apercibimiento de aplicar lo establecido 
en el Art. 57° del C.P.M. Artículo 4°.- Inclúyase este Registro en el 

Padrón Minero, con la constancia de la exención del pago del canon 
minero por el término de tres (3) años, conforme lo establece el Art. 

224° del Código de Minería. Artículo 5°.- El término de cien (100) 
días, que prescribe el Art. 68° del Código de Minería para la 

ejecución de la Labor Legal comenzará a correr desde el día 
siguiente al de su registro, bajo apercibimiento de caducidad del 

derecho, cancelando el registro y teniendo la manifestación como no 
presentada, Art. 60° del C.P.M. Artículo 6°.- El concesionario 

deberá dentro de los treinta (30) días posteriores al vencimiento de 
la Labor Legal solicitar la pertenencia que le corresponda de 

acuerdo a lo establecido por el Art. 67° y cc del Código de Minería, 
bajo apercibimiento de tener por desistido los derechos en trámite. 

inscribiéndose la mina como vacante, Art. 61° C.P.M. Artículo 7°.- 

Córrasele Vista al concesionario de los Informes de la Dirección de 
Geología Minera a fs. 42. Artículo 8.- Notifíquese, por Dirección de 

Escribanía de Minas cúmplase con lo dispuesto en el Artículo 1° de 
la presente Disposición y confecciónese los edictos ordenados 

haciéndose entrega para su publicación, fecho, pase a Sección 
Padrones. Fecho, Resérvese. Disposición D.G.M. N° 212/25. Fdo. 

Dra. María Cecilia Maidana - Directora General de Minería - Ante 
mí: Esc. Luis Héctor Parco - Director de Escribanía de Minas. 

 
Esc. Luis Héctor Parco 

Dir. Escribanía de Minas 

Dirección Gral. de Minería 

 
N° 31997 - $ 54.366,00 - 13, 17 y 27/06/2025 

 
* * * 

 
Edicto de Manifestación de Descubrimiento 

 
 Titular: “Kallpa Sapem” - Expte. N° 264 - Letra “K” - 

Año 2023. Denominado: “Rosario”. Departamento de Catastro 

Minero: Departamento Catastro Minero - La Rioja, 07 de agosto 

de 2023. Señora Directora: La presente solicitud de 

manifestación de descubrimiento (cuyos valores de coordenadas 

denunciadas del lugar de toma de muestra son X=6492972.51 – 

Y=3466644.39) ha sido graficada en el departamento Rosario V. 

Peñaloza de esta Provincia. Se informa que el área de protección 

de dicha manifestación tiene una superficie libre de 586 ha 

5527.25m2, resultante de la superposición parcial con la Mina 

Callana II Expte. N° 8115-U-1979 a nombre de Ultra Argentina 
S.R.L. dicha área de protección queda comprendida entre las 

siguientes coordenadas Gauss Krugger (POSGAR 94): 

Y=3466425.287 X=6494364.098 Y=3468971.259 

X=6494364.099 Y=3468971.255 X=6492200.000 

Y=3469073.540 X=6492200.000 Y=3469073.540 

X=6491368.000 Y=3468489.000 X=6491368.000 

Y=3468488.999 X=6492201.538 Y=3466425.287 

X=6492200.000 Y=3466425.287 X=6494167.390 

Y=3466516.320 X=6494303.500. La nomenclatura catastral 

correspondiente es: 6492972.51 - 3466644.39-13-15-M. Se 

adjunta croquis demostrativo. Fdo. Jefa de Catastro Minero... 

Dirección Gral. de Minería: La Rioja, 30 de mayo de 2025. 
Visto... y Considerando... La Directora de Minería Dispone: 

Artículo 1°.- Regístrese en el protocolo respectivo la solicitud de 

manifestación de descubrimiento denominada: “Rosario”, de oro, 

plata y cobre, vetiforme, sustancia de primera categoría, 

solicitada por la razón social Rosario, ubicada en el 

departamento Vinchina de esta provincia. Artículo 2°.- 

Publíquense edictos en el Boletín Oficial de la Provincia por tres 

(3) veces en el espacio de quince (15) días, y fíjese cartel aviso 

en la pizarra de esta Dirección, de conformidad a lo dispuesto 

por el Art. 53° del Código de Minería, llamando por el término 

de sesenta (60) días a quienes se consideren con derecho a 
deducir oposiciones, Art. 66° del citado Código. Artículo 3°.- La 

publicación de los edictos referenciada en el punto precedente, 

debe ser acreditada por el solicitante dentro de los veinte (20) 

días siguientes al de su notificación, Art.  41° del C.P.M., con la 

presentación del recibo expedido por el Boletín Oficial y, 

cumplida la misma, deberá presentar los ejemplares con los 

edictos publicados, bajo apercibimiento de aplicar lo establecido 

en el Art. 57° del C.P.M. Artículo 4°.- Inclúyase este Registro en 

el Padrón Minero, con la constancia de la exención del pago del 

canon minero por el término de tres (3) años, conforme lo 

establece el Art. 224° del Código de Minería. Artículo 5°.- El 

término de cien (100) días, que prescribe el Art. 68° del Código 
de Minería para la ejecución de la Labor Legal comenzará a 

correr desde el día siguiente al de su registro, bajo 

apercibimiento de caducidad del derecho, cancelando el registro 

y teniendo la manifestación como no presentada, Art. 60° del 

C.P.M. Artículo 6°.- El concesionario deberá dentro de los 

treinta (30) días posteriores al vencimiento de la Labor Legal 

solicitar la pertenencia que le corresponda de acuerdo a lo 

establecido por el Art. 67° y cc del Código de Minería, bajo 

apercibimiento de tener por desistido los derechos en trámite. 

inscribiéndose la mina como vacante, Art. 61° C.P.M. 

Artículo 7°.- Córrasele Vista al concesionario de los Informes 

de la Dirección de Geología Minera a fs. 43. Artículo 8.- 

Notifíquese, por Dirección de Escribanía de Minas cúmplase 

con lo dispuesto en el Artículo 1° de la presente Disposición y 

confecciónese los edictos ordenados haciéndose entrega para 

su publicación, fecho, pase a Sección Padrones. Fecho, 

Resérvese. Fdo. Dra. María Cecilia Maidana - Directora 

General de Minería - Ante mí: Esc. Luis Héctor Parco - 

Director de Escribanía de Minas. 
 

Esc. Luis Héctor Parco 

Dir. Escribanía de Minas 

Dirección Gral. de Minería 
 

N° 31998 - $ 53.040,00 - 13, 17 y 27/06/2025 
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EDICTOS DE MARCAS Y SEÑALES 

 

El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00097/25, 

caratulados: Arguello, Roquelita Laura. Se hace saber, por el 

término de ley, que se ha iniciado el trámite de transferencia 

de Marca y Señal Título 000680 a nombre de Luna, 

Agustina Dionicia D.N.I. 4.641.337, para ser transferido a 

Arguello, Roquelita Laura D.N.I. 14.714.789 con domicilio 

en La Fallette 9790 Mariano Acosta - Merlo de la provincia 

de Buenos Aires, que desarrolla la actividad en el 

departamento Independencia (15). Se adjuntan Marca de 

Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Pilón; Lado Lazo: 

Tajo de encima y Zarcillo boleado de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

      
      020-001014 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31901 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00096/25, 

caratulados: Rodríguez, Sergio Raúl. Solicitud de Marca y 

Señal, hace saber por el término de ley, que se ha iniciado 

trámite de registración de Marca y Señal presentado por 

Rodríguez, Sergio Raúl D.N.I. 27.052.392, con domicilio en 

Cabo 1ero Rodríguez 390 B° 4 de Junio del departamento 

Capital, que desarrolla la actividad en el departamento 

Capital (02). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de 

Sangre: Lado Montar: Muesca de abajo y Media lanza de 

encima; Lado Lazo: Muesca de encima y Media lanza de 

abajo.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
   020-001013 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 
Juan Antonio Carbel 

Director RUMPyS 

 

Nº 31902 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00095/25, caratulados: Escudero, Ramón del Rosario. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Escudero, Ramón del Rosario 
D.N.I. 35.503.656, con domicilio en 4 S/N San Nicolás 

del departamento Chamical, que desarrolla la actividad en 

el departamento Chamical (14). Se adjuntan Marca de 
Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Muesca de 

abajo; Lado Lazo: Tres muescas de abajo y Media lanza 

de encima.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de 
ley. 

     

 
 020-001012 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUMPyS 

 

Nº 31903 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00094/25, caratulados: Ceballos la Montagna, Federico 

Nicolás. Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el 
término de ley, que se ha iniciado trámite de registración 

de Marca y Señal presentado por Ceballos la Montagna, 

Federico Nicolás D.N.I. 35.503.792, con domicilio en 

Castro Barros 402 Industria - Olta del departamento Gral. 
Belgrano, que desarrolla la actividad en el departamento 

Gral. Belgrano (07). Se adjuntan Marca de Fuego y 

Señales de Sangre: Lado Montar: Trébol de encima y 
Trébol; Lado Lazo: Trébol.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
  020-001011 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 
 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31904 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00092/25, caratulados: Mora Bazán, Ismael del Rosario. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por Mora Bazán, Ismael del Rosario 

D.N.I. 37.740.422, con domicilio en Proyectada S/N 

Virgen de Andacollo del departamento Capital, que 

desarrolla la actividad en el departamento Capital (02). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Banco de abajo; Lado Lazo: Despunte con tajo y 

Gancho de encima.  
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de 

ley.  
     

 
  020-001009 

 

 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31905 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00077/25, caratulados: Paredes, Fernando Nicolás. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Paredes, Fernando Nicolás D.N.I. 

34.843.895, con domicilio en Pública S/N Padre Conrrero - 
Chañar del departamento Gral. Belgrano, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. Belgrano (07). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 
Montar: Muesca de abajo y Tajo en punta; Lado Lazo: 

Horqueta y Llave de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 
comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

    
020-000994 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31906 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00056/25, caratulados: Vega Cortez, Wilson Nahir. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por Vega Cortez, Wilson Nahir D.N.I. 

45.254.896, con domicilio en Manzana 1306 11 S/N B° 

Nestor Kirchner del departamento Capital, que desarrolla 

la actividad en el departamento Independencia (15). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Muesca triangular de encima y Tajo pluma de 

abajo; Lado Lazo: Muesca triangular de encima y Banco 
de abajo.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 
comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

 
     020-000973 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31907 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00055/25, caratulados: Agüero, Julio César. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Agüero, Julio César D.N.I. 27.225.391, con 

domicilio en 2 casa 938 B° San Nicolás del departamento 

Chamical, que desarrolla la actividad en el departamento 
Chamical (14). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de 

Sangre: Lado Montar: Zarcillo de abajo; Lado Lazo: Dos 

muescas triangulares de encima y Despunte.  
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

 
 
    020-000972 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31908 - $ 12.246,00 -  06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00054/25, caratulados: Agüero, Hugo Esteban. Solicitud de 
Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Agüero, Hugo Esteban D.N.I. 31.797.222, 
con domicilio en Alicia Moreau de Justo 33 B° Los 

caudillos del departamento Capital, que desarrolla la 

actividad en el departamento Capital (02). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Rombo de abajo y Muesca ovalada en la punta; Lado Lazo: 

Rombo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

 
    020-000971 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31909 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00053/25, caratulados: Páez, Eduardo Fabián. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que 

se ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Páez, Eduardo Fabián D.N.I. 16.658.220, 

con domicilio en Castro Barros S/N – Banda Florida del 

departamento Gral. Felipe Varela, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. Felipe Varela (10) Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Horqueta y Gancho de abajo; Lado Lazo: 

Muesca triangular de encima y Pilón. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

 
020-00970 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31910 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00052/25, caratulados: Herrera, Marco Nicolás. Solicitud 
de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Herrera, Marco Nicolás D.N.I. 45.564.319, 
con domicilio en s/Calle S/N B° Las Estrellas - Patquía 

departamento Independencia, que desarrolla la actividad en 

el departamento Independencia (15) Se adjuntan Marca de 
Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Hoja de higuera 

y Muesca triangular de abajo; Lado Lazo: Hoja de higuera 

y Tajo de encima.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley.  
 

 
020-000969 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31911 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00051/25, caratulados: Herrera, Rosa Arminda. Solicitud 
de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Herrera, Rosa Arminda D.N.I. 12.231.065, 

con domicilio en Independencia S/N B° 54 Viv C N° 41 - 
Chumbicha - Capayán provincia de Catamarca, que 

desarrolla la actividad en el departamento Capital (02) Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 
Montar: Ramal cortado de encima y Llave de abajo; Lado 

Lazo: Banco de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

 
020-000968 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 
N° 31912 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00050/25, caratulados: Lucero, Sergio Víctor. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Lucero, Sergio Víctor D.N.I. 29.138.242, 

con domicilio en José Hernández 1150 Centro - Caleta 

Olivia provincia de Santa Cruz, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. Juan Facundo Quiroga (08). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Cuadro y agujero con tajo; Lado Lazo: Llave de 

encima y agujero. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
    020-000967 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31913 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales, Rubén Alexis Echenique, en Expte. N° 

000309/17, caratulados: Romero,  Pedro Ramón. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 
ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Romero, Pedro Ramón, D.N.I. 32.354.126, 

con domicilio en Casangate -Malanzán del departamento 

General Juan Facundo Quiroga, que desarrolla la actividad 
en el departamento Gral. Juan Facundo Quiroga (08). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Pilón y Llave de abajo; Lado Lazo: Horqueta y 
Muesca triangular de encima. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince (15) días posteriores de la última 

publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

 
008-000620 

 
 

Rubén Alexis Echenique 

Director RUPMyS 

 

N° 31914 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

  El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00158/22, caratulados: González, Victorino del Carmen.  

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por González, Victorino del Carmen 

D.N.I. 42.187.303 con domicilio en San Martín S/N - 

Tama del Departamento Gral. Ángel Vicente Peñaloza, que 

desarrolla la actividad en el departamento Gral. Ángel 
Vicente Peñaloza (06). Se adjuntan Marca de Fuego y 

Señales de Sangre: Lado Montar: Dos tajos de encima y 

Llave de abajo; Lado Lazo: Llave de encima. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

                        
020-000751  

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31915 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00182/24, caratulados: Vega, Sergio Nicolás. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Vega, Sergio Nicolás D.N.I. 32.093.255, 

con domicilio en Bernardino Gómez S/N Luis Vernet - 

Patquía del departamento Independencia, que desarrolla la 

actividad en el departamento Independencia (15). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Tajo en punta y Muesca de abajo; Lado Lazo: 

Gancho de encima y Horqueta. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

      

    020-000958 

 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31916 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00098/25, caratulados: Díaz, Néstor Gabriel. Solicitud de 
Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Díaz, Néstor Gabriel D.N.I. 39.299.073, 
con domicilio en Pública S/N B° Palermo - Cuipan del 

departamento San Blas de Los Sauces, que desarrolla la 

actividad en el departamento San Blas de los Sauces (18). 
Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Banco de encima y Agujero; Lado Lazo: Tajo en 

punta y Muesca de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
        020-001015 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

                                                                                                                               

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31917 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
 

* * * 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00088/25, caratulados: Ochoa, Egidio Rolando. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Ochoa, Egidio Rolando D.N.I. 27.406.825, 

con domicilio en Mariano Moreno S/N La Merced - Ulapes 

del departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 
actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Despunte y Llave de abajo; Lado Lazo: Horqueta 

y Muesca de encima. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
   020-001005 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
 

N° 31918 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00086/25, caratulados: Pereyra, Héctor Nicolás. Solicitud 
de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Pereyra, Héctor Nicolás D.N.I. 11.495.659, 
con domicilio en Sarmiento S/N - Ulapes del departamento 

Gral. San Martín, que desarrolla la actividad en el 

departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de 
Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Gancho de 

encima y Horqueta; Lado Lazo: Zarcillo de abajo y Llave 

de encima. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley.  
     

 
   020-001003 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

   

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31919 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  
 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00085/25, caratulados Vargas, Enzo Matías. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Vargas, Enzo Matías D.N.I. 38.761.130, 
con domicilio en Pública S/N - Corral de Isaac del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Despunte y Trébol de abajo; Lado Lazo: Zarcillo de 

encima. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
   020-001002 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31920 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00084/25, caratulados: Agüero, Victoriano Narciso. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por Agüero, Victoriano Narciso D.N.I. 

M6.715.626, con domicilio en Estados Unidos S/N 

Talleres - Ulapes del departamento Gral. San Martín, que 

desarrolla la actividad en el departamento Gral. San Martín 
(12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: 

Lado Montar: Zarcillo de abajo; Lado Lazo: Llave de 

encima y Media lanza de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
      020-001001 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31921 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00083/25, caratulados: Valles, Julia Esther. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 
iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Valles, Julia Esther D.N.I. 33.237.058, con 

domicilio en Sarmiento S/N La Rosa - Ulapes del 
departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Muesca de encima y Horqueta; Lado Lazo: Zarcillo de 
encima y Llave de abajo.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 
comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
      020-001000 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31922 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00082/25, caratulados: Quintero, Atilio Saul. Se hace 

saber, por el término de ley, que se ha iniciado el trámite 

de transferencia de Marca y Señal Título 002905 a nombre 
de Quintero, Juan Saul D.N.I. 6.704.073, para ser 

transferido a Quintero, Atilio Saúl D.N.I. 13.332.329 con 

domicilio en Est. El Carmen S/N - Villa Nidia del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 
en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Llave 

de encima; Lado Lazo: Llave de encima y Gancho de 
abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 
comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
    020-000999 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 
  

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31923 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00081/25, caratulados: Miranda, José Patricio. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Miranda, José Patricio D.N.I. 10.386.717, 

con domicilio en Pública S/N - Villa Nidia del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 
en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Tajo 

en punta y Gancho de abajo; Lado Lazo: Despunte y Llave 

de abajo.  
Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
      020-000998 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 
  

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31924 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00080/25, caratulados: Montivero, Cristian Javier. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Montivero, Cristian Javier D.N.I. 
29.770.457, con domicilio en Avda. 25 de Mayo S/N Norte 

- Ulapes del departamento Gral. San Martín, que desarrolla 

la actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Media lanza de abajo; Lado Lazo: Sacado de 

encima y Horqueta.  
Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
      020-000997 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31925 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00079/25, caratulados: Tello, Juan Ramón. Se hace saber, 

por el término de ley, que se ha iniciado el trámite de 
transferencia de Marca y Señal Título 001700 a nombre de 

Tello, Ramón María D.N.I. 6.720.623, para ser transferido 

a Tello, Juan Ramón D.N.I. 20.110.764 con domicilio en 

s/calle S/N - Aguayo del departamento Gral. San Martín, 
que desarrollan la actividad en el departamento Gral. San 

Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de 

Sangre: Lado Montar: Zarcillo de encima y Letra V de 
abajo; Lado Lazo: Zarcillo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
    020-000996 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31926 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00078/25, caratulados: Saddi, Suleiman. Solicitud de 
Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Saddi, Suleiman D.N.I. 94.674.176, con 
domicilio en Chacabuco 1638 Belgrano - Villa de Soto - 

Cruz del Eje de la provincia de Córdoba, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. Belgrano (07). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Banco de encima y Muesca triangular de abajo; 

Lado Lazo: Tajo de encima y Horqueta. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

 
      020-000995 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31927 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00076/25, 

caratulados: Sánchez, Víctor Manuel. Solicitud de Marca y 

Señal, hace saber por el término de ley, que se ha iniciado 

trámite de registración de Marca y Señal presentado por 

Sánchez, Víctor Manuel D.N.I. 29.770.495, con domicilio en 

s/calle S/N - Aguayo del departamento Gral. San Martín, que 

desarrolla la actividad en el departamento Gral. San Martín 

(12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Muesca de encima y Despunte; Lado Lazo: Horqueta 

y Muesca de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

     

 
      020-000993 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31928 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00075/25, caratulados: Gutiérrez, Amador del Rosario. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por Gutiérrez, Amador del Rosario D.N.I. 

16.482.343, con domicilio en Avda. San Martín S/N San 

José - Ulapes del departamento Gral. San Martín, que 

desarrolla la actividad en el departamento Gral. San Martín 
(12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: 

Lado Montar: Gancho de encima y Tajo en punta; Lado 

Lazo: Llave de encima y Muesca de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     020-000992 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
 

N° 31929 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00074/25, caratulados: Garay, América María. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 
iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Garay, América María D.N.I. 21.356.576, 

con domicilio en s/calle S/N - Corral de Isaac del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 
en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Tajo 

pluma de abajo con agujero; Lado Lazo: Tajo pluma de 
abajo con agujero y Zarcillo de encima. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
        020-000991 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31930 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00073/25, caratulados: Ortiz, Silvestre Alejandro. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Ortiz, Silvestre Alejandro D.N.I. 

23.112.144, con domicilio en Pública S/N - Pozo de Piedra 

del departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Pilón y Llave de encima; Lado Lazo: Llave de 

encima y Zarcillo de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
    020-000990 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31931 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00072/25, caratulados: Soria, Fernando Juan Pablo. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Soria, Fernando Juan Pablo D.N.I. 
45.589.035, con domicilio en Av. San Martín S/N San José 

- Ulapes del departamento Gral. San Martín, que desarrolla 

la actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 
Montar: Horqueta y Muesca de abajo; Lado Lazo: Llave de 

encima y Zarcillo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

     
    020-000989 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUMPyS 

 

Nº 31932 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00071/25, caratulados: Torres, Fernando Gastón. Solicitud 
de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Torres, Fernando Gastón D.N.I. 
25.311.286, con domicilio en Mariano Moreno esq. 

Joaquín Víctor González S/N - Ulapes del departamento 

Gral. San Martín, que desarrolla la actividad en el 
departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de 

Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Zarcillo de 

encima y Tajo de abajo; Lado Lazo: Zarcillo de encima y 

Gancho de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

    
        020-000988 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31933 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00070/25, caratulados: Ortiz, Simón Sabino. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Ortiz, Simón Sabino D.N.I. M8.018.202, 

con domicilio en S/N 3 B° de Las Mercedes - Ulapes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 
en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Horqueta y Gancho de abajo; Lado Lazo: Tajo de encima y 

Zarcillo de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

    
    020-000987                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31934 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00099/25, caratulados: Montivero, Seferino Mario Luis. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Montivero, Seferino Mario Luis 
D.N.I. 20.110.253, con domicilio en Juan Facundo Quiroga 

S/N San José - Ulapes del departamento Gral. San Martín, 

que desarrolla la actividad en el departamento Gral. San 
Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de 

Sangre: Lado Montar: Horqueta y Muesca triangular de 

abajo; Lado Lazo: Llave de encima y Media lanza de 

abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

      
       020-001016                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUMPyS 
 

Nº 31935 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00100/25, caratulados: Pereyra, José Reyes. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Pereyra, José Reyes D.N.I. 10.290.817, con 
domicilio en Mariano Moreno S/N Talleres - Ulapes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Gancho de encima, Despunte y Tajo pluma de abajo; Lado 

Lazo: Muesca de encima y Horqueta. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
    020-001017 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31936 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00101/25, caratulados: Fuentes, Martina Mercedes. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 
Señal presentado por Fuentes, Martina Mercedes D.N.I. 

14.862.166, con domicilio en Pública S/N - Suriyaco del 

departamento San Blas de Los Sauces, que desarrolla la 

actividad en el departamento San Blas de Los Sauces (18). 
Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Banco de encima; Lado Lazo: Horqueta y Sacado 

de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

      
    020-001018 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31937 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00069/25, caratulados: Gutiérrez, Jesús Hipólito. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca 

y Señal presentado por Gutiérrez, Jesús Hipólito D.N.I. 

28.618.903, con domicilio en Pública S/N - Aguayo del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Flecha de encima; Lado Lazo: Dos flechas de 

abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
     020-000986 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

Nº 31938 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00057/25, caratulados: Tello, Walter Sebastián. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Tello, Walter Sebastián D.N.I. 28.618.931, 

con domicilio en Estancia la Cañada S/N - Villa Nidia del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Agujero; Lado Lazo: Pilón y Gancho de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

      
     020-000974 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31939 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 
* * * 

 
El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00058/25, caratulados: Zárate, Estela Nicolasa. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Zárate, Estela Nicolasa D.N.I. 24.620.627, 
con domicilio en Juan Facundo Quiroga S/N Norte - 

Ulapes del departamento Gral. San Martín, que desarrolla 

la actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Llave de encima y Ramal cortado de abajo; Lado 

Lazo: Muesca de encima y Zarcillo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

     

 
     020-000975 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel  
Director RUPMyS 

 

N° 31940 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025  
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00059/25, caratulados: Luján, Elisa Elsa del Valle. Se hace 
saber, por el término de ley, que se ha iniciado el trámite 

de transferencia de Marca y Señal Título 003540 a nombre 

de Gutiérrez, Ángel Agustín D.N.I. 10.885.124, para ser 
transferido a Luján, Elisa Elsa del Valle D.N.I. 21.357.257 

con domicilio en Pública S/N - Aguayo del departamento 

Gral. San Martín, que desarrollan la actividad en el 
departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de 

Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Tajo en punta y 
Muesca de abajo; Lado Lazo: Muesca de encima y Tajo en 

punta. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
    020-000976 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             

 

 

Juan Antonio Carbel 
 Director RUPMyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00089/25, 

caratulados: Bustos, Santiago Fernando. Solicitud de Marca y 

Señal, hace saber por el término de ley, que se ha iniciado 

trámite de registración de Marca y Señal presentado por 

Bustos, Santiago Fernando D.N.I. 35.055.904, con domicilio 

en Publica S/N - Aguayo del departamento Gral. San Martín, 

que desarrolla la actividad en el departamento Gral. San 

Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de 

Sangre: Lado Montar: Muesca de encima y Sacado de abajo; 

Lado Lazo: Banco de encima y Sacado de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
   020-001006 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
 Director RUPMyS 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00090/25, caratulados: Gutiérrez, Hipólito Salvador. 
Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 

ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Gutiérrez, Hipólito Salvador D.N.I. 
10.885.108, con domicilio en Pública S/N - Aguayo del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Gancho de abajo y Tajo en punta; Lado Lazo: Banco de 

abajo y Muesca de encima.  

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 
con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

     

 
   020-001007 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUPMyS 

 

N° 31943 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00091/25, 

caratulados: Chávez, Erasmo Aurelio. Solicitud de Marca y 

Señal, hace saber por el término de ley, que se ha iniciado 

trámite de registración de Marca y Señal presentado por 

Chávez, Erasmo Aurelio D.N.I. 11.611.887, con domicilio en 

Mariano Moreno esq. Corrientes S/N Jardín - Ulapes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad en 

el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de 

Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: Horcón; Lado 

Lazo: Horcón y Gancho de encima. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 
 

      
           020-001008 

 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00093/25, caratulados: Soria, Gustavo Antonio. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Soria, Gustavo Antonio D.N.I. 24.090.731, 

con domicilio en Rioja S/N Norte - Ulapes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Muesca de encima y Sacado de abajo con tajo; Lado Lazo: 

Zarcillo de abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

 

      
020-001010 

 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
 

 
 

 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00060/25, caratulados: Videla, Elio Marcelo. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 
iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Videla, Elio Marcelo D.N.I. 22.865.268, 

con domicilio en pública s/n paraje Cañada Verde – Corral 
de Isaac del departamento Gral. San Martín, que desarrolla 

la actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Dos ramales de abajo; Lado Lazo: Tajo de encima 
y Tajo en punta. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 
comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

 
    020-

000977 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  
 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 
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El Director del Registro Único Provincial de Marcas 

y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 00061/25, 

caratulados: Torres, Ítalo Argentino. Solicitud de Marca y 

Señal, hace saber por el término de ley, que se ha iniciado 

trámite de registración de Marca y Señal presentado por 

Torres, Ítalo Argentino D.N.I. 30.770.969, con domicilio en 

Juan D. Perón S/N 1 de mayo - Ulapes del departamento Gral. 

San Martín, que desarrolla la actividad en el departamento 

Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y Señales 

de Sangre: Lado Montar: Muesca de encima y Muesca 

triangular de abajo; Lado Lazo: Llave de encima y Muesca 

triangular de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren con 

derecho respecto de la marca y señal referida, a comparecer 

dentro de los quince días posteriores de la última publicación 

del presente bajo apercibimiento de ley. 

 
020-000978 

                 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          
 

 

Juan Antonio Carbel 
Director RUMPyS 

 

N° 31947 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

 

* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 
00062/25, caratulados: Murúa, Pedro Enrique. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 
presentado por Murúa, Pedro Enrique D.N.I. 17.484.809, 

con domicilio en Sarmiento S/N Talleres - Ulapes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la actividad 

en el departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 
Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Muesca de abajo y Dos muescas triangulares de encima; 

Lado Lazo: Horqueta. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 
     

 
     020-000979 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

 

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 

 

N° 31948 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 
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El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00063/25, caratulados: Ibáñez, Juan Eduardo. Solicitud de 
Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se ha 

iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Ibáñez, Juan Eduardo D.N.I. 23.004.298, 
con domicilio en Pública S/N paraje La Porfia - Corral de 

Isaac del departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 
adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Muesca triangular de encima y Gancho de abajo; 

Lado Lazo: Muesca triangular de encima y Zarcillo de 

abajo. 
Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

 

      
     020-000980 

         

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  
 

Juan Antonio Carbel 
 Director RUPMyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 
Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00064/25, caratulados: Azcurra, Cayetano Cristino. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término de 
ley, que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Azcurra, Cayetano Cristino D.N.I. 

20.110.325, con domicilio en Pública S/N - Puesto 

Dichoso del departamento Gral. San Martín, que desarrolla 
la actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Llave de encima y Tajo de abajo; Lado Lazo: 
Muesca de encima y Zarcillo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 
última publicación del presente bajo apercibimiento de ley. 

     

 
     020-000981 

             

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             
Juan Antonio Carbel 

 Director RUPMyS 
 

N° 31950 - $ 12.246,00 - 06 al 13/06/2025 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. 

N° 00087/25, caratulados: Vargas, Antonio 

Marcelo. Solicitud de Marca y Señal, hace saber por 

el término de ley, que se ha iniciado trámite de 

registración de Marca y Señal presentado por 
Vargas, Antonio Marcelo D.N.I. 10.575.110, con 

domicilio en San Rafael S/N - Corral de Isaac - 

Chepes del departamento Rosario Vera Peñaloza, 

que desarrolla la actividad en el departamento Gral. 

San Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y 

Señales de Sangre: Lado Montar: Muesca de 

encima, Muesca de abajo y Despunte; Lado Lazo: 

Zarcillo de abajo y Muesca de encima. 

Cítese y emplácese a todos los que se 
consideren con derecho respecto de la marca y señal 

referida, a comparecer dentro de los quince días 

posteriores de la última publicación del presente 

bajo apercibimiento de ley. 
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Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
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* * * 

 
El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. 

N° 00065/25, caratulados: Azcurra, Oscar Gabriel. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el 

término de ley, que se ha iniciado trámite de 
registración de Marca y Señal presentado por 

Azcurra, Oscar Gabriel D.N.I. 31.131.848, con 

domicilio en Publica S/N - Puesto Dichoso del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. San Martín (12). 

Se adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: 

Lado Montar: Muesca de encima y Tajo de abajo; 

Lado Lazo: Muesca de encima y Dos tajos de abajo 

Cítese y emplácese a todos los que se 

consideren con derecho respecto de la marca y 

señal referida, a comparecer dentro de los quince 

días posteriores de la última publicación del 

presente bajo apercibimiento de ley. 
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     020-000982 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00066/25, caratulados: Azcurra, Salustiano Fermín. 

Solicitud de Marca y Señal, hace saber por el término 

de ley, que se ha iniciado trámite de registración de 

Marca y Señal presentado por Azcurra, Salustiano 

Fermín D.N.I. 22.463.756, con domicilio en Pública 

S/N - Corral de Isaac del departamento Gral. San 

Martín, que desarrolla la actividad en el departamento 

Gral. San Martín (12). Se adjuntan Marca de Fuego y 

Señales de Sangre: Lado Montar: Muesca de encima y 

Despunte; Lado Lazo: Tajo pluma y Banco de abajo.

  

Cítese y emplácese a todos los que se 

consideren con derecho respecto de la marca y señal 

referida, a comparecer dentro de los quince días 

posteriores de la última publicación del presente bajo 

apercibimiento de ley. 
     

 
     020-000983 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00067/25, caratulados: Arce, Pedro Pablo. Solicitud de 

Marca y Señal, hace saber por el término de ley, que se 

ha iniciado trámite de registración de Marca y Señal 

presentado por Arce, Pedro Pablo D.N.I. 17.262.484, 

con domicilio en Pública S/N - puesto Los Verdes del 

departamento Gral. San Martín, que desarrolla la 

actividad en el departamento Gral. San Martín (12). Se 

adjuntan Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado 

Montar: Muesca de encima y Muesca de abajo; Lado 

Lazo: Horqueta y Zarcillo de abajo. 

Cítese y emplácese a todos los que se consideren 

con derecho respecto de la marca y señal referida, a 

comparecer dentro de los quince días posteriores de la 

última publicación del presente bajo apercibimiento de 

ley. 

     

 
     020-000984 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

  

Juan Antonio Carbel 

Director RUPMyS 
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* * * 
 

El Director del Registro Único Provincial de 

Marcas y Señales Juan Antonio Carbel, en Expte. N° 

00068/25, caratulados: Tello, Ceferino Daer. Solicitud 

de Marca y Señal, hace saber por el término de ley, 

que se ha iniciado trámite de registración de Marca y 

Señal presentado por Tello, Ceferino Daer D.N.I. 

18.510.587, con domicilio en Roque S. Peña S/N 

Rieles - Chepes del departamento Rosario Vera 

Peñaloza, que desarrolla la actividad en el 

departamento Gral. San Martín (12). Se adjuntan 

Marca de Fuego y Señales de Sangre: Lado Montar: 

Pitillo o cigarrillo; Lado Lazo: Agujero. 

Cítese y emplácese a todos los que se 

consideren con derecho respecto de la marca y señal 

referida, a comparecer dentro de los quince días 

posteriores de la última publicación del presente bajo 

apercibimiento de ley. 
     

 
     020-000985 
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De Trabajo, Empleo e Industria 
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SECRETARIAS MINISTERIALES 
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De Hacienda 
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Jorge Mario Ortiz 
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Tec. Myriam A. Espinosa Fuentes 
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De Ganaderia 
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Esc. Liliana Zarate Rivadera 

De Tierras 
Dra. Flavia Cecilia Leguiza 

De Inclusion y Desarrollo Social 
Griselda Herrera 

De Economía Social y Popular 
 

 

Prof. Jorge Luis Córdoba 

De Deporte , Recreación e Inclusión 
Arq. Eduardo Raul Andalor 

De Obras Públicas 
Lic. Alcira del V. Brizuela 

De Transporte y Movilidad de la Pcia. 
Dña. Romina Noelia Guzman 

De Desarrollo Territ. P/la Inclusion 
Social 

Dr. Alfredo Pedrali 

De Energía 
 

 

Dr. Gonzalo Enrique Calvo 

De Atención de la Salud 
Lic. Marcia Ticac 

De Promoción y Prevención 
Dr. Roberto Carlos Menem 

De Gestión Administrativa 
Prof. Patricia Herrera 

De Culturas 
Lic. Angela Karen Navarro Martinez 

De la Mujer y la Diversidad 
 

D. José Antonio Rosa 

de Turismo 
D. Juan Pablo Delgado 

De Juventudes 
Dr.  Lucas Alfredo Casas 

De Justicia 
Crio. Gral. (r) Pedro N. Fuentes 

De Seguridad 
D. Délfor Augusto Brizuela 

De Derechos Humanos 

 

 
 

 

LEYES NUMEROS 226 y 261 

 

Art. 1º- Bajo la dirección y dependencia de la Subsecretaría General de Gobierno se publicará bisemanalmente el BOLETIN OFICIAL, el que se dividirá en tres secciones, una administrativa, una judicial y 
otra de avisos. 

Art. 3º- Se publicarán en la Sección Judicial, bajo pena de nulidad, los edictos, cédulas, citaciones, emplazamientos, avisos de remates judiciales y, en general, todo otro documento cuya publicidad sea legal o 

judicialmente obtenida. 

A este objeto, los jueces o tribunales de la provincia tendrán obligación de designar al BOLETIN OFICIAL como periódico o diario en que deban insertarse esos documentos, sin perjuicio de hacerse también 
en otros solamente cuando las leyes de procedimientos exijan la publicación en más de uno. 

Art. 10º- Los documentos que en él se inserten serán tenidos por auténticos y obligatorios por el efecto de esa publicación.  

 

DECRETOS NUMEROS 7.052 y 21.257 
Art. 2º- El BOLETIN OFICIAL se publicará los días martes y viernes de cada semana, en cuyos números se insertarán los documentos, avisos, edictos, etc., a que se refieren los Artículos 2º y 4º de la Ley Nº 

226 y Artículo 3º de la Ley Nº 261, cuyas copias se entregan en Subsecretaría de Gobierno el día anterior a su edición y antes de las once horas. 

 

TARIFAS VIGENTES A PARTIR DEL 07/01/19, DE ACUERDO A LAS DISPOSICIONES DE LA RESOLUCION S.G. Nº 231/94 - DISPOSICION N° 01/19-D.I.B.O. 

PUBLICACIONES 

 

a) Edictos judiciales, sucesorios, declaratorios de herederos, citación de testigos con orden de juez, remates, emplazamiento, cambio de nombre, divorcio vincular, el cm Pesos   314,00 

b) Edicto judicial referente a asignación, posesión treintañal, medición de campos, peritajes, información posesoria, prescripción adquisitiva, el cm Pesos   314,00 

c) Edictos de marcas y señales, el cm Pesos   314,00 

d) Edictos de minas, denuncias y mensuras, el cm Pesos   442,00 

e) Explotación y cateo, el cm Pesos   442,00 

f) Avisos de tipo comercial: a transferencias de negocios, convocatorias, comunicados sobre actividades de firmas comerciales, Ordenanzas y Resoluciones Administrativas, contrato social, 

inscripción de directorios, concurso preventivo, nuevo directorio, cesión de cuotas, rubricación de libro, reconstrucción de expediente, ampliación del objeto social, el cm 
Pesos 933,00 

g) Balances c/diagramación específica en recuadro o disposición de cifras, rubros, etc., se tomará en cuenta el espacio que ocupará midiéndose su altura por columna, el cm Pesos 933,00 

h) Llamado a licitación pública de reparticiones pertenecientes al Estado Provincial como, asimismo, llamados a concursos para ocupar cargos o postulación a becas, el cm Pesos 4.388,00 

i) Publicación de contrato de constitución de sociedades comerciales, renovación o modificación de estatutos, incremento de capital, etc., el cm Pesos 933.00 

No se cobrará en el caso de publicación de avisos de citación, presentación de comisiones de incorporación, y otros de autoridades militares. Idem en caso de publicaciones 

referidas a Defensa Civil. 

“Se considerará centímetro de columna al cómputo de quince (15) palabras o fracción mayor de diez (10)”.  
 

VENTAS Y SUSCRIPCIONES BOLETINES OFICIALES 

 

j) Suscripcion anual Pesos 53.180,00 

k) Ejemplar del día Pesos 395,00 

l) Suplemento del Boletín Oficial  Pesos 870,00 

ll) Ejemplar atrasado del mes Pesos 480,00 

m) Ejemplar atrasado hasta un año y más de un mes Pesos 585,00 

n) Ejemplar atrasado hasta más de un año y hasta diez Pesos 665,00 

ñ) Colección encuadernada del año Pesos 77.780 

o) Colección encuadernada de más de un año Pesos 106.635,00 
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